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PnEsENTACIÓN

¿Qué es una política pública? ¿Por qué y cómo nace una políti-
ca pública? ¿Quién la decidió? ¿Qué hacen el gobiemo y la admi-
nisuación pública? ¿Cuáles son los impactos de una política pública?

Desde siempre el modo de gobernar a las sociedades ha sido
centro de las preocupaciones filosóficas y políticas de los seres

humanos. Es el que ha dado vida y sentido a la contienda política
y el que determina de manera profunda el devenir de nuestras

sociedades. El agotamiento contemporáneo de las grandes narra-
ciones políticas de la modernidad corno el marxismo y el liberalis-
mo clásico ha llevado a poner las miradas sobre el trabajo concreto
d. y en los entes gubernamentales y sobre las relaciones con su

entorno. En este contexto, y como problemática importante de Ia
disciplina poütológica, el anáüsis de las políticas públicas permite
renovar, alimentar y apoftat a la d.iscusión y a los clebates políticos
y académicos sobre temas como el Estado, la política,la demo-
cracia,la participación, la organización,la gestión pública y otros
más a partir de un enfoque que privilegia el análisis concreto de la

realidad de las prácticas políticas y administrativas cotiüanas. Irste
conocimiento es indispensable hoy en üa para quienes pretenden
reflexionar y actuar con responsabiüclad en política.

El presente trabajo es fruto de varios años de enseñanza y de

investigación del autor en la discipüna conocida como el <análisis

de las políticas públicas> en los programas académicos de Ciencia

Política en las Universidades de Ginebra (Suiza) y del Cauca (Co-
lombia). Con éI se pretende poner a disposición, tantc> cle los estu-

diantes universitarios -en particular de ciencia política, de

administración, de derecho y de sclciología*, como cle un ¡rfrblico
más amplio, los principales elementos cle una üsciplina <bisa¡¡ro>

entre el análisis científico y Ia acción política, entre las teorías y las

prácticas políticas. Con este texto se busca construir y proponer
temas de reflexión, modos de pensar y herramientas para la com*

4.1. Las condiciones para el cambio de política
4,2. Prccesos de decisión y régimen político

CoNcrusroNEs

Bmr¡ocnarÍa
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prensión de la acción púbüca )'del Estado que, creemos, pueden
ser rje gÍ'an utilidad tanto para eI científico social como puru .l
funcionario públic., el profesional de la política, el militante o el
ciudadano interesado por los asuntos públicos.

El übro está organizaclo de forma didáctica paoel lector. Lue_
go de una introducción que permite conrex tuaJszatel análisis de las
políticas públicas, se definen los conceptos fundamentares utihza-
dos y se presentan los principales .ttfoq.r.s teóricos y metodológicos
cle la disciplina (c"p. I). Los capíturás dos, tres, cuarro y cinco
desa*ollan respectivamenre los temas del surgimiento de ú, pro_
blemas polític<,rs (c"p. Ir), de Ia toma de decisión (cap. IIr;, áe h
implementación de las políticas púbricas (cup. rg y, firruÁ.rrt.,
de la evaluación de las mismas (cap. \). con .t irn'a. ilustrar el
trabajo de los analistas de políticas públicas, se presenta un ejem_
plo de investigación empírica que tiene como prtbt"matica central
el análisis del Estado colombiano a pafu d. ios cambios de porí-
tica en matena ambiental (c"p. vr). para concluir ,. pr.r.rrd"r,
abrir unas pistas exploratorias para alimentar la discusió, ,obr.l",
irnplicaciones y las perspectivas políticas que suglere el análisis de
las políticas públic as p^ta las teorías del Estado.

Finalmente me queda por agra<lecer a los estudiantes del pro-
grama de ciencia Polírica de ra universidad del cauca q.r. i*
sid, el m<-rriv' principal para rcahzar este trabajo y a quienes dedi_
co este libro. Tbda mi gratirud va para mi colega de la Facultad de
Derecho, ciencias políticas y sociares de ra universidad del cauca,
la profesora carolyn wenholz quien dedicó parte de su precioso
tiernpo para leer versiones anteriore, y .oroibuyó .o., ,i* perti_
nentes observaciones y perspicaces comen0rios a meiorar rror"_
blemente la ct;mprensió' del texto. Igualmenre expreso mis
agradecirruentos a la monitora y estodiani. del programa de cien_
cia Política de la universidad del cauca, y ahora páurotog a, Lyda
Teresa córdoba Hoyos pues tuvo la paciencia rr..r*iu p"r"..r-pti,
con la difícil e importante labor de corrección. por ultimo,,, jro-
fundc¡ reconocimiento a mi esposa Myriam Galeano Lozanorqoi.r,
siernpre me motivó para seguir con la redacción de este iúro 

"pesar del tiempo que le robaba.
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La omusrór.¡ oEr nNÁusrs DE LAS porÍrrcns púsuc¡s

Durante las dos últimas décadas el análisis de las políticas pú-
blicas se ha ido constituyendo en un campo de estudi o cada vez

más importante para.la ciencia política. Aunque no se pretende
presentar aquí la genealogía de este campo particular, nos parece

importante, debido a su poca difusión tanto en los círculos acadé-

micos como político-administrativos colombianos y latinoameri-
canos, introducir al lector en algunas consideraciones acerca del
desarrollo del estudio científico de las políticas púbücas. La mayo-
na de los autores auibuyenla aparición de este enfoque al creci-
miento del intervencionismo del Estado en muchos aspectos de la

vida social de nuestras sociedades, independientemente de sus ni-
veles de desarrollo. Este crecimiento de las intervenciones estata-

les, particularmente después de la Segunda Guerra Mundial,
constituye una cara del llamado Estado de Bienestar o Estado
Providencia y coincide también con un desarrollo importante de

las ciencias sociales.

Es realmente a partir de los años sesenta del siglo XX que los

científicos sociales, politóIogos, sociólogos y economistas se inte-
resaron pot el estudio de la acción pública. El movimiento se ini-
ció en los Estados Unidos para ganar progresivamente el Viejo
Continente, en particular los países escandinavos y Gran Bretaña.

En los años setenta, la ola se transmittí a Alemania para tener

luego, en los ochenta, una acogida casi planetaria como lo de-

muestran las temáticas de los congresos mundiales de sociolog^y
de ciencia política a parur de esta época.

Mienras tarnto, los investigadores latinoamericanos se dedica-

ron más bien a estudios clásicos de ciencia administraúva como el

anáüsis de las especificidades de la burocracia estatal en América
laúna. En este campo se destacaron en particular autores como

fi
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oscar oszlak (1979; 1986) y Bernardo Kliksberg (1971) en Ar_
gentina con sus numerosos estudios sobre las relaciones entre
burocracia, Estado y sociedad civil. El mundo hispánico se con-
tag¡ará realmente del estudio de las poríticas púbücas en la última
década del siglo XX. En España se destaca en el año 1992 la
publicación de la traducción al castellano del libro de los fuance-
ses Mény y Thoenig Politiquu pubtiquu (19g9), y en México, hay
que subrayar los imponantes trabajos de divulgación de Aguilar
villanueva (1992). En colombia, salaz'o vargas (rgg2) p.red.
declanr que el estudio de las políticas pública's .orrr.iáy. .rrr^

.'1u.eva 
perspectiva de análisis", ¡casi treinta años despoés de su

inicio en los Estados Unidosl
Este retraso se explica probablemente por la constituc ión tar

día, 
9n 

colombia, de la ciencia política .oÁo disciplina aurónoma
alrldedor de programas de formación universitaia (ver sánchez,
1994). En gran parre de las universidades tanto públicas como
privadas, las facultades de Derecho tiend en a morropoti zar y a
limitar el campo politológico aIa descripción de l^, irrrtitociones
políticas: es aún frecuente que éstas llamen abusivamente sus
pregrados como de "Derecho y ciencias políticas". La universi-
dad de los Andes, en la cual se fundó el primer Departamento de
ciencia Política del país y primera institución de eá,rcación ,.rp.
rior (privada) que ofrece la canera de ciencia política desde tq6g
sólo introduce eI esrud.io de las políticas públicas .;;;";ü
natura específica de pregrado en la segunda mitad de los a¡Á
noventa. La apernrra de varios programas de pregrado en ciencia
política a panr de mediados de los noventr prrirr.rsidad Nacio-
nal de colombia, Pontificia universidad Javeriana, universidad
del cauca, universidad colegio Mayor de Nuesra Señora del
Rosario) ha facilitado la inuoducción de la temática. Al parecer, el
<<despeguo del interés académico por er análisis de las políticas
públicas en colombia, se está acelerando en estos ultimos años
por la inclusión del tema en varios postgrados de gestión pública,
de derecho administrativo y de ciencia política. En particular se
destaca la Escuela superior de Administración púbücá, h cual in-
troduce progresivamente, más allá del esrudio clásico de la admi-
nistración púbüca, el análisis de las políticas púbücas en sus

12
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postgrados al final de los años ochenta. Alejo Vargas, tirular de la
cátedra "Teoría del Estado y políticas públicas" en uno de estos

postgados puede afirmar que en ese momento "dicho tema era

relativamente extraño en nuestro medio acadérnico" fy'argas
Velásquez, 1999:7). Los currículos de los distintos programas de

pregrado en ciencia(s) poUtica(s) del país han introducid<¡ iguat-

mente el estudio de las políticas públicas. Entre éstr¡s se destaca el

programa de pregrado de la Universiclad del Cauca que previó,
desde su aperrura en 7996, un énfasis en el área de las políticas
públicas.

I B litemtura científica colombiana enfocada al estudio de las

políticas públicas es todavía más reducida. Aparte cle los textos ya

mencionados, se destaca el anáüsis de Monc yo (1990) -pionero
en Colombia del terRa- sobre políticas urbanas desde una pers-

pectiva neomancista y el übro de Wiesner (1997), el cual propone
un breve análisis crítico de algunas políticas públicas col<¡mbianas

para promover y defender una perspectiva neoinstitucionalista en

su vertiente económica (ver capínrlo I), actualmente en boga. Más

recientemente, se publicaron interesantes trabaios como los de

Pedro Medellín (1998) y Alefo Vargas Velásquez (1999); sin em-
bargo son trabajos que resultan de esfuerzos individuales. Todavía
no existen comunidades académicas en el área para permitir la

realizaciín de trabaios de investigación profundns sobre políticas
públicas en Colombia.

Le coNsrITUcIóN DEL Aru(usrs DE r¿.S pot"ÍTrcns púnLrcAS

COMO CIENCIA DEt ESTADO TN ¡CCTÓW

Como ocrrrre con muchas üsciplinas nuevas, el análisis de las

políticas púbücas se elaboró a partir de la confluencia de varios en-

foques. La ciencia política tradicional cclnsicleraba en los años cin-
cuentaysesentaquelaspolíticas públicas (policiu, eninglés) eranvariables

dependientes de la actividad política (politicl.Ixr que interesaba a los

politólogos de entonces se situaba por lo tanto <<río arriba>: los pro-
blemas de la participación electoral, las distorsiones de representa-

ción política, la competencia entre particlos políticos. Se presuponía

que las políticas públicas no eran más que el resultado, el prr-rclucto,

t3
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la consecuencia de los gcrbernantes o de quienes estaban represen-

tados en el sistema mediante los partidos políticos.
El interés por el esrudio de la política como <<producto> (PoüE)

de la actividad política (poütics) tuvo que venir desde otros horizon-
tes. Por un ladq especialistas interesados en ayudar a los decisores

políticos enfc¡caban sus preocupaciones hacíauna interogación prag-

mátíca: ¿córno lograr, a parúr de los intereses constituidos, la
implementación de las <<buenau políticas, eficaces y eficientes? Se

trataba de diseñar la buena metodolog¡a -las recetas- para lograr el

<óuen gobierno>. Esta preocupación corespondió a las orientacio-
nes de la corriente llamada poliEt science. En Américalaüna esta ten-
dencia -más normativa que explicatvp se tradujo en la oferta de

ntrrnerosos cursos y programas académicos, ubicados en los mfu-
genes de la ciencia administrativa y de la gestión pública, llamados
<gobierno>, traducción del término inglés gouernment. Por oto ladq
la fascinación por los métodos expücativos cuantiativos desarrolla-

dos por los economistas y el desdén de éstos por todo lo que no era

cuantificable, tendía, de hecho, a excluir el factor político de las ex-

plicaciones relativas a las políticas públicas. Los economistas; ayuda-

dos en esto por.un cierto mar¡rismo ortodoxq buscaban las causas

cle las variaciones de pofticas públicas en los factores económicos
ante tc¡do. Como 1o subraya Thoenig (1990), el imperialismo de la
ciencia económica llegó hasta cifrar la parte imputable a factores

sociales y políticos en la explicación de las políticas públicas en r¡n
1,5o . ¡El resto, o sea el 85% de una política pública, enconfraba,

según ellos, una causa en los factores económicos!

De ahí surgió una pregunta capital: ¿Does politics matter? (Shaqpe,

Newton, 1984) ¿Tiene importanciala actividad política? Esta pre-
gunta, fundamental, por no decir vital, panlaüsciplina politológica,
va a polarízar el debate y las investigaciones sobre el tema de los
factores determinantes de las políticas públicas y, aLa postre, sobre
el papel del Estado. De estos debates .<nriquecidos,'de un lado,
por una gran cantidad de investigaciones empíricas ¡ del otro, por
l¿ tradición europea de reflexión sobre el Estado como institución
que trasciende la sociedad- va a apatecer progresivamente un en-

foque específico, con sus métodos y herramientas de investigación
propios, llamado polig analsis o análisis de las políticas públicas

l4

(NIény, Thoenig 1992:13-15). La pregunta de qurén gobierna y cómo,

es sustituida por cómo y quién elabora e implementa ufla política

pública Q-agroye, 1,997:437). En lrrg^r de centrar su estudio en el
'Ert"do, 

el análisis de las políticas púbücas desplaza eI cenuo de inte-

rés hacia la actividad concreta del Estado, la cual es considerada

como una variable independiente y así volcar la pregunta de esta

forma: ¿tienen importancia las políticas públicas? o ¿de qué modo

las políticas públicas determinan la política,las instituciones y el Esta-

doi Ad.más, este enfoque permitiría a través de la feconstrucción

de una política pública "sucaÍ a la luz a actores esenciales que un

análisis en términos de política de partidq padamentanao guberna-

menul no permidría mostrar"' ([[ény, Thoenig; 1992:76'17)' E otfos

términos, el análisis de las políticas públicas tiene como obietivo

princrpat la identificación concreta de los actofes que intervienen en

L ptl."so de definición, de decisión y de implementación de una

polí,i.", y así mismo busca ponef atah:z las posiciones' intefeses y

objetivos de esos actores (Lagroye, 11991:439)

El análisis de las políticas públicas se teahza a partk de una

metodología de investigación aplicada al qué y al cómo byer del Es-

tado, y deiplaza el punto de observación hacia el lado de sus (Pro-

ductos> o outcones. En pocas palabras, se concibe como la ciencia

del Estad o en acción o, más precisamente, como una metodología

de investigación social aplicada al análisis de la actividad concfeta

de las autoddades públicas. Este enfoque permite esclarecer, a partir

de una nueva clave analítica, una parte del trabaio de las autorida-

des públicas que quedaba a Ia sombra con los enfoques tradicio-

nales de Ia ciencia adminisaativa' el derecho,la sociologíaola ciencia

política clásica. Entre las numerosas definiciones ProPuestas, Dye

itrllO¡ señala que el análisis de las políticas públicas tiene que ver

más con la .*flicación que con la prescripción, pues consiste en

una indagación rigurosa de las causas y las consecuencias de las

políticas l.iUti."r y qr., finalmente, se esfuerza pot desarrollar y

prob". hilótesis g.rr.rrles sobre las causas y las consecuencias de

ias políticas púbücas Por medio de la acumulación de investigacio-

nes empídcas de relevancia general'

sin embargo, el carácter práctico y alavez tefitico del enfoque

denomin ado anáüsis de las políticas púbücas hace que el centro de

t5



interés de los 6alis¡2s, independienremente de su orientación polí-
tica, esté fuertemente determinado por las problemáticas polÍticas
dominantes del momenro: de las dificultades del modelo del Es-
,"do de bienestar en los años sesenra y setenta (déficit de resulta-
dos), pasaron a su crítica enladécada de los años ochenta (coqpo-
rativismq bvrocrattzación) y a Ia respuesra neoüberal en los Áo,
noventa (privatizaciones). r,os analistas de los años sesenta se enfo-
caron particularmente sobre el tema de Ia implementación de las
decisiones. Enlos años setenta el temapri".tú fue el análisis com-
patativo de los modelos de Estado providencia; y luego, en los
años ochenra, el cenuo de interés se desplazóhactau páut.máa_
ca de la constitucién de las 4gendas gubernamentale, y a. hs con-
figuraciones (sistemas, redes, comunidades) de actores que influ-
yen en las políticas púbücas (fhoenig en Duran ,1999:5).Finalmente,
en los años noverrta, con la ola neoliberal, muchos analistas -pre-
ocupados por la eficiencia'de la gestión pública- debatieron alre.
dedor de la reforma adrninistraivacon la r^*.rr"-árr*u;rt*
públicu (new puhlic management) y se incrementó el interés-por la
evaluación de la acción pública.
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CapÍrulo I

CoNcrpros, TEoRÍAs y HERRAMTENTAs nARA

EL ANALISIS DE IAS POLÍTICAS PÚBLICAS

1. Los coNcEpTos DE Esteoo y DE porfuce púnrrc¡

Desde hace varios años los libros dedicado s a anahzar el papel

del Estado y a plan tearlanecesidad cle transformado, de recliseñado

o de <,modernizarlo)) se han multiplicadoi. Oszlak (1,994),por ejem-

plo, habla de la necesidad de redefinir las fronteras entre el Estado
y la sociedad. En América latina, en particular, -{n un contexto de

globñzación de los mercados, de conformación y cq¡nsolidaciirn

de bloques regionales como el Alena, el Mercosur, el Pactc¡ Andino
y el ALCA- tal reflexión sobre el papel y el modo cle inserción del

Estado en sus sociedades aparece como de actualidad2. El nuevcr

contexto político y económico internacional, así como las exigen-

cias nacionales, regionales y locales para aumentar la democracia,
la participación, la autonomía 1' para fottalecer, por elemplo, las

medidas panlaprotección del medio ambiente, poflen a los Esta-

dos frente a nuevas problemáticas. Esta nueva agenda política

-que se suma a los habituales problemas de las políticas sociales 1'

económicas de inequidad, pobreza creciente, violencia, terroris-
mo, corrupción e inseguridad- influye sobre el funcionamiento

1Ver, entre otros,los übros de Osborne y Gaebler (1,993) y de Kliksberg
(1ee4).
2 El debate alrededor de la llamada <TerceraVío constituye un efemplo de

esta redefinición (ver Giddens, 1999; Blair, Santos, 1999).
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cJel listado. Por ejemplo, la integpación y la conside nciónde las cues-
tiones ambientales, por naturaleza transversales o intersectoriales,
provocaron cambios institucionales importantes (Bradfo rd, 199 4:1.8).
En la mayoúa de los países, si no en todos, la legislación sobre este
tema se fortaleció y se crearon nuevas instituciones y políticas.

Al mismo dempo, los análisis del Estado se han renovado con
un cambio radical de perspectiva irnpulsado por los enfoques pro-
movidos desde el denominado <<análisis de las políticas públicas>.
como Io indican Ntény y Thoenig (1992:77) al citar un autor esta-
douniclense (Ashford, 1976), "en lugar de interrogarse sobre las
consecuencias de las estructuras instirucionales sobre las políticas
(...)", es preciso invertk la pregunta e interesarse por la m aneÍL
corno las políticas aprobadas e implementadas por el Estado re-
flejan Ia distribución del poder y de las funciones en éste; de modo
que "las políricas públicas se vuelvan un rnedio para describir el
comportamiento institucional y cómo sus variaciones pueden ser
atribuidas a las estructuras mismas. Las polít-icas se .orrrri.rr.n en
un 'análogo'cle las instituciones, más que en un conjunto de deci-
siones más o menos eficientes, efectivas o racionales" Otéry y
Thoenig, 1992:7\.

El análisis de las políticas públicas ofrece una renovación de los
estudios pa:"a la comprensión del Estado y de sus acciones. Un
examen minucioso cle las actividades estatales, en varios temas, ha
sido realizado ranro en los Estados unidos como en Europa. Es-
tcrs estudios, muy a menudo, han sacado a la Iuz la distJncia, a
veces importanre, enüe las intenciones iniciales del Estado o del
legislador y las realizaciones concretas. De esta forma el anáüsis de
las políticas públicas ha contdbuido a ver el Estado con menos
cons4gpación o reverencia. Los aportes de la sociología de las or-
ganizaciones al análisis de las políticas públicas han incidido tam-
bién de manera significariva a esta trivialización del E,stado
(Friedberg,l'993:95-96) o, incluso, a su <<decaimiento>> como ,.sis-

tema de acción específicc) con vocación (o pretensión) de coordi-
nar los otros sistemas de acción" (L,eca,Jobert, 19g0: 1164).

Para nosoüos, no se trata de reducir el Estado a una organtza-
ción común y corriente; sin embargo, pensamos que el Estado y
sus instituciones pueden ser analizados como "otgatúzaciones a
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través de las cuales los agentes públicos (elegidos o adminisuati-
vos) persip"t metas que no son exclusivamente resPuestas a de-

mandas sociales y, a Ia vez, como configuraciones de organizaciones

y de acciones que estnrcturan, modelan e influyen tanto en los pro-
cesos económicos como en las clases o grupos de interést' (IVfé.y,

Thoenig 7992:76-77). En otras palabras, la especificidad del Es-

tado y su centralidad, en particular por su pretensión de monoPo-

lizar en un terfitorio determinado el uso legítimo de la violencia

física fWeber, 1987245) y simbóüca (Bourdieu, 1993:51), no pue-

den y no deben ser admitidas a priori.Es por medio del análisis de

la acción, de la capacidad concfeta y de los mecanismos de regula-

ción reales en las áteas que estas otganizaúones y configuraciones

de organizaciones llamadas Estado pretenden regular que el mis-

mo debe apúecer como Estado real. Friedberg (1993:180) for-
mula esta idea de la siguiente manefa: "el sistema político y el Estado

cofresponden a un coniunto de sistemas de acción parciales y

entfecfuzados cuyas características y lírnites, influencia e impactq

no existen a priori, mas son temas de investigación".

El Estado es una institución que formaJszaunas reglas de iuego
en ámbitos que ptetende regular. Lo hace por medio de la
ptomulgación de textos jurídicos y administrativos, de la creación

de organizaciones y de redes de interacción que sirven de enlace

(relais) (Crozie4 Friedberg, 1977{66ss) entre La orgtntzación y el

entofno pertinente en el cual desea desarrollar su acción. De modo

que se consideran las leyes, el derecho en genercJ,Y las instin¡ciones

estatales como un intento formal de modificaitón, en un cierto

sentidq de las reglas de juego en los ámbitos escogidos. Las polí-

ticas públicas, entendidas como programas de acciones, tePresen-

tan la teaüzaci1n concreta de decisiones, el medio usado Pof un

actor en particular llamado Esado, et1 su voluntad de moüficar
comportamientos mediante el cambio de las reglas de iuego oPe-

fantes hastzentonces. Sin embm4o,tanto para el actof estatal como

pan elinvestigador, el Proceso que conlleva a una decisión reviste

una singular importancia. En efecto, la decisión, exPresada por lo
general bajo una formulación iurídic , tepresenta Ia cristalización

de un momento en el estado de la relación de fuesas entre los

distintos actores que intervienen en el proceso de definición de las
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reglas del iuego. Pero es claro que el número de actores es limit¿do
y selectivo: no entra cualquiera, ni como qüere, en el proceso de
decisión; por lo tanto, la configuración de istos actores es ya reve-
ladora del reparto de-l poder en el seno del Estado así como del
tipo de relaciones y de integración establecidas entre éste y su en_
tomo. De manefa que a través del anáüsis de estos procesos potí-
ticos, que legitiman y concredzan la orientación de las políLcas
púbücas, es posible dar cuenra ernpíricamente del tipo de Estadq
de su evolución y transformación.

1.1. EL Esreoo

siguiendo a Burdeau (1970) se puede decir que para que exista
el Estado no basta la presencia de las condiciánes objetivas que
definen un Estado: un terdtoriq una población y una autoridad.
El Estadq en su concepción moderna,corresponde a un proceso
cultural e ideal por medio del cual la idea de ,r' pod.r no
individualizado se concrera históricamente @urdeau, tilorzz¡. nt
nacimiento del Estado moderno se produjo en Europa occidental
y corresponde a condiciones estructurales y culturales específicas.
Ahora bien, el encuentro enüe la idea del Est¿do y,na sociedad
específic4 por lo general, no coffesponde a las condiciones que
reinaban en Europa occidental en ese entonces; por lo tanto, la
construcción del Estado toma formas y conteni¿á, ',rJ"il. i;
cluso en el seno del marco europeo numerosos estudiosos intenta-
ron explicar por medio de variables de tipo económicq cultural o
geopolítico las variaciones existentes entre los diferentes modelos
de Estado que se forjaron er' la histclria (vet Kriesi, 1994;Braud,
1997). El Estado apareció como la solución que se impuso de
manera progresiva, y probablemente de manera inconsciente, para
resolver la crisis de la sociedad feudal (Badie, 1997;131). El Ésta_
do no se impuso tal y como lo conocemos hoy de manera inme-
diata y uniforme. Se ftat^ de un proceso largo de modenttzación
política que se cancteriza principalmente por un acrecentamiento
progresivo de la cenaahzación del poder en el Estado por un lado
y, por otro, por la integración social y política de la población bajo
modalidades y condiciones variables (Kriesi, t994:1\.
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En Europa -por medio de una dinámica competitiva en los
planos militar, económico y simbóüco- los señores feudales fue-
ron atrastrados en un proceso de institucionalizactón y de diferen-
ciación de la función política, principalmente con la creación de

instituciones especializadas en una tare particular corno, por ejem-

plo, el ejércitq el cuetpo de policía, una administración fiscal per-
manente, diversos padamentos, etc. (ver Braud,1,997JA6ss). De
este proceso resulta una concentración de varios recursos de po-
der -ante todo ejército, policía, tributos, justicia, derecho- que ter-
mina en algunos casos en la monopolizactón exclusiva de éstos en
provecho del Estado @ourdieu, 1,994:101ss). Una cle las marcas

más sobresalientes del Estado moderno es la monopolización por
parte de éste del uso legítimo de la violencia frsíca sobre un territo-
rio determinado, según la famosa definición de Max Weber (1987).

El proceso y el grado de concentración y de institucionalización de

estos distintos recursos ., ,r..ar"riamente específico a cacfa caso.

El estudio de estos procesos permitiría la comprensión de l¿s va-
riaciones existentes enüe los üferentes modelos de Estaclo.

En otras partes del mundo la implementación del modelo es-

tatal moderno y su desarrollo queda marcado por su medio de
adopción (ver Badie, 1992a), en particular por la ausencia del pa-
sado feudal (Badie, 7997:141), el cual en cierta forma había prepa-
rado poco a poco el advenimiento del Estado moderno. La
transferencia del concepto occidental de Estado al seno de otra
sociedad implicó un proceso de adaptación particular en relación
con la historia de la sociedad específica. S.p* Badie, en la mayo-
ría de los casos la importación del modelo de Estado occidental
ha sido la obra de élites nuevas que buscaron alcanzx "objetivos
propios muchas veces con finalidades de emancipación" (Badie,
1992a:81). La historia de los procesos de independencia de los
Estados latinoamericanos es particularmente ejemplar cle una cons
trucción estatal elitista sin mayor participación de los pueblos. Hubo
claramente un proceso de centraliración de la autoridad bajo la
fotma de una construcción estatal pero con una integracion exüe-
madamente reducida de la población.

Fuera del escenario europeo se puede, con Badie, subrayar La

falta de rigor en el uso del concepto de Estado para designar

./'rJ\ t, t1e-t \ vEL LU I tt
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"tocla construcción de un poder del cual la cenralidad no es ni
r.'erificada "i (.".) medida"@adie, 1992b:207ss). Es así como en las

sociedades en desarrollo los principios de soberanía, de territoria-
lidad )'de unicidad del orden institucional -fundamentos del Esta-
clo moderno occidental- no están sino parcialmente establecidos

desde la óptica sociológica (Badie, Birnbauffi, 1982). Si bien es

cierto que el Estado en desarrollo tiende, por lo menos teónca-
rnente, hacia Ia rcaltzación de este objetivq en muchos casos es

más un Estado desde el punto de vista del formalismo jurídico,

que descle el punto de vista de la realidad sociológica.
La inexistencia del Estado, tomado en sentido estricto, es par-

ticularmente er,-idente en el continente africano y en el mundo
musulmán. En estas regiones la obediencia y la lealtad de los habi-
tantes hacia la forma Estado, elemento imponado de la cultura
occidental, están fuertemente limitadas por los lazos comunitados
o religiosos3, lo que dificulta la constitución de una sociedad civil
compuesta de ciudadanos tal como se los concibe en el mundo
occidental @adie, 1992b). En estos casos los deiechos tradiciona-
les, consuetudinarios y comunitarios están aún muy presentes, lo
cual limita la constitución y el dominio de una centr'¿lidad de po-
cler cle tipo Estado moderno occidental. Sin embargo, hay que

reconocer que América latina, poniendo entre paréntesis el rnundo
indígena, ha sufrido por razones históricas una importante
<deculrurizacióru>. Las poblaciones del continente arnericano han

sido más receptivas alos derechos occidentales fr.ouland, 1990:116-

117) y a sus concepciones políticas, q.r. Áfri.a y que los países

orientales y musulmanes. La importante emigración europea al

Nuevo hlundo explica probablemente esto.

Pero a pesar de la <receptividaó de América latina, es de

anotar que el aparato estatal ,no ha sido capaz de pen etrat todos
los espacios sociales. Tiene que enfrentar numerosas resistencias

3 Incluso en Europa, la Iglesia Católica ha sido durante latgo tiempo una

estructura de pn:der eri competición con el Estado moderno.
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constituidas en otfos centfos de poder. Si nos referimos a los

criterios weberianos de definición del Estado fffeber, 1987245),

pafece ser que países como Perú, colombia, México y Brasil, no

io, .rr*plen. gn efecto, tanto el monopolio de la violencia legíti-

ma como el monopoüo del control territorial no son realidad' A

veces la import"ción del modelo del Estado occidental ha podi-

do traducirse en una hibridación entre características importadas

y características endógenas que termina en una f.otma de inven-

.ion potitica pemelas, 1 gg2). sin embargo, es común el hecho

de que, más allá de una úpida lectura iurídica, las estructufas

estatales estén sobrepuestas o yuxtapuestas a espacios sociales

que escapan en gfan parte a su influencia (Badie, 1992b 216-

itl¡.A.iqo. las tendencias desde los años ochenta h'acialare-

ducción del 'Estado', debid o a la crisis de la deuda y a la o|a

neoliberal, restringen todavía más su influencia en estos espacios

sociales y su .o^r..o.ncia es que "los apafatos burocráticos

institucionales aún se desfasan más de los espacios sociales y se

encuentfan con una cfeciente ilegitimidad e ineficacia" (Badie,

7992b2218). En estas conüciones la crisis del Estado' y su nece-

sarnredefinición, se vuelven un fenómeno teiterativo.

segun Badie (1992b:223-224),una de las consecuencias de este

débil Lchje de las instiruciones estatales en la sociedad es la reduc-

ción de los costos de la manipulación de éstas' Por la Poca influen-

cia real que eiercen estas instinrciones en las sociedades ¡n-dttTt"ll"
resukarm ás fáctJ,los cambios institucionales, la bulimia legisladora

y la proüferación de instituciones: este activismo político adminis-

l"tiio queda en gran Pafte ilusorio y simbólico. T.a incapacidad

del <Estadoo t"ntá para implementarse realmente como para eie-

cutaf eftcazme.ra, ,rrs políticas conuibuye todavía mis a su ilegiti-

midad y a situafse como exterior -o meior como intruso- a la

sociedad que Pretende regular.

Sin ernbargq es de anotar que este déficit de implementación

(inpknentation gaP) no es una exclusividad de las sociedades en de-

s"rrollo o no tccidentales; es más bien, en distintos grados' un

fenómeno universal. Las resistencias eiercidas pof los actores que

se encuenüan en los distintos espacios sociales periféricos frente a

Ias intervenciones normativas del Estado central' aParecen tam-
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bién en los países desarroll¿dos Q)elley,1993:24-25). Es probable
que la ampütud de estas distorsiones entre derecho y hechos no
sea la misma en los dos contextos. Pero la complejidad de los
problemas, o mejor, la percepción acn¡al de su complejidad au-

menta la üficultad de implementar soluciones, y2 que éstas tam-
bién se rmelven cada vez más complejas papadopoulos, 1995).

¿Pero; talvez,Ias sociedades latinoamericanas no son más que una

caricatura de las sociedades desarrolladas? Es como una suerte de

tipo ideal (en el sentido weberiano del término) realmente existen-

te, donde algunas ca¡acterísticas de estas ultimas aparecen como
ampüadas en las primeras. La acatalidad de temas como la co-
mrpción, prcvancato y cüenteüsmo tanto en Francia,Italia,España
o Suiza, como en los Estados Unidos argumentaÁan en este senti-

do. América latina bien podría ser este Occidente exhemo que lleva
pot título un libro de Rouquié (1987). De manera que, más allá de

las diferencias y similitudes entre Estados situados de uno y otro
lado del Atlánticq éstos se enfrenta.n a problemas similares, pero
con una diferencia de gado,para imponerse en espacios territo-
riales y sociales a los cuales pretenden dominar.

Si se generaliza se podría imaginar que todas las sociedades

toman posición a lo largo de un continaum en el cual se ericontra-
tían, deun ladq las sociedades sin instituciones separadas, sin dife-
renciación social de cualquier tipo, es decir sin Estado como tal, y
del ouo lado,las socied¿des con una diferenciación social máxima
y en donde el Estado seríala mediación obligatoria de las relacio-
nes interindividualesa. Cada uno de los conjuntos de instituciones
que constituyen los Esados actuales ocupa una posición entre es-

tos dos extremos opuestos. Es así como para Aménca latina es

claro que por los rasgos históricos comunes, sus Estados presen-

a Esta idea se acerca a los conceptos de comunidad y sociedad en Tónnies o
de soüdaridad otgánica y de solidaridad mecánica en Durkheim. Sin embar-
go no atribuimos un sentido evolutivo global obligatorio del uno hacia el
otro.
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tan similirudes. Las posiciones de estos Estados a lo largo de este

continuum,y a pesaf de tener también historias específicas para la

construcción de cadaEstado en particular, están tan relativalnente

cercanas que permiten que se hable de un tipo de Estado peculiar

a América latina, es decir, de un fuviatán cri<¡üo (Kaptan, 1989:p9)'

Pero el Estado no es una entidad homogénea. Si se prosigue en

la misma lógca se puede deducir que, más allá de las similitudes

generales, la posición de cadauna de las instituciones que confor-

man a cadaEstado tamPoco será idéntica. Los mirltiples se€frlen-

tos estatales ocuparán posiciones variables a lo largo de este continuuw

según las condiciones sociales e históricas que han estnrcturado e

ináui¿o la pretensión de cada poder estatal específico ¿e eiercer

--o de no ejercer- su dominación en un espacio social en pardcu-

lar. De modo que el Estado Se encuentJa como en el centro de un

enüecnrzamiento compleio de sistemas de acción' Esto obliga'al

investigador a multiplicar los análisis para dar cuenta de las clife-

rencias y explicadas.

El Estado -{omo otros actores sociales con los fecufsos que

tiene a su disposición- busca incidir o modificar en cierto sentido

la regulación operante en un espacio social preciscl' E'n el marco de

on Estado de derecho, es la adopcitin de una reglamentación furí-

üca que tegitima la implement¿ción de su estrategia. La definición

de la .rrr",.gi" estatal legítima es el resultado de la moviüzación de

ciertos actores, públicos y privados' con intereses contradictorios'

Por lo tanto, las políticas públicas son el resultado de estas

movilizaciones; pof eso el anáüsis de las políticas públicas se cons-

tiruye en una puerta de entrada parala comPfensión del Estado y

de sus relaciones con la sociedad'

1.2, LL PoúTIcA Ptlsilce

Pa:ra definir el obieto o el concepto de política pública es tradi-

cional paftir de la dificultad semántica que existe en españc¡l con el

términt política. Es preciso señalar por lo menos ffes acepciones

que se encuenrfan cobiiadas por la misma palabra y que el idioma

inglés sí distingue. Primero,la política concebida como el ámbito

det gobierrro dL las sociedades humanas, palig en inglés- Segrndo,

,5
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la po[íttm como ia actividad de orgarizaciór y lucha por el conrrol
clel pocler, politic.r en inglés. t finalmenre, la política como designa-
ción tle los prop<isitos v programas de las autoridades púbücas,
poliqy en inglés. Claramente, nuestro propósito tiene que ver en es-

pecial con esta última acepción.

Iin la literatura especializada existe una gran cantidad de defini-
ciones c{el concepto de política pública. Por ejemplo, Heclo y
Wildavsky (1974:xv) han propuesto para ello una definición sim-
ple: "una política pública (po/i$ es una acción gubernamental diri-
gida hacia el logro de objetivos fuera de ella misma". Mény y
Thoenig (1986:8) proponen una definición cercelna; pa:a ellos la
política pública es "la zcitón de las autoridades públicas en el seno
de la sociedacl", luego, según los mismos autores (1986:12), la
pr-rlítica pública se transforma en "un programa de acción de una
autoridacl pública". Para otro autor (Dubnick, 1983:T l^ política
públi.ca "está constituida por las acciones gubernamefltales -lo que
los gobiernos dicen v lo que hacen con relación a un problema o
una controversia (issae)-". Compartimos con Hogrriootd (1,984223)

la opinión de que de todos modos una definición del concepto de
política pública queda muy subjetiva. Segun él, "para que una po-
lítica pueda ser considerada como una política pública, es preciso
que en un cierto grado haya sido producida o por lo menos tnata-
da al interior <le un marco de procedimientos, de influencias y de
organizaciones gubernamentales". Más recientemente, Muller y Surel
(1998:13) consideran que una política pública "designa el proceso
por el cual se elabr:ran y se implementan programas de acción
pública, es decir üspositivos político-administrativos coordínados,
en principio, alrededor de objetivos explícitos".

Autores colombianos han definido la política pública como
"el coniunto de sucesivas respuestas del Estado (o de un gobierno
específico) frente a situaci<¡nes consideradas socialmente como
problemáticas" (Salazal1999a:50) o comó "el conjunto de suce-
sivas iníciativas, decisiorres y acciones del régimen político frente a
siruaciones socialrnente problemáticas y que buscan la resolución
de las rnismas c¡ llevadas a niveles maneiables" füargas,Velásquez,
1999:57). Estas definiciones, en particular la primera, nos parecen
limitadas porque dejan pensar que las políticas públicas son ante
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todo respuestas, o sea que dan la impresión de un Estado única-

mente nacüao a eventos exteriores a é1.

A partir de estas definiciones se puede considerar que hay cuatro

elementos centrales que permiten identificar la existencia de una

política pública: implicación del gobierno, percepción de proble-

mas, definiciones de objetivos y pfoceso. Entonces es posible decir

que una política pública existe siempre y cuando instituciones estata-

les asuman total o parcialmente la tafea, de alcanzar obietivos estima-

dos como deseables o necesarios, por medio de un proceso destinado

a ca¡rtbix un'estado de las cosas percibido como problemático. Es

de anotar que en muchas ocasiones la respuesta a un estado de las

cosas considerado problemático por Parte del sistema político es

consecuencia de oua política o de una política anterior. Es decir que

laacctónes, además, causa de nuevos ptoblemas (Dubniclq 1983:5).

Por crma purte, hay que tener en cu€nta que la acciín guber-

namental se desatrolla Para y a ttarrés de actores sociales. Son

seres humanos quienes la conciben,Ladeciden y la implementan,

e igualmente los destinatarios de ella, directa o indirectamente,

son Personas.
Pu^concluii y arriesgar una definición personal considero que

una política pública designa la existencia de "un coniunto confor-

mado pof uno o varios obietivcls colectivos considerados necesa-

rios o deseables y por medios y acciones que son tratados, por 1o

menos patcialmente, pof una institución u organizaaón gubema-

mental con la finalidad de orientar el comportamiento de actores

individuales, o colectivos Para modificar una sinración percibida

como insatisfactoria o problemáact' Eoth, 7999a214).

De allí se puede decir que el anáüsis de las políticas públicas

tiene como ob¡.ao de estudio, el coniunto de dispositivos confor-

mado por:
a) los obietivos colectivos que el F,stado considera como desea-

bles o neces¿rios, incluyendo el pfoceso de defini.iótt )t de forma-

ción de éstos,

b) los medios y acciones procesados, total o parcialmente, pof
una instirución u organización gubemamental, y

.) los resultados de estas acciones, incluyendo tanto las conse-

cuencias deseadas como las imprevistas.
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En resumen, el análisis de las políticas públicas consiste en exa-

minar una serie de objetivos, de medios y de acciones definidos

por el Estado para transformar parcial o totalmente la sociedad

así como sus resultados y efectos.

Para completar y permitit la <operacionalización¡> de esta defi-
nición es necesario dacionarla con un campo de aplicación. Es

claro que la política pública existe sólo en la medida en que señala

su campo de acción. No tiene mucho sentido hablar de la política
(poliEl de un Estado como tal. Su obieto tiene que ser enunciado.

De manera que existe una política (pública) económica, social, ex-

terior, etc. Mediante esta operación se admite explíciamente una

distribución de la realidad en distintos campos, sectores y territo-
rios -política social francesa, china, sulna, colombiana, etc.-,ideal-
mente independientes los unos de los otros. Esta distribución revela

ya de por sí una concepción del mundo. De esta forma cada po-
lítica púbüca tiene su campo de intervención teservado que puede

ser objeto de varios subterritorios y subdivisiones para los cuales

generalmente se fijan objetivos más específicos (por ejemplq la
política educativa se subdivide en política universítaia, política de

educación media, etc). Por lo general, las instituciones políticas y
los organigmmas de los ministerios y de las adminismaciones refle-

ianla concepción ptevaleciente en torno a la división tanto secto-

rial como espacial de la realidad.

Finalmente, y siguiendo a Muller y Surel (1998:14), es preciso

señalar que la política pública no existe <araturalmente) en la realidad,

sino que se trata a la vez de una construcción social y de una cons*

tnrcción de un objeto de investigación. Esto implica dificultades para

la identificacíón de sus contornos exactos. Una simple observación
de las acciones de las autoridades y de sus efectos muescra que la
delimitación de la pertenencia de éstas a una u otra política pública es

un ejercicio mucho más complejo de lo que se podría imaginar
inicialmente. ¿Dónde situar la frontera entre la política ambiental y la

política agropecuriia? I-a definición misma de la política constituye
ya un tema de controversi4 de debate y de lucha política para los

actores políticos. De forma sirnilar la definición, implícita o explíci-
ta, de una política pública hecha por el analista, es igualmente una
decisión que no se encuentra exenta de arbiuariedad.
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2. Los ENFoeuEs rrórucos

El analisis de las políticas públicas no es una nuevateoúasobre el

Estadq la sociedad o la política. Más que de una nueva teoría, se

uata de un desplazamiento del ángulo de anáüsis o del punto de

observación; por lo tantq los enfoques teóticos utilizados por los

estudiosos de las políticas públicas refleian el mundo teórico a dis-

posición de todo científico social. En esta sección se trata' sin más

pretensión, de señalar las tres grandes posturas teóricas relacionadas

con el Estado,y las políticas públicas: las teorías cenuadas en la socie-

dad,las que se centran en el Estado y las teorías tnixtas o intermedias.

2.1. L¡s TEoRÍAs cENTRADAS EN tA SocIEDAD

,Paraun primef gfltPo de teorías el Estado es considerado como

una variable dEendiente de la sociedad. Es fundarnentalmente el

estado de las relaciones de fuerzas entre, según uftos' Ias diferentes

clases, fracciones de clases o naciones, y según'otfos' entre indivi-

duos y grupos que determina la elección de las políticas desarrolla-

das por la institución estatal. En,este gfupo de teorías centradas en

la sociedad (socie!-rcnttrcd) se encuentfan' de un lado, los enfoques

marxistas, neoma::<istas y la coriente de la <teoría de la dependen-

cia¡>. Del ouo lado, por su posición ideológica totalmente opuesta'

se encuentran los enfoques racionalistas Qadorcal cltoiu), pluralístas,

elitistas y de escogencia o elección pública (pablic choin)5. A pesar de

s Los trabajos de la escu ela del publit choice,los cuales se inscriben general-

mente en la corriente neoüberal, considetan que es preciso estudiar las <fa-

llas> de las instituciones públicas mediante una aplicación de los conceptos

del individualismo metodológico (el individuo es racional y egoísta) para

explicar las escogencias políticas e institucionales, Esta corriente se dedicará a

*ortt^t que las burocracias públicas y los mecanismos de reptesentación

política sán los responsables del crecimiento de los presupuestos públicos

y q. la solución consiste en volver al Estado mínirno (Duran, 7990:23?)'

Ver más adelante en el numetal 2.3.3. y también en el capínrlo IIL
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las cliferencias ideológicas entre estos dos grupos de teorías, ellos
tienen en común considerar al Estado como dependiente; es decir,
qr,r.'*rri mizanla capacidad y el impacto qoe las instituciones pú-
blicas, sus agentes y los valores pueden tener sobre las elecciones
hechas en materia de políticas públicas.

2.2,I-Asrsonlm cENTRN)As EN EL Esreno

Un segundo grupo de teorías privilegia un enfoque en el cual el
Estado tiende a ser independiente de la sociedad. El Estado funciona
corno un selector de las demandas y un proveedor de servicios.
La acción púbüca es principalmenre un resultado de las elecciones
realizadas por los decisores políticos y por los altos funcionarios
públicos. Se trata de un enfoque centrado en el Estado (state+entereQ.

Son los individuos y los grupos que ocupan el Estado quienes
cleterminan de manera esencial las elecciones en materia de políti-
cas públicas. En este grupo se sitúan los enfoques decisionistas (*o-
delo racir¡nal, a racionalidad limitada, incremental, incluso, como
cascr límite, el modelo garbage can)6. También entra en esta categoría
el enfoque burocrático o neoweberiano según el cual las elecciones
públicas resultan de los conflictos y competición enrre distintos
grupos y clanes (tecnocráticos) en el seno del Estado. Es de anotar
que al¡¡rnas posturas neoman<istas se acercan también a este gru-
po de tecrrías7. Todos €stos enfoques tienden a minimizar Ia ín-
fluencia de los cambios y de los actores situados en el entomo
social, económico, político e internacional del Estado p^ra expli-
car las elecciones de políticas públicas.

6 Ver capítulo lll.
7 P¿rticul¿rrnente Poulantzas quien, en la línea del estmcturalismo de
Nthusser, dio inicio a una serie de investigaciones sobre políticas r¡rbanas a

partir del reconocimiento de la existencia de una <autonomía relativa del
Estado para explicar decisiones que, de lo contrarig estaríarr en conüadic-
ción con el postultdo rnarxisa ortodoxo del determinismo económico (ver
Mén¡ Thoenig, 1992:58-65).
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2,3. L¡s fioRiAS MnffAs

Pa;r. finñzar, existe un tercer gruPo de desarrollo más re-

ciente, que tfata de situarse en ufla posición mediana frente a los

dos grupos anteriores. Rechaza de un lado el racionalismo

economicista o social que predomina en el pdmer grupo y, por

el otro lado, se niega también a ver a la sociedad como sometida

a un Estado que se encuentf a, además, cautivo de una minoría

(segundo grupo) Oféty, Thoenig, 7992:46). En este tercer gruPo

,. ,rbi.ttt posftrras y opciones teóricas y políticas muy Variadas

corno el neocorporativismo, el neoinstitr¡cionalismo, el anáIisis

de redes y la teoría de la acción, entre otros. Estos enfoques

teóricos intentan tómar en consideración, con todas las distincio-

nes y vadaciones que existen al interior de ellos, tanto factofes

internos (state-centeredl como exterflos (socieg+entered¡ en su expü-

cación de la acción púbüca y de las políticas públicas. Se ttala

también, en cierta form1 de sustituir la búsqueda de las relacio-

nes causales unívocas para tr:ataf de aprehender Ia sociedad como

un teiido de relaciones más compleias, de interrelaciones más

que de relaciones, de interdependencia más que de dependencia.

Es una consecuencia de la tendencia contemporánea de conside-

rar las interacciones entre sociedad y Estado más en sus dimen-

siones horizontales (el uno y el otro son socios) que verticales (el

uno domina al otro o viceversa) y de señalar la interpenetración

creciente entre las esferas pública y privada.

Si el análisis de políticas púbücas es posible a partii de cualquier

posición teínca,consideramos sin embargo que las del tercef grupo

permtten desa¡rollar investigaciones a partir de posiciones más abietas

y pof lo tanto más susceptibles dercahzat aPortes novedosos. Con-

siáerar a priori que la potiri.u pública'es resultado de las presiones

sociales o económicas (socitg-cmtmdl o de la racionalidad de los bu-

rócratas o de los políticos (state-nntmS, tiende a limitar de antemano

la investigación .t t tt eiercicio de confirmación de la vdidez de una

teoríaen Pafticulaf, o de fortalecer el núcleo dufo de un paradigma

científico. En cambio, o-bser-vat y sopesaf los difetentes elementos

que inciden en la constnrcción y desarrollo de una política pública sin

preiuicios sobre su origen (interno o extemo a las instiUciones es-
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tatales) aparece como más favombJe a la verificación de hipótesis
explicativas novedosas. Si se considera que el Esado no es una
tnstitución homogenea, es probable que el Estado apatez,c fuerte
en algunos períodos, débil en otros, fuerte en algunos sectores y
débil en otros (trIerrien, 1993:91). Esro sin perder de vista que es
posible que la política pública surja, a pesar de todq como un
resultado de una configuración de poder de tipo state,centered o
socie!+eüervd, pero sólo de manera ex post, es decir como conclu-
sión de la investigación.

, Las.teorías pertenecientes al primet y aL segundo grupo son
suficientemeote conocidas por lo'que no es necesario presentar-
las de manera más exhaustiva, Cosa diferente es lo relacionado
con las teorías del tercer grupo que se desarollaron en estos
últimos quince o veinte años; Por eso se presentan a continuación
estos enfoques téóricos -neocorporativista; de enüamado, en sus
üstintas vertientes; y los elementos fundamentales de las princi-
pales corientes desarolladas en el marco del neoinstitucio-
nalismo- que han permitido renovar la reflexión sobre la acción
pública. Es preciso señalar que existe al interior de estos enfo-
ques un amplio espectro de postr¡ras ideológicas. :

2.3.1. Er e¡.¡noeun NEocopJoRATrvrsrA

El modelo de Estado coqporativista consiste en la existencia de
relaciones privilegiadas o exclusivas entre un número relativamen-
te reducido de grupos o gremios y el Estado. Fue el modelo de
los Estados europeos de los años treinta, particularmente con el
fascismo. La renovación de esta corrienterse debe al interés suscita-
do en los años setenta en América latina por encontrar una lecflrra
a los regímenes autoritados del cono sur. Es a pardt de allí que
Schmitter, figura central del enfoque neoco{porativista, definió lo
que entiende por neocoqporativismq en contraste con el modelo
pluralista, como "un sistema de representación de intereses en el
cual las unidades constitutivas se organizanen un número limitado
de categorías únicas, obligatorias, no competitivas, oryantzadas de
manera ierárquica y diferenciadas a efectos funcionales, reconoci-
das o autoizadas (si no creadas) por el Estadq que les concede
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deliberadamente el'monopolio de la representación dentro de sus

categoúas,respectivas"(Schnitte4l974enMeny,Thoenig,1992t66).
Con este enfoque,las políticas públicas ya no se concjben como el

resulado de la competición,entre etrupoq como se postula en el

modelo pluralista, o efltre clases o fracciones de clases corno en

los modElos de inspiración marxista, sino como el fruto de una

negociación.entre el Estado y los representant€s de los gruPo$

sectoriales involucrados. Igualmente, los estudios neocorporativistas

han mostrado que el ,Estado tampoco había estado conmolado

por un grupo'reducido de tecnócratas, sino que se reveló frag-

mentado tanto horizontal (enue ministerios) como verticalmente

(entre centro y regrón) (lvfény, Thoenig, 1992:70). Ver al Estado

enaelazado de manera compleja con una multitud de grupos ha

facilitado el desarrollo de una reflexión más amplia sobre las rela-

ciones entre funcionarios y grupos de interés de todo tipo. Las

teorías de entramadq en su divenidad, con sus conceptos de red

y de comunidad, represeritan de cierta forma una flexibilizaaln y

extensión de la teoda neocorporativista.

2.3.2.1x ruonÍ¡s DE ENTRAI''IADo o NETU/oRKI rFÍEoRl'

En los ultimos veinte años un enfoque basado en la teoría de

las redes (netvorks theory),llamado también de enramado, ha per-

mitido desarrollos interesantes. Una red se define generalmente

como un conjunto de relaciones de un tipo específico (por eiem-

plo de colabotación, de apoyq de control o de influencia) entre

un conjunto de actores Q-azega,7994:293).
Esta concepción tiende a considerar que las fronteras entre lo

estatal y lo no estatal son movedizas y que existe una serie de puen-

tes entre estas dos esferas. Las políticas públicas se conciben como

el resultado de interrelaciones e interdépendencias entre varias

instituciones, grupos e individuos que conforman una red de

influencia mutua y en donde las ietarquías reales no siempre son

las que formalmente estan establecidas. Cada política, por su sin-

gularidad , ten:dr^una red distinta de actores que el analista. tratará

de descubri¿ El análisis de red se concit¡e entonces comCI una

metodología descriptiva y de <anodelizacióru> inductiva de la estruc
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tura de relación entre un conjunto de actores. En esta concepción de

análisis, tienen may'or imponancia las relaciones enfte actores que sus

características o atributos individuales S,azega, 1,994:293).

En el campo de las políticas públicas existen por lo menos tres

enfoques que se fundamentan en esta concepción de enüamado o
de redes: la red de polítíca (poüE network),la comunidad de política
(poligy ]¡ las coaliciones de <<militantes> (adaocaE naüüons).

En estos enfoques se proponen modelos de interacción entre
los diferentes actores de la política pública, modelos que pueden
tomar distintas formas se¡prn e[ tipo de participantes (actores pú-
blicos o actores privados) y según el tema de la política. Se permi-
te asíla ampliación del campo de anáüsis a actores no institucionales.
Uno de los principales puntos en común de estos enfoques se

encuentra en el rechazo a la distinción tradicional entre proceso de
decisión y proceso de implementación.

Una primera definición considera que las redes de política o
poliE nefiaorks son mecanismos de moviüzaciín de recursos polí-
ticos en situaciones en las cuales la capacidad pata, tomar decisio-
nes, formular o implementar programas es ampliamente
üstribuida o dispersa entre distintos actores tanto públicos como
privados. Una red de política se define por sus actores, relacio-
nes, lazos y sus límites. Una red esta conformada por un núcleo
relativamente estable de actores públicos y de organrzaciones
privadas; son estructuras híbridas de colaboración, de enlace y
de apoyo a la actividad política gubernamentál (poliücal goaernance)

S{arin, Ma¡'n¡2, 1,991:41-42).

Poll(y Nr¡TvnRKy Inu(y colv{M(JNTTy

Distinguir los conceptos de nefinrky de conmunifl no es siempre
evidente. Sin embargq se puede retomar la diferenciación propues-
ta por Rhodes (en Faure y af.,1995:112). Este autor ha establecido
una tipología con base en un canünuam en el cual de uq lado se en-
conffarían las issae neÍworks y del otolas paüry nmmunities. Las prime-
ras se aproximan mucho ala teoúa plwalist4 y se caracterizan por
ser redes de intercambio de informaciones en las cuales cada orga-
nzactín queda relativamente autónoma de las demás; mienuas que
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en las segundas -las <comunidades de política> se esablecen rela-

ciones más estrechas, de tipo oligarquico o corporativista. En estas

comunidades los miembros y sus relaciones son más bien estables,

con r¡na interdependencia fuerte y con un grado importante de ais-

Iamiento de la red respecto del exterior (por eiemplo, el caso de

algunos segmentos del Estado con ciertos gremios)

Otro autor considera que el término network (red, entramado)
es un término genérico pú^señalar a todas las formas posibles de

arreglos de cooperación entre actores ffiriesi, 1994:392ss). Kriesi
pone en evidencta la existencia de varios tipos de redes según el

grado de desarrollo del sistema de las asociaciones de interés (gre-

mios) y el grado de firerza o de debilidad del Estado El cruce de

estas dos variables permite entonces establecetb.existencia de cua-

tro tipo de redes (cuadro 1-I):

1-I.- Trpos DE REDEs

Fuente: Kriesi (199$. Adaptación A. Roth

- Red de concertación Se caractenza Por un número baio de actores'

el cierre de su acceso Para otfos actofes,la centralizaitóny la esta-

bilidad de su funcionamiento.
- fud de cooperación sectorial. En ella interviene un número relativa-

mente alto de actores públicos y Pocos actores privados. Su acceso

es cerr¿do puta otros actores y funciona de manera descentahza-

da y estable.

- Red d¿ intmnnün Esá catzctenzada por trn número relativamente

baio de actores púbücos y nr¡merosos actores privados. Es cenaü
para otros actores; Su funcionamiento centralizado es inesable.
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- Red de presión. Sus características son un número alto de partici-
pantes lr la apernrra de su acceso p?f;aotros actofes. su funciona-
miento es descentralizado e inestable.

A partir de esta Propuesta el anáüsis de siruaciones particulares
permite establecer clasificaciones y comparar modelos de
implementaciones de políticas teniendo en cuentala capacidad del
Estado en distintos sectores y países.

Apvoc¿u coALrnoNs

Este modelo desarrollado por Sabatier (19gg) está constituido
por la combinación de una misma concepción de la implementación,
pero basada en dos fuentes. En pdmer lugar, en la existencia de
<comunidades de político (?uüE mmmudüu) que compiten enüe sí
para el dominio concepnral (y material) sobre uno u otro tema de
políticas públicas. Estas comunidades son definidas corno ..eI con-
iunto de actores, personas provenientes de vadas oryartaaaones tanto
públicas como pri-vadas (responsables de enres gobu*^*.rt¿les, de
gremios, políticos, asadémicos e investigadores) que comparten una
serie de valores y de creencias acetca de algun problema y que se
coordinan en su actividad y en el tiempo ;;;.;;;": áli.;
,r9r" (sabatier, 1988). r,a imponania dada por este enfoque a las
ideas, a los símbolos, a los valores y a las creencias en las loüticas
públicas (ver Edelman, 7991) permite hablm, según alg""á, auto-
res, de un enfoque cognitivista (Muller, Surel, l99g:47). Este enfo-
que estaría canctenzado por su intento de entender las políticas
públicas como matrices cognitivas y normativas que conforman
sistemas de inteqpretación o de representación de la realidad y en los
cuales los actores púbücos y privados insert¿n sus acciones.

En segundo lugar, el modelo AdnaE coalitions considera que el
proceso de implementación es fi¡ndamentalmente un proceso de apren-
dizaie políticq entendido como los cambios relatiramente estables del
pensar y de los comportamientos causados por Ia experiencia y el <<rino>

que resulan de la aaividad política (ver también capítulos rv y vD.
A partir de estas dos fuentes sabatier propone un modelo de

expücación de los cambios en las políticas públicas en el lrrgo plazo
debidos a la influencia de estas comunidades o coaliciones !"tiri.",
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de <<müantes>> (adwcaE naütions) a lo largo del prcceso de definición
e implementación de la política.

Este modelo se presenta de manera más exhaustiva en el estudio

de las políticas ambientales de Colombia en el capínrlo \l[.

2.3.3. Er ENroquE NEoINsTITUCIoNAL

El enfoque ne<¡instinrcional, propuesto iniqialmente por March y

Olson (1,984;1989), se centra en eJ estudio del papel de las insdnrci<r-

nes. Las considera como un factor esencial para la definición del

rnarco en el cual se desarrollan los comportamientos individuales, la

acción colectiva o las políticas públicas Qnstitutions do natte), I¡¡s
autores pretenden superar el institucionalismo tradicional -<entrado
en el estudio de los entes político-adminisuativos- y rechazar las

perspectivas reduccionist¿s de tipo mciefl untmd o state eentervd, a

favor de una perspectiva de interdependencia ent¡e instinrciones so-

ciales y políticas relativamente autónomas (teoría del tercer grupo,

ver numeral 2.3. de este capítulo). Por eso la definición de las institu-
ciones que proponen los autores no se limita a la estructura forrnal.
Para ellos se debenincluir en la definición del concepto no solamen-

te las reglas de procedimiento, los dispositivos de decisión, la forma
de organización,las rutinas y el tratanriento de la inftrrmacióq sinc¡

también las creencias, paradigmas, culturas, tecnologías y saberes que

sostienen, elaboran y, a vec€s, contradicen estas reglas y rutinas. Ias
instituciones son tarrto un factor de orden como de construcción de

sentido para las accicrnes rcahzadas por los actores. Es de anotar que

la a¡nplitud dada al concepto de institución por los defensores de

este enfoque es también fuente de dificultades conceptuales y
metodológicas: ladistinción entrelo que hace parte de lo<institucional¡r

y lo que es exterior es ardua.¿Qué factores no son institucionales?

(ver Ross, 2000). La interrogación cenual del enfoque en sus distin-

tas vertientes principales -histórica, elección o escogencia racional,

económica o sociolggica- se sitúa en el aryáüsis de las condiciones de

producción y de evolución de estas instituciones y cómo éstas, a su

vez, influyen en las dinárnicas sociales y permiten así pensar el Esta-

do en interacción S{uller, Surel, 1998:44). Este enfoque es revelador
t¿mbién de un fenómeno de sociedad creciente que considera n
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constata que las instituciones, y el Estado en general, se encuentran
debilitados frente a los ciudadanos y a las organizaciones privadas;
evolución que lo obligría a negociar su autoridad pane, ticls:zz+¡.

NcotNs'nrucroN¡Llsuo HrsróRrco

El enfoque histórico se cenrra principalmente en la necesidad
de aprehender el Estado en una perspectiva de largo plazo y de
manera comparativ4 al sin¡ar éste en el centro del anáüsis. Los
investigadores que se inscriben en esta comiente buscan
conceptuahzaxla relación entre las insdnrciones y el comportamiento
individual en términos relati.rzamenre ampüos. Ellos prestan parti-
cular atención a las asimetdas de poder que derivan de la acción y
del desarrollo de las instiruciones. Además, tienden a percibir el
desarrollo institucional como el resultado de una <dependencia del
sendero>> (potb dependenc) y de consecuencias imprevistas.

El concepto de <dependencia del sendero> describe la existencia
de movimientos <cr¡mulativosD que cristalizan los sistemas de acción
y las configuraciones institucionales propias de una política púbüca o
de un subsistema particular. Esta situación \ra a determinar siempre
con más fuerza un camino específico para la acción pública. En
otras palabras,la herencia instin¡cional y política pesa sobre la selec-
ción de la acción púbüca: no hay tabala ra¡a. Ftnalmente, Ios investi-
gadores intentan asociar el análisis instinrcional a la influencia q¡re
pueden eiercer factores cognitivos -como las ideas o la cultuia-
sobre los procesos políticos (lfuller, Sutel, 1998:44 4s y 132-133).
I"os principales temas de investigación han sidq por el momentq el
análisis en una perspectiva comparativa de las políticas sociales y
macroeconómicas.

Npon¡srm-¡cIONAtJSMo y Fr.FCclóN McIoNAL

Esta corriente ttatr-de incoqporar en la escuela del racional cboicc
una dimensión complernentaria cenuada en el papel de las instiru-
ciones como reductoras de incertidumbre y como factot deter-
minante parala producciór y la e4presión de las preferencias de
los actores sociales. Este enfoque p¿rrg del postulado de que los
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actores pertinentes tienen una serie de pteferencias y gustos y que

se comportan de manera instnrmental, con base en una estrategia

calculada, es decir racional, con el fin de maximizar sus posibiüda-
des de reahzx estas prefetencias (IV[uller, Surel, 1998:45). En esta

perspectiva la permanencia de las instituciones se expüca por el

apego de los actores a éstas, porque teducen la incertidumbre y
facilitan a los actores peninentes satisfacciones duraderas que neu-

urlizanla competencia en el sector.

NeorrusrrrucroNArlsMo ECoNó¡nco

El origen de la corriente económica del neoinstitucionalismq
cetca.rta a la que se acaba de presentar, se encuentra en la Preten-
sión de construir una teoría general de la interacción entre los inte-
reses y las instituciones, váIid^ p^r^ el sector público. Pata lograr
esto los autores se han propuesto recoger parte de la teoría de las

escogencias o elecciones públicas (teoría delpabüc choice) y parte del

paradigma económico neoclásico.

La economía,neoinstinrcional parte del postulado de que no es

el individuo quien tiene que adaptarse a las instituciones existentes,

sino a las instin¡ciones que hay que carnbnt, para facilitar a los

individuos la consecución de sus intereses con mayor efectividad.

Es así como este enfoque centra su atención en el papel del Estado

en la definición de las bases de los arreglos contractuales que fiian los

costos de transacción8 entre intereses e instituciones. Estos ameglos

s Los costos de uansacción se definen como "los recr¡rsos negesarios para

medir tanto los auibutos fisicos como legales de los bienes que se están

cambiando, los costos de vigjlar, patrullat y hacer cumplir los acuerdos y la

incenidumbre que refleia el grado de imperfecciótt .tt l" medición y cumpli-

miento de los términos de intercambio (.,)". Se induyen tarnbién los "cos-

tos de búsqueda e infotmaciórr, costos de arregtos y decisiones, costos de

acción de vigilancia y policía" (North y Coase, citados en Kalmenovitz,

2001:37).
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dependen,básicamente de las tecnologías existentes y de,la,dis-
ponibüdad de recursos, nah¡f,ales,, Cuando estos elementos carn-
bianr-,entonces, se.inici¿ un proceso.en el cual el Estado puede

iogrr un papel fundamental para,.nrinimizar los costos,.de,tran-
sacción meüante la innovación institucional. Los cambios
institucionales deben afectar Ia anterior estruch¡ración de..los in-
tereses,para logar un equilibrio'grás cornpetitivo, con el fin de
evitar el mantenimiento o la creación:de.reotas,de situación,o de
rcnt-nekers que (captureru> la política a su favor (Lane, lggl:Zl7ss),
En esta concepción, el Estado.,debe operar en el [r¿rco de,una
competición perfecta evitando que sq intervención, mediante sus
instiuciones, perturbe el equiübdo,comperitivo del mercado: la
intervencién del Estado debe favorecer la'disminución de los
costos de transacción.

I¿s impücaciones políticas de est¿ corriente son evidentes: por
epmplo, vjesner (1997) en su,,análisis de las políticas públicas co-
lombianas desde esta perspectiva,neoinstin¡cional económica, su-
bnya a lo largo de su-estudio que es necesario cambiar el,,diséño
de las políticas públicas pa¡¿ que'éstas, entre,otras cosas, no res-
ttioi* la'competencia. Esta posicién también la defiende el,eco-
nomisa y',ex rnarxista Salomón lGlmanovitz en uno de, sus más
recientes libros (2001), quien <descubro las virtr¡d.r d;i lil;t"tir-
mo político y de la ética prorcstante para el desarrollo capitalista, y
lamenta la ausencia de estos factores en Colombir. Ert"s p"ri.i*
nes conllevan, nahrralmente, d concluir queies preciso rnodifica¡
"los ma¡cos constin¡cional y macroinstin¡cional ?.t ta" colombia
para que éstos ofrezcart lasl condiciones conducentes a la mayor
eficienci4 a la mayor equidad y al logro de una utilidad p* .rr"
sociedad corno un todo'i (lViesner, llWlZe¡. En orras pA"Uo",
se trata de implementar el programa político neoliberal de reduc-
ción del Estado.

L¿ orientación política que se desprende de esta vertjente del
neoinstitucionalismo tiende claramenb a la reducción de la acrua-
ción del Esado como regulador socia! en favor de una regula-
ción ofrecida por la <<rnano invisibto de las ,fuerzas del metc-ado.
como Io señala Kalmanowa effi,l:2g)..las reformas (de orienta-
ción neoinstirucionalista) tendrían que ver con reducirlos obstácu-
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uansacción'f profundizar el desarollo de las instituciones".
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Esa.¡qura analítica neoliberal es la que predomina desde hace

más d€ ur¡ &cenio en instituciones internacionales como el BancofqA$ CI€Uf,t.{&ceruo en lnsítuclOnes lnternaClonales como el l1anco

Mundial,iilrFondo Monetario Internacional, etc. Con eso se en-

ticode b.O&ntación de las reformas estructurales que estas instin¡-
cioOes i¡npqfren a los países que acuden a ellas como conrjición, _,t¡ 

lrl

pnczla obmnción de créditos (ver Stigtitz,2002).

'.

¡Bs¡¡$fl$.EIoNAusMo soctoróclco
i. .,i

, ,,; r I t;

I-ave¡ticpte sociológica del neoinstitucionalism<¡ se inserta en

ona renove#ón de las orientaciones y conclusiones de la sociol<r-
' ,l ¡

gía de laS¡Wantzaciones, Pues contrariamente a ésta, la socir¡lo-

gía,neoinsütucional postula que la mayoríz de las formas y
procediq'ipstos pueden ser entendidos como prácticas particu-
lryes de ffin cultural patecidas a los mitos y ceremonias inven-

tadas en nUñrefosas sociedades. De esta forma el análisis de las
-i:' ifi

otganii{#,ioses integra el estudio de las variables culrurales en la

aprehensióA;de las condicione s de formación y de funcionamientct

de,las,:o fiizaciones. Desde esta perspectiva ampüada se des-

prende que,los factorts culturales son instituciones, io que incita

aI análisis de elementos cognitivos -entendidos como institucio-,i
nes culnuahs- que pesan sobre los comportamientos inüwidua-
les y queldcterminan la legitimidad de las organizaciones (Muller,
Suel, 1998#6).

3. I{nBn¡UIENras pARA EL ANAIISIS DE poúTIcAS púBLICAS

Los enfoques teóricos representan sólo una cara de la realiza-

ción de,una,invest¡gación en políticas públicas. El desplazamiento

del angulo de anáüsis ha obligado al investigador a desarrollar nue-

vos instrwrfpntos. Poco a poco se ha construido una especie de
. ,.i;.,j

en la cual el investigador encuentra conceptos

y rnodelor, *ociados a las distintas posruras teóricas, que ayudan a

y a clasificar la hidra de las actividades públicas en

¡.,-,,, -úii,idad.!:¡¡@

icos más comprensibles.
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H,stas instrumentos permiten recolectar, otganizar y clasificar
datos específicüs a los objetos de análisis,rlillos proponen una
simplificación de la realidad por medio de la,selecci6n, la dispo-
sición y la articulación de varias categorías,observables o,con-
ceptuales. Son unas herramientas construid¿s específicamenrc prira
recolectar, argasúzar, interpretaf, entender y expücar datos sobre
las políticas públicas; permiten observar la realidad a ,través de
un filtro conceptual .-los elementos de la clave analítica- con el
fin de faciütar su organizacíín y entendimiento. Es preciso re-
cordar que "la recolecta de datos sin,un modelo pM otgmnat-
los resulta ser un eiercicio ciego, y disponer de modelos sin
recolectar daros no permite ninguna explicación argumentada,,
(I-ane, 1.995273).

f)entrei de esta caia de herramientas, se encuentran a dispo"
sición de los politólogos y otros eshrdiosos varias como por
eiemplo: las tipologías *particularmente la tipología de Lowi-
; las distinciones enrre instrumentos de intervención del Esta-
do; los programas de políticas púbücas y; finalmente, la más
conocida de las herramientas, el ,ciclo de política o poliry Ecle.
Esta ultima, sin duda alguna, es la más conocida y utiüzada, en
particular por sus cualidades heurísticas y su,flexibiüdad de uso.
obviamente, el uso de estas hertamientas se puede hacer de
manera complementaúa. A continuación se presentan breve-
mente e$tas heramientas para luego,deteners€ un poco más de
tiempo en el poliry ryrh.

La inmensa heterogeneidad de las políticas y acciones púbücas
constituye un problerna serio pan eI analista de política pública.
l,as tipologías buscan organizarlas acciones públicas para facilitar
su análisis y su comparación nacional e internacional por lo general
se tratari de enconuar los puntos comrures de las diferentes potíti-
cas en momentos o temas distintos. Una marief,a sencilla de clasifi-
car las políticas consiste en distinguidas a partir de uqo o varios
cdterios obietivos.I-a" mryoría de las tipologías, en políticas púbü-
cas se inspiran en la famosa tipología de Lowi (1964, rg7e.
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I^a clasificación propuesta por Lowi distingue cr¡atro tipos de

políticas apartitdel cruce de'las siguientes dos va¡iables indicativas
del modo de coerción utilizado por la política púbüca:

- coerción que se eierce directamente sobre el comportamiento de

los afecados uenÍrls coerción que se eierce sobre el entomo del
compotamiento de los afectados; y
- coerción indirecta oleiana aenyscoerción directa o inmeüata con
la cual opera la política pública.

Si la coerción op€ra directamente sobre el compottamiento de
los individuos y es, a.la,ve,indirecta, se trata deunapohtica di¡tributiua.

Aqoí el,eiernplo son las políticas de prestación de servicios indivi-
dualesales como una autorización,para constnric el'Estadt¡ disui-
buye individualmente un derecho.

Si,la coerción opere sobre el entomo del cornpo*amiento in-
dividual y es indi¡ecta, entonces es wn poütica constittriaa o de infra-
estrflctrta., Por e,iemplo las reglamentaciones'que afectan el
funciona¡niento idel,sisterna político, adrrrinisuativo o la distribu-
ción del poder político.

Cuando la cclrercién eiercida por la política opera directamente
sobre el:individuo y su efecto es directo o inmediato, se trata de

wtapolítica rqlarc*aria. Son las reglas como el Código de Tránsito
o las de orden público que buscan regir los comporamientos de
los individuos baio la menzza de una sanción directa.

Si, finalmente, la coerción actin sobre el entomo del compor-
tamiento,del individuo y es direca, es unaplítica rcüstribttitn.Es el

caso de las polítices de redistribución de los ingtesos de un grupo
social hacia otro, cuando se cumple con algnos ciiterios generales.

El eiemplo típico es el de las políticas de iubilación.
A pesar de que la tipología de I¿wi es bastante sencilla'y explí-

cita su opentividad no es evidente. Siempre queda dificil, en los
casos concretoq determinar si una política pertenece a ul o cual
categoría debido a la multiplicidad de sus contenidos.

,En ArrÉrica latina, Oszlack (1986) ha desarroll¿do una aplica-
ción interesante a panir de la +"f"g" de,Lowi en el ceso ie los
regímenes políticoe latinoameticar¡os El autor rnuestra la existen-
cia de uaa in@enci¿ entre .l tipo & régirnen estabbcido y
las pdnci@,oi#n*innes de r"r poütid ptúu.o.'Euiarftfo*á

4t



r*'rDFÉ-NoÉtlloru

los regímenes autoritarios burocráticos privilegian las políticas de
tipo reglamentario y de infraestn¡chrra; los regímenes democráti-
cos liberales prefieren las políticas redisuibutivas y, finalmente, los
regímenes neopauimoniales se quedan con las políticas distributivas
y simbóIicas.

otras tit'"t"gím han sido propuesras, por ejemplq a pamrde las
caractedsticas di integración o ñ4gtrr*"áaoo del sistema de deci-
sión y de las estrucruras de l¿ demanda (Salisbtrry, 196g); o a Eartii
de los métodos de conduccién políticg de los instn¡menros de ges-
tión administrarivos, etc. (Ivfeny, Thoenig, l99zl0z). A prrtit de un
enfoque neomancista, o'Connor (1973) ha propuesto clasificar,las
políticas públicas de los Estados capitalistas en dos categodas: las
políticas públicas de anmrhcióny las de hgitinación por orra paf,rg un
punto de vista estruch¡f;alisa distingue tres clases de políticas públi-
cas: las políticas hegenónicas, transacciorales y de doninación (Vargas
velásquez, 7999:6465), oua propuesta se interesa por el modo de
<gilotaje> o conducción del cambio por parre del Estado: conduc-
ción mediante prescripciones, inciaciones, oferta de servicios o in=
formación y persuasión (Zirnmermann, Taddei, 1996:g9-90).

sin embargo, el análisis comparativo de las políticas púbücas,
particularmente a nivel internaciona! se enfrenta aún agrandes obs-
táculos por la ausencia de datos homogéneos, la dificil consecrrción
de datos comparables y la abundancia de variables (ver Meny,
Th*ng, 1992:223ss). Tambien la tendencia de los investigadores a

Proponer caü uno una tipología nueva constiarye una práctica ne-
fasta panraintegración de los resulados (Feiclq 1990:r7ge25).

3.2. Los rNsrRUMENTos DE TNTERvET{cIóN oru Esrrpo

El Estado tiene a su disposición un catálogo de instnrmentos
de intervención muy diversificado. Al diseñar una política púbüca
el Estado decide sobre el uso de unq otro o varios de estos instru-
mentos para su.implernentación. El estudio de una política pública
en función de los instrumentos iurídicos que se han previsto ,e¡

implementado permite dar inüc¿ciones sobre cómo el Estado y
las instituciones han entendido el problema q¡re buscan resolver y
revela la concepción predominante de la ¿utoridad. EI anáüsis com-
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parativo de,los méritos respectivos y de la eftctcia de los instru-

mentos utúlzados --expresados casi siempre baio una forma iurí-
dica- pata €nfrentar problemas',similares en lugares o tiempos

üfetentes puede ser una ayuda importante Para el diseño de las

políticas públicas.

En este sentido se pueden disdngUit los siguientes instrumentos

de intervención (Centre d'étude de technique et d'évaluation
législatives,Cetel, 2000):
,' Instrurtctttos'prucriptins. Son aquellos que buscan modificar el

componamiento mediante la obligación, la interdicciót y la autc>

lJizaorón, Es el medio de acción tradicinn¿l del Estaclo y para su

implementacién es necesario prever las disposiciones de sanción ,v

los:meüos administrativos de coerción que aseguren su curmpli-

miento.
- Instranentos ircentiuos. Con estos insttumentos no se pretende

obligar a'un comportamiento mediante el miedo a la sanción,

sino a inducir a una conducta mediante la recompensa. Estos

instrurnentos se diferencian de los anteriores Por la naturaleza de

la sanción,la cual no es jurídica sino que puede ser moral, econó-

mica o de hecho. En esta categoría entran instrumentos de tipcr

financiero como los subsidios, las tasas de incitación negativa

-imponer una tasa sobre un producto para disminuir su consu-

mo, por eiemplo-. Se puede también pensar en una cclmbina-

ción de éstos (incentivos mixtos). Otra manera de actuar para el

Estado consiste en desarrollar insttumentos de información para

incitar a un comportamiento mediante la publicidad enfocada c¡

no a grupos de población específicos, las sugerencias, las adver-

tencias y los votos. En este último grupo de instrumentos la coer-

ción no es fisica o económic4 sino que busca establecer una presión

social o motal parl cambiar un com.portamiento -alcoholismo,
tabaquismo-: Otra posibiüdad es la de implementar instrumentos

educativos, los cuales consisten en entregar una información espe-

ctalu;ada a un grupo de pemonas para que se formen en un sector

de:actividad -por eiemplo las normas y las técnicas de instalación

de'calentadores a gas para las personas activas en este sector*. En
este grupo de instnrmentos se pueden también señalat l<¡s instru-
mentos edificantes. Se trata de reconocer y valorar el comporta-

4t



nriento que se considera como ejemplar p^ra los demás -pre-
mios, medallas, etc"- Finalmente, se pueden citar los instrumentos
de presión reglamentaria que son los que utiliza el Estado para
amenazaÍ -como una espada de Damocles- con la reglamenta-
ciirn cie un sector de actir,'idad en el caso de que éste no sea capaz
de log¡ar los objetivos fiiados por el Estado en la autorregulación.
- Instrumentos de coordinación La multiplicación de las políticas públicas
obüga a desarollar mecanislnos de coordinación entre ellas. I-apla-
nificación v los esnrdios de impacto son lqrs principales instrumentos
a disposición del Estado para esra función (ver capítulos III y g.
- In"rtrutmentos de organiryzcirin I de proccdimiento. La reahzaciín de una
actividad necesita de la definición de unas modalidades para la
acción. Los instrumentos de organización definen el marco en el
cual se va a rJesarrollar el proceso de la política pública. Este maÍ-
co puede ser formal --en el caso de una Comisión o un Concejo
municipal* o informal. Los instrumentos de procedimiento com-
plementan los instrumentos de orgaruzairór y definen el proceso
formal cle decisiór y de administración.
- In.rtrumentos materiales. EI Estado tiene la posibitidad de propor-
cionar directamgnte los bienes y servicios, como, por ejemplo, Ia
eclucaci<in o la salud.
- Instntmentos de deleganón a socios.I¿ evolución reciente del papel del
Ifstado, particularmente en la lógica neoliberal, tiende a considerar
que las institucic¡nes públicas deben colaborar con organizaciones
pril'adas, paraestatales o con organizaciones no gubernamentales
(ol-]G) en la consecución de sus objetivos en términos de políticas
públicas, particularmente en su ejecución. Diferentes modalidades,
como la contratación de servicios,los convenios colectivos o la dele-
gación de tar-eas públicas a actores privados entran en consideración.

3.3. PnocRAMAS nn por-frrces púnr-rcAs, pRocRAMAs porÍrrcos
Y COMPLEJTDAD SOCIAL

La noción de programa de poüticas públicas hace rcfetencia, a
un instrumento que tiene la ambición de coordinar e integrar una
política pública determinada en un nivel macro o merapolítico. De
modo que se entiende por programa de políticas públicas no sola-
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mente una política púbüca iefinida por sus objetivos y sus me-

dios- sino un conjunto de políticas coherentes entre sí y que se refie-

ren a una problernática particular, El programa de política pública

comprende entonces la definición de las metas, de las estrategias y
tácticas,los anáüsis prospectivos y retrospectivos (ver capínrlo \),la
coordinación de las diferentes medidas necesaitas,las medidas de

implementaciór y los mecanismos de eva.luación (Cetel, 2000).

Con un criterio vecino al precedente algunos juristas han desa-

rrollado una reflexión sobre la evolución de la concepción del

derecho como instnrmento de regulación de la sociedad. En pat-
ticular l7illke (1991), inspirado en la teoría sistémica de Niklas
Luhmann (1989, 1993), propone una clasificación de las políticas

públicas en relación con la concepción del <pilotajo jurídico de la

sociedad. El autor desarrolla su propuesta a partir del diagnóstico
sobre la incapacidad del Estado y del derecho en adecuar y ga:.zrn-

azar lagobernabilidad de las sociedades complej as CVillk., 199 L:66).

A partir de allí, tWillke distingue tres prograrnas políticos diferentes

que corresponden a tres concepciones del derecho que predomi-
narían en las distintas formas histódcas del Estado: los programas
conücionales en la época del Estado liberal clásico @,stado-gendar-
me), los programas fnaüqados pan el Estado intervencionista @s-
tado providencia) y los programas relacionales p^r^ la fase

contemporánea del Estado (ver Amselek" 1982).

Los programas condicionales son las políticas públicas que se

fundamentan en una concepción causal de tipo (si..., entonces...D.

Esta concepción ha permitido al Estado resolver con éxito los

problemas sencillos y los conflictos comunes de regulación social

mediante la represiín.La<complejizacióru> de las relaciones socia-

les ha provocado la emergencia de los programas polÍticos <fi.na-

lizados>propios del Estado intervencionista o de bienestar, es decir,

la emergencia de políticas que aspiraban a alcanzar objetivos socia-

Ies y económicos determinados, con el apoyo de un derecho fina-

Iízado articulante de medios y objetivos. El instrumento de

regulación social principal, en este caso, es el dinero. Para terminar,

debido al grado de compleiidad alcanzado por las sociedades

occidentales, en las cuales el Estado esrá, de un lado, sobrecargado

y, del otro, con una capacidad de <gilotaier> reducida, se estima que
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es necesario desarrollar programas relacionales. En este casq los
autores hablan de una concepción jurídica reflexiua,pues consideran
el derecho reflexivo como la solución a los problemas producidos
tanto por la <<sobrerreglamentacióu del Estado intervencionista
como por el kisserfaire (deiar hacer) del überalismo (Cetel, 2000).

El derecho reflexivo pretende favorecer una capacidad de
empatía en relación con los demás sistemas; es decir, propiciar la
interacción entre las distintas esferas sociales mediante la organi-
zación de negociaciones y concertaciones (consider¿das como
lugates de aprendizaie de la empatía) par,a, facihtar la autorre-
gulación de los sistemas mediante reglas de procedimiento y de
orgatización al interior de los campos de problemas específicos.
Igualmente se pretende garanttzar por esta vía la formulación de
las metas legislativas indicativas flWillke, 1,g92; Papadopciulos,
1995). En este esquema el Estado riene un papel de coordina-
ción enre los actores sociales más que de dirección (El Estado
como priuat interpares según la teona sistémica de N. Luhmann;
ver Garcia Amado, 1988; Roth, 1995; Faúa, 2001). La herca-
mienta principal de regulación (el rnedian) ya no es la fuerza o el
dinero, como en los programas políticos anteriores, sino la in-
formación (rffill}¡e, 1991: 82-83).

La política de lucha contra el alcoholismo permite darnos cuellta
de las consecuencias de estos cambios de enfoques. En un primer
momento se desarrolló un programa <condicionab> basado en la
represión: el consurno de alcohol era prohibido (por ejemplo, los
Estados unidos durante el tiempo de la prohibición). Poste-
riormente, con un programa <finalizado>> se pensó en reducir el
consumo de alcohol mediante la <<sancióru> económica: no se pro-
hibe el consurno, sino que se imponen impuestos disuasivos sobre
la venta -por ejemplo suecia y los Estados de bienest^r en gene-
ral-. Por rlti*o, un programa <<relacionab> consídera que mediante
la información a los consumidores (campañas de prevención), se

lograúa convencedos de las ventajas de no consumir alcohol.
Mediante el desarroüo de esta perspectiva, y a partsr de una

refleúón sobre las dimensiones de la complejidad social y sus
implicaciones pa:,ala regulación social, Papadopoulos (1995) pro-
pone una tipología de las diferentes políticas púbücas centradas en
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la información y desplegadas hoy en día con más vigor y frecuen-

cia por los Estados. La clasificación se rcahza según cuatfo estrate-

gias de implernentación predominantes: las políticas basadas en la

nego ciación (convenios colectivos, participación), en la dehgad órt {on-
ftatación extefna a emPresas privadas o a ONG-, en la nordinación

y Ia mediacióny, finalmente, las políticas que descansan sobre el' ¡a&'er

(ejemplo: las comisiones de ética).

3.4.8t- PoucY :YCLE

El poüE Ecle propone una descomposición de la política pirbli-

ca en una serie de etaPas o de secuencias lógicas. Es así como esta

heramienta pfopuesta porJones (1,970) üstingue cinco fases en la

vida o el desarrollo de una política púbüca: identificación de un

problema, formulación de soluciones, tomade decisión, implernen-

tación y evaluación (ver cuadro 2-I),
Esta clave de lectura tiene laventaia (y la desventaja) de presentar

la política pública como una sucesión de secuencias que corfespon-

den a la representación clásica y racional de la política con sus distin-

tos escenarios y actores. Además, el modelo es lc¡ suficientemente

general como para permitir su utilieación para cualquicr política, y

fact\tala delimitación del objeto de análisis. Debido a estas cualida-

des es frecuente que los mismos actofes cle las políticas públicas

utilicen elpotiry Ecle como un modelo normadvo para la acción.

Primero, en la fase I, una situación es percibicla comü proble-

mática por los actores políticos y sociales. Idealmente los partidos

políticos, los sindicatos y gremios traducen en su lenguaie el pr<l-

blema que pefciben a través de la expresión de sus miembros; se

solicita entonces una acción pública y se busca que el problema

esté inscrito en la agenda del sistema políuco @g;enda setti4$. lin la

segunda fase, una vezlograda Ia inscripción en la agenda guberna-

mental, la administración u^ta de elucidar el probierna y pf(lpone

una o varias soluciones al mismo (policl fornulatitt$. 'lercer:o los

actofes e instituciones autorizados para tomaf la decisión (gobicr-

nq padamento) examinan la o las soluciones existentes y decirlen

la tespuesta. La cuafta fase concierne a la implementación práctica

de Ia decisión (¡o su no implementaci<in!) Por lo general es l¿
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administración la encargada de implementar Ia solución escogida

por el decisor; es decir, de traducir la decisión en hechos concretos

Qnplenentation).N final,la respuesta dada al problema y los impac-

tos causados por su implementación son evaluados Por los acto-

res sociales y polític os (poliE eualuation) y pueden dar pie a un reinicio
de todo el ciclo con el fin de reajustar la respuesta (retroacción -

feedback) o suprimir la política (program termination).

Sin embargo, aunque esta lectura parece seductora, es evidente

para cualquier observador de la vida política, que en la realidad las

cosas no funcionan según este esquema lineal. Ahí se encuentra

todo el interés por la herramienta:Jones considera su modelo como
un tipo ideal. De hechq el proceso de una política pública puede

perfectamente iniciarse en cualquiera de estas fases, obviar una u

oua fase o invertir las etapas. Además, cada fase está encerrada en

un sistema de retroacción que afecta las otras fases. Otra ventaja

del modelo es que rompe con la visión jurídica tradicional, la cual

es sustituida por un enfoque más sociológico y politológico que

permite inscribir, por ejemplo, el momento simbóüco de la deci-

sión en un contexto mucho más amplio y realista. La decisión ya

no apafece como ese acto central donde la competencia iurídica,
como expresión del poder simbóüco del derecho, prima sobre las

demás. La decisión aparece muchas veces en la realidad sociológi-

ca y politológica como La naficación de todo un proceso social y

político anterior en el cual intervienen varios actores. Igualmente,

el impacto de la decisión está revaluado t uavés del análisis de la

implementación. No es raro que la decisión (o la no decisión) que

realmente afectz la vida de los ciudadanos se encuentre más <<río

abajo> de la decisión formal.

3.5. CoNSTDERAcIoNEs cRÍficAs AL poucy cycLl

El enfqque delpoüE Ecleha permitido un desarrollo importan-
te del áxea del anáüsis de las políticas públicas patala ciencia polí-
tica y para las ciencias sociales en general. Se han logrado avances

significativos en la comprensión de la acción del Estado gracias a

las numerosas investigqciones empíricas que suscito el enfoque; sin

embargo, el modelo tiene sus limitaciones y ha recibido numero-
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sas críticas, de las cuales surgieron otras propuestas para el análisis.

A continuación vamos a presentar algunas de las principales críti-
cas que se han hecho al enfoquepoliE rycle,las cuales han contribui-
do al desarrollo de los enfoques llamados del <tercer grupo))
presentados anteriormente.

El modelo delpoüry rycle deJones dispone de importantes ven-
tajas pata el análisis, como su focalizaci1n sobre los procesos más

que sobre una u otra institución; como el hecho de desagregar la

política pública en segmentos para facüt:r el anáüsis y como su

orientación hacia el estudio de los efectos concretos, pero estas

mismas ventajas tienden a sesgar el análisis. Por ejemplq Sabatier

(1988:129ss) critica el modelo por su incapacidad de dar explica-
ciones de czrácter lógico por medio de la formulaciór y compro-
bación de hipótesis. No petmite responder a preguntas de tipo

¿cuáles son las condiciones que transforman el proceso de una fase a

otra? Otra limiución es la tendencia a situar la evaluación sólo al

final del proceso. Segun Sabatier los actores u observadores rcah-

zan, fotmal o informalmente, operaciones de evaluaciones a todo
lo largo del proceso. El modelo también tiende a privilegiar un
enfoque <<de arriba hacia abafo> Qop-down) que favorece el punto de

vista del legislador (ver capítulo II!. Un análisis que privilegia de-
masiado la perspectiva legalista e insdrucional no es satisfactorio
pa:a 

"prehender 
una política pública compleia con un sinnúmero

de medidas e interacciones. Por último, el démaprtge o recorte de la

política en varias etapas distintas -concepflral y temporalmente, y
baio una presentación lineal- dificulta mostrar las conexiones en-

tre las fases (¿dónde empieza y dónde termina una fase?) y el ca-

tácter reiterativo de los ciclos.

Algunas críticas se cenüan particularmente en la dificultad que

presenta el modelo para el análisis de la implementación de las polí-
ticas públicas. En efectq la separación de las fases de formulación,
decisión, implementación y evaluación resulta ser una operación muy
compleia, El poliE rycle postula que la implementación es una etapa

postdecisiond, y que la administración encargada ejecuta la política
según los textos escritosi por lo tanto, si se presentarl problemas
durante la implementación se üata de un problerna técnico que se

buede mejorar. Para Yanow (1987), enla actualidad, ya es imposible
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considerat la implementación como una máquina' l¡rs eiecutores

de la política esrán inscritos en un cont€xto histórico, social y culmral

arp..ífi.o y, apartirde este contexto,los actores de laimplementación

rcalíz.anun trabajo de interpretación y de uaducción del sentido y

del sigqificado d. "" texto segun su propio sistema de valores. E>ís-

,.rr, plr lo tanto, vra hgiru interprüatiaade 1a eiecución de las políticas

y .; cuhrrade la poüá." pobti.^. De manera que ta lógica de la

i*pl"*.ntación r" n*d"*enta sobre las interpretaciones que hacen

de la noftna los eiecutores. No hay implementadores neutraies'

y*o* (1987) propone entonces un enfoque cultural para explicar

laimplemerrr".i¿tr ¿.las políticas públicas: Ios investigadores' en vez

de preguntarse cuál es ta imptementación existente, deberían más

Ui." inárg4r sobre cómo los eiecutores y los destinatarios han inter-

pretado li- normu , púaluego anñz,o la implementación en función

i. .ro interpreta.iOn y de r,r compatibüdad o incompatibilidad

con la nortna. Esto significa en Ia prácaca que cada eiecutor va a

inteqpretar la norma ^ 
put* de sus valores: siempre va a existir una

multitud de interpretaiiones de una misma norma; lo cual se va a

refleiar en la existencia, no de una sola implementación, sino de una

mdátud de implementaciones relacionadas con las distintas inter-

pretaciones que se harán de la misma norma'

De lo anterior rcnemos las siguientes deducciones;

- Ejecutar una política púbüca o una flofma es un trabajo continuo

d. lrrt.rpretación y de reinterpretación que depende de los actores,

de su número, dei nio'el de abstracción de la norma y de la estabi-

lidad o no del contexto de la implementación'

- El significado de una nofma se constfuye Por interacci<-rnes entfe

decisores y eiecutores, entre los mismos eiecutores y entfe eiecutores

y destinatarios.

- La interacción significa para los actores slempfe Pefsuasloll y

estrategia para imponer su propia interpretación y destruir o des-

catt^rlas interpreircion"s de los demás actores. H,l sentido de u¡ra

implemen turíónva a depender de la dinámica de las interacciones

enüe ad.ministración pút[ ca, actores paraestatales (sociedad civil)

y, más que todo, destinatarios' 1 .

- Lu int.{pretación continua, iterativa, de las actividades y conteru-

dos de la implementación hace de ésta un Pfoceso que se adapta al
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contexto. I-a nofma sufre un prCIceso reiterativo de contex-
tualización por los ejecurores; es como si renaciera luego de su
prirnera adopción por la instancia formal de decisión fuobierno,
padamento), liste renacer se hace en función de los contextos,
temas v problemas que estructuran los discursos así como la
implenrentación misma de la política pública (Zimmermann, Taddei,
1996:81-82).

Otra cútica a este enfoque, elaborada por Muller y Surel
(1998:28-32)., parte de la observación de que el modelo tiende a

hacer creer que el objetivo de las políticas públicas es la resolución
cle los problemas. Esta posrura teírica del análisis de políticas pú-
blicas, implícita, tiene dos consecuencias principales. La primera es

una tenclencia a dar demasiado peso a la función de decisión de las
políticas: hacer una política es tomar (as buenas) decisiones. Segun
los ai"rtores, por el contrario, es necesario partir de la idea de que
las políticas públicas no sirven para resolver los problemas. En
realidad los problemas son resueltos por los actores sociales me-
üante la implementación de sus estrategias, la gestión de sus con-
flictos y stüre todo mediante procesos de aprendizaje. Las políticas
pírblicas construyen un marco, un espacio que da sentidq en el cual
los actores van a redefinir sus problemas y a experimentar solucio-
nes; por lo tanto, hacer una política públic a) no es resolver un: pro-
blema, sino construir una nueva representación de los problemas
que instaura condiciones sociopolíticas para el tratamiento de és-
tos por la sociedad )t , lavez, que estrucrura la acción del Estado
(Nfuller, Surel, 1 998:31).

En segunclo lugar, considerar que las políticas públicas se limi-
tan a ser un espacio de confrontación entre <<hacedoreo> de política

@oligy makers), es ocultar el hecho de que las políticas públicas cons-
tituyen una climensión de la actividad política en la sociedad. <Ha-
cen) una política pública es también hacer política (en el sentido de
politics), pero por otros medios. Las políticas públicas son los ele-
mentos de un proceso más amplio de regulación política y de
legitirnación en la sociedad. Eso quiere decir que no se pueden ver
las políticas públicas únicamente corno un coniunto de estrategias
organizacionales, sino que es necesario ir más allá de esto para
mostrar que las políticas púbücas son un elemento de participa-
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ción política que interactúa con las formas tradicionales de partici-

pación política como el voto o la militancia, y, además, puede

complementarlas. Esta perspectiva permite ligar las políticas pú-

blicas a las dinámicas y a los actofes de la política (poliücs) y a los

procesos e interacciones que particiPan en la formaciót y evolu-

ción de lapaliry, es decit, de la forma como se gobiernan las socie-

dades humanas (iVIuller, Surel, 7998:32).

A pesar de las limitaciones y críticas que actbamos de presen-

tar, consideramos que elpoliE Ecle sigae siendo una excelente Puer-
ta de entrada pedagogc^p^fa Pfesentaf el análisis de las políticas

públicas y, por takazón,hemos decidido usada paralaestructuración

de los siguientes capítulos.
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CapÍrulo II

IOTNNFICACIÓN, CONSTRUCCIóN DE

PROBLEMAS Y AGENDA POLITICA

1. Acn¡.ron porÍrrcn y coNsTnucctóN DEL pRoBLEMA

El problema central de esta fase de la política pública consiste

en entender los procesos por los cuales una autoridad pública o
adminisuatla está abocada a tra;t¿t un tema. ¿Por qué en algút
momento,y a ttavés de qué mecanismos, url tema se torna proble-
mático y obliga a las autoridades públicas o al Estado a intervenir
y a hacer algo? Se pueden üstinguir analíticamente dt¡s elementos

que se articulan: la construcción del problema social como proble-
ma que necesita una intervención pública cie una parte 1' su inscrip-

ción en La agenda política (agenda settin! de otra.

El término agenda se utüza para inclicar "el coniunto de pro-
blemas percibidos que necesitan un debate público, o incluso ia

intervención (activa) de las autoridades públicas legítimas"
(Padioleau, 1982: 25). De manera intuitiva es clarc¡ que no totlos
los problemas terminan en la agenda pública (o política); b cual

significa que existen conüciones de acceso, ! por lo tanto mecanis*

mos de exclusión, ala inscripción en la agenda. Estas condiciones,

dinámicas y procesos sociales y políticos que rodean la construc-
ción de problemas y de la agenda gubernamental se encuenüan en

el centro de interés del analista.Lz noción de agenda r1o es fácil de

definir con precisión. El <<menru> del listado es complejo. I.is posi-
ble especificar las agendas según las instituciones; por cjemplo, se

puede distinguir la agenda gubernamental, la agenda legrslativa, la

agenda administrativa, etc. Habría también posibüclad de habiar

de una agenda formal y de una agenda infrrrmal <<ocultar¡: los tc-
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mas que figuran públicamente como tareas de las instituciones
nc.) s()n nccesariamente los que se trabajan. Otra distinción muy
común cc¡nsiste en diferenciar la agenda coyuntural de la agenda
instituciclnal. Esta última coffespondería a los temas que regre-
san periirdicamente, de manera previsible, en la agenda pública.
lil terna clásico es, por ejemplo, el presupuesto anual del Estado:
ca.da año y a una fecha conocida se sabe que se va a debatir este
teffia. En cambio, la agencla cofrntural hace referencia a temas
qlre surgen en un momenro dado y bajo una modaüdad o pro-
ceso específico para el cual las autoridades públicas no necesaria-
mente estaban preparadas. A manera de ejemplo podemos citar
cd¡mo los atentados del 11 de septiembre de 2001 en los Esta-
dos Llnidos provocarCIn una importante modificación de su agen-
da política tanto nacional cCImo internacional. Es a estos últimos
procesos de tipo coyunrural a los cuales nos vamos a referir prin-
cipalrnente a continuación.

El recr:nocimiento de la realidad como una realidad problemá-
tica,v su traducción discursiva nos obliga a incursionar primero en el
tema de la representación de los problemas, )'más específicamente
en la representaciírn social y política de los problemas. La represen-
tación no es un dato obietivo. Es una construcción que resulta del
conjunto de las luchas que los actores sociales y políticos libran para
imponer t¡na lectura de un problema que sea la más ventajosa posi-
ble para sus intereses (entendidos en un sentido amplio). La defini-
ción de lo que se puede <<problemaitzan> está ügado de manera íntima
a esta representación y es el resultado de la tensión entre el ser como
construcción objetivada y el deber ser.

I.enoit (1989:78-98) distingue así tres fases en la construcción
de los problemas. Primero se necesita que haya una transforma-
cii¡n en la vida coticliana de los individuos originada por cambios
sociales que afectan de manera üferenciada a los grupos sociales.

Esta transformación cle la vida de los individuos es la que genera
una tensión por la cual las personas perciben una situación, explíci-
ta o implícitamente, como <anormab> o problem áaca, Sin embar-
go, esta tensión inicialmente vivida como un problema privadq
individual, tiene que transformarse en un problema social (colecti-
vo), y entonces el problema tiene que encontrar una formulación
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pública, lo cual se constituye en la segundz fase. El paso de un
problema <<privado> a un problerna <sociab> tiene por lo tanto sus

vectores. Se necesita que personas o grupos tengan la capacidad (y

el interés) de llevar la vocería del problema, y le den una definición
y lo exptesen en un lenguaie adaptadq para que se vuelva <9úbü-

co)> a través de los medios de expresión púbüca. En este punto
cabe resaltar el papel importante que pueden jugar los medios de

comunicación, los círculos académicos y científicos y los actores

políticos en la definición y la difusión del problema. Definir un
problema obliga necesariamente a dar elementos sobre las causas

y, por lo tanto, a dar soluciones posibles; por ejemplo, según se

defina el problema de la &ogadicción como un problema de or-
den público (os drogadictos son delincuentes) o de salud púbüca
(los drogadictos son enfermos), la solución será muy distinta pa:m,

aquellos que consurnan drogas illcitas: la cáncel en el primer caso y

la clínica en el segundo.

Finalmente, una vez reconocido el problema corno un proble-
ma social y formulado como tal, se busca su institucionahzaciín;
es decir, el reconocimiento de la necesidad de una intervención
pública (o política) que se traduce generalmente en leyes y regla-

mentos. Esta institucion¡liz.aciín se rcaJiza a través de un proceso

que tiende a legitimar tanto la formulación dada al problema como
a sus portavoces o promotores (ver Lenoir, 1986; Bourdieu,
Christin, 1990). El carácter socialmente constraido de los problemas

significa que los más graves no sean los que figuren necesariamente en

la agenda gubernamental. De la misma manera la posición social

de los gfupos promotores de una política en la estructura
sociopolítica es determinante tanto pzr:a, su inscripción como para

su solución. De cierta forma los problemas -y las soluciones-
compiten entre ellos para figurar en la agenda: un problema que

aparece importante en un momento dado puede dejar de intere-

sar en offo momento, sin que se le haya dado solución. I¿ falta de

información,la no mensurabilidad del problema, las situaciones

que provocan efectos negativos sólo alatgo plazo,Ia falta de anti-
cipación o la inexistencia de soluciones políticamente interesantes

son características que dificultan la inscripción en la agenda. Latala
del bosque o la contaminación de las aguas, la explosión demo-
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gráfica y sus consecuencias previsibles en materia de salud, educa-
ción y de vivienda (incluyendo las cá¡celes) podrían ser ejemplos
de problemas de dificil inscripción en la agenda.

2. fJN DseuEMA ¡Ne¡fnco rARA r;, DEFrMcróN DE uN
PROBTEMA

Si bien es cierto que la definición de un problema es un proble-
ma político per se, no significa que se debe renunciar a todo intento
de definición obietiva de los problemas que surgen en la sociedad.
En pa:ticular, es una t^reaqo. dab.rí^ ser seriamente asumid apotla
administración púbüc4 las univenidades y los centros de investiga-
ciones, con el objetivo de proporcionar una información que per-
mita conocer mejor el problema antes de que se tome una decisión
relativa a la necesidad y forma de regulación púbhca.I-a capacidad
de conocer las dimensiones de un problema mediante un anáüsis
propro o autónomo de la siruación permite llevar a cabo una discu-
sión más argumentada con los actores políticos que reclaman una
intervención y, asi legitimar más una acción del Estado.

un esquema analítico sencillq en forma de preguntas, puede
ayudar a cuestionar la realidad del problema en sus dimensiones
más pertinenres pala el analista. La definición del problema con-
siste entonces en determin at Ia naturaJeza,las causas, la duración, la
dinámica, los afectados y las consecuencias posibles del problema.
l-a nataraltqa, ¿En qué consiste el problema?
l-as causan ¿En qué condiciones surgió el problema y cuáles son
sus causas? ¿La normatividad existente sobre el tema genera pro-
blema ?

I-a duración: ¿El problema es duradero o pasajero?
l-a ün,ínica: ¿Es posible observar una evolución del problema (ci-
clos, regularidades, agravación)?
I-os afectadw. ¿Quiénes son los afectados por el problema y de qué
modo lo están (directa e indirectamente)?
I-.a¡ consecuenciac Si no se interviene, ¿qué sucedería a los afectados y
a los demás?

Responder a estas preguntas impüca recolectar y organi zat jn-
formación y, eventualmente, realizar encuestas estadísticas o son-
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deos. Estas indagaciones deben permitir comprender cómo <[un-

ciona¡> el problema, faciTrtar la identificación de los actores impli-

cados e investigar las lógicas de comportamiento de éstos. Aclemás,

este proceso es importante pal:a explicar cómo se constituye el

problema y lograr detectar las interacciones entre los distintos ac-

tores y elementos del problema (Cetel, 2000).

3, Los MoDOS DE INSCRIPCIÓN EN IA AGENDA POIiTICA

Como se pudo ver, elproceso que permite la institucionalización

o la inclusión de un problema en la agenda es resultado de contfo-

versia entfe varias definiciones posibles del problerna que corres*

ponden a las ideologías e intereses representados por los clistintcts

actofes o grupos sociales. Pero, además, el proceso no es síempre

idéntico: los actores tienen a su clisposición varias estrategias en

función de sus invenciones, posibüdades, posiciones y recufsos;

por lo tanto una agenda nunca es fiia, puede estar suieta a cambir:s

de manera inespenda a taiz de ulg"t evento o situación nue\ta.

Estuüosos del tema han propuesto modelos o tipcllogías de l<¡s

pfocesos de inscripción en la agenda. Aunque estas tipologías y'

modelos nunca Se presenten de manefa (purD) en la realidad, per-

miten facilitar la identificación de procesos. Por lo general, cl esfu-

dio de caso muestfa la existencia de una combinación cle estos

modelos en el transcurso del tiempo y por eso se tiende rnás bien

a demostrar la existencia de elementos dominantes distintos según

los casos analizados.

En este sentido, Cobb y Elder (1972) consideran que existen

tres condiciones pafa que un problema logpe su inscripcién en la

agenda gubernamental. La pdmefa es que el tema tiene que ser de

competencia de las autoridades públicas, es decir, que se percibe a

las autoridades públicas como capaces u obligaclas a hacer algo.

La segunda condición es que la distancia entfe el deber ser \¡ el ser

resulte suficientemente acentuada como para eXigir una accii¡n

política. La ultima condición es que el ptoblema tiene gue presen-

tafse bajo un código o lenguaie adecuado (técnica, ideológt., ,v

políticamente) pafa que la autoridacl pública puecla tratarlo (l!{.ty,
Thoenig, 1,992:123-124). Cobb 1' Elder han analiz,adt¡ diferentes
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procesos de inscripción en la agenda pública para luego clasificar-
los en cuatro tipos según los objetivos perseguidos por los <gro-
motores cle problemasD llamados <empresarios políticos>:
- Iii reaiuste: se trata de corregir una situación porque se presentó
un desequilibrio que pone en desventaja a un grupo que se consti-
ruye en empresario político.
- l,a explotación: los empresarios amplifican url problema que no
es su\¡o para sacade ventaja.
- La r:eacción a una circunstancia: un accidente o evento particular
permite poner en tela de juicio una política.
- I-a mejeira: empresarios, sin que tengan interés particular en el
tema, se hacen cargo de él en nombre delinterés público (enThoenig
1985: 23).

De manera simplificada, se puede concebir que la inscripción
en la agenda proviene de dos fuentes. una es externa al Estaáo y a
sus instjruciones *es el modelo de la <<dernandaF y Ia otraes inter-
na al Estado y a sus instiruciones --es el modelo de la <oferta admi-
nistrativo>-.

En el modelo de la <demandD) son los distintos grupos socia-
les los que se movilizan para soücitar la intervención del Estado.
Hs el esquema clásico del Estado democrárico ![ue responde a las
clemandas formulaclas por los ciudadanos. Por lo general la movi-
lización de unos grupos provoca, como reacción, la movilización
de otros grupos que se oponen al cambio deseado porque afecta-
ría ventajas r: intereses aclquiridos. Cada grupo presionará a Las

autoridades con estrategias propias y unlirarálos recursos que tie-
ne a su disposición. Es claro que los grupos sociales no están en
condición de igualclad entre ellos, en términos de recursos y en
capacidad de acceso al sistema político. ¿Quiénes son los que rra-
tan de acceder a la agenda política formulando exigencias? Chevallier
(1986:438ss) distingue tres tipos de <empresarios>> según su posi-
ción estructural en la sociedad y que cumplen con .tna tarea de
intermediación entre la sociedad y el Estado: los mediadores po-
líticos, los mediadores sociales y los mediadores administrativos.

lxrs primeros son los partidos políticos y los gremios o grupos
de presión. Ellos rethzan allí su t^tea clásica según la teoúa demo-
crática: fi-ltrar, coüficar y agregar las demandas de sus <óases> para
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cartüzarlas hacia el sistema político baio la forma de un (progra-
mo> político o un püego de peticiones.

Los segundos, los mediadores sociales, son los representantes
particulares que, por su posición estratégica o por su aura personaf
disponen de una legitimidad social importante. Ellos hacen que se

presenten cortos circuitos en los caminos <<normales>¡ de la deman-
da. Se puede pensar en el papel de los intelectuales o los grandes
científicos que logran influir sobre el contenido de los debates y se

inteqponen como mediadores privilegiados o exclusivos. Por ejem-

plq en el caso colombianq se puede ver claramente la influencia del
premio Nobel, Gabriel C'-atcíaMárquez, en el tema de la educación.
En los países en desarrollq por el sólo hecho de ser (aepresentanteD

de un país industrializadq un discurso puede tomar más peso que si

ptoviene de una persona local. Por otro lado existe todo un proceso
de <anotabi\zací6w> de personajes (caciques, gfinonales) que se han

constituido en un paso obligado pan tal o cual asunto y han mono-
polizado las comunicaciones entre el Estado y el medio representa-
do (por ejemplq entre el nivel nacional y los niveles regional y local);
situación que obüga a los actores, así marginalizados, a la búsqueda
de otras vías de acceso (egales o ilegales)

Por ultimo tenemos a los funcionarios púbücos quienes tam-
bién pueden convertirse en portadores de demandas del medio en
el cual intervienen en su labor administrativa o para sus intereses

propios. Así, las dificultades que encuentran en su misión y el inte-
rés que tienen los funcionarios en que su servicio crezca, hacen de
los funcionarios unos observadores y unos actores privilegiados
de la acitín estatal. Una relación estrecha con los administrados o
con los usuarios puede convertir al funcionario público más en un
defensor de los. intereses de los unos o de los otrosr eue en un
garante del interés púbüco. De oua parte, la administ¡ación públi-
ca es heterogénea y fragmentada. Los distintos segmentos de la
administración pública presionan al sistema político paia hacer
prevalecer sus puntos de vista o sus intereses con el fin de fortde-
cer su posición en el 

^p^rato 
político administrativo frente a otros

entes. Se puede pensar por ejemplo en los c<¡nflictos clásicos entre
los entes de planificación y los distintos ministerios acerca de la
determinación de sus políticas.
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En el caso de los meüadores administrativos nos encontra-
mos en el límite entre la <demanda¡> vehiculada pü los setvido-
res públicos en representación de sus adminisrados y la <<ofettal>
de servicios. La administración puede tener interés, a través de
su práctica cotidi^na, en desarrollar su propia actividad y mol-
deada a su manera, con el fin de ampliar su importancia social y
justificar la necesidad de aumentar sus recursos financieros y
humanos. El hecho de ofrecer o prometer más servicios, o de
imponer una ciert^ maneta de concebir un ptoblema, contribu-
ye a legitimar la formación de una demanda social conforme a
los intereses de la administración que presta o formula la <ofer-
ta¡>. Lo que era una demandainterna transita por el camino de la
demanda social externa con el fin cle legitimada. Del mismo
modo que la empresa privada desarrolla estrategias para co-
mercializar sus productos, la adminisuació n ttata de condicio-
nM y ctear necesidades para beneficio propio (en términos de
posición administratla). Esto es lo que se llama el <camino in-
vertido> (Chevallier,7986:449) en el cual una oferta se convierte
en urla demanda (crear la demanda).

Estas ultimas observaciones indican a ra vez los límites para
distinguir entre <oferta> y <demanda>. En realidad, existe 

"rr" 
i--

bricación compleja enrre esros dos polos. Cada uno cond.iciona y
responde al otro en el marco de lo que se podría llamar una
causalidad circular (chevallier, 1,986:452) enla construcción de lcls
problemas a inscribir en la agenda.

4. MooELoS PARA IA INScRIPCIóN EN IA AGENDA PoLÍTIcA

Esta presentación, que permite dar cuenta de la complejidad
del tema, hace evidente los esfuerzos necesarios pan cliriftcat y
poder comparar procesos. En la misma lógica de identificar dis-
tintos modelos de inclusión de problemas en la agenda poütica,
Garraud (1990) va un poco más aJLáde.las tipologías anteriores. si
cobb y Elder se cenffan en los objetivos de los <empresarios>
políticos y chevallier en la posición social de los <<med"iadoresD,
Garraud (1990) propone la construcción de cinco modelos 

^ 
p^r-

tir de una combinación de un cierto número de variabl.s y actor.s,
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entre los cuales el autor considera a los grupos organizados, la

existencia o no de una <<demanda social>, la presencia de conflictos
y de procesos de movilización social, las estrategias de creación de

una opinión púbüca, el papel de la <oferta políticar> y la mediattza'

ción del tema y su dimensión corno evento inesperado (Garraud,

1990:30-31). Por lo general la mayoría de estos factores se encuen-

tra actuando en gt n Parte de los casos' Pero, según los procesos,

dominan más unos que otros. De manera que cada modelo pre-

sentado privilegia como (€gente motoo) o (emPresado político>

trrr actor en particular: los grupos organzados periféricos, las or-

ganizaciones políticas, los medios cle comunicación, las autorida-

des públicas q por ütimq los grupos organizados <<privilegiadou.

Fr uoo¡,Lo DE r/t Mov:Llz¡clót ¡

El proceso de inscripción en la agenda basado en la movüza-
ción corresponde a la visión clásica de la teoría democrática y con-

siste en el rabajo de actores sociales en Pro de una causa o a favor
de la promoción o defensa de r¡nos intereses que buscan movilizar
los ciudadanos. Este modelo tiene las siguientes características: <<cle-

manda sociab> fuerte, conflicto entre autoriclad y grr¡pos orgatúza-

dos alrededor de la solución a implementar, creación de eventos

parl atraer Ia atención de las autoridades y de los medios de co-

municación -huelga, marchas, hechos violentos, etc.- y mediatiza-

ción p^ra ampüar la audiencia y aurnentar la legitimidad de las

reivindicaciones. Los ejemplos de este tipo de movilización son

abundantes.

Er uoopr,o DE I-,{ oFERTA poünca

En el modelo anterior la solicitud venía desde la <<baso>; pero

en este segundo <el lanzamiento) del problema es obra de organi--

zaciones políticas y consiste en intentar ganar apoyo o electores

con propuestas políticas, suscitando debate y controversia. Se trata

de crear la demanda social. En este modelo juegan un papel im-
portante los medios de comunicación que difunden la propuesta e

incitan a los adversarios a responder. Es una esuategia clásica de

65



l-r.,*rxÉ;{V_o.p¡$9rru

los partido.q de oposición que buscan temas que les permiten con-
quistar electores, aparecer como activos ante la opinión púbüca y
tratart de que las autoiidades estén en la obligación de responder o
de desplazar los debates al tereno de los opositores. De hecho, se

busca entrar en conflicto con el gobierno para debilitado.

Er. ¡r.lonmt) DE I¡t MEDTATIz¿cIóN

I-os medios masivos de comunicación, a través de la presenta-
cirin selectiva de informaciofles (o su ocultación), su repetición, la
construcción elramanzada de la noticia, etc., logran conücionar y
presionar aI gobierno para que se ocupe de tal o cual problema,
sin que haya realmente demanda social inicial. Los estechos lazos
eKistentes entre prensa, radio y televisión, organizaciones políticas
y grxpos económicos explican el carácter muchas veces parciú, y
ccrnstruido (o manipulado) de la información. Adem ás, la necesi-
dad económica de mantener la audiencia (el ratins favorece toda-
vía más el sensacionalismo y el periodismo de reverencia (ver
Bourdieu, 1996; Halimi, 1997). En este caso igualmente se trata de
crear una demanda social o de obligar a las autoridades a actuar,
pcrr medio del uso de intermediarios, conscientes o no, para
problematizar un tema. Es de Lnatzr que los problemas construi-
clos (o amplificados) por los medios de comunicación tienden ¿

ser efimeros o pasajeros debido a las exigencias estructurales del
medio periodísticq en un sistema de competencia capitalista y de
buscar permanentemente la <novedaó> para fnantener la curiosi-
dad del público. De hecho, cuando el público empiezaa desintere-
sarse por el tema (caída del ratins, los medios de comunicación lo
abandonan. Por ejemplo, el tratamiento mediático-político del caso
"Lewinsky y BiU Clinron" ilusua este fenómeno.

si bien los tres modelos presentados se catacterizan por bus-
car una modificación de la agenda a través de la controversia, el
conflicto y la mediavzacíín del problema como estrategia cons-
ciente, es de resaltar la existencia de otros mecanisrnos más üs-
cretos pero no menos eficaces. Los dos siguientes modelos, de la
anticipación y de la acción corporativista silenciosar p€rtenecen a

esta última categoría.
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Er uooe,ro DE r-A. aNncpacróN

Este modelo podría ser la antítesis del modelo de la movihza-
ción. En este caso son las autoridades púbücas las que deciden

^ctrrr 
sobre un tema que analizan como problemático. Por eso lo

llaman también <cnovilización por el centro> (Garraud, 1990:36).

Se trata.de la inscripción en la agenda gubernamental de ternas que

una administración pública, por su capacidad de anticipar los pro-
blemas, detecta y diseña esrategias de prevención o de mitigación.
Se puede pensar en problemas graves pero muy difusos social-

mente, como las campañas de vacunación o,la prevención de en-

fermedades, el alcoholismo o la seguridad vial. Los medios de

comunicación pueden también jugar un papel imponante de pro-
motor o difusor del problema en este caso.

Er n¡ooelo DE LA RcctóN coRpoRATrvISTA sILENCIosA

La aca6n coqporativista silenciosa representa una posibilidad de

acceso a Ia agenda gubernamental lograda sólo por unos grupos

otganizados privilegiados. Son grupos que por su posición o su po-

der tienen una capacidad de influencia directa sobre la agenda de las

autoridades públicas. Por lo general, estos grupos no buscan la publi-

cidad de sus <groblemao> iustarnente para evitar controversia y deba-

te.I-,adiscreción 
^parcce 

como condición de éxito. Se puede entender

el uso de este tipo de modelo para diseriar una estrategia militar o

programar la compra de atmamento. Tiene seguramente mucho

menos legitimidad en el caso de <<negociacione$) entre grupos econó
micos y gobierno par^ conseguir un respaldo de los primeros al

segundo. Igualmente se puede pensar en el papel de I¿s instituciones

internacionales (en particula4 el Banco Mundial y el Fondo Moneta-

rio Internacional) para obligar a la inclusión de reforrnas económicas

y políticas en las agendas de muchos gobiemos de los países en desa-

rrollo como condiciones para obtener apoyo económico.

Como lo indica Garraud (1990: 40), estos modelos privilegian

algunos actores o aspectos en detrimento de otros; por lo tanto

no se pretende con estos cinco modelos cubrk la totalidad de la

problemática de la construcción de las agendas públicas. En parti-
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cular, el tiempo es una variable importante que se puede constituir
como ventaiao problema o coacción pam los actores sociales se-
gún su posición y según el caso. La necesidad para las autoridades
públicas de decidir nápidamenre o nq las interferencias con oüas
agendas, la existencia o no de coln¡nturas más o menos favorables
para acnrar, pueden inftúir en el contenido y las prioridades inscri-
tas en la agenda. El manejo del tiempo y el control del orden del
día en el desarollo de una reunión o una asamblea es un atma
bien conocida para orientar y limiar debates polfticos: es una ma-
nera de controlar el tiempo disponible pxldebatir cada tema. En
este sentido, el enfoque desarrollado por Kingdon (19g4) se revela
interesante y original.

I-,r coNcEpclóN oE K¡NcnoN

A partir de una'lectura renovada del modelo decisionista de la
<anarquía organtzada> O{arch, olson, 1972;ver capítulo IIr), en el
cual el tiempo es una variable imponante, Kingdon (19g4;1g93)
propone distinguir tres factores fundamentales en la dinámica de
los procesos de consrnrcción de Ias agendas públicas: los proble-
mas (pmblens),las respuesras o las alternarivas (ptuposatr) yla política
(poütic). Para el autor, cadauno de estos tres factores tiene su vida
propia. Existen problemas que no denen soluciones viables o no
son reconocidos como tal; hay soluciones a problemas que no son
bien formulados o que carecen de importancia; en ciertos mo-
mentos, la política no está en condiciones de modificar su agenda.
Las dinámicas temporales de estas tres <corrienre$) (strcais) son
relativamente independientes, pero ll.g^ el momento o la opornr-
nidad en la cud estas <<corrienteu coinciden. Cuando o' probLrrl
encuentra solución adeqta/¿ y la política se interesa en é1, se abre
r¡na ventana política (poüE window);entonces las <<corrientes> entran
en resonancia y así las condiciones están dadas para que la agenda
política se haga cargo del problema. Fuera de estos rnomentos
contingentes de ((encuentro>, es inútil ttatar de introducir una te-
mática o una solución nueva en la agenda.

sin embargq los actores -los (empresariou políticos- tienen
que estar siempre listos para precipitarse por la (ventanD) cuando
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ésta se abn. Deben sef como los pasaieros que esPeran subirse al

bus o al tren sin saber en qué rnofnento preciso va a salir: hay que

pefmanecef en el sitio, informarse, mitar los movimientos de los

empleados, detectar señales, etc. Esta meúfora pretende significar

que los pfocesos políticos no se producen sólo en función de ele-

mentos lógicos, racionales, lineales, sino que hay que saber utiüzar

o suscitar las opornrnidades cuando se puede. En su capacidad de

descubrir estas opornrnidades se reconoce al buen empresario

político. Existen miles de oportunidades. Uno de los momentos

más favorables se produce, Por eiemplo, cuando se instala un nue-

vo gobierno al que le faltan ideas para distanciarse de las políticas

de su antecesof. En estas citcunstancias hay que saber acfuar, entre-

metefse, presionar o incluso amenaz t y chanta)ruar a los responsa-

bles ('si no actúa Pronto, no resPondo por lo que va a pasar..")

palia úztar de imponef su problema -y de Paso su meüación' su

representación y su solución- en la agenda gubernamental.

5. L¡.s REsPUEsTAs DE l.p,s AuToRIDADEs pÚnrtces

Ftente a los <<asaltos>> Por Pafte de los (ernpresarios> políticos a

las puertas de la agenda de las autoridades públicas, éstas no se

quedan sin reacción. En resumen, las autoridades pueden aceptar

el hecho de tratar el problema -ts decir, reconocer y tegitimar su

existencia inscribiéndolo en la agenda públicr o, Por el contrario,

rcchazarlo. En cualquiera de los dos casos las autoridades denen a

su üsposición una serie de estrategias.

Si las autoridades reconocen la existencia del problema no quiere

decit que lo puedan o que lo piensen solucionar. Meny y Thoenig

(1,9922125-1'26) han inventariado algunas de las tácticas que efn-

plean los responsables políticos para modular o limitar el impacto

de la inclusión del problema en lz agenda. Una de ellas es' pof

ejemplo, recibir y escuchar fePresentantes fingiendo un gfan'inte-

tés para el problem y prometer ocuparse pronto de é1 ("tengan

paciencia, pasefl mañana...'). Et una fespuesta simbólica. Otra so-

Iución consiste en aprobar las reivindicaciones de los empresarios

políticos pefo al mismo tiempo invocar elementos de fuerza m^-

yor que impiden su resolución. ('yo lo entiendo y quisiera ayr'rdat-
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le, pero...'', *'que pena con ustedes, pero es imposible en el mo-
rnentr-)", c¡ "esto no depende de mi despacho'). Una respuesta,
rnuy común -lhasta desgastacla!-, es la de nombrar una comisión
de expertos para estudiar más y meior el problema. Esta solución
permite postergar cualquier decisión y, con un poco de suerter eu€
el interés por el problema desaparezca o que se resuelva solo. Las
autoridades pueclen también comprometerse a tÍLtat el problema
y crear por ejemplo una estmctura administrativa específicar pero
sin ligarse con el contenido ('yc me encargo del problema, pero
no me compfometo con tal o cual solución').

I-as autoridades púbücas pueden también aceptar el problema
pero reglamentado sólo en sus aspectos menores, sin toc t el fon-
do del problema. De manera simbólica se reaJtza dgo, sabiendo
que esto no va a solucionar realmeflte el problema. Sin embargo,
la hipocresía no está siempre presente y las autoridades suelen tam-
bién aceptar realmente buscar una solución. Y por oltimo, es posi-
ble que ellas estén en la capacidad de anticipar el problema y tomar
las medidas para resolvedo antes de que se generen demandas y
exigencias por parte de grupos sociales y políticos.

l-a ofta alternativa a disposición de las autoridades es la de rehu-
sar rorundamente la inclusión del problema en su 4genda. Para lo-
grarlo eústen también varns opciones. Puede resistir a la presión a

través de respuestas y comunicaciones que tiendan a demostrar la
inexistencia del problema como problema social. otra modalidad
es la de coger como blanco a los principales ernpresarios po1íticos o
grupos para desprestigiarlos, o prometerles ventajas personales a
cambio de la desactivación de la exigencia (clientelismq corrupción,
prebenclas). Ota esuategia consiste en buscar el apoyo de otros
sectores de la opinión pública para romados como testigos de que
la exigencia pror,"iene de una minoría privilegiada o manipulada por
grupos subversivos o extremistas. l¿s autoridades pueden también
reprimir duramente a los líderes'y a sus seguidores - criminoüzarla
protesta o estigmaúzar a aquellos que funcionan corno empresarios
poiíticos- o profundizar y u{lizar sus divisiones internas.

De manera similar al caso de la inscripción en la agenda, estas
(<respuestas>> de las autoridades públicas no son excluyentes las unas
de las ouas El iuego político consiste justamente en buscar una
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esuategia que permita obtener los mejores resultados posibles en

función de sus intereses u objetivos. Cada estrategia cuenta con sus

ventajas, desventaias y riesgos. ¿Hasta qué punto es conveniente
políticamente a corto, mediano o largo plazo dar tal o cual res-

puesta? ¿En qué momento es preciso cambiar de estrategia?, etc.

Existe una infinita variedad de situaciones posibles. AIIí es donde

se encuenuala capacidad política, Ia imaginación política; en bus-

car las debiüdades y las fonztezas de los adversarios para poder
utilizadas a su favor cuando se presente la oporrunidad tanto por
parte de los empresarios políticos como por parte de los gober-
nantes.

Presentada así, la actividad política no aparece como
engrandecida y aún menos como una actividad engrandecedora.

Pero la sustancia misma de la política consiste en distribuir los
valores y los recrüsos sociales y económicos disponibles enue los

grupos e ind.ividuos de urla sociedad. Las intervenciones de las

autoridades políticas tienden a maritener o a modificar esta distri-
bución; por lo tanto -y con más rzz6n en sociedades muy
heterogéneas y desiguales- las tensiones se corrcentran en las auto-
ridades para que éstas favorezcart a uno u otro grupo social. Por
esta razón es imposible que la actividad gubernamental se haga en

el consensq sin controversias ni conflictos. La política consiste en

determinar quién obtiene qué, cuándo y cómo. En esta contiend4
el papel de Ia cornunicación política es sumamente importante
porque es a través de ella Que se construyen, se modifican y se

legitiman las representaciones de los problemas y soluciones, del

ser y del deber ser de una sociedad, para luego traducirse en sím-

bolos y hechos concretos.

Por lo tantq los procesos de construcción de la agenda guber-
namental condicionan en gran parte tanto la formulación de las

soluciones, como las decisiones que tomen las autoridades políti-
cas. Por este motivo el tema central del siguiente capítulo es el

proceso de decisión.
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C¿pÍruro III

Fonmuá.clóN DE sotucloNus y DEcIsIóN

1. Er PRoBLEMA DE I¡, orcrsróN

Laacruación del Estado por medio de su aparato político
adminisuativo implica obligatoriamente la elección de unas solu-

ciones en vez de otras. Siempre existe una pluraüdad de solucio*

nes posibles pata resolver ottatar un problema, tanto en términos
de finalidades y de medios como de contenidos. El gobierno fiia
prioridades, metas y obietivos a alcanzar, así como metodologías.

Cuando se dice que es el gobierno quien reahza esta tarea hay que

tener en cuenta que, si bien es cierto que formalmente es él quien

toma las decisiones, en la realidad interviene en este proceso un
número plural de actores.

Estos actores (políticos, administrativos, sociales, económi-
cos, científicos, morales, etc.) van a influir sobre el proceso de

decisión a partir de sus intereses y recursos tanto matetiales comó
ideológicos: La presencia de esa multirud de actores explica por
qué las decisiones no son siempre las más <<racionales> o las más

coherentes, sino el resultado de la confrontación entre actores

(Chevallier, 1 986: 453).

La decisión es el fruto de un largo y complefo proceso que

poco tiene que ver con el esquema clásico de Ia decisión conce-

bida como un acto lineal y basado en los postulados de libertad
y racionalidad del decisor (Sfez, 1976).

Es clásico presentar La decisién como un proceso que tiene

dos etapas fundamentales: laformalación de soluciones y la legitina-

ción de una solución. Como lo hemos visto en el capítulo ante-
rior, a partir del momento en el cual se reconoce la existencia de

un problema a resolver políticamente, las propuestas y alternati-
T,
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\¡as de soluciones, incluida la solución del statu qilz,van L entrur a
competir enffe ellas. Por medio de las luchas entre actores políti-
cos en defensa de sus intereses materiales e ideológicos, una res-
puesta al probl.ema poco a poco va a aparecer, a irse diseñando
v a predominar sobre las demás. Idealmente durante esta etapr-
de formulación se establece un proceso de análisis del problema,
de búsqueda cle argumentos y de contra argumentos, de pro-
pu€stas v de indagación acetca de las consecuencias posibles de
tal o cual solución'.

I)e l'orma simultánea y mediante un proceso de selección la
cantidad de alternatilzs se va reduciendo a una sola que termina
por imponerse como la mejor o la más factible. Por lo general la
selección es el resultado de una actividad política en la cual los
actores entran en conflicto, amenazun, buscan aliados, chanta-
jean, negocian acuerdos, juegan con sus capacidades comu-
nicativas, de propaganda, de moviüzací1n, de información, etc.
El tiempo puede ser un aliado o un enernigo según los intereses
u objetivos de cada acror.

A manera de ilustración se puede representar esta etapa como
un embudo en el cual entran inicialmente muchas alternativas y
propuestas y poco a poco una sola de éstas -y hasta con
hibridaciones con otras si es necesario- es caplz de abrirse un
camino hacia la salida. En esta fase interacrúan toda una sede de
actores -políticos, pero también administrarivos y especialistas
del lobbving o del cabildeo de todo tipo, en función del grado de
aperrura o de permeabilidad del sistema político-, y puede tener
momentos de pausa, de retroceso o de brusca aceleración. En
toclo caso, no es necesariamente un proceso ordenado y lineal.

I Esta indagación de soluciones posibles puede realizarse rnediante el
desarrnllo de una evaluación o un esnrdio de factibilidad. Ver también
capítulo V.
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Al final, en un momento dado, cuando ha culminado un cierto
procedimiento legal -las reglas del juego-, un actor específico,
llámese padamento, alcalde, gobernador, ministro o presidente,
toma la decisión Lo hace por medio de un acto ritual cemo un
voto o una fitma. Este acto, cargado de simbolismos, se consti-
tuye en un acto de legitinación que atribuye a la nueva decisión una

-fntqo particular (ver Bourdieu, 1986u 1986b).
Desde ese momento, lo que no era más que una opción po-

sible, se tansforma en una norma oficial revestida de toda ld
autoridad y la fuerza, reales y simbólicas, del Estado. Adminis-
traciones y autoridades legítimas podrán valetse de esta decisión
p^r exigir uno u otro comportamiento a los administrados. El
acto de decidir es simbólicamente importante ya que es el <ges-

to>> más visible del actor que tiene el poder legal y legítimo de

<decidlo>.- 
;t;ntemente todo se juega en este momento dramático en

el cual hasta el tiempo parece suspenderse al instante del voto o
de la ftma. Si la decisión es un momento importante, hay que

tener en cuenta, sin embargor ![üe muchas no deci¡iones, aplaza-

mientos, entierros más o menos discretos de proyectos, pueden
tener un significado político igual o más importante que el de las

decisiones tomadas. No actuar, o no querer actuar, decidir no
decidir, puede ser tan revelador como el hecho de tomar deci-
siones y-acít r (Bachrach,Bantz,1963; Mény, Thoenig, 1992).

Panhacer frente a las presiones y exigencias de los actores y
limitar así el riesgo de que las decisiones y las políticas caigan en

el empirismo, el subjetivismo y la incoherencia, el Estado se es-

fuerza pot racionafizat sus mecanismos y procesos de elección y
de decisión. Busca entonces el perfeccionamiento de las herra-
mientas de análisis y de elaboración de decisiones para ayudar en
la toma de decisión.

Antes de centta( nuestra mirada en los d.istintos modelos de
1..

decisión, es perúnente examinar primero algunas técnicas dise-
ñadas ptecisamente para ayudar a lr formulación de las solu-
ciones. Luego, se consid e:'zrá la planeación o planificación por
ser una de las formas más importantes de intento de aplicación
de la nzón científica, como forma moderna de dar legitimi-
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"Cr,íase el lvlinrsterio del Medio Ambiente como organismo rector de k gutión
del medio ambiente (...) enca4gado de impulsar t na relación de respüojt arno-
nía del howbre con la nataraleqa (,..)"
Artículo 49 de la ley 99 de 1993t
'L^a e¡ecución de ohras, el ertablecimiento de indastrias a e/ desarrollo de cual-

quier actiúdad (...) que pueda J>rodacir deteriorv graue a los recarsos naturales

rcnoaables o al medio ambiente ("..) reqrerinin de nna licencia ambiental".
[Jn segpndo momento de la formulación de soluciones consiste

en ponderar los distintos objetivos que pretenden facilitar Ia realiza-
ción cle Lrna meta. Por efernplq si para m fin/objetivo se establece
un conjunto de medidas concretas, se sugiere ponderadas para po-
cler establecer prioridades en la atribución respectiva de los recursos
disponibles. Por ultimo, luego de haber ierarqutzado y ponderado
sus <lbjetivos, mediante el proceso de concreción sucesiva (cascada),
se cleterminalos {bctos erperadosl los inücadores qlrepermitan dar cuen-
ta del gado de realización de la meta (cuadro 2-IID.

2-III.- DrrEnulNACróN DE EFEcTos E rNDrcADoREs (ejemplo)

l)e hecho, la generaltzaciíny extensión de estas técnicas se en-
cuentran en la base de los procesos de planificación.

3. Lr pLANrFrcAcróN coMo AyuDA A r¡. DEcrsróN poliTrcA

El esfuerzo planificador del Estado parre de la idea de qr-re

para el logro de objetil'os existen criterios susceptibles de medi-
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ción que permiten elaborar y tomar las mejores decisiones posi-
bles, o incluso la decisión perfecta. La decisión, en 1o ideal, debe

ser el fruto de un cálculo obietivo que facilita la selección de mane-
ra científica y abstracta de la mejor opción (postulados de libertad
del decisor, orden, racionalidad y linealidad en los procesos de

decisién y en la decisión). A través de la planificación se busca

alcanzar los obietivos de ma¡rera coherente, con definición de prio-
ridades, de ierarquía de objetivos a corto y mediano pLazo y de los

medios necesarios.Elphn se constituye en el instrumento racional

de integración de las diferentes políticas sectoriales por un tiempo
determinado.

Si bien es cierto que la idea de planificación está muy ligada al

proyecto socioeconómico del socialismo y al éxito de su

implementación en la Unión Soviética durante las primeras déca-

das de su existencn,la crisis profunda que atravesó el liberalismo
económico en los países capitalistas a partir de 1930 demostró la
necesidad de trasponer técnicas de planificación en los regímenes

capitalistas también. La genen)tzaciín de la planificación, con sus

diferentes matices y grados de amplitud y profundidad, fue parti-
cularmente evidente después de Ia Segunda Guerra Mundial en la

construcción del llamado Estado de bienestar. Por una parte, se

trató de teconstruir a Europa (con el famoso plan Marshall) y, de

otra parte, fomentar el desarollo de los países menos avanzados

(América latina) y de los que progresivamente accedían a,la inde-

pendencia política (Asia, Africa¡. Instituciones nacionales e interna-
cionales, como el Banco Mundial, impulsaron y fomentaron
esfuerzos de planificación integral y otorgaron a las instinrciones

estatales un papel central para el desarrollo nacional3

3 Para el caso colombiano ver, por ejemplo, Comby (1973), Utna (1986),

Ocampo (1987). Sobre el papel d€l FMI y del BM, ver también Stiglitz

Q002).
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A pesar de.las numerosas e importantes vari¿ciones existentes
entre los procesos de planificación de las diferentes naciones
-planificación imperativa para los países socialistas ucrcrsplanifi-
c¿ción incitativa para los países capitalistas y con todas las situa-
ciones intermedias posibl€s- €n lo fundamental el plan apunta
siempre a la "fiiación de un coniunto de objetivos plurianuales
prioritarios, coherentes entre sí y que buscan no sólo orientar a
los agentes económicos sino, además, constituirse en el marco
axiológico en el cu d se inscribenlas acciones públicas" (Chevallier,
1986:456).

Entonces, las tareas centrales de la actiüdad de planificación
consisten principalmenre, primerq en reducir la inciftidunbre del
furuto a t¡avés del control de los principales factores del desarro-
llq y segundq en reducir la incolterencia entre las distintas políticas
sectoriales y sus obietivos, muchas yeces conüadictorios, ctn el fin
de armonizar y coordinar el proceso de desarrollo.

3.1. REDUcIR Iás INcERnDUMBREs y r¡s TNcoHERENcIAs

La reducción de la incertidumbre implica el conocimiento
previo de la situación y por tal nzón el esfuerzo de planificación
necesita el desarrollo y perfeccionamiento de los irrrt*-.rrto,
de recolección de datos e información. La estadística social y
económica y la contabüdad nacional son elementos esenciales
Para empez t a conocer la realidad de una manera más objetiva.
L¿ constn¡cción de todo tipo de indicadores (sociales, económi-
cos) se constinrye en una t^rea fundamental para las administra-
ciones nacionales e internacionales con el fin de permitir el
seguirniento de los avances del desarroll o a través del tiempo y
del espacio. La precariedad inicial de los datos explica q". t",
objetivos y metas propuestos por los primeros planes de d.s"-
rrollo eran muy aproximativos. Progresivamente los Estados han
perfeccionado sus sistemas de información pan aumentar su
capacidad de prever la evolución social y económi ca -igaal a
extrapolar a partir de las tendencias del pasado- gtacias a la
movilización centrabada y rápida de una gran cantidad de da_
tos. Es de anotar que esa reducción de la incertidumbre ha sido
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mucho menos efectiva en los países en desarrclllo por las debiü-

dades y poca confiabilidad de sus datos estadísticos (a pesar de

los avances realizados). Estas lagunas, importantes aún hoy en

dia, fuaglhzan cvalquier intento de planificación o de previsión,

sin hablar de la capacidad prospectiva *igual a determinación cle

los posibles factores de discontinuidad y de ruptura*.

Los adelantos técnicos -en particular la herramienta infor-

máAca- han permitido la construcción de modelos, siempre más

complejos, que integran cada vez más variables para simular y

experimentar hipótesis sobre la evolución y comportamiento,

principalmente de la economía, y que ay'udan así en la toma de

decisión. Sin embafgo, este tipo de modelos descansa sin reme-

dio sobre la disponibiüdad de los datos y tiende, de hecho, a

tomar en cuenta sóIo los datos <<numerizables>r, más por razones

de la nttvraleza de la herramienta utiüzada que Pot r;azoÍes tedr-

ricas. No hay que olvidar que ningún modelo puede ser más que

una simplificación, siempre cuestionable, de la realidad; de modc¡

que el sesgo cuantitativista afecta la cahdad de la previsir5n del

modelo pofque oPefa una selección en los datos, es decir, 9ü€

"privilegia algunos aspectos de la reaüdad que quiere rePresentaf

y, por lo tanto, conlleva a privilegiaf una cierta racionalidad sobre

otÍa." (Chevallier, 1986: 459).

Los expertos pueden así iugar un papel fundamental en la

predeterminación o la orientación de decisiones por los pclstula-

dos y las hipótesis sobre lbs cuales descansan sus modek¡s. Aco-

ger un modelo implica acePtar un fnarco flofmativo coactivo

como <werdadefo>) que va a orientar y ürnitar tanto los debates

como las alternativas de soluciones posibles Pata el decisor polí-

tico. Por lo tanto un plan -Pof necesidad de coherencia global-

no puede sino expresaf una cierta racionalidad entre otras posi-

bles: la racionalidad de los exPertos a quienes el decisor político

ha soücitado la reahzación del plan. Estos exPeftos dependen a

su vez del grado de confiabiüdad de los datos que incluyen en

sus rnodelos. Ouo elemento que limitala capacidad de previsión

de los modelos de planificación se debe a su incapacidad intrín-

seca de integrar elementos nuevos. Las variables y datos utiliza-

dos para construir un modelo son necesariamente pasados o, en
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el mejor de los casos, actuales, por lo cual los hechos nuevos
afectan, y cle manera creciente con el paso del tiempq el gado de

validez de la proyección de cualquier modeloa.

Otro aspecto fundamental de la razón de ser de la planifica-
ción reside, como 1a se señaló, en la reducción de la incoherencia

de las políticas públicas. El plan busca orientar los esfuerzos y los

recursos disponibles hacia el logro de obietivos comunes. Si en un
primer momento los objetivos de la planificación eran rnás que

toclo sectoriales, la necesidad de un grado de coordinación
intersectorial iba tápidamente a imponerse. Es más, para el logro
de los eibietivos se establece una ie:z;qaía que se üstribuye en una

cascada de planes *globales, sectoriales, regionales, locales hasta

individuales* en los cuales las metas son cada vez más concretas y
precisas para gpranazar la coherencia de la acción conjunta.

Así, la acción de planificación, que por su naturaleza misma
tiende al control de las variables, busca extenderse a sectores y
niveles siempre más amplios para limitar y teducit las incoheren-
cias. Los planificadores, y más concretarnente los entes administra-
tivos centrales de planificación, tienen la,tareade integrarlas distintas
racic¡nalidades que se expresan en la sociedad y de realizar los arbi-
trajes entre éstass. La multiplicación de los planes tiende así a au-

mentar las <lificultades y los conflictos de intereses y de competencia
para lograr una coordinación de las acciones públicas. Pero de

a Sobre la dificil pero necesaria colabo¡ación entre cientíñcos ypolíticos, ver
Wiltshire (2001).
s Por eiemplo en el caso coiombiano, el Departamento Nacional de Planeación

está compuesto pot unidades que reflejan los distintos sectores a integrar.

Igualmente se debe respetar la jerarquía de los planes: los planes de desarrollo

de los departarnenbs y municipios deben tomar en cuenta (por ley) las

políticas y estrategias definidas por el plan nacional para gannnzailacoherencia

(integtacién horizontal y vertical) de la planificación. Lo que constinrye una

imp<rrtante limitación ala <autonomíar> de estos entes territoriales.
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manera paradóiica, es la misma extensión de la planificación la que

va a provocar su dilución pues para mayor coherencia se necesita

más planificación, pero más planificación implica más actores, es

decir, más posibilidades de situaciones conflictivas. Esto Provoca
dos actitudes posibles: o incluir necesariamente factores contradic-
torios o incoherentes entre sí, es decir lo que se quería eliminar, o

reducir las ambiciones del plan a ftiar metas precisas, o sea ¡aban-
donar el objetivo mismo de la planificación!

La planificación se choca contra la realidad de los hechos, de los

intereses adquiridos y de la factibilidad política a corto plazo. Por

estas razones vámos a ver con relativa frecuencia que la coyunnrra

más que el plan dicta las posibiüdades reales de acción política.

En conclusión, reducir las incertidumbres y las incoherencias

de las políticas por medio de la planificación se revela muchas

veces como una meta ilusoria, aunque no necesariafnente sin senti-

do, debido a que este voluntarismo se enfrenta a dos tipos de

obstáculos: los de tipo técnico y los de tipo político.

3.2. Los oBsrÁculos A Iá. pLANmcAcrÓN

Los obstáculos de tipo técnico provienen tanto de situaciones

externas como internas. De por sí los modelos de planificación,

tienen, como ya se ha dicho, dificultades para tomar en cuenta

eventos inesperados o novedosos. Con más taz6n cuando éstos se

producen fuera de su alcance político o geopolíticq como es el

caso, por eiemplo, de la economía cuando los procesos de

intemacionqüzaciín e interdependencia se profunüzan: la variable

escapa a toda posibilidad de control y su fluctuación es más bien

enáaca6. A más apertura hacia el mercado intbrnacional, más de-

6 Thurow (1996) muestra la üficultad estructural

contemporáneo de <actuao>para el largo pltzo.
para el capitalismo
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pendencia frente a éste y menos capacidad de previsión.La previ-
sión se vuelve conjenrra o, peor todavía, mero encantamientoT.

La profunüzaciín de la política de globalizaciín así como el

demrmbe de los regímenes socialistas han producido una nueva
definición de los objetivos de la planificación. En los años setenta

y ochenta y aúnmás desde los noventa, se han tratado de evitar los
obstáculos que pueden presentarse, más que imponer un esquema

de desarrollo a mediano o largo pLazo, inclusive en los países

industrializados. El plan es una brujula que hay que calibm fre-
cuentemente para adzptat los objetivos a las situaciones y oportu-
nidades coyunrurales. Pero los obstáculos no son sólo de orden
externo. La esuucturación administrativa y las lógicas btrrocráticas

internas tienden a oponerse ala imposición de una obügación de

coopetación horizontal (coherencia), es decir, intersectoiaJ,. Cada

segmento de la administración funciona según rutinas y ritmos
propios a su posición y pertenencia sectorid. Romper con la cohe-
rencia interna de los sectores ya establecidos resulta ser a menudo
trabajoso. Frente a esq una primera alternatsa común consiste en
la creación de uria estructura adminisuattva paralela para fines es-

pecíficos (corto circuito). Otra alternativa es la de retomar en el

plan los objetivos sectoriales (empacándolos> en un discurso apa-

rentemente coherente con el resto del plan. En el primer casb se

aumenta la burocracia y se generan conflictos de competencias
administrativas y en el segundo se desvía de los fines de la planifi-
cación: la realidad es más fuerte que los deseos.

A los problemas técnicos que se acaban de señalar se suman

obstáculos políticos. Establecer un plan necesariamente implica
tomar decisiones que favorecen algunos intereses en detrimento

7 Baio este argumento la situ¿ción colombian^^parccecomo contradictoria
en la medi da en que se ha consagtado constiru cionalmente, desde 7 997, Ia

obligatotiedad de Ia planifrcación a todos los niveles poüúco-administativos
y sehapncticado,simulráneamente, uoa política de apernrra profunda de Ia

economía.
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de otfos. En un régimen democrático, exPfesado de manera rnuy

clatz,puede restail.gitimiclad y apoyo (votos) al gobierno Por

pafte áe los sectores sociales y económicos que se ven afectad.s

negativamente pof las opciones delplan. Entonces pafece ser meior

qr.I 1., obietivos qrr.á.o imprecisos y generales para así evitar

conflictos mayofes, limitar la exacerbación de las üvisiones socia-

les y políticas, maximizar los aPoyos y lograr que el corlsenso sea

lo más amPlio Posible.
Por eso, el plan tiende también a pfesentafse comO un progfama

político .or, .i cual espera obtenerse el máximo de respalclo políti-

co. No es fafo que las distintas partes de un plan presenten contra*

dicciones p^ru ru,i, facera todos los grupos sociales. Tener elementc¡s

contrad.ictorios, vagos, indeterminaclos y fornrulaciones generales

permite, además, consefvaf un espacio de libertad más amplio para

tomar decisiones y resolver los problemas que se presentan tl fu1-

ción de la coyuntura. Prometer algo muy concfeto ,v no realizarlo

puede 
^caÍreafun 

costo demasiado alto en términos de legitimidad,

credibilidad y respatdo políticos. ¡se podría decir entonces que la

forma más racional de comPoftamiento de un político ss cotfipof'

tafse, apafentemente, de manera <<irracionab! $xliltshire, 2001)'

3.3. EvoLUcIóN DE LA PLANIFICACIÓN

Las dificultades señalaclas por el enfoque tradicional cle la pla-

nificación, asociado con nociofies comO el orden, la previsión, la

Programación, el dirigismo, etc., han hecho que los expertos desdc

hace varios años pfopongan encofrtfaf un modelo de planifica-

ción que ,.rpord" -.¡ot u las r"ulidades compleias que enirentan

las entidades públicas, en un contexto de ecgnomía de libre rnef-

cado que se caractenza por la compleiidad, la inestabilidad 1' la

incertidumbre. Entonces, la plani{icación debe deiar de lado las

ilusiones dirigistas, lineales y centralizadoras para v<llverse más flexi-

ble, participativa y descentrahzada. El plan debe transformarse erl

"" 
úg"t jti"if.gi^do para la concertación y 1a evaluación ¿e las

,,,og,n,i^s y priotidades púbücas, Debe concebirse c0rno ufla

herramienta ptospectiva paffi anücipar las evoluciones y también

como un lugar de intercambio y dtálogo'
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Algunos autores proponen una planificación emergente, enten-
diendcr ésta como una planificaciín capaz d€ tomar en cuenta los
fenómenos que aparecen de manera no deliberada, a medida que
se implement¿n las políticas planeadas. El resultado sería la emer-
gencia de una cierta coherencia lograda por la articulación entre las
intencinnalidacles endógenas y las acciones, decisiones y estrategias
externas, articulación que poco a poco datia su forma y coheren-
cia a las realizaciones (Cuadro 3-III, ver Mintzberg, 1994).

.]-ilI.- Lns nmnnnsrns FoRMAs DE, EsrRAirEcrAS DE pr.ANrFrcAcróN

Según Mintzberg (1994), en Cetel (2000).

Una planificación de esta natwaleza reconoce la indetermina-
ción y acepta que no siernpre se realicen los objetivos inicialmente
previstos. También pretende ser una esrrategia de integración de
los experimentos periféricos mediante la implementación de es-
tructutas, lugares y procesos de conceración y de coordinación
participativos no ierárquicos según una lógica de redes. Significa la
consffucción de un proceso basado en el aprendizaje muruo y
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permanente por ensayos y errores. Por lo tanto es, más que un
mero ejercicio de planificación, una verdadera renovación (¿o re-

volución?) del proceso de gestión pública hacia más modestia y
pragmatismo en las posibiüdades de cambio social, pero que sería

taJ, vez más eficaz y legítimo. (ver Cüe1,2000).

La evolución de la planificación que se zcaba de reseñar se

relaciona necesariamente con los cambios que han ocurrido en Ia

teoría de la decisión, y que se han derivado de los análisis de los

procesos de toma de decisión.

4. LA ToMA DE DEcrsróN

Si la planificación permite ayudar 
^ 

torrlar decisiones más 
^cer-

tadas, la realidad del prc'ceso de toma de decisión no corresponde

necesariamente al esquema tacional ideal. El an¿íüsis de la toma de

decisión, es decit, de la maneta cómo el decisor elige opciones de

políticas, ha permitido a los politólogos y analistas'construir varios

modelos explicativos que pretenden acercarse con más o menos

precisión a una reaüdad plural. De manera simplificada se puede

ver la decisión desde dos enfoques. Unq a partir de la idea de que

el decisor disfruta de una libertad completa para tomar sus deci-

siones, y otro desde el punto de vista opuesto, es decit, que las

decisiones tomadas por el decisor son totalmente determinadas

por factores que no conüola.
En el primer caso el decisor hace la diferenciay en el segundo

son las variables externas las que determinan la decisión. Estas

dos posiciones son ilustradas por los estuüos de Dahl (1961) y
Hunter (1963) que analizaron los procesos de decisión de las

autoridades municipales en las ciudades de New Haven y Atlanta
respectivamente. Pa:a Dahl, el alcalde de la ciudad acn¡aba como
un especie de árbitro entre los deseos expresados por los distin-
tos actores y fuerzas sociales. En fin, la decisión tomada por el

alcalde era el resultado de una negociación entre varios actores

que interactuaban en un espacio político pluralista. En cambio,

para Hunter, la decisión es la más conforme posible a los intere-
ses de los poderosos: el poder municipal está distribuido de una

fotma piramidal en la cual es un reducido grupo oligárquico el
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que manipula los hilos de Ia decisión formal. El arcalde no deci_
de realmente sino que ratifica decisiones impuestas desde afuen
(en Meny, Thoenig, 'r992:r30). Esta última tesis, que tuvo mu_
chos partidarios en los años setenta, fue criticada luego con fuer_
za.De allí se desprende la pregunta cenrral ¿cómo hace el decisor
para elegir?

4.1. MopELos DE ToMA pn orcrsróN

A partir de la Presentación del modelo de toma de decisión
ideal, o sea aquel de la racionalidad absoluta, vamos a presentar
sucesivamente offos modelos que derivan de la ctíacaa este mo_
delo inicial. como se puede oLrer var, ra capacidad o la convic_ción derivada de la ibr.r-rr"ión emp íñca, de lograr tomar
decisiones basadas en un proceso tacionar,se va reduciendo demodelo en modelo. Igualmente el contexto orgatizattvoaparece
como un elemento impoftante pa,,- entender los procero, d.
decisión. Los estudios empíricos en los cuales se basan estos mo_
delos sucesivos seguramente no son ajengs a ra pérd.ida progre-
siva de fe tanro en las posibilidades de racion altzasión de la
actividad política y de los procesos de decisión como en la c^p^*
cidad real de planificar el futuro de una sociedad.

Los más ambiciosos intentos de 
'ocionartzación de las deci_

siones políticas, particurarmente p', la previsión en er gastopúblicq implementados en la mayoúa de los países democráti-
cos en las pasadas décadas, han sido prácti..L.rrte abandona_
dos. Experiencias como er planning, proiraningand Brdgetingslsten
(PPBS) en los Estados unidos y sus derivadás en Europa (x.cB
en Francia) o en colombia (racion artzación der gasto púbrico)
genefafon decepciones. y este fracaso se debe pr.".ir.*."r. u L
lógica misma de estos procedimientos que se fur,¿u*.nta en una
concepción normatwa y en una representación lineal y simpüsta
de la roma de decisión política. Esta lógica ha ignoráao qrr. .t
modo de toma de decisión en las demiracias ámpleja, ,rg,r"
siendo la negociación, el ajuste entre intereses y la aceptabiliáad
social, más que la estricta optimización té.rri.o-.conómica.
(I\{onnier, 1992:17- 1 9).
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Er, rr,roopl.o DE I.t RAcIoNALIDAD ABSor-urA

Para tomar una decisión, la <<razótv> nos dice que primero hay

que conocer el problema, determinar sus valores y sus obictivos,
luego anahzar todas las soluciones posibles ¡ finalmente, corl toda
la información en mano, escoger la solución y los meclios más

adecuados; es decir, la decisión óptima. Ilste modelo corresponde

a la visión tallorista y positivista de que siempre existe una soiución

superior a otra (one best wa1) que se puede encontrar a través de un
proceso de estud,io científico (faylor, 1911).

4-III.- Er moonlo DE r¿, DECrsróN nncroNAl EN ABsoLrITo

ET{ CINCO ETAPAS

(adaptaciín übre de Menli Thoenig, 1992:140)

El rnodelo de la racionalidad absoluta implica que los valores y
objetivos de los decisores sean siempre claros, que el conocimien-
to y la información disponible sobre las alternativas de soluciones

posibles y sus consecuencias sean completos y que la decisión que

se tome sea lo más conforme posible a sus valores. Si se aplica este

3.P-{

¿
F]
F"

1. El decisor frente a un problema

I

V
2. Identificación de valores y obietir,'os

I

+
Búsqueda y anfisis del confunto cle las

alternativas de soluciones posibles

I

v
Aplicación de cdterios obfetivos

I

*
5. Elección de la mejor solución

4.
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modelo se asegl¡ra que la decisión tomada será la meior. Se puede

esquematizar este modelo según un proceso de decisión lineal en

cinco etapas: definición del problema, identificación de valores y
obietir,'os, análisis de las alternativas de soluciones, aplicación de

criterios y toma de decisión (cuadro 4-IID.
Si bien es claro que este modelo de decisión satisfacela razón,

tiene la dificultad cle ser poco realista. En efecto, los postulados
necesarios para su aplicación rata vez coinciden, por no decir nun-
ca. Es una visión ideal y normativa del proceso de toma de deci-
sión.

En la realidad, el decisor se encuenua frente a unas condiciones
que limitan sus posibilidacles de aplicar este esquema clásico. Es lo
que dernostró Herbert A. Simon ya en los años cincuenta con sus

estudjos sobre adminisración y procesos de decisión; lo que lo
iler.ó a la construcción de otro modelo basado en una racionali-
dad concebida como limitada (Simon, 1983).

Er- rtonEt-o DE LA RACIONz\LIDAD LIMrrADA

El modelo de la racionalidad limitada propuesta por H. Simon
(1983) deriva de Ia crítica al modelo anterior. Simon demostró
que el modelo racional es inaplicable por varias razones; prime-
ra, porque nunca puede ser completa la información tanto acer-

ca del problerna como de las alternativas de solución posibles.
Intentar obteneda tiene un costo en dinero y en tiempo, elemen-
tos que casi siempre tienen una disponibiüdad limitada; además,

es posible que la información no se pueda obtener porque quien
la tiene no la quiere tansmitir. Segunda, porque la capacidad in-
telectuai y cclgnitiva del decisor y sus asesores p^ra identificar
soluciones es variable y es posible que algunas soluciones váüdas

se descarten porque no corresponden a sus valores, o sencilla-

mente no la petciben. Tercerar por![ue los criterios para apreciat
y diferenciar las cualidades y las consecuencias de las soluciones,

sus respectivas ventajas y desventajas, son pocos y g€neralmente

no denen un grado de validezy de consenso en todas las áreas de

aplicación. Además, las técnicas utilizadas pueden ser imperfec-

tas o dificultar la comparación entre las soluciones. Cuarta, Por-
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que no es raro que los obietivos del decisor no estén claramente

expresados, coflsciente o inconscienternefrte, o flo conocidos por

el decisor mismo. Quinta, porque el tiempo Pafa tomar una de-

cisión tiene generalmente un límite que no cofresponde aI nece-

safio puta recoger toda la información existente y rcalizat todas

las investigaciones.

5-[I.- Er uopsro DE I¿, RACIoNALIDAD LIIVIITADA

Problema

\
Prefercncias

\ Búsqueda de una variedad
restringida de alternativas

I

Recurso ilon.ot to
"tazon b[e" de opciones

I

Selección dJl'rtu solución
"satisfactoria

Cnntexto

/
Obligaciones

I

Fuente: Meng Tho entg, 7992:1 43

Baio estas condiciones impuestas por la realidad humana y

social en la cual está inmerso el proceso de decisión, Simon (1983)

concluye que el decisor nunca toma una decisión siguiendo la

tógica racional de manera absoluta. Las limitaciones en la toma

de decisión racional hacen que el decisor adhiera a la primera

solución que le Parece satisfactoria. Se Uata entonces de buscar un

término medio entfe el análisis del problema y la urgencia de

ofrecer una solución aceptable. De antemano el decisor privile-

gt^ 
^ 

una solución sobre otra y minimiza eI examen de otras

soluciones. Por lo general, no busca la meior solución sino que

trata de evitar la peor. Es común que las soluciones examinadas
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se limiten a modelos conocidos y yaaplicados anteriormente a

otro problema, lo cual se argumenta con razones seudociendficas,
de sentido común, o de moda.

Todos estos factores hacen que los criterios aplicados a la
decisión sean el fruto de una mezclade intuiciíny de razón -es
decir, un juicio razonable- más que de razónpura. El ejercicio
de la razínse encuentra limitado por el contexto social, político
y cognitivo en el cual actúa el decisor, contexto del cual es impo-
sible escapar.

Er uoorlo TNcREMENTAL o DE AJUSTES MARGINALES

Si los aportes de Simon ponen en jaque las ilusiones
racionali zadoras en sus aplicaciones prácticas, otro autor, Charles
Lindblom (1959)va a seguir el mismo camino paralimitar todavía
más el impacto de la racionalidad en la actividad política. El autor
demuestra que ningún administrador puede aplicar realmente el
método racional I eue, más bien, aplica un método instintivo de
comparación entre soluciones empíricas (o muddling througb,<aco
modo", "salir del paso"). Ya no se trata de deducir la solución sino
de aprender desde la realidad empírica.

Para Lindblom, de un lado, el tiempo coacciona el proceso
decisorio e impide que se examinen realmente ranto el problema
como las soluciones posibles, y ni siqui eraaalgunas de éstas como
lo propone el modelo de Simon. De otro lado, considera que es

muy difícil, si no imposible, ponerse de acuerdo previamente so-

bre los valores y los objetivos de una política con tdos los actores
que pesan sobre el proceso de decisión; y que por lo ranro es

mejor obviar esm discusión y centrarse en la tareade encontrar
soluciones pragmáticas en cada caso concreto.

Si es imposible conciliar los valores, resulta más fácil ponerse
de acuerdo sobre medios técnicos porque éstos no cuesrionan las

convicciones profundas de los actores, o lo hacen de manera me-
nos visible y directa. Por eso, la mayorlade las decisiones no son
sino añadiduras, ajustes a las políticas ya existentes y resulta casi
imposible no tener en cuenta las decisiones anteriores. Se trafa
entonces no de soluciones nuevas, sino de correctivos margina-
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les que solucionan de manera provisiotral el problema que ha

surgido.
tor Lindblom, se pasa de una raci<¡nali<lad a priori' clonde se

escoge antes de actuar, a una racionalidad a posterictri, clonde la

racionalidad surge de la prácaca política. Es el iuego de las pre-

siones y contrapfesiones entre actores y la experiencia adquirida

por la ieatidad de la implementación que va a definir lo posible

icro"i.r, Friedberg, 79772371). El eiemplo típico de este mc"rtie-

lrc se aphca al proceso Presupuestal fWildavsky, 1964)'

Es imposible debadr nuevamente cada año la totalidad de las

distintas partidas Pfesupuestales y sólo es posible rnerdificar

marginalmente algunos rubros. En este moclelo, el pasado deter-

mina de forma considerable las decisiones de hoy y las de maña

na. Es el triunfo del pragmatismo y det reformismo, dc la política

de los <gequeños pasos) como estfategia para lograr acuerdos y

arreglos en un universo Plural'
En otras palabras, este moclelg se aproxinra a la idea cle ia

mano invisible de Adam smith: es inútil e imposible buscar de

manefa racional y voluntarista el bien púbüco; el mercado (en

este caso, político) encuentfa su meior aiuste posible al rleiarlo

a:ctrtat.

Si Smith construyó su modelo s<¡bre la ficción de uu merca-

do económico perfecto, undblom hace 1o mismo basado en l¿

ficción de un modelo democrático pluralista perfectri cn donclc

la función del gobierno consiste en mantener las reglas necesarias

p^r^ el desarrouo d.t pfoceso político de aiustes marginales.

Si Lindblom ve la racionalidad en la capacidad dei sistema

político de encontrar los aiustes posibles, CItro autof, A'()'

Hirschrrrafrn, va más allá y manifiesta que en muchas ocasiones

los decisofes no saben lo que buscan y que la racic¡nalidad de una

decisión aparcce posteriormente a la implementación de ésta'

Incluso, estima que es necesario que no se sePan de antema¡rr>

todas las consecuencias de una decisión (ideal de la decisi<in ra-

cional) porque lo más segufo es que se descartatían soluciones

q,r. pu.d.r, u.rru, a resultaclos no esperados pero buenos. I-a

.up".ia"a humana de apren dizaie hace útil mantenef un cierto

nivel de riesgo y de incertidumbte Para el descubrimiento cle nue-
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vas posibiüdacles )¡ nuevas heramientass (Hirschmattn,797s, 19g5;
Crcrzier, Friedberg lg77: 3lT.

si este modelo del ajuste marginal parece rener una gran c*p^-
cidad pff'- explicar -v legitimar* en la práctica las políticas
refcrrmistas y lentas, en el plano intelectual resulta poco útil cuando
se tratan de explicar los cambios importantes. ¿cómo definir y
distinguir un cambio de un ajuste marginal? (ver Ross, 2000)

f:ir, ;r'ronrrr,() DE LA ANAReuiR oncnNIzADA

El model' de la anarquía organtzada o garbage can model@farch,
olscrn. 1972) representa la antítesis del modelo de racionalidad
absoluta. EI modelo pretende explicar el mundo de la contingen-
cia v de la ambigüedad. considera que la influencia de las instito-
ciones sobre las decisiones es baia o casi nula. Existe un proceso
de decisión de este tipo cuando tres elementos característicos están
presentes. EI primerg que los valores y los objetivos siempre se
presenten en forma ambiE¡ra. El segundq que el conocimiento o
la infcrrmación a disposición sean incompletos, fragmentarios e
inciertos. El tercero, llu€ los procesos de decisión r.* complejos y
en gran parte simbóücos pane, 1995:g0). según autores como
Nfarch (1988) esras condiciones se encuentran en particular en las

8 se puede utiliz¿¡ el eiemplo de colón para^poy^resta idea: colón tomó la
decisión de busca¡ una nueva ruta hacia tas lndias navegando hacia el oeste.
Para eso se basó en cálculos sobre el diámetro de la Ti!á q".,;; ;;;;;;;
resultaron equivocados. Subestimó así la distancia entre E*;; y hr'I.rdi",
pasando por el oeste. Sin embargq este error de cálculo rc fr.itito l, toma de
decisión para intenw el viaje yle permitió un resultado inesperado: ¡descubrir
América! (en Thurow, 1gg6:341)
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instituciones púbücas y en las asociaciones muy informales. Es fre-
cuente tomar como ejemplo de anarquía organzada a las grandes

universidades o incluso a los eiércitos en tiempo de paz (Iv[ény,

Thoenig, 1992:149).

En esta clase de organizaciones,la ambigüedad y la confusión
reinan; las actividades, los procedimientos, la participación y las

competencias de sus miembros son vagos y cambiantes. Pata
que se tome una decisión es necesario que exista un encadena-

miento entre cuatro elementos: un problema, una ocasión u opor-
tunidad de una elección, unos actores y una solución. Si la lógica
permite pensar que tal encadenamiento se produce en este mis-
mo orderl, eso de hecho no es cierto. Todas las posibilidades
suelen existir en la prácaca.

Los procesós son erráticos e imprevisibles; de modo que en

este tipo de modelo, los encadenamientos pueden provocar los
siguientes efectos: las decisiones muy pocas veces pueden ser

conectadas a ptoblemas precisos, la decisión ya no responde al

problema porque éste ha cambiado o desaparecidq o no se toma
ninguna decisión.

En este tipo de situación de nada sirve intentar aplicar 
"lgutcriterio de racionalidad, en primer lugar porque los actores sue-

len cambiar sus percepciones de los problemas pa:,a justificar ax
y'orl sus acciones y, en segundo término, porque existen muy po-
cas reglas que estructuran el proceso de decisiór y obügan el

comportamiento de los actores (Méry, Thoenig, 1992:152). En
estos casos a los dirigentes de nada les sirve tomar decisiones de

rnanera autoritaria o buscr apoya en coaliciones debido a la
fragilidad de éstas.

Sólo pueden apoyarse sobre Lazos de lealtad personal y sobre
ro .^pr.idad de remover de vez en cuando el organigram purr-

hacer "pesar la amenazay laincertidumbre sobre las autonomías
fragmentadas" (1992:152).

Se compara este modelo a una papelera (o cesto de basura)

que hay que sacudir de tiempo en tiemp o para provocar cam-
bios en la disposición de los elementos y así lograr nuevas confi-
guraciones que permitan descubrir o crear oportunidades de

decisiones y de soluciones.
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Er n¿opBt.o DEL puBLrc cHorcE

El modelo delpublic cltoice o de elección púbhca ttatade apricarlateoía económica en el terreno porítico. un destacado estoáioso,
Mueller (I-ane, r995:2a\, define ra escuera d,el pablic cboice como"la economía de la toma de decisión en los ámbitos no mercanti_
les, o sencillamente ra apricación de los métodos de la economía a
la ciencia políti¡1. Fl objeto princrpd de esruü o der public cltoice es
el mismo que el de la ciencia política, la teoúadel Estadq los reglas
electorales, el comportamiento erectorar, Ios partidos porÍticos, Ia
burocracia, etc." Entonces ras premisas epistemológicas de este
modelo son, el individualismo merodológico y el modelo del ltomo
economica¡. se considera pues que ros gr"po, oirganzados son prin_
cipalmente una suma de individoor. Én trru, iulubrur, ras prápie_
dades de los agregados sociales se reducen a ras propiedades de
los individuos G*., 1995:210). Ahora, según el modero de] bono
aonomitus,el individuo dene un comporamiento básicamente egoíst4
racionil y maximizador de sus intereses Qrülitiu).

- Esta concepción refuta la idea de que los actores poríticos obran
de manera altruista en la búsqueda d.,rn interés púbüco o común.
Los políúcos son corno cuarquier empresario privado; de manera
que el apoyo a decisiones políticas o a políticas púbücas encuentra
su modvación y explicación en la maximi 

"urián 
de los intereses

personales. ¿cuáles son estos intereses? Segun autores como Downs
(1957) la actuaaon de los políticos d.p.rrd. de ra probabüdad de
conseguir su reelección y de obtener más recursos (maximizar) entérminos de poder, de presdgio y de ingresos. En ra actividad
política cotidiana, ellos brrscan los remas (que suelen ser de interés
colectivo) que minimizan la distanci^ y ras divergencias con suselectores duranre su períod o para evitar contradicciones o des_
acuerdos con el fin de asegurarse los votos en la siguiente erección.

En una perspectiva más amplia se pueder, ,p"ti.^, ,*il;;;
estos posrulados no solamente a los 

".,or., políticos en formaindividual sino a ros grupos organizados lprráao, poríticos, gre-mios, instituciones, etc.) sobre io, g*pos Lrg"rriruáo, ., poribl.
considerar que defienden intereses a. g*po p-ár" -"rrtener o con_
quistar posiciones o ventajas pata.t .""¡rrrrto de ros miembros.
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ir,

Esta idea está desa¡rollada por la teoría del comportamiento <<rent-

seeking>,(cr.provechadon> o (captor) de rentas de siruaciones dentro
del sector público @uchanan,1980) y por los enfoques teóricos
neoinstitucionalistase.

4.2. LJN EJEIr,rpto crÁstco pn nNAusIS DE ToMA DE DECISTón¡:

Gneneu Arusor.¡ y LA cRISIs DE Los MrsILEs pr Cune

La presentación anterior de distintos modelos de decision pue-

de aparecer como meratnente teórica y con poca relevancia en el

orden pqEtico. Sin embargo, con el ejemplo del análisis de las

crisis de los misiles de Cuba de octubre 1,962,rcahzadzpor Graham
Allison (1971), se puede ver cómo las concepciones en materia de

decisión suelen ser importante. Con este estudio se puede obser-
var que un proceso de decisión y su estilo dependen tanto del
problema, del entorno, del contexto como de las estrLlcturas

organtzaúvas existentes o a disposición. Varios modelos de acción
y de interpretación pueden cohabitar o presentarse sucesivamente

según los pasos seguidos en un proceso de decisión.
EI anáüsis de Allison es considerado como un caso pedagógr-

co ejemplar y por lo tanto no podemos dejar de mencionarlo
aquí.La originalidad del estudio consiste en mostrar cómo se pue-

e Panel caso colombiano, Wiesner (1997) propone un anáüsis breve de la

situación de algunas políticas públicas bajo esta perspectiva. Por eiemplo, el

autor pretende mostrar de qué rrranera el gremio de los eclucadores

colombianos del sector público (Fecode), al actuar como rent+ee ktrs ha bgrado
(capturar)) la poütica educativa del país para su benefici<l propio y el de sus

miembros, <cl costíD) de la educación pública en general. Es de anotar que el

libro de Wiesner consiste más en una selección cuidadosa de argumentos
que permiten justificar [a tesis neoinstitucionalista que en un análisis serio

de políticas púbücas. En este sentido es un libro más ideológico que
politológico.
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de inteqptetaf una misma decisión o rna serie de decisiones a través

de varios modelos explicativos: racional, racional limitadq burocrá-
ticq f de mercadeo político o, se podría d..lr, de public cltoice,

El recuento de los hechos nos translada ala época dela guefra
fría. Luego del fracasado intento de desembarque norteamericano
en Bahía de Cochinos,los soviéticos deciden aprovechar la coyun-
rura para instalar misiles nucleares en Cuba. Los est¿dounidenses

descubren la operación, al parecer, de manera tardía y, entonces el

Consejo Nacional de Seppridad se reúne de urgencia y delibera
sobre las distintas estrategias a adoptar. Finalmente el presidente
Kennecly orclena, como es sabido, el bloqueo naval de la isla de
Cuba para impeür la llegada de las embarcaciones soviéticas. El
presidente Kruscheg de la Unión Soviética, está en la obligación
de cecler y retirar sus misiles de la isla caribeña púa evitar una
conflagpación mundial.

Una primera lectura hace ver el alto grado de racionalidad en el

proceso de decisión norteamericano. Un problema que se percibe
se somete a debate de los expertos cón un g n núrrrero de solu-
ciones; finalmente se escoge una de ellas y el problema se resuelve

de la mejor manera posible para los Estados Unidos. Al parecer el

modelo racionalista ha permitido resolver exitosamente el proble-
ma, sin embargo, un análisis más detallado permite ver las cosas

de manera distinta.
Pero primero miremos las soluciones anahzadas por los exper-

tos y la presidencia. Siguiendo la presentación de Crozier y Friedberg'
(1977), al parecer fueron estuüadas siete soluciones:

No hacer nada, Una solución de prudencia pero que hubiera poü-
do tener importantes e imprevisibles consecuencias sicológicas y
políticas.

Llna ofen$aa diplonática. Podía ser favorable para los Estados Uni-
dos pero tenía la desventaia de ser un proceso l*gq incierto y
hubiera permitido, entretanto, la instalación de los misiles.

Negocim-con Fidel Castro.Esta solución aparcci|como fuera de con-

texto porque el control de la operación estaba en las manos de la

Unión Soviética y no en las manos de Cuba.

Intercamhio de bases militarcs: I-a URSS abandona sus bases en Cubal los

Estodo¡ Unidos abandonan sus base¡ en ltaüa.y Tnguía. Esta solución
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tenía un costo militar bajo pero diplomáticamente daba la impre-
sión de que los Estados Unidos abandonaban sus aliados euro-

peos par gar ntizar su propia seguridad.

L-a inaarión de Csba. Solución ideal para los (guefieros>. Pero esta

solución tenía muchos riesgos: represalias soviéticas en Berlín y en

Turquía, guerre abiena entre los Estados Unidos y la URSS.

El ataque aáreo gainírgin En esta época un ¿taque de la fuema aérea

sobre las instalaciones miütares nrsas únicamente a Cuba parccía

muy dificil. Los expertos militares pregonaron en pro de un ata-

que aéreo masivq como única alternativa que garantizaba la des-

uucción de las instalaciones rusas.

El bbqan naual. Esta solución parccia, menos efrcaz que el ataque

aéreo, además de una implementación más demorada, y compor-
t¿ba el riesgo de batalla navú, con los rusos. Sin embargo teniala
ventaiade dejar un tiempo de reflexión a los nrsos y dejaba a estos

ultimos la responsabilidad de tomar la decisión de iniciar o no el

conflicto armado.

Finalmente, como ya se sabe, fue est¿ ultima decisión la que

tomó el presidente Kennedy para solucionar el problema con
éxito.

En apatiencia el proceso de toma de decisiones se hizo de

manera conforme al esqu ema ncional, sin embargo, si se anahza

de cerca el proceso aparecen varias fallas; por ejemplo, no se pue-
de decir que se examinaron todas las posibiüdades de soluciones;
es más, errores y fallas de infotmación han incidido en la elección

de la solución y estrategias políticas internas han prevalecido sobre

la racionalidad pura a la hora de las deübenciones. Luego, y pN
coronar, ¡la eiecución de la decisión no ha correspondido plena-

mente a la orden presidencial! (Crozie4 Friedberg 1977:329).

Segun el análisis de Allison, la solución del bloqueo navd no
estaba en el <distado> inicial de soluciones. Es sólo al final, cuando

ninguna de las soluciones presentadas correspondía a los criterios

fijados por el presidente (obligar al retiro de los misiles sin provo-
car un conflicto mundial) que se descubrió esta solución. El proce-

so correspondió, en general, a un proceso de tipo racionalidad

limitada de H. Simon. Se escogió esta solución como la prJrme:,a

que responüa alos criterios presidenciales. Las üversas soluciones
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consideradas no eran la resultante der anárisis del problema especí_fico, sino que eran soruciones ya elaboradas por las respectivas
administraciones; por tanto er decisor estaba ümitadoen su erecciónpor las caracrerísticas estructurales de las otgaruzaci,ones adminis-trativas así como por las propuestas ya eraboradas y ras preferen_cias de las mismas; lo cual'se traduce en una tend encia a rapreponderancia de las soluciones presenradas y prepandas por laadministración en el proceso de toma de decisiones sobre las even-

ruales soluciones presidenciales.
En lo concerniente a Ia información, er autor muestra ,um_bién las deficiencias en er sistema de información: la administra_ción de los Estados unidos demoró más de un rnes en verificarla información sobre ra existencia de las bases p.,aros misiles en

l1-isla. 
De igual forma las investigaciones sobre ra evenüal viabi_lidad de la opción de_un aaque quirúrgico no fueron exhaustivaspor la simple nzón de que la sorució., ,o tenía muchos partjda_rios entre los expertos militares, Ios cuales prefetíanun bombar_deo masivo. por modvos como estos los decisores están muchasveces (presos)) de los medios a disposición y de la información

suministrada por la administración^p*a ro-u, una decisión. Demodo que la decisión no refleja únicamenre un cálculo racionalsino un juego político que integra las presiones conrradictorias
que provienen del sistema (crozier, F.i.db.rg, 1977:334). Final_mente' la ejecución del bloqueo no se hizo alu dirrrrr.ia previstapor el presidente, sino a vna distancia que correspondía a planospreexistentes a la crisis.

cuando el proceso de decisión pone <<fu'ode juego>> la con-cepción racional de ra toma de decisión -{omparar cosros y bene_ficios de todas ra soluciones y. elegir l, -.¡or- da lugar a una
:1te{pre?cjón que refleja má. ti.r, l" ru.ioridad limitada de H.Simon, Allison sugiere oftas inteqpretaciones: una interpretación
de tipo lucha burocráti ca y .*a más <golíticar>. se puede mirar erconflicto entre las disdntas propuestas como una lucha enffe losdiferentes aparatos burocrá¡.", para úaar de irnponer su solu_ción. Las promesas hechas durante ra camparia electorar en la cualse enconttaba el presidente Kennedy en .r. -o*ento y las carac_terísticas de sus relaciones personal., .o' el presidente Kruscheg
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también babianinfluido en su determinación de escoger Llna solu-

ción de fumeza para no entrar en corrtadicción con sus discurs<¡s

(Crozier, Friedberg, 1977:337). Es decir, elementos de interés

político de grupo o personal, según Ia escuela del public cltoice, han
conuibuido en la toma de decisión. Como lo inücan tanto Allison
(1971) como Crozier y Friedberg (19V7), ninguna de las intcqpre-

taciones presentadas está totalmente equivocada, sino que ellas

coffesponden a niveles distintos de la realidad.

Una de las lecciones que se desprende de este anáüsis es la de

constatar que el decisor logtó inftuir de manera contundente sobre

la decisión por el hecho de haber fijado criterios -impedir la insta-

lación de misiles y no provocar una gueffa- para la aceptación de

una solución. Su papel no fue el de <<mandanl, sino el de imponer
criterios de racionalidad que coffespondían a su apreciación de la

realidad y a sus valores. Haber mantenido estos criterios, a pesar

de las presiones, obligó a buscar offas soluciones distintas a las

presentadas inicialmente, lo cual muestra también que si se quiere

mejorar la <calidaó> de las decisiones no basta c.on desarrollar con-

ceptos y medios técnicos -aunque ayudan-, sino que es necesario

transformar el funcionamiento del sistema en aspectos tanto bu-

rocráticos como polÍticos: para Kennedy la conformación <le un

grupo informal de decisores y expertos le permitió limitar la pte-

sión de sus burocracias y afirmar su autoridad con la ampliación y

diversificación de sus fuentes de información. (Crozier, Friedberg,
1,977-337, 343).

5. Dncrs¡óN v DEMocRAcTA

Los precedentes modelos de toma de decisión retleian }as cliii-
cultades teóricas y prácúcas para tomar una decisión racional cr

razonable. Pero surge también otra pregwrta c€ntral: ¿crimo con-

ciüar la decisión con la clemocncía? La necesidad de buscar deci-

siones y procesos de decisión basados en el respeto a los valores

democráticos y que' a su vez, se funden sobre un saber de tipcr

científico, representa un desafío para las insatuciones políticas cle-

mocráticas. ¿Cómo conciliar ciencia y clemocracia, ciencia y políti-
ca? En el mundo occidental existe una tensitln siempre prescnte
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entre ta legitimidad política de la democracia<s decir, la voluntad
de la mayoría- y la legitimidad que ofrece la ciencia, el discurso
cientí{ico o eI expe*ise. De una parte, los problemas frente a los

cuales se exige que los políticos tomen decisiones son siempre más

complejos *medio ambiente, economía, genética, etc.-; y de otra
parte, las dificultades, por no decir la incapacidad, que encuentra la
comuniclad científica para dar respuestas unívocas y certeras a es-

tos problemas son evidentes: la fe ciega en la ciencia ya no tiene
vigencialo. ¿Cómo es posible organizar un proceso de toma de

decisión que no llegue 
^ 

caer en la decisión política irresponsable o
en la captación tecnocrática de Ia decisión política? Es decir, icómo
gobernar democráticamente y con responsabilidad teniendo en

cuenta estas dos fuentes de legitimidad?
Max Weber, en su texto clásico El Científn1 el Político (1959), ya

había advettido de esta tensión permanente entre ciencia y política.
Para avudar a Ia reflexión sobre esta problemática es pertinente
presentar la conocida tipología de modelos de relaciones entre
ciencia, política y público en los procesos de decisión política ela-

borada por Jurgen Flabermas (1973). El valor descriptivo de su

tipología permrte situar los distintos procesos y rnodelos de deci-
sión dentro de una reflexión más amplia sobre la democncia y el

papel de la ciencia y de los expertos en la decisión política.

l,os np<ls TDEALEs nn Junc;EN HRssRMAs

Este autor alemán construve tres tipos ideales de relación entre
científicos, políticos y ciudadanos. Ellos son los modelos
decisionista, tecnocrático y pragmático.

r0 Basta vet las dificultades que encuentra el mundo científico (y político) al

actuer frente a problemas como la energía nuclear (Ithernobyl),la clonación,

los organismos genéticarnente modificados o el escándalo de la <<vacas locas>

en Europa
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El primer modelo corresPonde a la concepción clásica de Ia

decisión política que postula la subordinación del científico d
decisor político. El científico propone medios racionales para

alc:onzar objetivos elegidos por el político a panir de criterios no

racionales (los valores). EI modelo decisionista se inspira clxa-

mente en autores como el sociólogo Max Weber y el iurista Carl

Schmitt.
El modelo tecnocrático invierte Ia relación anterior y subor-

dina subordinando el potítico al experto. Útticamente el experto,

por medio de la nz6n científica, está en Ia caPacidad de encon-

irzr- La mejor solución a problemas siempre más compleios y

presentada al político que no tiene oua opción que tatificarla (el

one best wqt de Taylor).

Este modelo tiene relación directa con el d-iscurso del fin de

las ideologías que se sustenta en la creencia de que las coacciones

objetivas áe lacrealidaór no deian oüas opciones distintas a las

que descubren los científicos.

Al techazzr estas dos posiciones oPuestas que son deficientes

desde el punto de vista de la participación democrática y que han

mortr"do sus límites y riesgos en la pticlct, Habermas constru-

ye y propone la implementación de un modelo alternativo: el

modelo pragmático.Este modelo busca una conciüación entre

posición que legitima la decisión tomada a partir de la raz6n

científica y la posición que se iustifica a parur de cdterios y valo-

res políticos <irracionales>>. Habermas estima que es posible esta

reconciliación por medio de Laotganización del diálogo inteqpartes

y con la inmoducción de un tercer actor clave p^t^la democracia'

que es el público
El moáelo pretende así conciliar el saber técnico y los valores

mediante el diálogo público enrre expertos científicos, políticos y

opinión pública c<¡n el fin de facütar los ptocesos mutuos de aPren-

üz\ey d. .*patía. Se busca así evitar los actos de autoritarismo

q,r.'r."r, de cárte político ("yo toy el iefe y Por lo t¿nto decido

yo') o de corte científico ('yo soy el experto que sabe y hay que

h".., esto') y reemplazarlos por decisiones que surian de la con-

frontación de afgumentos, de un üálogo enüe saberes. El cuadro

6-III ofrece una síntesis de la tipología de Habermas.
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6-III.- Le rtnorocÍ¡ ou JuncrN H¡¡unues

¡.: 'L ii: : :: .,: );.':.. :' i .,.. 
:. ::. 

. :, 
t:,,...:.., 

: : ;, 
.. :.a t. : :' . t .: ..',

'''...''*
-bxperto

.{/:
Folítico

IJas coecctones
obietivas dominan
todo.

i* -lecnocfacra

. . . t 
t 

, . .,

Ningun papel.
Eventualmehte ' ,

elegrr log'éxpertos ,

,. 
Intercambios.rir,, r,i.,,,, :..

mt¡rBos y
! t.;!dralectrcos. HI

.púbücó,ntq¡ énel
g,:Q4o.tgrcer aqtoi

:Diálogp "éntrc,,,,,,,
éxperto y político
(relación'
hqdt ,., ,,.t,,..,,,,

..,:,., :.:':,,t.,; ¡ l, :; :, ;, :: :¡:.¡ t.:.. 
;.,.;

Un control . ,', .'
A"mo"gt¡"o',es I :

,poiiUtc:;.¡,,,1
:: ,..;:. ,... ...): ,. .t:.!. t::: :

Debate,público ::

sobre objeúvos y
medios ,. ., . '

": ' ,, .. , ,ir , Obietivos ln 
: ::

Optirrrización de .: . ,¡neCios:debatidps
lgE,otietiyeF,,,, ,, ,...,Poaibilidad de,: - -

r ., r '', , ,' aprendizaie .

Fuente: llidmaier (1,976:120) en Germann (1985). AdaptaciónA-N. Roth

El modelo pragmático de Habermas, que hoy llamaríamos
participativq es seductor desde el punto de vista intelectual y re-
presenta un desafio pafa las instiruciones políticas alahora de su

Puesta en práctica. Las pocas experiencias en este sentido han
mostrado las dificultades que surgen en este tipo de procesos, Es
necesario, por ejemplo, que políticos y ciudadanos tengan un nivel
de formación y disponibiüdad de tiempo suficientes para garand-
zaÍ rtna participación activa en el debate; también los científicos
deben hacer esfuerzos de vulgarizaciónpara pder comunicar sus
puntos de vista y los resultados de sus investigaciones; además los
actores deben tenef la apertr.rra intelectual para aceptar la contra-
dicción y rener capacidad de empatía y voluntad panbuscar solu-
ciones aceptables por todos; los participantes deben actuar con las
cartas sobre la mesa para genenr la conftanzanecesaria. Otro pro-
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blema ndicaen el cómo elegu a los participantes. Este modelcl ha

sido implementado con éxito para el diseño y la construcción de

algunas autopistas en Suiza, Pero es de anotar que el consenso

Iogrado fuvo como consecuencia varios años cle clemofa y un

importante costo adicional (ver Bassand, 1986)'

Esto nos lleva a enfocar ahora nuestro análisis en los problemas

de la implementación de las decisiones. En efecto, ¿qué pasa una vez

se ha decidido algo? Parece oportuno fecordaf, como lo sutjraya

Majone (lgg7),que la política pública hasta el momento de la cleci-

sión, inclusive más allá, está constituida ante todo de palabras, de

retórica. Son las palabras con las cuales se afgünenta y se persuade

en un Proceso eminentemente social de influencia rnutua y de rela-

ciones de fuetza entre los distintos actofes. La raci<¡nalidad técnica

no es sino un elemento valldo, un afgumento discursivo típico de ia

modernidad, entre otras tacionalidades y argumentos que se

interrelacionan dufante el ptoceso de formulación de soluciones y

de toma de decisión. Por eso es necesario pasar ahora al análisis de la

fase de implementación de las decisiones.
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C¡pÍrulo fV

Ln urnpLEMENraclóN DE l¡.s DECISIoNES

1. LA IMpLEMENf,aclóN couo pRoBLEMA porÍrrco

Para muchos, la implementación de las decisiones púbücas es

un problema pr¡ramente administratívq entendido como un pro-
blema técnico, de <simplo ejecución. Por el conrrario, desde la
perspectiva del anáüsis de políticas públicas, esta erapa es funda-
mental porque es ahí que la política, hasta este entonces casi exclu-
sir¡amente hecha de discursos yde palabras, se transforma en hechos
concretos, en realidad <galpablo. Si para los iuristas o abogados

-y pffi muchos políticos- el problema está resuelto con Ia expe-
dición de la norm4 para los politólogos el problema político se

desplaza a otro espacio. La apücación de los reglamenros por di-
ferentes entidades y en distintos lugares implica que la
implementación no es una sola, sino plural; existe un juego con la
regla (ver Bourdieu, 1990). La implementación de Ia política es,

parafraseando a Clausewitz, La continuación de la lucha política
con otros medios y en escenarios üferentes. Menospreciar el pro-
ceso de implementación es olvidar que "la política de implemen-
tación es la determinante definitiva del resultado" de una decisión

@ressmann, Wildavsky, 1998:327)
Una gran parte de los estudios de políticas públicas ruvo su

origen al constatar que a pesar de las decisiones tomadas pata
temediar problemas concretos, éstos no se resolvían y, por el con-
ttatio, a veces se empeorab¿n. Aparece lo que se llamó el
inphnentaüongú,es decir,la diferenci4lzbrecha que eúste entre la
decisión y la realidad de su aplicación; q en orras palabras, la dis-
tznin-a veces abismal- que separa la teoría de la práctica. Duran-
te rnucho tiempo la implementación ha sido l^ g* ausenre en la
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discusión de la política púbüca. Si se considera el proceso de

implementación bajo un enfoque de racionalidad absoluta -y tam-

bién limitada-, éste es sólo un problema de capacidad administra-
tiva o de dificultades y fallas en la técnica de la gestión púbüca

empleada. Se buscan, entonces, soluciones en la cadena ierátqutca,
el control, la especiafiz,aciín, el manual de funciones o el tipo de

mando -<s decir teorías y técnicas de gestión, de gerencia-. Estas

dificultades han sido observadas en todas partes del mundo

-occidental u oriental, capitalista o comunista, desarrollados o en

vía de desarrollo-, a todo nivel y par^decisiones pequeñas o gran-

des, incluso en el sector privado. Por lo tanto, considerar este pro-
blema corno principalmente <técnico> parece demasiado
simpüficador y r€ductor, ya que deja de lado su car^cter conflicti-
vo, o sea, su dimensión política.

Las políticas públicas están diseñadas, decididas e imple-
mentadas por hombres y muieres que, a su vez, son afectados

positiva o negativamente por ellas. Todas las instituciones
involucradas en un proceso de política pública -o administra-
ción, padamento, ejecutivo, gremios, etc.-, tienen característi-
cas sociales y políticas e intereses que hacen de cada una de ellas

un actor más del iuego político-administrativo. De manera que

la pretendida o anhelada neutralidad de una administración pú-
blica que actúa según "criterios técnicos, impersonales, de com-
petencia y de legalidad" (Mény, Thoenig,7992z1.59), es rnás que

todo el ideal de una concepción política moderna y tacionalis-
ta. La neutralidad de la administración no es un hecho com-
probado por los estudios sociológicos o politológicos (ver Urio,
1,984; Bourdieu, 1990; Roth, 1994). En el campo de la sociolo-
gía, el ideal de la burocracia <técnicD) que ejecuta sin ira y sin
pasión (tipo ideal de Max Weber) es un insrumento consuuido
por el anaüsta pü^ medir y comparar realidades sociológicas.
Es también la ideología de la modernidad y de la democracia.
El ideal burocrático es un deseo, un mito moderno, cientista,
que funciona como una dimensión normativa y como un ele-

mento de legitimación del orden social (ver Bourdieu, 1,986a;

1986b) y nua vez cotresponde a una realidad observada. Por
eso la implementación perfecta es perfectamente ina\canzable; y
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lomásvaliosoesque'aPesardenologtar|a,sesigueintentan-
do una y otra vez fressmann' Wildavsky' 1998:355)'

2. Los ENFoQtlEs DE IMPIEMENTAcIÓN

Apesardelosdistintossentidosquepuedendarsealconcepto
deimplementación(verLane,1995:97-99),selepuedeclefinir
como ..la fase de una polídca pública durante la cual se genefan

actosyefectosaparnrdeunmarconormativodeintenciones'de
rextos o de discuisos,, ofé*y, Thoenig, 1992:159). Los esrudiosos

de la implementación de políticas públicas han observado v Pfo-

puesto varios enfoques que tienden ¿ ,l.r^rrollarse como modelos

normarivos de impümentación. Estos modelos constiruven el lazc¡

enüe el proceso die decisión de una política y su proceso de 
1iec1-

ción(Hargrove'1g75).Unaprimeradiferenciaciónyaclásicade
los modelos los' o'guÁ'u*" Jo' categorías que van en función de

la concepción utiliiad^Para su rcahzaciín práctica'

La primera conceptió", llamada top-down''corresPoncle a la

concepción tradicionaidel trabaio admrrustrativo que se desarr.lla

de arriba (top) hacta abaio (down) o del centfo hacia la periferia'

Tienecomoposrulados,principut.'laprimacíaierárquicadela
autoridad, la distinción entre .l oni,'.,,o político y el mundo ¿dmi-

nistrativo y, porultimo,labúsqueda del principio de eficiencia (lvfenv'

Thoenig,'tigz,t5g). En orras palabras, este enfcrque presupone

que existe o.r^.1^rá separación, tanto conceptual como temporal'

enüe la formulación y la decisión cle la política, de un lado' 1" del

otfo, la implementación de las decisiones' Tamt¡ién considera que

porlogenerallosproblernasquesurgenenlafasedeeiecuciónse
deben esencialm.nr* " 

problemas (1. coordinación --v 
de control

(Ihoenig, 1985)'

Lasegundaconcepcióntomaladirecciórropuestaysellama
bottom-up,es decir, a" 

"u"io 
hacia arnba. Históricamente los mode-

losqueseinspiranenestasegundacategoÁasedesarrollaroncomo
enfoques críticos o alternativos frente a las deficiencias y a Ia

ineficiencia (el inplementaüon gap) que Presentan los procesos de

implementación iradicion ales ilp-down. seg;tn esta segunrJa con-

cepciónsetfatadepartirdelos.o*p.,,.amientosconcfetosenel
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nivel dcrncle existe el problem^ para constnrir la política pública
poco a poco, con reglas, procedimientos y estfuctufas organizatvas
por medio de un proceso ascendente, o por fetroceso, en vez de
clescendente.

Estas dos concepciones del proceso de implementación de una
política pública reflejan también la controversia existente entre los
que creen más en el control,la planeación, la jerarquía y la respon-
sabilidad como mejor estrategia paralograr los obietivos y los que
creen más bien en la espontaneidad, en la capacidad de aprendiza-
ie, en la adaptación y en la concertación. Por lo pronto queda por
defirur en qué medida la implementación de una política en parti-
cular gana al quedar fkme ante la oposición que iuscita, y en qué
medicla gz'n^ al negociar su implementación con los destinatarios
o los opositores, o con ambos.

2,l.EtENFoeuE crÁslco DE rA ADMTMSTRACTóN RAcToNAL

El enfoque cle la administr aciónracional coffesponde a la con-
cepción clásica flWeber, Fayol) de la administración pública enten-
dida como el modelo ideal de un ente ejecutor de las decisiones
pcrlíticas. Es el tipo ideal del enfoque top-down, en el cual se concibe
la adminisración como un sistema unitario con una línea de auto-
ridad sencilla y claramente definida que observa estricta y unifor-
memente las reglas y los objetivos, en un contexto de control
administrativo perfecto y una excelente coordinación e informa-
ción entre las distintas unidades adminisrrativas, sin presión tem-
poral excesiva y con recursos ilimitados para llevar con bien los
procesos de implementación de los obietivos de la política pública
G*., 1995:101). La administracíón, pues, rcahza a la perfección
su tarea insmumental de transformar los objetivos en medios, sus-
tituir la política por la técnica y los conflictos por las racionalidades
gestionarias p[ény, Thoenig, 1,992:1,60). La adminisuación cumple
y hace cumplir las órdenes y no busca la participación o el diálogo
con los destinatari<ls de la política. Se trata de hacer respetar una
norma y Punto.

Como se evidencia, las conüciones de realnación de este mo-
delo nunc vzn a exisrir en la realidad administrativa y política y
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por ellq la utiüdad y el interés de esre modelo radica -al igual que
el ideal-tipo weberiano de la burocracia- en su capacidad de me-
dir la distancia que separa esta situación idealizada de la realidad de
la implementación porque evidencia o pone así alaluz del día las

fallas del proceso (Lane, 1995:101).

En la actualidad pocos teóricos apoyan esre modelo de ges-

tión. Por ejemplq Haywood y Rodrigues (1994:189ss) consideran
que está surgiendo un nuevo cambio de paradigma enla gestión
púbücal. Segun ellos, esa concepción dásica de los años cincuenta
y sesenta fue reemplzzada en los años ochenta por un paradigma
de la <eficiencio¡ el cual sustinryó a los administradores clásicos
por ((gerentesD preorupados por los resultados más que por el
formalismo jurídico de sus acciones. En época reciente este último
paradigma estarí^ en camino de ser sustituido por un paradigma
del <<consumidon>, en el cual el gerente público se preocupañaprin-
cipalmente por satisfacer a los clientes o consumidores de los ser-
vicios o productos distribuidos. Estos cambios de <garadigmas
de gestión públicar> rcfleian, enronces, un desplazamiento del cen-
uo de interés -y de legitimaciórp de lo político hacia el cliente y es

significativo de la evolución que ha tenido la concepción de la
legitimidad de la acción pública. La legalidad de una acción ya no
parece suficiente para ser legítima. La obtención de resultados y la
satisfacción de los ciudadanos tiende a ser una condición indispen-
sable p,aralalegitimidad de una autoridad pública. En este sentido
una importante comiente, principalmente angloestadounidense, se

ha enfocado hacia la construcción de una teoñaconocida como la
del <óuen gobiemo>

2.2. EtENFoeTJE DEL <BUEN GoBIERNo>

El enfoque del <buen gobierno>> o gnaerflance consiste en un
maf,co amplio de propuestas teéricas y prácdcas para determinar

1 Sobre este tema ver también capínrlo V
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y crcar las condiciones necesarias para que un gobierno logre sus
objetivos. Parte del supuesto de que ranro el <todo gobiernorlcomo
el <todo mercado> han fracasado. El enfoque se centra en una
propuesta de renovación de los procesos más que en los resulta_
dos. A pesar de que el concepto tenga en la üteranrra especiari"ada
varios sentidos, todos concuerdan en considerar que efubuen go_
bierno>r hace referenci a a estiros de gobe,ar que otorgan una impor_
tancia pdmordial a aquellos mecanismos áe gobierno que ,ro ,.
basan exclusivamente en los recursos tradicionales de la autoridad
y de la sanción, sino que más bien crean estructuras que son resul_
tado de la interacción de una multirud de actores ,o.i"I., y políti_
cos dotados de una cierta autoridad y que se influyen muruÍunente.
Fs decir, que se úatade crear escenariás, estrategias y mecanismos
de participacióno de inclusión de orgaruzaciones no estatales para
ar¡menrar las posibüdades de éxito de la gestión.

En los países en desarrollq bajo la influencia del Banco Mun_
dial, el <óuen gobierno> se endende como una estrategia p"r" irr-
taurar un gobierno eficiente que debe rendir cuentas. El surgrmiento
de este enfoque no se debe únicamente alacrisis fiscal dei Estado
-crisis que obliga a la administración tradicional a buscar solucio-
nes alternas-, pero_el <buen gobierno> sí está ligado, sin duda algu-
na' a la búsqueda de ra reducción de los compio*iros y g"..oJd.
gobierno. Peto también se considera en .st. .rrfoq,r. .i á.orro.i_
miento de la interdependencia de ros secrores púbrico, privado y
<<voluntario> (oNG). se admiten, de esta man.r^, ros rímites dergobierno tradicionar- se trata, entonces, de una rupr.r."paradigmádca sus¡ancfal que "pone en enrredicho muchos de lossupuestos de la adminis*ación púbüca tradicional,, (Stoker, 199g).De acuerdo con stoker (19n') se puede .rr".r.rii^r";iH;:.
del <buen gobierno>) con cinco elementos:
- Panicipación de un conjunto de instiruciones
dentes del gobierno y de tuera de él 

1r..,o, ñ"h::TItLlroce-- Reconocimiento de la pérdida de nitide, dá lo, Iírnites y de las

;:ffiltiüdades 
del Estado frente a los problemas sociales y eco-

- Existencia de una interdependencia de pocrer entre las institucio_nes que intervienen en la acción pública;
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- Aplicación a redes autónomas de agentes o acrores;
- Reconocimiento de que el gobierno tiene capacidad para que se

hagan las cosas empleando, no tanto su autoridad, sino técnicas e
insuumentos nuevos para dittgt y guiar.

Si el enfoque del <<buen gobierno> se entiende como una alter-
nativa ante los fracasos tanto de la gestión pública tradicional como
de la <<gestióru> hecha de la mano invisible del mercado, ¿tendrá <el

buen gobierno> más éxito? En lo que se refiere a lo económico,

Jessop (1998) considera que existen tres conjuntos de elemenros
que limitan sus posibilidades de éxito.

El primero tiene que ver con las dinámicas mismas del capitalis-
mo. El <óuen gobiernoD no resuelve las contradicciones inherentes al
conflicto existente entre la acumulación de capital y la legitimidad
política. El <<buen gobierno> tiene que ver más que todo con las

nodalidades de gobierno y no con su objetq es decir, es una nueva
<<técnica> de gobierno. El segundo elemento considera que la am-
pliación y multiplicación de las instancias de coordinación y de ne-
gociación en los diversos niveles -local, regional, nacional,
supranacional" sectorial etc.- dificulta su inserción en el sistema po*
lítico (duplicidad de competencias) y el ejercicio de la primacía clel

gobierno sobre las otras instancias. Finalmente, el tfrcer element<¡

establece que el gobierno no esta siempre dispuesto a aceprar solu-
ciones que no corresponden a su interés y a sus valores políticos. Por
lo tantq el <óuen gobierno>r está condicionado por el derechc¡ que $e

reserva el Estado de "abrir, cetr r, experimentar y rearticular" las

nuevas modalidades de gestión fessop, 1998).

Una ilustración de las dificultades que enfrenra la aplicación del
<buen gobierno> en la práctica en Américalatina, se encuentra en el

anáüsis realizado por Alcántara (1998), quien anora que "la tenden-
cia creciente a cana)izar la ayuda para el desarrollo directamente
hacialas organizaciones no gubernamentales sin pasar por el E,sta-

do, también influye en la capacidad de gobernar en alguncis países

de América laúna". Esta situación pro\roca un debilitamiento de

las instituciones púbücas y dificulta aún más que éstas recobren
Iegitimidad y respeto por parte de los ciudadanos. Paradóiicamen
te, la implementación de algunos principit-rs de <buena go-
bernabilidad> podrían tener como consecuencia una rnenor
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gobernabilidad para los Estados. Siempre, según el mismo anáü-
sis, "el poder avasallador de los bancos y donantes multilaterales
para definir las pdoridades en las políticas y en la gestión de la
crisis económica" impide que estos programas tengan una mayor
eficacia. La autora estima que para lograr esa eficacia se debería
ante todo cambiar la ortodoxia económica dominante y buscar
una solución a la crisis de la deuda. También considera que el <buen

gobierno> no puede ser concebido como un recetario aplicable en
cualquier lugar en forma similar. Se debe incorpotar al <buen go-
bierno>> una filosofia económica democrática y socialmente res-
ponsable (Alcántara, 1998).

2.3.EtENFoeuE DE cEsrróN púBrrcA

El anáüsis de un gran número de procesos de implementación
lra conducido a autores como Sabatier y Mzzmanian (1979) a
debatir alrededor de las condiciones necesarias para una
implementación efectiva (eficaz y eficiente) de las políticas.

Sabatier y Mazmanian han propuesto una guía para arunentar
las posibilidades de una implementación (*ár) exitosa de las polí-
ticas públicas. Ellos indican cinco condiciones que los legisladores
y los diseñadores de políticas públicas tenddan que tomar en cuen-
ta si buscan cumplir con los objetivos de una política pública y
sugieren, también, esrategias para superar la deficiencia de una u
oua de esas condiciones. El modelo involucra tanto aspectos del
contenido material de la política (objetivos y diseño) como del
contexto y de los recursos disponibles para su implementación.
Sin pensar que este modelo sea la panacea, se considera que vale la
pena exponer aquí de rnanera más exhaustiva este modelo ya que
señala problemas y siruaciones que se presentan muy a menudo en
el üseño y en las modalidades concretas de la implementación de
políticas públicas.

CclxnrcloNns DE EFEc'TrvrDAD EN I rMpLEMEwraclóN

Sabatier y Mazmanian (1 9792483) señalan que su modelo está

desdnado en particular a los diseñadores de políticas cuya tarea es
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la de evaluar el grado de <<implementabilidaó> de distintas alterna-
tivas y de entender cómo es posible estructurar el proceso de
implementación con el fin de maximizar las probabilidades de
alcanzu los objetivos establecidos por la ley o el programa. Los
autores pretenden identificar y exponer un grupo de cinco condi-
ciones suficientes, y generalmente necesarias, bajo las cuales una
decisión política, que busca modificar de manera sustancial una
situación, puede alcanzar sus objetivos. Estas cinco condiciones
son las siguientes (Sabatier, M^zm^rrtffi, 19792484485):

- El programa debe estar fundament¿do en una teoría sólida (sound

tbeory) relacionada con el cambio de comportamiento del púbüco
necesario panla rcafización de los objetivos.
- La ley <la decisión política- debe conterier direcuices de actua-
ción no ambiguas y debe estrarcturar el proceso de implementación
de manera que maximice la probabiüdad de que los destinatarios
se comporten según lo previsto.
- Los dfuigentes o responsables de los entes encargados de la
implementación deben üsponer de capacidades políticas y de ges-

tión importantes y sentirse comprometidos con los objetivos de la

l.y.
- El ptograma debe disponer de apoyos activos durante todo el

proceso de implementación por parte de gmpos organizados de

electores y por algunos legisladores claves (o por el iefe del órgano
ejecutivo). I-a actinrd de los uibunales debe ser neutral o favorable.

- La prioridad relativa de los objetivos legales no se encuentra
socavada significativamente con el paso del tiempo por la apan-
ción de políticas públicas conflictivas o por cambios en las condi-
ciones socioeconómicos que debilitan los fundamentos técnicos
de la teoría o el apoyo político que la respaldan.

(Jna teoría sóüda

La primera condición, üsponer de una teoría sóüda, significa

que es preciso tener una teoría del cambio social que establezca

con firmezalacausalidad enre el instrumento utilizado y los efec-

tos deseados. Toda política pública está sustentada en una hipóte-

sis teórica de cambio social consruida generalmente baio la forur,a

r¡ tal cosa, entoncesocurrfuá esto. Para que esta hipótesis sea efectiva

flt



l¡¡n¡E-Not¿ Roru

es necesario que, de una parte, se indique lo que se desea obtener
como objetivo final por medio del cambio del comportamiento
de los destinatarios ¡ de otra parre, se especifiquen los medios por
los cuales se puede obtener el cumplimienro dé estos cambios por
parte de los destinatarios. Los dos elementos son indisp.rrrrü1.,
p¿r;a esperar alcanzt los objetivos. Por ejemplo, si ,rna política
tiene como objetivo aumentar la cobertura eá,lcatirra en barrios
marginados (objetivo fittd), una hipótesis teórica puede ser que la
motivación económica es el elemento esencial para que los eáuca-
dores cambien de comportamiento; si se aumentan los salarios,
entonces los educadores van a querer uabaix en estas zonas y se
lograú el objetivo de aumentar la cobertura educativa; por lo tan-
to el medio podría ser el de proponer un incentivo salarial a los
educadores que soüciten su taslado a los colegios marginados.

Una lg bien concebida

La segunda condición es la relativa alaley en sí misma. Es el
elemento en el cual los diseñadores de la política tienen las posibi-
lidades de control y de mayor influencia. r,os autores señalan seis
aspectos imponantes a tener en cuenta.
- Es necesario indicar con precisión y sin ambigrledades la ienar-
quía de los objetivos y las direct ic.s de actuación-, en general, y, .t
particular pan cada uno de los entes implementadores.
- Es importante que los recursos a disposición de estos entes sean
suficientes para contratar personal capacitado, reñzat los análisis
técnicos, recolectar la información y cubrir las necesidades admi-
nistrativas (formatos, permiror, .,..j para el desarrollo de sus acti-
vidades. Evidentemente,la determinación de lo que es <suficiente>
es particularmente dificil.
- La implernentación debe estar a cargo de entes que apoyen los
objetivos de la l.y y ros consideren como artamente prioritados.
La implementación de una ley necesita funcionados que crean en lal.y y que se moti5n por sus obietivos; no se requiere de funciona-
rios <meu*ales>. Esto se obtiene, por ejemprq .or ra creación deuna nueva institución luego de una rugu rucha política, o por laasignación de la implementación a una institucián prestigrosa en
busca'de nuevos retos y que ve en ra rey una posibitidad de exten_
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der todavía más su influencia,La contratación del personal direc-

tivo en los sectores sociales que aPoyan los obietivos de la política

puede también faciütar su implementación. Estas estrategias de-

penden obviamente de las posibiüdades existentes.

-La rcglamentación de la política púbüca debe establecer una inte-

g¡aci1nieúrqwcaal interior y entre los entes implementadores que

minimice el número de los Puntos donde se puedan presentar

potenciales vetos, bloqueos o <<cuell-os de botellar>, Y proporcione a

los partidarios de la política facilidades y capacidad de sanqión

suficientes Para asegurafse la colaboración de l<¡s elementos que se

sitúan en estos Puntos de veto o de bloqueo. Este elemento tiene

que ver con el conocido tema de la dificultad de la coordinación al

interior de las instituciones y entre insdruciones que disponen de

una cierta autonomía. Laintegración ierárquica es particularmente

dificil en estas situaciones, debido a la existencia de múltiples nive-

les de autoridad en las estn¡cfuras descentralizadas -nación, re-

grón, departamento, municipio- o federalistas. La multiplicación

de instancias o de grupos de destinatarios aumenta el número cle

puntos potenciales de resistencia ala implementación de la políti-

ca. Se puede medir el grado de integración ierárquica por el núme-

ro de estos puntos y por las posibilidades de sanciones para los

recalcitrantes y de incentivos pafa los panidarios de la política. De

modo que, por lo general, parz la consecución de los obietivos es

preferible una vía rnás directa a:un estructura adminisuaúva com-

plefa (ver Pressman, \üildavsk¡ 1998).

- Los mecanismos de toma de decisiones *quién decide, sobre

qué y bajo qué procedimiento formal- al interior de los entes

implementadores deben ser precisados en la reglarnentación de la

política pública.

- La ley tiene que ProPorcionar opornrnidades amplias para que

los grupos organizados que apoyan Ia política puedan intervenir y

participar en el proceso de implementación (pot efemplo,

interventorías, veedurías, monitoreq evaluaciones)'

Si se logra desarollaf una política que cumPla con todos estos

elementos, a los opositores a la política les quedarán pocos espa-

cios para desviar, fesur o impedir la consecucién cle los obietivos

de la política pública.

n7



¿,n'"nnÉ-]\{oH¡-Ror¡¡

Resp o ns a b les c4>aci tados j co mp rv m e tidos
La tercera condición señala que er apoyo de los artos responsa-

bles de los entes implementadores es indirpensable pu^rograr ros
objetivns. Además, es necesario que estos^ funcionarios t.ñg"o lu
suficiente capacidad para conv.rr.., a los opositores y a los"desti_
natarios de la política para que colaboren , f-panconseguir el apo_
yo de grupos organizados y de los medio, d. comunicacién. De
igual forma estos funcionarios tienen que ser capaces de resolver
los conflictos internos de manera qrr. ,. **,.rr$-h Ñ;;; ,el compr.miso de todo el person^i .r, pro de loí objeti"o, f J. r"
institución. La experiencia muestra que esto se obtiene más fáct!_
menrc en una instirución nueva y creada con todo el entusiasmo y
las ilusiones en procüa de Ia participación en ra consrnrcción de
al¡¡o novedosc¡. A los pocos 

"ñor, 
Ia rutina burocrática tiende a

hacer q'e los funcionarios se interesen más por su propia ,.sri-
dad, tranquilidad peconar y por la supervivencia de su instituJiórr,
que por desarrollar iniciativas, asumir <<riesgos> o por innovar para
alcanzar los objetivos de la política

APu,o polítiro.y soaal

La condición número cuatro hace énfasis en la absoluta necesi_
dad de conrar con er apoyo de gnrpos organizados y de actores
políticos de peso durante todo el transcur.o d. la impiementación
para la realización de los objetivos de la política. Este elementq
apafentemente fácil de conseguir, es particularmente importante
cuando se trata cle polític"* qrr.ii.rr.r q.r. desarrollarse en orr,i.-fo
largo (vari's años). La líglca polítiia tiende a suscitar fuertes
movilizaciones en un momento dadq tiempo durante el cual se
expide una ley, y luego, ra mayoría de los iartidario, a. ¿rt" ,.
desinteresan por su proceso de implemeno.iórr, prr. o*p;;;.
otfo rema de la agenda política que aparece como prioritario

Entorno fauorable
El ütimo requisito, er quinto, subraya ra importancia del mante_

nimiento de las condiciones socioeconómic", q.r. ,,rr.ir^rorr-L
política pública. Las sociedades contemporáneas están inmersas
en un entorno sociopolítico y económico internacional en el cual
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los países disponen de capacidad de incidencia muy limitada. Más
aún cuando se trata de países en desarrollo. I-os cambios continuos
y algunos eventos específicos provocan la erosión y el desgaste de
cualquier decisión política. I'ateonzque sustenta una política puede

caer en desuso o fracasar y sus partidarios pueden desaparecer por
cualquier motivo. El desarrollo mismo de las políticas púbücas, con
sus interacciones con oras políticas, puede provocar un cambio
inesperado de sin¡ación tanto de los destinata¡ios como del entomo
que va a poner en <crisis> el modelo técnico de la política. Estos
cambios en el entorno socioeconórnico o la resistencia exitosa de

los destinatarios de la política -por ejemplo, por sqestión y evalua-

ción de sus partidarios- pueden suscitar una,tevisión de la ley para

reajustar sus objetivos tanto en sus contenidos sustanciales como en

los eventuales plazos (ler por ejemplo los obietivos en materia de

política ambiental). A menudo estos cambios buscan corregir im-
perfecciones u obtener un mayor dominio sobre algún asPecto re-

glamentario de la L)t p-" su propio inteÉs como destinatarios de la

política. Es importante afiotar que en muchas ocasiones los cambios

se solician a pardr de la percepción de una sin¡ación y no a partir de

una evaluación objetiva del estado de las cosas (ver capítulos II y !.
Por lo tanto para defender una política es preciso disponer de esnr-

dios -si es posible de fuentes independientes- que suminisüen una

información lo más objetiva posible al respecto.

EsrnarpclAs DE oPTIMIzActóN DE LAs coNDIcIoNES

Ya que las cinco condiciones óptimas Presentadas Pafa una

implementación efectiva faravez se cumplen en la realidad, Sabatier

y Mazmtnian consideran cómo se puede lograr el meioramiento

de resultados en una situación suboptimal (1979:502ss). Se trata

entonces de indicar las esUat.S"t que permitan <<rneiorarla situa-

ciéu cuando ésta no cofresPonde a un'estador satisfactorio de

optimización, y así aumentar las probabilidades de una

implementación exitosa.

Los autotes consideran cinco Puntos. Si no existen fundamen-

tos teóricos sóüdos que relacionen el comportamiento de los des-

tinatarios con los objetivos de la política, es preciso inco¡porar en
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Ia norma procesos conscientes de aprendizaje, diseñar proyectoscon carácter experimental, fomentar irrrrertigciones y esnrdios deevaluación y diseñar un proceso de decisioi to m¿, u¡ieno porible. En caso d¡ que una lsislgan nueva deje mucho espaci o a ralegislación antigua y que loi objetivos qued.íu*uig"os, Ios parti_darios de los distintos puntos de üsta presentes pueden intentaracudh a los tribunales consdtucionales .tn h .rp.rurrru a. fr. r.,textos anteriores se decraren inconstitucionales o inexequibt., yq,r.se precisen los objetivos y las competencias de los distintos entes.cuando la imprementacién no puede quedar bajo raresponsabü_
dad de un ente.releelado y partidlrio á. Ia porítica y de sus obje-
1'o:, es necesario faciütar el control exrerno jo, mrdio de veedurías
ciudadanas, establecer evaruaciones y controles periódicos por ex_pertos externos e independientes de gran presdgio q incluso, creatlegalmente comités de supervisión. si no ;"ir,;gr;;;r^ü;"-
dos favorables a la políti." lpartidos, gremios, ONG, etc._ y ca_
Paces de ejercer un paPel activo en la ioftb*urr'faci6n,es necesariofortalecer los existerrtir, crearos o conven cet aotra orga nizaciónpan que extienda sus actividades en el sector. La exist.rr.i. diestos grupos de <apoyo> es indispensable para políticas púbricasque necesitan varios añ<rs de imple*.rrrr.ión. Finalmente, si lapolítica no tiene respardo importante der Ejecutivo o der congre_sq es preciso conseguido y pa',- tal efecto una esüategia es Ia deconvencer a un legislador nuevo y competente pafa que se espe_cialice en el tema. En cualquier circunJtancia es importantísimo

disponer de <<palancas)) en to, artirrtos estamentos legisrativos, ad_ministrativos y ministeriales para que éstos estén vigilantes y de_fiendan el programa. ¡ -

2.4. ELENFoeLJE coNTINGENTE

Por su ladq Renate Mlyna (1g7g,19g3) anetiz1las dificultades
que existen para lograr efectividad en la i*pt.m.rrtación y conclu_ye diciendo que es necesario considerar ros procesos deimplementación como procesos contingentes, es de.lr, difícilmen_
te previsibles; lo cual obliga a desarrollai rrna nuevail;;;;;
las políticas púbücas.
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Mayna se interesa particulafmente por las condiciones de efec-

tividad de las políticas públicas y considefa que este asPecto no es

tratado con la debida importancia, inclusive desde su diseñ<¡. Se-

gun la autofa esta negligencia se debe a varias fazones: primero, es

evidente que para la actividad política, la efectividad de una políti-

ca no es un asunto prioritario frente a la obtenCión y al manteni-

miento de posiciones de poder. Las implicaciolles de una decisión

en términos de <cantidaó> de poder son más importantes que las

que conciernen al grado de efectividad alcanzaclo Por una política

patticular. Mayntz considera que esto no cambiará mientras la efec-

tiüdad de las poüticas no logre ser una condición de éxito polítictr

en el corto plazo. Los políticos suelen interesa¡se pof el cclntenido

material del programa sólo en la meüda en que sus intereses lo

obliguen a pfeocupafse por estos contenidos (1983:125). La u¡ta-
ra arrota que la tendencia a hacer casc¡ omiso a este asunto aún se

fortalece más por el hecho de que rzravez los pcllíticos tienen una

buena experiencia en el tema de implementación de políticas. Otro

elemento irnpottante para explicar la poca atención de los

diseñadores de políticas -altos funcionarios, ministfos, padamen-

tarios- en la efectividad de éstas, es la fuerte tendencia al preclomi-

nio de comportamientos y criterios de decisión más bien
ideológicos, es decir, racionales con arreglo a valores, f 11o prag*

máticos o racionales con atreglo a fines2 flffeber, 1987:20-21). Es-

2 Max'$üeber da las siguientes definiciones a estos conceptos: uüa acdón

racional con amglo a aalarcs esuna acción determinada por la creencia conscien-

te en elvalor-éticq estético, religioso o de cualquier otra forma cotncl se le

interprete- propio y absoluto de una determinada conducta, sin relación

alguna cOn el resultado, o sea Putamente en méritos de ese v¿lor. En cam-

biq una acrión rarianal con areglo a fnu es una acción determin¿da Por
expectativas en el comportamiento tanto de obietos del mundo exterior

como de otros hombres, yutilizando esas expectativas corno condiciones o

medios paraellogro de fines propios racionalmente soPesados y persegur-

dos.
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tos comportamientos se deben, por una parte, ala pohúzación de
los funcionarios, lo que hace prevalecer los principios ideológicos
sobre la realidad ¡ por otra parre, a la formación y la prácaca

furíücas de los funcionarios que denden a favorecer un enfoque
más de conformidad con la u¿6n jurídica formal que con la ra-
zón pútctica enfncada hacia la efectividad de las normas3. Por lo
tanto, concluye Mayntz (1983:126), es muy dificil que la prácnca
política se interese seriamente por el desarrollo de teorías para
diseñar políticas efectivas.

Pese a este pesimismo, sigamos brevemente el anáüsis de Mlayntz.
Una etapa fundamental para el diseño de políticas públicas efecti-
\¡ás es la de determinar el instrumento que se va a privilegiar (gene-

ralmente hay que combinar varios) para modificar el comporta-
miento de los destinatados. Ivfayntz (1983:128) distingue cinco
ins trumentos principale s : la s normas reglamentadas interdicciones,
sanciones, condiciones para otorgar permisos, entre otras-; las

transferencias financieras e incentivos -subsidios, por ejemplo-; el
suministro de bienes y servicios; la reglamentación de proceü-
mientos *fijación de los procedimientos para resolver conflictos o
tomar decisiones* y; la persuasión (campañas de información).
Una vez escogido el instrumento se trata de <<operacionalizatlo>>

(entes, recursos, reglas administrativas, etc.) La autora recomienda
trsar más bien estategias de tipo incremental, inspiradas en Lindblom
(ver capítulo anterior), o de ensayo y error, basadas en la experien-

3 Estos argumentos me parecen particularmente válidos en el caso colom-
biano en clonde no es raro ver a personas muy jóvenes, de <óuena familia>
que han hecho esrudios en el exteriory con poca expedencia de <<temeno>r,

ocuper cargps de dirección en la alta administración nacional, departamental
o municipal con la ayuda de un sistema político patrimonial y clientelista ya

sea liberal, conservador u otro. El conocimiento sumario o übresco que
tienen del país real tietrde a favorecer decisiones en función de modelos
teóricos seifisticados )'en bog" pero desarrollados en lugares muy distintos
(los Estados lJnidos o [iuropa c¡ccidental) y en situaciones también dife-
rentes a las loc¿les.

r22

Porinus mJusoqs

cia, debido al alto grado de desconocimiento de las condiciones

reales de efectividad. Cabe anotar que recomienda evit¿r el uso de

concepciones teóricas demasiado novedosas (<lteroic theoritical
asnnptiono). Es esencial preguntarse si el diseño del program^ 4
política pública- corresponde a la concepción que los destinatarios

tienen del problema y si el diseño es válido en el contexto histórico
concreto (¿es posible resolver un problema con rcorías e instnrmen-
tos similares en todas partes del mundo?) Para Mayntz es indispen-

sable tomar en consideración elementos que están en constante evo-

lución en la sociedad moderna como la esffuctura social, la
impomancia de las inten¡enciones estatales, la interacción con otras

políticas, los cambios socioeconómicos, la cultura" etc.

En conclusón, parala autora hoy la efectividad de una política

específi.ca va a depender, además de los elementos clásicos como Ia
estructuración de los intereses en el arca,de las características de los

destinatarios, de los entes de implementación y de toda una serie de

condiciones externas a la política en particular. Por eso Renate Mayna
estima necesario desanollar una teoría de la contingencia pan el

diseño de las políticas públicas. Esto implica una limitación impor-
tante panlaposibüdad de concebir una teoría que racionalizaría los

procesos de políticas públicas. Significa la necesidad de desarollar,

primerq capacidades de prospectiva (¿cómo puede evolucionar el

problema en el futr¡ro y qué tipo de previsiones es posible hacer?) y,

segundq mecanismos de monitoría y de control permanente del

proceso para fac:ittar ajustes rápidos y evitar así que la política se

desvíe demasiado de los objetivos.Mzyntz considera que la efectivi-

dad de las políticas, por lo menos paralas sociedades industrializadas,

depende de la capacidad de trabaiar a patir de concepciones flexi-

bles como (ensayo y effoD) y <<aprender haciendo>. De modo que la

ttadicional concepción racional de la toma de decisiót y de la
implementación, en su vemión absoluta o limit¿da, eueda obsoleta.

2.5.L¡,IMnIEMENÍAcIóN couo pRocEso y coMo APREND tzqn

Un autor particularmente prolífico en el terna de las políticas

públicas, Aaron tüTildavsk¡ considera que los procesos de

implementación deben ser considerados como un Proceso cons-
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tante de redefinición de los objetivos y de reinterpretación de los

resultados, es decir, como una evolución; de modo que es i*po-
sible separar las distintas etapas de una política púbüca y el proceso
es de nunca acaba¡; siempre la política pública tiene que ser

refotmul ada S-.arre, 799 5:102; Pressman,Wildavsky, 1 99 8).

El mismo autor va luego a concebir la implementación de la
política pública como un proceso optimista de aprcnüzaie. Los
implementadores buscarían continuamente la,n.raneta de mejorar
su capacidad para lograr los objetivos y se apoyañan en progra-
mas de mejoramiento técnico. Los medios utilizados están en cons-
tante evolución y el manejo de éstos va a implicar cambios perma-
nentes en el proceso de implementación. El autor considera que
los enfoques clásicos -la mayor parte de los enfoques top-down- no
son óptimos porque conciben el proceso de implernentación como
si fuera de una sola vez (one-sho), sin considem que éste es un
proceso reiterativo sin fin. En este sentido Donald Schón (1,979:729-
730) observa igualmente que establecer una distinción entre elabo-
ración e implementación de políticas es un error. Las organizacío-
nes de servicios púbücos -particularmente en temas como salud,
educación, justicia, etc.- son Ios laboratorios de puesta en marcha
de las políticas públicas y, de hechq inciden en los ajustes reiterati-
vos de las políticas. Es lo que llama Ia capacidad de aprendizaje
público de las orgauzaitones públicasa

2.6.Ltr rMpLEMENracróN corro AMBIGüEDAD y sIMBoLIsMo

Muchos autores han insistido en la importancia de definir con
claridad y precisión los objetivos de una política pública así como

a En otro contexto pero en la misma lógica, en Colombia, un interesante
estudio muestra de qué manera las organizaciones de narcotáfico han desa-
rrollado una capacidad de aprendiz.aje pa:.:a responder a los esfuerzos
antidrogas del gobierno (I(enne¡ 2000:40-5 8).
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los medios a utilizar para su implementación. sin embargo, el aná*

lisis de las políticas muesüa que, y a pesar de estos llamados' la

ambigüed"á to desapareció de los programas públicos'

una de las causas de su pefmanencia se encuentra en el hecho

de que muchas políticas sorel resultado de negociaciones, de aius-

,., 
"rro. 

contradicciones y oposiciones, deseados o no' que buscan

satisfacer diversos intereses. En muchos casos' los decisores deben

resperaf y conciüar la opinión de distintos €lnrPos de interés 1' man-

,.*, o g^n^, el apoyo de electores o de otros actores ,Jel escena-

rio político. Puede también resultar útil evitar que se cfeen

opori.iorres fuertes en contfa de una política. La imprecisión y la

u*uigü*aad facilitan su aprobación; de manefa que la ambigüe-

dad fuede sef una estrategla para permitu avanzar en un tema a

p.rri de la falta de consenso político sobre obietivos claros' Tam-

ti¿r, .t hecho de mantener la imprecisión sobre los medios a utiü-

zar petmite a los decisores @adamentarios, ministros) asignar la

,.rptrrr"bilidad de 1a eiecución t pata" bien o para mal' en la admi-

nistación pública. La imptecisión también puede ser una estrate-

gia conscienre cuando eI froblema es compleio y n' existe claridad

sobre cómo resolvedo é cuáles son las consecuencias de una u

ottaacci6n.Enestoscasos'dejarunampliomafgendemaniobra
a los eiecutores permite acumular experiencias y contlcimientos

pAravnafurura reglamentación más precisa. con est0' nos acerca-

Lo, " los enfoques de proceso y de aprenüzaie propuesros POr

Nüildavsky (.rer rrome::,l2'5 de este mistno capítulo)'

Esdeanotaf'quelaPefmanenciadeambigüedadeseneldiseñtl
de las políticas púbilcas, sl"n ést"s vohrntarias o involuntarias' refuerza

elpapeldelosentesdeeiecución,yporlomntoelpapelpolíticocle
éstos. Numerosas decisiones que afectan clirectamente al adminisffa-

do tienden a tomafse en la administración efecutora, la cual resuelve

los problemas y los vacíos que el congteso o elgclbierno n() puclie-

,o* o no quisieron resolver Por medio de la norma'

por otfa parre, los obietivos enunciados para iustificar una p()-

lítica no son necesariamente los que se quieren alcanzat, pero por

razones de opornrnidad políti.^ o d" estrategia' a veces no cotwie-

ne al decisor enunciar sus intenciones reales' Por eiemplo' una ley

puede tener como obietivo la seg,rridad v la tranquilidad general
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de las ciudadanos, pero lo que er decisor busca es vigilar o contro-
lar las actividacles de algunos de los ciudadanos.

Igualmente suele suceder que se aprueba una política sin que se
piense realmente implementarla. En esros casos se habla de políti-
ca simbólica: el efecto del anuncio sirve de polític" y po.d. tener
efectos reales. Edelman (1991) muestra cómo la política puede ser
un juegr en el cual el espectáculo y Ia construcción del escenario
son más importantes que la resolución de los problemas por me_
dio de una implementación efectiva.

La implementación se reduce a intenciones o a rcaliz.agtlnes muy
parciales (inaugurar la primera piedra). Edelman indica una serie de
prácticas y de estrategias discursivas y simbóücas desarrolladas por
los actores del in.go político para ganarposiciones de poder, poprr-
laridad y prestigio. r¿ política se transforma en ,n, ,rtin iq ;;,
ficción, en una gran mistificación, que los medios de comunicación
*Icrs audiovisuales en panicular- facthtan y contribuyen a constnrir
dta a día. De manera peñ¡ersa y perigrosa, el debate de opinión, las
eleccic¡nes,la confrontación ribre de las ideas, es decir, todt lo que la
democracia política valora, se transforma en un inmenso espectácu_
lq un juego organizado y autoreferente totalmente desconectado de
la realidad de la vida cotidiana.

2.2. LJN ENFoeuE BorroM-up: poR RETRocEs o o <BACKrARD
MAFPTNG>

El enfoque bottom-ap tiende a buscar las solucion€s a los pro-
blemas en el punto más concreto en donde aparecen. se trata por
lo tanto de analizar los comportamientos ¿e los individuos o de
los grupos organizados y buscar los mecanismos para co*egirlos
a partir de este nivel. Dada esta perspectiva nin¿ividu"listoi, los
mo<lelos construidos tienden a desarrollarse desde una postura
inspirada en la teoría der pubtic choicc. El más conocido de estos
modelcrs es segur¿unente el backuard nappingque propone Elmore
(1982). Este modelo parre de la idea de que-el punro crucial del
problema de la implementación se sitr¡a en el lugar más bajo de la
jerarquía. Baio esa concepción, se sostiene que "ár*ro más próxi-
mos estemos de la fuente del problema, mayor será nues ai capa-
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cidad de influenciada; y la capacidad de sistemas complejos para

resolver problemas no depende de su control ierárquico sino de

llevar al máximo la discrecionalidad, hasta el punto en que el pro-
blema sea más inmediato" (Elmore,7982:79). Es entonces a partir
del comportamiento observado en este lugar que hay que desa-

rollar acciones para modificarlo en el sentido esperado. Luego,

habú que analizar las acciones y los recursos necesarios .en cada

nivel y retroceder por la cadena jerárquica, ptra obtener el com-
portamiento deseado. Según Pressm^n y Wildavsky (1998:318),

"el éxito de la cadena resultante de decisiones de implementación
no puede predecirse ni medirse de acuerdo con indicadores de

ierarquías formales de control, de arriba abaio. La tesponsabiüdad

analítica queda mejor colocada en los puntos de decisión descen-

ralizados, a veces informales y a menudo no previstos".
Finalrnente para ceffar este capínrlo dedicado al problema de

la implementación de las políticas públicas se presenta, como sín-

tesis de Ia cuestión, Ia propuesta de Ingram (1990) de un marco
flexible parz el análisis de la implementación.

3. LIN MARco pARA tos Es:ruDlos DE rMpLEMENracróN

Como le señala Helen Ingram (1990:462ss), a pesar de los nu-
merosos trabaios y modelos propuestos par^ analizar la
implementación de políticas públicas, todavía no se ha logrado
determinar la superioridad de un modelo en particular sobre los

demás. La variedad de políticas púbücas -programas políticos- y
de chcunstancias dificulta la tarea. Como ilustración de esta difi-
cultad se puede inücar que los especialistas no han logrado poner-
se de acuerdo ni siquiera en elementos tan fi¡ndamentales como la
definición de la implementación o en la ubicación de dónde em-

pieza y dónde termina ésta. Tampoco han l<lgrado determinar
cuáles son los princrp^les elementos que inciden en el proceso de

implementación, ni los criterios para su evaluación (ver Pressman,

Wildavsk y, 7998:285ss).

El desafío que representa el análisis de los procesos de

implementación, tanto para sus actores como para los analistas,

obliga a concebi¡lo de una manera arríplia, flexible y multidimensional.
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Par¿ tal efecto Ingram propone un mafco analítico basado en la
combinación de una serie de va¡iables como los costos de informa-
ción y de negociación, la estructura'reglament¿ria utilizada, los crite-
rios de evaluación, la capacidad administrativa y el contexto de la
implementación (ver Ingram, 1990:470ss).

Los cosros DE NEmcmclóN y DE rNronu¡,clóN

Pa¡a muchos autores el anáüsis de la implementación conlleva a
mlr.ar el problema que tienen que enfrentar los encargados de la
formulación y de la decisión de la política. Satisbury y Heinz (19702a7)
han observado la polÍtica desde la óptica de los costos que genera
pam los decisores, y dividen esos costos en dos tipos: los costos de
negociación y los costos de información. Los costos de negociación
son aquellos que se requierenpar lograr un acuerdo entre los distin-
tos valores existentes en el tema. Se trata de ver los esfuerzos necesa-
rios para establecer un acuerdo enüre las partes y obtener el apoyo y
respaldo suficiente pma vna solución. Los costos de negociación
son bajos cuando los intereses en juego son claros y existe un con-
senso o un tespaldo dominante para una solución en panicular; de
lo contrario, es necesario entrar en un proceso de negociación entre
intereses distintos, lo cual implica esfuerzos y tiempo suplementa-
rios. Los costos de información son los que se derivan de la obten-
ción de la inforrnación necesaria para conocer y determinar las
consecuencias de las distintas soluciones posibles o la validez dela
acción propuesta. Estos costos son bajos cuando los resultados de
la acción son fácilmente previsibles y se sabe que la acción no tendrá
mayofes consecuencias indeseadas, es decir; que su implementación
no va a generar mayores dificultades. Los costos son bajos tarrrbién
cuando existe una gran confiatua en la administración y en su capa-
cidad para conseguir la información necesaria panlaimplement¿ción
de la política.

según el análisis de s7agner (1986), se puede establecer que
cuando los costos de negociación son bajos, los objetivos ¿. tu
política tienden a ser más claros y precisos; y cuando los costos de
información son también bajos, es más probable que los procedi-
mientos contenidos en Ia política púbüca paralograr lo, ot¡etivos
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sean más flexibles para los implementadores. El cuadro siguiente

(cuadro 1-I9 permite indicar qué tipo de política tiene la posibi

lidad de emerger según las características de los costos de negocia-

ción y los costos de información del problema'

l-fv.- TUroLocÍ¡ pp POLÍTICAS PUBLIcAs sEGiJN CoSToS

TIpo 2¡
Obietivos abiertos;
ip.rg'cedirnÍs¡to : l' r,

'frexiblet 
',; ': ' I

Tp<¡ 4l 
:

óbipti*-o+ abiertos;
'¡rocedimiento

atprecisg 't" ',t''

Fuente: Ingram (199A:472). Adaptación A' Roth

En el caso de costc le información y de negociación baios, es

probable que la política presente unos obfetivos clarOs v que se

d.i. 
^ 

tos imptementadores ufla amPlia autonomía pzra determl-

,r", lo, procedimientos fequeridos Para su implementación debi-

do a que no Presentan mayor dificultad o duda (tipo 1)'

cuando 1o, .ostos de información baios se combinan con

costos de negociación altos, es probable que la política tenga obie-

tivos poco precisos, ambiguos, como consecuencia de la necesi-

dad de conseguir un término medio o un consenso entfe vanos

intereses. Pero, de igual manera que en el caso precedente, los

implementadores denen una autonomía importante en la elección

de-los procedimienros de implementación (tipo 2).

Si los costos de información son altos y se combinan con cos-

tos de negociación baios,la política tiene probablemente obietivos

claramente definidos, pero se establecen pfoceümientos precisos

con el objetivo de poa.r contfolar al máximo el prt-rceso de

implementación (tiPo 3).

t29



,4vl¡nri -N¡ri F.t - Rt nt t

Finalmente, en caso de tener costos de negociación y de infor-
maciírn elevados, es probable que la política se caracterice por
prever objetivos ambiguos y procedimientos de implementación
precisos 1' detallados con el fin de que se pueda hacer un control
estrecho v obtener informes sobre la implementación de la políti-
ca, su proceso v sus consecuencias (tipo a).

Cnn"nRros nn p.vll-unr:lóN

Para e'aluar en qué medida una política ha logrado obtener
resultados, es necesario tomar en cuenta el tipo de reglamentación
establecicla. No se puede tener un criterio de evaluación uniforme
para toclas las políticas públicas, sino que se trata de ajustar las
herramientas de análisis en función del problema a examinar. A
parur de la tipología de políticas públicas anterior (cuadro 1-nD,
Ingram (1990:473-474) propone diferenciar los enfoques de
implementación v los criterios de evaluación a usar por parte del
analista, según lo incücado en el cuadro presentado a continuación
(cua<iro 2-1\).

2-N.- IuprpnnrrqracróN y EvALUAcTóN sncúN Trpo
DE POLÍTICA PÚBLICA

Fuente: H. Ingram (199A:474). Adaptación A. Roth
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Una política pública (o programa) del tipo 1' constste en una

política gu€, como lo ind.icamos anteriormente, tiene costos de

informaciónydenegociaciónbaios'locualpermiteuna
implementación según ü, .nfoq,tes clásicos de la administración'

La claridad y la siriplicidad de ius obietivos petmiten una medi-

ción relativamente sencilla de su éxito'

cuando tanto los obletivos como los procedimientos admi-

nistrativos de una política son poco precisos y flexibles (tipo 2), es

necesario tomar .á*o referente Para su anáüsis elementos cerca-

nos a los imPlementadores'

La evaluación del programa debe centfarse en la sinergia del

nivel local y la capa.i¿"J de üdera zgo y de dinamismo de los

implemenradores á-o variables muy impoftantes de éxito de las

políticas.' L", políticas de tipo 3 corresponden a políticas con metas y

obf etivos claros y ambiciosos Par^ destinatados específicos y'

eventualmente'conp|azosquesedebenresPetaf.Eiemplosde
políticas de este tipo se encuentfan en las telacionadas con el

meüo ambiente 6ito..ro, de reducción de niveles de contami-

nación, rcahzaciói d. pturres de mitigación, etc.) 9"T"^ 
existe.un

gran desconocimiento en estos temas -costos * 11lT:.Tt:"
elevados-,€snecesarioqueexistaunProcesocontinuode
reformulación, de aproximación y de análisis de la

implementación.
LacapacrdadporPafte.delaadministracióndeaprenderyde

recoger informaJión p.rtirr.nte sobre el problema para luego re-

aiustar la política en función de estos elementos -anto en sus ob-

jetivoscomoensusprocedimientos-puedeserconsideradacomo
un criterio fundam.nt¿ p*fa erraloai el éxito o el fracaso de la

política.
Enelcasodeunapolíticadetipo4'losimplementadotet-.Ot-

nen la difícil tafea de iograr acuerdos y respaldos Pafa Preclsar y

concrearobietivosquequedaronnebulososenlaformulaciónde
la política. Por .llo "" criterio .dl 

*td:ión válid ^ YT^ 
anahzat el

éxitodelapolíticaeslacapacidadparalograrrespaldoyconsenso
amplios altededor de algunos obietivos entfe los distintos gruPOs

de interés organizados'

til



./iNDRE.]VOTiL KOTTJ

V¡n¡¡sI^ES cnÍT rc¡s pARA r¡, rMpLErvrENTACroN

Lo ideal p^t^ una administración encargada de la
implementación de una política es que disponga de la capacidad,

de la autoridad y de los recursos que le permitan ejecutat a

cabalidad su tarea y, además, que se c paz de resistir presiones

externas.

Pero esto no siempre se presenta en la realtdad. Para Ingram,
los entes implementadores se enfrentun a dos tipos de proble-
mas fundamentales. Pdmero, suelen carecer de la voluntad, el

interés, la capacidad, los conocimientos o los recursos necesarios

p^r^ realizm la implementación. Segundo, los entes de
implementación suelen ser dependientes, dominados o controla-
dos, <<capturados>>, por una clientela o un grupo particular -por
lo general los destinatarios de la política- capaz de aprovechar
los beneficios de la política sin que hayauna real contraprestación
o beneficio para la administración implementadora (ver la no-
ción de rent-seekinfi.

Estos problemas van a resultar más o menos importantes
según el tipo de poUtica (tipo t a 4) que los entes tienen que
implementar. Es decir, que el elemento crítico para una
implementación exitosa de la política depende también del tipo
de política que se implemente.

Según Ingram, por ejemplo, si se trata de implementar una
política de tipo 1 (obfetivos claros, procedimienro flexible), Ios
factores críticos se encuentran en un cambio de las circunstancias
externas, en el entorno de la política pública.

En el caso de una poUtica de tipo 2 (obietivos abiertos, pro-
cedimiento flexible) los factores críticos varl a situarse tanto en la
capacidad administrativa como err su relación con los destinata-
rios (clientela) de la política.

El punto crítico de una política de tipo 3 se encuentra más
que todo en la capacidad administrativa y, por últimq pata una
política de tipo 4 es crucial su relación con los destinatarios (cüen-
tela).

El cuadro 3-IV permite tener una visión sintética del marco
analítico de la implementación propuesto por Ingram.
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l,a presentación de los cliferentes modelos y enfoques para el
anáIisis cle la implementación muestra que la tarea tanto del analista
c,rr'. clcl implenrcntad<-¡r no es fácil. La capacidad de invención,
tlc rccursividad y de imprcüsión de la activiáad política dificulta la
aspiracir'rn tie cxplicar Ia implcmentación med-iante un número re-
clucici' tle rn'dekrs. Además, la presentación del análisis de la ac-
ti'iilad implemcntad.ra, en particular con el marco ana[tico de
Ingram, nr¡s ha mostraclo qrre resulta trabajoso separar taiante-
mente la implementación no sólo del proceso de formulación o
tje djscño dc la politica púbüca, sino también de la evaluación de
ésta. Li[ siguiente capítulo va 

^ 
centrarse precisamente en ra fase de

la cvaluación cle la política pública.

C¿.pÍruro V

LR nveruRCIóN DE LAS PoLÍTICAs pÚencns

1. El sprvnDo DE I-A EvALUAcIóN

¿Cómo determinar si una política es o ha sido exitosa o no? ¿En

qué medida se lograron los obietivos ProPuestos Por una ley? Cuá-

les han sido sus consecuencias y sus costos? De manera espontánea

ciudadanos, políticos, medios de comunicación. sullen responder a

estas pregunt¿s. Responden' a veces' a partir de elementos más o.

-.rroi obietivos Pero, con más frecuencia,.en_ 2nc101 de aprecia-

ciones subietivas o simplemente desde su opinión política. Tales pr,e-

guntas son fundamentales para quien-se jntelesa. en conocer la

áctuación del Estadq en evalua¡ su grado de eficacia y eficienci' y

en conocef los efectos de su intervención, sus logros y ftacasos.

L¿ evaluación, entendida como una ptácnca seria de argumenta-

ción basada en unainformación pertinente, permite ptecisamente opinar

de manera más acertada, con menos subietividad, acerca de los efec-

tos de las acciones públicas. su importancia es aún mayof cuando las

instituciones y los gobiemos contemporáneos tienden a fundamentar

su legitimidaá no *lo en la legalidad de sus decisiones, sino en lo que

iru.ó es decir, en resultados. E .rrtorr..s importante que los gobier-

nos y los ciudadanos sepan Io que se ha logrado por medio de las

acciones emprendidas. El presidente francés FranEois Mitterrand esti-

maba que la-evaluación represent¿ba un progreso panla democracia

y posibilitaba ufia mayof eficiencia del Estadg (en Dumn, 1999:168), o

r"u" q. la púcica de la evaluación debetía set 
,confderada 

por el

podei político como un aPorte en el proceso de decisión y no c?llo

,rtr .o.t*poder que busca entorpecer su acción' La evaluación debe

alimentai el debate democrático para favorecer así las ptácticas

pluralistas y fomente la deliberación más que la sumisión ante el po-

áer político (Quetmonn e, 1997:290-297)'

I

{

I
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El desarrollo de las prácticas de evaluación en er sector púbrico
coincidió con la pérdida progresiva de legitimidad del irt^do,
i.]:.s* en los países industriatizados avanzados (ver Habermas,
1978). Por lo general la ambición del Estado intervencionista o de
bienestar del siglo XX se frustró parciarmente por er difícil cumpü-
miento de sus objetivos, a pesar de los esfuerzos importanr., ,.u_
lizados, situación que se evidenció en panicular .r, ,.r, políticas
sociales. Las dudas y las críticas qo. ,rrigi.ron sobre la actuación
del Estado y su costo creciente, sé tradufron en una exigencia de
mayor eficacia y eficiencia por parte de las autoridades-p,ibücas.
Por eso se abría camino la idea de introducir 

"r, 
.l *..tor púbrico

las técnicas de gestión utilizadas en las empresas privadas. Á partir
de los años sesenta, en los países industriarizados como ro,'Estu-
dos Unidos y los de Europa occidental, un enfoque de pablic
management o de gestión púbrica empezó a sustituir io, *ádo,
tradicionales de la administración pritlica (ver Nioche ,7gg2).

La introducción de esta nueva técnica de gestión .r, .l ,..to,
público significó un verdadero cambio a. ."rrfoqu", ;;;;;
modo de pensar la labor administrativa. Estas aá, *"rr.rur-¿.
concebir la acción púbüca teflejara tensión existente entre dos for-
mas de legitimidad. De una parre, tenemos una regitimidad tradi-
cional que se basa en el respeto alaleyy a los,.gi;;;;;;
ou<r.lado, una legitimidad que se fundam-ent" .r,lo, 

"bi.d""J;i;;resultados de la acción. El enfoque tradicionar de la legldmidá;;
la acción pública, fundamentad"'." ;i ;rp;;; ilü;ffi;
dimientos iurídicos, tiende a ser desplazudo po, una legitimidad
de la acción pública basada en er logro de resurtadosr. se trata de

1 Este^cambio de enfoque está a la base de ra corriente rewpublic management(I.,PI\O o nueva gesrión púbüca, popularizada .or, .t übio de Osbo-me yGaebler (1993; enespañol: 1994),;; se desa*olla 
" 
p;;i;r.ri" O;los años ochenra en los p-aíses á.rgior"¡orr., y, porr.¡or,'ente, en buenaparte del mundo' El neoliberalir-o h"'.r,.o;;r^dr en esta corriente unajustificacién y un instrumenro para .r, i-pt.*.r,tación (ver Hufry 199g;Uriq 1998; Roth, 1999b).
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rcemplzzat la Primacía de los me

tivos, con el fin de lograr una
ios por la primacía cle ios tibic-

ayor cficacia y eficiencia de la

rt'vallier, Loschak,l 982: 57). tistcacción pública (lVIuller,l 990:1 1 6; (
nuevo enfoque va a abrir un ca tpo amplio al r:onccPttl t' a las

prácticas de evaluación.

Sin embargo, el desarollo cle ll cvaluación de políticas púbh-

cas no encuentra su legitimación {tticarnente en las cle{iciencias del

Estado, sino también en el hechel de clue lrrs problemas tprc Éstc

busca resolver, controlar o miti¡4ar por meclio de sus 
"rccit¡¡res

públicas, son siempre más complcit.is e incienos en cuanto a lllc-

dios, resultados y efectos. Basta pensar en la compleiidail clc [Os

problemas ambientales o de las manipulacioncs genéticas. (.t¡n ti'c-

cuencia, aunque no se admita fácilmente, el Estadr¡ tiene que andar

casi a tientas. La actividad evaluadora perrnite entollces al listacl,

y a los gobernantes, y también a los ciudaclanos, dispr:rrer dc r¡ne

mayorinforrnación acetcade las consecuencias de sus decisit)nr:s 
"'

acciones. un Estado responsable no puede romar dccisic¡nes sin

tenef un mínimo de interés por las ct>rrsecuencias qu€ ésras ctinllc-

van más allá del corto plazo. En este capítulo, luego cle deiinir

mejor el concepto de evaluación de políticas públicas, se \¡an a

indicar los principales tipos de evaluación, pafo luego terminar

con la presentación de un modelo de evaluacion pluralisre'

2. DBrrNrn LA EvALUAcIóN

La evaluación tiende a constituirse c{)rn() uná ltue\ra iiiscipli¡a

en el ámbito del análisis de políticas públicas "que se r:cu¡ra clc

recolectar, verificar e interpretar la inftrrmacirin sobre la eiccución

y eficaciade las políticas y pro€famas públicos" (N{aione, 1991.2t4)'

La variedad existente de concepciones, Y pgr- lo tlrnto tJe c{e,finicit;-

nes de la evaluación, es muy ampLia. Lintre l¿ er''¿iu¿rcién dc ripri

gerencial utiüzada como instrumento cle gestirin *g meior cie cotr-

trol de gestión- y la evaluación interactiva, participativa, pluralista

y concebida como una herramienta prra la protuntlizacirin iltrl

ideal democrático, existe algo más guc rnaticcs.

Sin embargo, las ideas dominantes al respect<l tienden, y no sin

razones, a asociar esta actividad no sól¡ c6n la noción de cpntrc,l

11l
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(legítimo) cle actividades, sino con la de intrusión ]¡ hasta de instru_
mento cle represión. Por lo general es cierto que la práctica de la
evaluacirin dene un aspect' más que todo vertical, cuantitativq
administrad'o y clirectivq tendiente a justificar'na sanción. De alrí
se deriva, parcialmente por lo menos la actitud común de resisten_
cía a la idea de evaluación., por un lado, 1r, der otro, el comporta-
miento clel ritualismo -frecuente en la función pública-, es decir,
cle apego burocrático ¿l regramento por temor a unaeventual san_
ción. li p'r cierto, la evaluación es una actividad fundamental-
mente normadva. Los evaluadores difícilmente pueden actuar por
fuera cle sus 

'alores, normas y percepcion.s propios d. io,
s'licitantesz de la evaluación. Así que loi criterios de evaluación
seleccionad.s nunca serán reconocidos como pertinentes por to-
dos lcrs actores sociales. Tanto los criterios seleccionados pi^.r^-
luar la acciirn pública como la acción pública en sí ,o' ob¡.to de
controversia. Por eso es fundamental entender que la evaluación es
posible sólo en la medida en que su sentido, 

"ri 
como la escala de

valnres utthzada, se encuentren enunciados con la mayor claridad
posible. En caso contrario, la evaluación no es más q,r.,rru expre-
sió^ de arbi*ariedad diffcilmente aceptada por los actores de la
acción pública evaluada.

Pero la evaluación es también un instrumento valioso e indis_
pensable para conocer y mejorar las acciones públicas. Inicialmen-
te la evaluación se clesarr'lló como un instrumento de medición
de la eficacia de las políticas públicas en el marco del moümiento
de <racionalización de las erecciones presupuestales> (el famoso
PPIIJ'en inglés o RCB en francés, ver más adelanre y en el capírulo
III) (cherallier, 199r:43). posteriormenre, en el ,imtito de las po_
líticas públicas, este enfoque inicial se amplió. se puede observar

: solicitante entendido como la persona o la instjrución que pide 1, pagala
realización de una evaluación.

tJ8
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esta evolución en la sucesión de las definiciones <oficiales> de la

evaluación -y en consecuencia, de las prácticas-. Por eiemplo, en

Francia, según Corcuff (1,99T192-794), en 1986, la evaluación de

políticas públicas pretendía "conocer y medir los efectos propios

de una política", a partit de un anáüsis de los hechos realizado por

expertos extefnos pma gmanurzatla neutralidad (Irtfome Deleaa).El

feto efa ambicioso: ¿en qué medida y cómo determinar si los efectos

observados son realmente consecuencia de la política y no de cau-

sas externas a ésta?

En 1989, con el Informe Viueret,la evaluación ya no consistía

solamente en emitir un juicio sobre los hechos, sino que incluyó

también una apreciación en términos de valores. Al pluralismo
de valores presente en la sociedad corresponde también un plu-
talismo en el peritaje (expertise). Si la evaluación no puede escaPar

al iuicio de valor, entonces, en una sociedad democráúca,habtá
necesariamente una variedad.de evaluaciones igualmente válidas

-aunque no necesariamente igualmente aceptables y aceptadas,-

como expresión de los distintos valores presentes en una socie-

dad particular. Por lo tanto, se va a advertir del peligro positivista
que se corre en considetatla existencia de solamente ana deftni'
ción -y unrt metodología- válida para.la evaluación. En 1991, el

Consejo Científico de la Evaluación propuso definir la evalua-

ción como "I^ actividad de recolección, de análisis y de interpre-

tación de la información relativa a la implementación y al impacto

de medidas que aPuntan a actrua;t sobre una situación social así

como en la pfeparación de medidas nuevas". Allí la evaluación

es feconocida como una actividad que asocia ües ümensiones:

una dimensión ngnitiua, Porque aporte- conocimientosl una di-

mensión instrumental, porque hace Parte de un Proceso de accio-

nes y, por ultimo, ufla dimensión normatia*, Pofgue se tata de

una interpretación a parúr de valores.

Frente a estas definiciones <oficializadas>>, existen enfoques (y

objetivos) de evaluación todavía más amplios, como por eiemplo

los propuestos pot los defensores de la evaluación plutalista. Por

lo general todos parten de una críttca ala tentación positivista ins-

crita en la mayoría de los modelos de evaluación. En este sentido,

a, pmtJr de los años noventa, las concepciones <cverticales> y extef-
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nas fueron sustituidas por enfoques que hacen énfasis en la necesi-

dad de integrar los puntos de vista, no solamente de los diversos

expertos, sino también de los actores involucrados. En este con-
textq al pluraiismo de los expertos, ya reconocido por el Irforrxe

Wueret, se suma también el pluralismo de los actores. Significa que

es necesario tener en cuenta Ia evaluación hecha por los actores

sobre sus ptopias actuaciones y a patút de sus percepciones. Im-
plica que la relación entre investigadores y actores <investigados>

debe inscribirse en un proceso que permita -mediante el debate y
la participación activa- un aprendizaje colectivo (autoevaluación,
evaluación endoformativa3) o ajustes en el curso de la imple-
mentación mediante la negociación y la discusión con los actores

(evaluación dinámica o continua).
Por lo tanto, y según la definición propuesta por Vuille al

referirse particularmente al c¿so de la evaluación de programas
sociales, "la evaluación es un proceso (temporalidad) y una mez-
cla que retoma elementos tanto del pensamiento científico como
de la acción, tanto de los saberes teóricos como de los saberes

empíricos. Por eso su metodología tiene que tesponder a crite-
rios de validez y de fiabilidad tanto frente a la ciencia como a la
acción. La auto y la heteroevaluación, de manera ideal, deben ser

conducidas conjuntamente para nutrit la reflexión de los actores
involucrados en los estados pasados, presentes y futuros de su
orgarúzación. Apuntan a cualificar la experiencia. No se trata de
evaluar las capacidades individuales de la gente, sino los recursos
y las capacidades sociales -aprenüdas, organizadas y coordina-
das- adquiridas por el conjunto de los actores parala reahzación
de un proyecto colectivo".

3 Evaluación endoformadva es aquella que permite Ia formación tanto de
los actores y del púbüco interesadq como de los investigadores, con el fin de
mejorar la práctica.
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Lo que se refleia en esta definición es también la tensién entre

do, portor"s metodológicas que corresponden a la oposición clá-

sicu .ntre el polo científico y el polo de la acción públ-ica (r'er
'rweber, 1959). La evaluación, como el análisis de política pública

erl general, üfícilmente puede escapar a esta tensión" Com<¡ 1<:

anotaf-eca (1993), el reto de la evaluación consiste iustamente en

articular estas dos dimensiones --científica y práctica o política*'

para intentar suPerar esta contradicción de mancr¿ constructiva'
iWlarrrut y (198ó subraya que el propósito del analista cie políticas

no está en la elimin¿ción de todo iuicio de valor, sino en elevar el

nivel de la discusión entre intefeses contradictorios, cc¡n la finaü-

dad de que, en lo ideal, el debate sea de mayor calidad y permita

elegir entre varias alternativas de acción meior conr:cidas'
-Esta 

ambición de coniugar el rigor analítico y la acción política

lleva a Duran (1999169-175) a definir la evaluación rle politicas

públicas como una actividad de inuutigaciór aplicada, de producción

de un conocimienfo compromüido con las real-idades socialesa. Para

M<¡nnier (1992:101), es sr-¡lamente con este compromiscr de la eva-

luación con Ia realidacl y con los actores' que ésta tendrá una utili-

dad social y disminuirá el riesgo de quedar olvidada en algún cajrin

de una ofiiltr" (o que sirva ¿e insuumento al servicio exclusivo de

los directivos). Al parecer, la posibüdad de que la evaluación sea

socialmente útil no dependería mucho del rignr técnico de la me-

todología empleada, sino de la cteübiüdad, y en consccuencia de

la legitinidaá, en el enfoque empleado por los actore$ soci¿les

a Duran (1999:1ó9-170) describe la actividad de evaluación como "la aprecia-

ciónnzonadade las acciones definidas e implementadas por las autoridades

públicas Para su contribución al tratamiento de los problemas públicos que

.ü^, h"rrld.rrtificado y que requieren de su interve'ciír'. lista apreciación

interviene con base en un conocimiento profundo, tanto cle las cr:nsecr"rencias

que estas acciones inducen como de krs procesos que las proclucen"'

t4l
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invoh.rcradr¡s (cvaluadores v evaluados). Es decir, que la evalua-
cirin no puede escapar del cc¡nrexto polírico de la acción pública
qne ¡rrctcnd e analizar.

En lrr fundamental, como lo señala l)uran (1.999: 770-1.72),la
evaluacirjn de poiíticas públicas constituye una herramienta para en-
carar krs tres principales fetos de los gobiernos democrátic<ts con-
f:emporáneos: comprender, comunicar y controlar. Los gobiernos
cleben tr¿rtar cle conQrcnder lo que pasa con los procesos sociales in-
cluciclos por la acción pública para fundamentar de manera lo más
acertada posii:le las acciones futuras; los regímenes políticos demo-
cráticqrs tienen también la obligación de conunicar para expücar, con
basc cn una información argrmentada, y dialogar con sus públicos
con e[ fin t]e cqrnsegtrir el rcspaldo a sus acciones; y, por ultimq los
gobiernos no pueden clejar de lado la responsabilidad de ejercer un
¡onfml stlsre las acrividades quc reahzan.

3. Trpos DE EvALUACTóN

La varieriad cle modelos y tipos de evaluación es el reflejo de la
complejldad de la acción pública, de sus objerivos y de su inter-
pretación. Se pro¡rone acluí introducir el tema a partir de tres pre-
guntas claves: ¿cuándo se evalúa? ¿para qué y qué se evalúa? y ¿quién
er-¿Jira? I.,a primera pregpnta hace referencia al momento del pro-
cesc¡ cle la política r¡ de la acción pública en que se desarrolla la
ilcti¡¡idacl cle cr.aluación: ¡antes de su ejecución, clurante su
implerrrentación r.r después de ésta? La segunda pregunta nos invi-
ta a prccisar las flnalidac{es de la evaluación pa:a determinar el
olrieto a evaluar r el tipo de evaluación gue se requiere. El tercer
critcrio ileva a interrogarse sobre la posición que ocupan los
evaiua.dr>res con respecto al proceso.

3.1. E¡- MoMENTo DE r-l EVALUAcTóN

Sc cltsdngr.ren traclicionalmente tres posibles oportunidades para
la realizacicin de una evaluación. La evaluación que se tÉ.¡1i2a a¡n¡sg

de una acción es la eualuaaón ex antei la que acnmpdña la puesta en
marclra r-ie la acción pública se conoce como eaalaación nncoruitante

r 4-a
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o continua, y la que se rcahza posteriormente a la ejecución de la ac-

ción es reconocida como eaalaación ex post.

3.7.1.Ln nvru-u¡cróN EX ANTE

La evaluació n ex attte,llamada también a prioi,de factibilidad o
prospectiva, consiste en reahzat vn análisis de una propuesta de ley,

programa o proyecto para determinar los efectos que provocaría

su implementación. Es un instmmento prospectivo y de aluda a la

decisión y consiste en pronosticar cuáles serán los impactos futu-

ros causados por un proyecto, aJ anahzat las diversas opciones

diseñadas, generalmente en función de tres criterios: su eficacia, su

impacto previsible, y su impacto en otras políticas públicas. El uso

de la evaluación ex ante se desarrolló particularmerite en cuatro

sectores de actividades -los estudios de impacto legislativo, los

proyectos de desarrollo, los proyectos infraestrucrurales y los estu-

dios de impacto ambiental-.
En el caso de los estudios de impacto legislativo, el obietivo es

conocer mejor las consecuencias y los efectos previsibles que Pro-
vocatíauna nueva legislación' Se pretende, pot.lo tanto, meiorar.el

pfoceso de elección entre alternarivas legales e instrumentos iuríü-
ao, puru alcanzat la meta. Por eiemplo, tanto en Francia cQmo erl

Suiza, un estudio de impacto debe acompañar cualquier proyecto

de ley. Este estudio debe contemplar, en Francia, por lo menos los

sigoilntes temas: ventaias esPeradas' impactos en el empleo' im-

pr.,o, en otros intereses generales, incidencias financieras,.impac-

io en términos de formalidades administrativas, consecuenci^sP,.ra

el ordenamiento furídico e incidencias indkectas y no voluntari¡s.

U na metodo lo gla paru estimal estos efectos de maneta prosPecüva

sugiere orrr."ñ.*ión otientada alrededor de cinco preguntas prin-

cipales (Cetel, 2000):

¿Es necesaria una (nueva) reglamentación?

¿Cuáles son las posibles soluciones alternativas?

inn qe medida las soluciones alternativas logran alcanzar la meta

anhelada?

¿Qué incidencias' tanto positivas como negativas, podrían produ-

cirse?

¿Cómo evaluar estas incidencias?
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En el conjunto de herramientzs para evaluar el impacto legisla-
tivo ex aflte, se encuentra también el método experimental. Ante la
incertidumbre de los efectos que podría generar una política de-
terminada, ésta se implementa de manera expedmental sobre un
grupo restringido de la pobiación, una ciudad o un departamenro.
El impacto es entonces anaüzadoy segun los resultados se toma la
determinación de generahzar la política para todo el país, abando-
narla o ysalizlt aiustess

Otro ejemplo de uso de la evaluación ex antelo encontrarnos
en eI área siempre más amplia de los proyectos de desarollo. Los
organismos financietos (BID, FMI, minisrerios, etc.) solicitan la
rcalización de una evaluación de factibiüdad, como requisito para
tomar la decisión de financiar o no un proyecto .specídco pro.rr-
tado por una instirución eiecutora. En estos casos los orgúr*o,
analizan en especial la pertinencia y la consistencia interna de la
propuesta, la consistencia entre el contexto y los beneficiarios, la
coherencia entre las metas y objetivos esperados y los medios y
recursos previstos, la adecuaciór, i.l pr.rrriuestq la <filosofío> que
se quiere favorecer, entre otros aspectos.

En un campo vecino al anterior se encuentra la evaluación de
impacto, la cual es utüzada ya usualmente pan las obras de infra-
estructura y proyectos de alguna importancia como vías, aefo-
puertos, represas, etc., siempre con el objetivo similar de facilitar la

s El uso del método experimenul se faciüta en los regímenes políticos
federales ( los Estados Unidos, Suiza) o en los que .orrfi.r.r, .rna cierta
autonomía a sus regiones o municipalidades, Se experimenta una política
en un siiio ¡ si es exítosa, otros sirios la aplicaránigualmente o el Estado
central Ia gener¡lizl¡lp^t^todo el país. En los Estados Unidos se habla de
Iegislación <<rtn¡err>: la legislación se apüca sólo por un tiempo determinado
con el fin de evaluar sus efectos y su pertinen cia pata, Lr.go, tom", .ro"
decisión sobte su implementación definitiva, su modificación o su abando-
no (Osborne, Gaebleq 1994:17 S;papadopoulos, 19951.2g).Ver también el
numeral 3.2. de este mismo capítulo.

144

t'oLInQ4J PL.tbrJLA)

elección entre alternativas. En este tipo de evaluación se tiende en

generai a favorecer el uso de criterios que miden los efect<rs de

tipo económico y financiero, pero minimiza los impactos ambien-

tales, políticos o sociales del proyecto por ser de meüción más

compleia. En estos casos, los métodos utiüzados frecuentemente

se dirivan del cálculo económico y de la reoría del public choi#,

como los conocidos análisis costos-ventaias, costos-beneficios,

costos-eficacia o métodos muiticriterios. Con estos métodos se

pretende rzcionahzat el proceso de loma de decisién; es decir,

reducir el papel de los valores y de la política en la decisión por

medio del, cálculo técnico y de principios de gestión del sector

privado (contabiüdad analítica, control de gestión, dirección por

obietivos).
Est¿ ambición racionalista y tecnocrática ür¡ a luz, en los años

cincuenta y sesenta en los Estados Unidos, el prograrna PPBS

(PlanningProcess Budgetingslsten) y conocido en Ftancia como RCB

(Rationalisation des Cltoix Budgitaires) y en Colombia a progamas r1e

trpo rationaliryciótt del gasto público- Estos prog¡ramas tenian como

función faciütar y pnoljrz'tt las decisiones públicas a partir del con-

trol del presupuesto por Programas específicos. Sin embargo, por

su no adecuación a la realidad profunda de los procesos de toma

de decisión pública?, €stos program¿s de gestión no tardaron ert

mostrar sus límites y fueron abandonados (l'lioche, 19ti2b:639;

ver Uriq 1978).

Este sesgo economicista en la evaluación ox unte de lus progra-

mas y proyectos tuvo consecuencias particularmente en materia

.ambiental. La no inclusión del costo ambiental en los cálcuios lle-

vó, entre otros factores, a minimizar el impacto de las actividacles

humanas sobre el ecosistema. I-a toma de conciencia de los problc-

mas ambientales, a partir de la década de los años setenta, ha provr:-

6 Ver capítulo III.
i Ver capítulo III.
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caclo un desarrollo importante de la evaluacíín ex ante en este cam-

po. Hoy, nurneroso$ países han establecido la obligatoriedad de efec-

ruar uná Er.'aluación de Impacto Ambiental (EIA) para obtenet un¿

autorización de ejecución para los proyectos que pueden afectar el

medio ambiente. La EIA consiste en un exarnen de los posibles
impactcrs ambientales de una acción o proyecto, destinado afadütar
una decisirln por parte de los responsables políticos. Gómez Orea
(en Figueroa Casas y aI., 1998:58) define la EIA como'hn procedi-
miento de aniiüsis, más o menos lar"go y complejo, encaminado a

formar un juicir: preüq lo más objetivo posible sobre la importan-
cia de los impactos ambientales de una acción humana prevista y la
pr:sibüdad de evitados o reducirlos a niveles aceptables". Existe una
gpan varieclad de metodologías (ver Figueroa Casas y a1.,1998) para
tratar de predecir los impactos ambientales de los prcyectos y de
sus pr:sibles altemativas -y así prever medidas de mitigación o re-
¡lr.rnciar al proycctcF.

Estas metodologías tienden a presentarse como una herramienta
científica, basada en las ciencias naturales, con un alto gado de
sofisticación técnica y de simplificación de la realidad a través de
matrice$. I-a gran cantidad de variables y de interacciones posibles
que entran en consideración, y la tendencia a usar más que todo
indicadores cuantificables, no es, sin embargq una garantía real de
objetividad. En efecto, tanto antes como durante los procesos de
evaluación, los rnúltiples lnomentos en los cuales los evaluadores
cleben ietarqwzx preferencias, rcahzar arbiftajes entre criterios,
resolver problemas de mensurabilidad, seleccionar indicadores y
métndos, asignar ponderacic¡nes a los indicadores, etc., teinüoduce,
sin duda, elementos de subietividad en los resultados de la evalua-
ción8. Esto quiere decir que á pesar de los esfuerzos para lograr el

I Además, el sector ambiental, por su complejidad no escapa a las dificulta-
des prácticas señaladas por Herbert Simon en cuanto a la información in-
completa y a las limitacic¡nes de tiempo y de recursos que conducen a escoger
la primeta solución satisfactoria desde el punto de üsta del decisor (ver
capírulo III).
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más alto nivel de objetividad, los evaluadores no pueden escapar,

inconsciente o conscientemente, a introducir elementos ideológr-
cos o nofmativos.

Es probable que detrás de la disputa acerca de las metodologías,
tanto entfe expertos en EIA como entre éstos y actores políticos o

económicos, se esconden verdaderas divetgencias políticas (vet

Majone, 1997). Pot otto ladq es factible que la generalización de

las EIA provoque una cierta estandadzacióri y rutina en la realiza-

ción de esos estudios, situación que puede traducirse por parte de

las agencias de evaluación en una aplicación esquemática de méto-

dos de evaluación similares a problemas distintose. Por eso, nos

parece importante no mirrimizar el riesgo de caer eo una nueva

deriva tecnoctática por parte de los exPertos en EIA, similar a la

de los economistas con el PPBS o el RCB. Sin embargo, cabe

anotar que las EIA han permitido el desarrollo de numerosos es-

tudios que han contribuido a alrmentar los conocimientos discipli-

narios, a despertar el interés por la problemática ambiental, a

favorecer la búsqueda de alternativas, de soluciones innovadoras,

y a tomat meüdas de mitigación.

El hecho de considerar el medio ambiente como un factor

suplemenrafio de restricción a la überrad de elección del decisor,

similar a las restricciones técnicas y económicas ya habituales, cons-

tituye un elemento que posibiüta la elev¿ción del nivel de entendi-

miento de las consecuencias de las acciones humanas $4aione,
1997:109ss, 216). Eso debería meiorar los procesos de elabora-

ción, decisión e implementación de políticas, Programas y proyec-

tos. En la medida que estos distintos Puotos de vista -técnico,
económico, ambiental, entre otros- sean obieto de deüberación

pública entfe los actofes interesados, se fortalecerá un proceso de

aprendrzaie colectivo importante panla construcción y solidifica-

ción de una cultura política más democránca y participativa'

e En este sentido, sería preciso Pensaf en introducir las prácticas de tipo

evaluación pluralisa en la evaluación de impacto ambiental, (ver más ade-

lante).
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otra limitación o resricción que se debería anarizar con más
frecuencia en uoa ev¿luación ex a,te,es la que introd.uce un anárisis
de factibilidad desde el punto de vista iolítico. Tar y como lo
señala Majone (1997:r20),desatender ros frobremas de iactibilidad
política es suponer de manera etrónea qúe ..las políticas pueden
ejecutarse por decreto". El anárisis de factibilidad política i.r-it
asegurarse de que Ia acción política escogida podá imple-.rrr*r"
con cierta gamntía de éxit<r. para ello es pdmordial anartzar cuáres
son los instrumentos de política que se pueden usar, con quién el
gobernante debe compartir su autoridaá y cuáles son los 

".ror.,poüticos y burocráticos cuyo apoyo se necesira @fajone, 1997:120).
En su propuesta de clasificación de las diferentes restricciones de
tipo políriccr, Majone (1997:r22ss) establece tres distinciones bási-
cas; una' en*e las resfficciones objetivas (eyes naturales y técnicas)
y las autoimpuestas (elecciones y compromisos libres), áo", .rro.
metas y resfficcionest, y, l^ ütima, entre las iimitaciones de largo
pJ^.r" y las de corto plazo. Sin embargg el asesor de políticas io
debe limitarse a buscar las sorucion., d.rrt o de ros rímites dados
hicy nunc (uqoí y ahora), sino que debe ayudar a expandir las fron_
teras de lo posible. Las restricciones de tipo poütico e institucionar,
con*ariamente a las limitaciones impuestas por las reyes de ra n"tu-
raleza, son susceptibles-de cambio. El papeide la arjumentación y
de la persuasión en la formulaciOn ae poUticas es aquí fundamen_
tal' Max weber nos recuerda que a to targo de la 

-historia 
el ser

hurnano no habría alcanzado lo posibre ,i u*n" y oúa.oezno hubie-
se buscado lo imposible flVeber, 195g)il.

10 si el elaborador de política esá dispuesto a cambiar un valor particulat (en
el margen) por otros valores, se trata de una meta, en caso cont¡ario es una
restricción --autoimpuesta-. (Ir{ajone,,t997 :127).
11 Idea que tanto los <sociaüstas utópicou 1.^p"ces de anticipar) del sigloXIX ¡:yo los contemporáneos, lograron.orrá.rrr^..r, una reiündicación
pandóiica: "Sean realistas: ¡exijan lo imposible!,,.
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3,1.2. L,r\ rv¡¡-Lr¡clóN coNCoMrrANTri

Otro momento posible de la evaluación es el que acornpaña la

puestá en marcha del proyecto o programa. El objerivo es, por
una parte, conttolar el buen desartollo de los proccdimientos pre-
vistos y, por otra, pernitir Ia detección de problemas para poder
tealtzar.los aiustes necesarios a tiempo. Se trata de re,¿lizar un segui-
miento o monitoreo a las actividades de implementación de un
progfama *insumos, cronograma, r.ealizncíanes, resultados, etc.*
Este tipo de evaluación puede ser de carác,ter continuo o periódi-
co (semestral o anual) y puede ser realizado por personal de ia
misma administración -control intern<> o por ÉÍ:r¡pos €xternos
como en los casos de la interventoría o de la veecluría (ver
Bussmann y otros, 1998:140-150).

La evahndón tonünaa tiende a ser más arnplia que el mr:nitoreo
pof ser concebida como un instrumento quc suminisrra int'orrna-
ción permanente para ajustar continuamente tanto los obietivos como
los medios y los procesos de una política o de una acción púbüca.

Es de particular interés en los casos en que exista Epan incertidurnbre
sobre los efectos de una política por su compleiidad o su carácter
innovador. La evaluación continu¿ es seguramente uria de las rnás

importantes para el éúto de un programa, sin embarp¡ü es la que

menos se pnctica debido a los costos que ella implica.
La evaluación periódica consíste en un control de las actividades

reaJtzadas de tiempo en tiempo y permire con()cer en quc va el

proceso con relación a la planificación estable cida, paru lucgo dc-

terminar correctivos. La inclusión en un prograrna de una evalua-

ción de este tipo obliga a que se haya previsto una programación
de las actividades con un cronograma.

Otra figura conocida es la auditoría. En este caso se trata de

teahzat un informe (periódico o final) a partir de documentos y
übros que dan cuenta de las actividades realizadas por las enuda-

des implementadoras. Por Io general los auclitores son externos a

la entidad y se limitan a la revisión y control pedódico de la conta-
bilidad y la gestión de la entidad. La auditoria es un instrumento de

conttol de gestión y, en este sentido, es un elemento particular den-

tro de un proceso más amplio de evaluación.
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3.1.3, t,¡ ri.vAr.ri¡(l(iN irx J{),tT

I-¿ evaluaciófi ex Plst, fetrospectiva o a posterioi es la que se

teahza con más frecuencia. Se trata en este caso de analizar los

efect<rs de un programa, o cle una política pública luego de efec-

&lada su implementación. La finalidad de una evaluación expost es

generalmente la obtención de conocimientos y enseñ^nzas pat
decisioncs ftrturas.

L.a rcahzaciín de una evaluación ex plst de una política pública
rec¡uiere cle un cierto rigor y descansa en el uso apropiado de he-

rramientas metodokigicas *tanto cualitativas y cuantitativas- desa-

tolladas por las ciencias sociales como la estadística, las entrevistas,

los sondeos, krs análisis de informes y de textos, etc. A continua-

ciónn se prcscnta brevemente una metodología de evaluación ¿x

post de políticas públicas pot expertos externosr2.

El trabajo dc evaluación de una politica púbüca empieza con un
pflyettl de et'ahadón cuya duración se estima en aproximadamente

d<rs meses. Un proyecto de eraluación incluye un esbo4o dtprEecto (o

preprtryectr>) y vn estadio defatübiüdad. El primeto tiene como obie-

tivo ptecisar el contenido de la evaluación, y el segundo tiene que

resolver los problemas metodológicos para su reelización.

El preproyecto de evaluación se estructura a parúr de cinco

preguntas c0ncebidas como etaPas sucesivas y necesarias, Los
evaluadores deben rcaJizar una investigación preliminar con el fin
de dades respuesta en un texto breve de aptoximadamente cinco

págnas:
- ¿Cuáles son los esüudios ya. reahzados, en curso o proyectados
sobte el tema?

'' Es la metodología utilizad¿ por la Comisión Externa de Evaluación de

las P<¡líticas Pirblicas del Cantón de Ginebra (Suiza). Es adaptada y simpü-

ficada libremente por el autor a partir de su presentación en Cetel (2000).
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- ¿Cuáles son las modificaciones normativas ya realizadas' en cur-

so o proyectadas?

- ¿Coál"r-ron los interrogantes que se deben tr^tar? (el problema a

ana\zar)

- ¿Cuáles son los oüos interrogantes posibles y que se descartan?

- ¿Coa., pueden ser las consecuencias prácticas y financieras de la

eval,raci¿n? (propuestas imaginativas de políticas alternativas)

Luego, el estudio de factibilidad indicará, de manera sucinta y

.1"r",.á-o y con qué mediqs se van 
Talcanzzr 

los obietivos de la

evaluación, para lo cual et estudio de factibilidad debe rcsponder a

las siguientes Preguntas :

- ¿EI factiUi. la evaluación ¡ si lo es, ¿con- cuál 
-enfoque

mitodológico? ¿con el enfoque global o por caso(s)? si es de caso(s)'

¿cuál(es) y por qué?

- Co" Urt. 
"tt 

lts métodos y meüos disponibles, icuáles t:" l:t
intetrogantes (formulados en el ptoyectQ que se pueden-seleccio-

n"r definiti.ramente, y cuáles hay que descartar y por qué?

- ¿Cuáles son los datos disponibles y qué dicen?

- jCOt"" se van a recolectar las informaciones necesarias?

- ¿Cuáles son las petsonas a entrevisar?

- ¿Cómo vafl a tf t^tse los datos?

- jCO-o esrá estru*urado el proceso de evaluación? (planifica-

ción, etapas, encuestas' cronograma)

En s.r, coniunto el proyecto de evaluación está concebido.para

ser presefrtado al solicitante con el fin de que decida si adiudica el

conlato parala rcahzación de la evaluación propiamente dicha'

A continuación se presentan con mayor profundidad algunos

aspectos televantes patallelaboración de un proyecto de evalua-

ción y que ilusuan la compleiidad del asunto'

3,2.LAFINALIDAD Y EL oBJETo DE fA EvALUAcIóN

Reflexionar sobte los obietivos que se buscan a través de la

rcahzación de una evaluación es una etapa inicial indispensable a

todo proceso de evaluación serio. De la finüdad de lawaluación

y de las características del obieto a evaluar Y*-" d"p:"der tanto lo

que se evalúa concfetamente como el modo de evaluat'
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segun el interés que motiva a los evaluadores (o a sus solicitan-
tes) se pueden distinguir varios tipos de evaluación. una de las
distinciones más conocidas y útiles consisre en diferenciar las eva-
Iuaciones según dos finalidades principales. si el objetivo de la eva-
luación es informar a los propios actores de un ptograrrT para
que éstos puedan modificar sus acciones para mejom y transfor_
mar dicho ptograma, enronces se habla de una evaluación
endoforuatiua. si la finalidad de la evaluación es informar al púbüco
en general o a actores extemos sobre un programa en particular
para que se f<rrmen una opinión sobre su valor intdnsecq enton_
ces se habla, er este caso, de una evaluaci ón recapitulatiua Qurzmatiw
nalnation).

La evaluación endoformativa busca ayudar a ros responsables
de un programa. En cambio, la evaluación recapinrlativa es útil
para los proveedores de ¡ecursos que deben romar ra decisión de
seguir a pal:r el apoyo a tal o cual programa y, tambi én, para
otfos ¿ctofes que pfoyectan eventualmente implementar un pfo_
grama similar en oúo lugar (A{onnier,7999:11,2). Históricamente
son las ümitaciones intrínsecas de las evaluaciones recapitulativas
--centradas más que todo en el programa mismo_ las que han
conducido al desarrollo de concepciones endoformativas para la
evaluación. Estas ultimas toman en cuenta no sólo el valor del
programa como tal, sino que evalúan además el contexto o entof-
no del programa. Este aspecto de la evaruación es particularmente
importante cuando el objetivo es de imple-.rrtu, programas
novedosos en contextos locales diferentes. Un program^ rir..tro o
experimental puede dat excelentes resultados en la .i.,d"d X, pero
puede fracasar en otra ciudad debido a que er contexto es diferen-
te. Es el problema clásico de las transferencias de soluciones técni_
cas, administrativas o políticas que se aprican sin tener en cuenta las
diferencias de contextos existentes -culturales, sociales, econémi_
cos, ideológicos, etc.- entre el lugar de creación a. rr' irogru_";su implementación en offo.

El cuadro 1-V indica las principales características de las eva_
luaciones cuando se trata de la creación de un nuevo tipo de pro_
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gÍ ma y en e1 caso de la implementación de un progtama ya exls-

tente en un contexto diferente. Realizar una evaluación, antes de

tomar la decisión de implementat un nuevo prografia, permitiría

segufamente ahorrar recutsos y evitar posteriores problernas

(Ifonnier, 1998:114).

1-V.- C¡n¡,crnRisTtcAs DE trNA EvALUAcIÓN

srcúN sus FINALIDADES

3,2.2. Monos ns Ev¡runclóN

Pot su patte, Majone (L999:2|4ss) considera tres moclos de

evaluación del qué se evalúa: los insumos ulüzados, los procesos o

Fuente: Monnier, (1998:114). Adaptación A. Rnth
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los resultados obtenidos. En el primer caso la evaluación se centra
en "los recursos, habilidades y personas que particlpan en la activi-
clacl"; en el segrrndo, "se consideran los métodos empleados para
transformar los insumos políticos, económicos y de otra clase en
productc¡s o rcsultados"; y, finalmente, la evaluación de tesultados
"se concentra en los productos o consecuencias de una actividad
particularo' (Majone, 1999:219). Cada modo de evaluación tiene
sus ventaias I'desventajas en cuanto a la información que brinda a
los evaluatlores.

Segun l\fajone (1999:224) ia elección de uno u otro modo de
evaluación va a depender de dos elementos: el grado de
r¡ensurabilidad de los resultados y el grado de conocimiento del
pr()ces(). Por eiemplo, una actividad como la enseñanza tiene un
balo grado de mensurabilidad de resultados (¿cómo medir la edu-
cacióu?) En este caso, si los resultados son de dificil medición y,
además, el conocimiento del proceso es deficiente, se escogeú pre-
t-criblemente una er.zluación de insumos. En cambiq por ejemplo, la
fabricación de un bien estandarizado es fácilmente mensurable. El
modo de evalual, entonces, podrá ser una evaluación de resultados,
lo cual significa que el modo de evaluar va a depender de las cond.i-
cit¡nes que ofrece el tipo de programa (ver cuadro 2-V).

2-V.- Co¡.roICroNEs DE vr.ABrr-rDAD DE Los MoDos DE EvALUAcTóN

Fuen te: i\f aione ('1999 :224)

|,r4

Poúnc¿spúsuc4s

La evaluaciín de resultados es obviamente la preferida. Pero
las condiciones óptimas para llevada a cabo en el sector público
son raramente reunidas. Se necesitaría que los obietivos de los

programas púbücos estén fiiados precisamente, que se puedan

medir los resultados sin ambigriedades y que se disponga de un
instrumento de medición confiable (Majone, 1999:220). Cuando
estas condiciones no están presentes, es recomendable descartar

este modo de evaluación. Una altetnativa puede ser la evaluación

de insumos porque permite conocer lo que se ha utilizado (¿cuánto

costó?) par;L rcahzar un proyecto o una actividad, pero no nos

dice nada sobre los resultados obtenidos o sobte la adecuación

de los procesos puestos en marcha. Este modo de evaluación
cottesponde mis a una evaluación de upo ex ante y facihta res-

ponder de qué se dispone en términos de personal, de dinero, de

apoyo, de información, etc., para rcaüzar la tarea. Muchos pro-
gramas suelen situarse entre los dos extremos del cuadro -bajo e

incompleto o alto y completo-, lo que invita a construir mode-

los que mezclan elementos de los tres modos de evaluación
(N,Iaione, 1999225).

3.2.3. Nnu¡¡s ns EvALU¡clóN

Otros autores distinguen de otra manera las diferentes modalid¿-

des de concebit la emiuación. Por eiemplq Nioche $982a) propone

cinco niveles de evaluación: evaluación a nivel de medios, de resulta-

dos, de impactos, de eficiencia y de satisfacción (ver cuadro 1V).

LR ev¡.ru,lcló¡.¡ ¡ Nrvp,l DE MEDIOS

La evaluación a nivel de medios es la forma más elemental de

rcalnar una evalqación y consiste €n verificar si los medios previs-

tos para la implementación de una decisión han sido efectivamen-

te puestos a disposición en el espacio y en el tiempo indicados y si

se han utilizado (por ejemplo el nivel de ejecución presuPuestal).

Es lo que en general reahzanentidades como las Contalodas y las

oficinas de control intemo de las administraciones, en el caso de

Colombia. L¿s evaluaciones de este tiPo, Por supuesto importan-
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tes' no dicen nada sobre las consecuencias de la acción pública ni
sobre el proceso de implementación.

I¡ pv¿ruacróN ¡ Nrvsl- DE REsuT.TADOS

Esta evaluación es la más común y consiste en responder a la
siguiente pregunta: ¿logró el programa público alcanzar los objeti-
vos fijados? En otras palabras, esta evaluación indica los resulta-
dos de la acciín púbüca y los compara con los objetivos previstos.
La evaluación a niae/ de re¡u/tado¡ mide los efectos inmed.iatos alcan-
zados por la entidad de ejecución a través de indicadores general-
mente cuantitativos que dan cuenta de su actividad <<ptoductivar>
(¿cuántas personas capacitadas?, ¿cuántas intervenciones quirurgi_
cas?, ¿cuántos expedientes tratados?) La evaluación a nivel de ie_
sultados es la base de los informes de actiüdades y en muchos
casos se complementa con una evaluación a nivel de impactos.

La evnru¡cróN a urvu,r DE rMpACTos

En la evaluaciín a niael de impactos se consideran datos más cua-
ütativos para determinar los efectos previstos y no previstos que
indujeron la acción pública en el entorno social y..or,ó-i.o. Est.
tipo de evaluación, que se lleva a cabo frecuentemente a través de
técrricas formzhzadzs como Dephi ct er Anárisi¡ marücriterios,tiende
a ctear un consenso artificial entre los actores alrededor de un
instrumento de medición. Una debiüdad de estas .""I"u.i;; ;
dica en que no toman en cuenta las dificultad., q".o;;;;;;;;;;
te la implementación. Además, el hecho a. .oro.., ¿. ";;;;;;los criterios de evaruación que se apücan de manera periódica pue-O. g:"..t1 comportami.na, q,r. buscan sadsfacer los criterios
establecidos más que los problemas que suscitaron ra formulación
e implementación de la acción pribüü.

La pvaruaoóN a Nrv¡r DE EmcrENCtA

La evaluación a nivel de eficiencia riene como objetivo relacio_nar los efectos realmente obtenidos con los medios utüzados. Su
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3-V.- Los NrvELEs or rv¡r"unctÓts¡

Acronp,s Aurpw

Decisores
políticos

Sistema
administrativo

I

t_l#lll
Y

Grupos
objetivos

Evetuectów

l, o I JTI c- tÁ p{. l ts I.I t: A s

Público

Eficiencia

Obf etivos

Programa de acción

Efectos previstos y
efectos no
previstos

Fuenter Nioche, 1982a. Adaptación A. Roth
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finalidad es d€terminar el grado de e{iciencia del dispositivo crea-
clo para el progama. Con este tipo de evaluación se obdene una
descripción muy valiosa de los hechos ocurridos durante la
implementaci<3n, pero. sin embargo, no explica por qué se produ-
iercxr estos hcchos. Se utilizan a menudo los modelos costos-efica-
cia 1' 

g¡r*tm-beneficios, esta vez en un contexto ex p\!t.

1,,\ t'rLt¡,t',\ct()N A NIvIi,t. DF- s TISFACCIóN

I-a er"aluación a nivel cle satisfacción consiste en dejar de lado los
objetivos del programa en consideración, para responder a la pre-
gunta: ¿los efectos del programa han satisfecho las necesidades firn-
darrentales? Aquí se consider4 no sin lóg.a que la razón de ser de
la acción pública no es necesariarnente la de cumplir con unos obje-
tivos fijados a través de un proceso institucional de decisión, sino la
cle resolver los problemas esenciales de una población.

El interés en este tiper de evaluación, poco utili"'ada, radica en el
hecho rle que los efuctos de una política pueden, por ejemplo, no
corresponder a los obietivos iniciales (efectos no preüstos) pero
satisfacer a la población. I-a dificultacl de estas evaluaciorr., ,. .rr-
cuent(a en la definición de las necesidades fundamentales, y su ven-
taja es que perrnite al evaluador no sesgar su percepción de la política
con los obietivos {ijados, ya que estos ütimos pueden funcionar
como orejeras para el evaluador (efecto de visión,tunel) que no le
'uan a permitir considerar los efectos no previstos como negativos
(efectos <gerversos>) ${onnier, 1 992:1 04-105).

3.3. Los EvALUADoREs

Finalmente, el ütimo interogante 
^cetc 

de quién evalúa, hace
referencia, descle luego, a los evaluadores de la acción pública. La
problemática de cualquier tipo de evaluación se distingue por su
reflexión sobre la posición y el papel de quienes evalúan. Es preci-
so aclarar que el evaiuador de políticas no puede reemplazar el
debate poiítico y la responsabüdad de los acores poiíticos. por lo
general, el evaluador trabaja para un cliente y por lo tanto no es un
actor púbüco. Lo que sí hace es aportar conocirniento argumenta-
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do a partir de observaciones concretas basadas en normas y valo-
res (Meny, Thoenig, 1992:212). En su trabajo, eI experto stiliza las

herramientas cualitativas y cuantitativas que ofrecen las ciencias so-

ciales. Desde hace algunos años existe un cierto desarrollo de insti-
tutos públicos y privados especializados en l7 ysnlizasign de todo
tipo de evaluaciones. Es de anotar que el desarrollo satisfactorio
de la evaluación como actividad profesional depende de que se

cumplan algunas condiciones preliminares como:
- "una relativa independencia de los organismos de evaluación fren-
te a los solicitantes para permitir el ejercicio crítico y responsable (..);
- Una capacidad pluridisciplinar de los evaluadores;

- Una transparencia suficiente de la información administrativa que

permita el acceso a las fuentes;

- Una pluralidad de órganos de evaluación que permit¿ la emula-

ción entre expertos y su utiJización por los decisores (..)" (tr{onnier

en Men¡ Thoenig, 19922213),

- Una garanúa de publicidad y de acceso a los resultados e infor-
mes $donnie\ lggn.

Existen tres modalidades de evaluación según Ia posición de

los evaluadores: la evaluación externa fteteroJvaluación), la eva-

luación mixta (plutalista, múltiple) y la evaluación intetna
( autoevaluación). La primera, la evaluación extetna, corresponde

al modelo clásico de la contratación de expertos extemos a la en-

tidad y al programa que se pretende evaluar. Otra posibilidad,

cefcana a la anterior pero con obietivos generalmente diferentes,

consiste en la reahzación de la evaluación por especialistas de la

misma administración cuya función es el seguimiento y conrol de

laactividad de la adminisuación-por eiemplq oficina de planeación,

control internq contraloría-.
Para respondet a la limitación inherente a este tipo de evalua-

cíón reaJizada por Personas externas al proceso a evaluar (ver ari-
ba), se desarrolló la modalidad de evaluación mixta que consiste

en conformaf rrf¡o o vafios equipos de evaluadores en los cuales

participan tanto exPertos externos como eiecutores del progfama

y beneficiarios. Para finÑzar,la evaluación intetna o la autoeva-

luación consiste enlarcahzación de la evaluación por los eiecutofes

y beneficiarios mismos del programa (ver cuadto 4-\}'
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4-V.- Trpos DE EVALUAcIóN y EvALUADoRES

4. UN MoDELo DE EvALUAcIór.,¡ urrre:
rá, EVALUACTÓN prUn¡rrSre

4.1. Pn¡srvmcróN

La evaluación pluralista es parte de la familia de evaluaciones
que comparte Ia idea de que los evaluadores ya no pueden ser

solamente un gmpo de expertos <objetivos> y generalmente ex:
ternos al ptogramz sometido a evaluación (corno se concebía en

el lrfome Dehau). Es evidente que los criterios de evaluación de

una política pública van a set distintos en función de la posición
que ocupa el evaluador en un programa específico: político, ex-

perto, funcionario encargado de la implementación, usuario, po-
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hcia, juez, economista, sindicalista, empleador, indígena' etc' De

esta manefa se refleia "la diversidad de necesidades, intereses y

preocupaciones de los actores e interesados" (I\{aione' 1999:21'7)'

bi r. r..orr.rce la legitimidad de estas persPectivas vari¿das sobre

unapolíticaespecífica,entoncesesnecesariorecurriralc<lncepto
de evaluación- pluraüsta (Monnier, 7992) o múltiple (l\faione'

1999:215ss). La ambición (y la d.ificultad) central de la er'aluación

pluralista o múltiple es "contribuir a un cntendimicnto comparti-

io d. las diversas perspectivas criticas" y '' solaR:ente comi:i*

nar o yuxtaPoner "criterios parciales en un criterir¡ general"

(I4ajone, 1999:21'6).' 
En este sentido la evaluación pluralista busca favOrecer la inuo-

ducción de otros criterios, en general más cualitativos' y

metodologías y d-ispositivos cle trabaio más participativos' Con

esto se prJ,*ni. favorecer un aprendizaie colectivo de los proble-

maseintroducirmayorflexibiüdaclenlafrecuenterigideznOfma.
tivadelosmodelosdelosexpertos,Estasprácticasdeberíanfaciütar
el diálogo entre las partes involucradas' con el {in- de posibilitar

.otr.ti, negociados más auténticos y legítimos' Se trata de una

verdadera p"áugogíu de la actividad política' de la democracia'

que apunta a la const ttcción de lenguaies comtrnes entre politicos'

expertos y ciudadanosl3.
'La 

erraloución pluralista se üstingpre de la evaluacién externa

por la creación de dispositivos de evaluación mixtos *{xpertos'

i¡..ororrr, beneficiarios-' Se reconoce así la existencia y la

centralidad de los actores involucrados' Este tipo de evaluación

se entiende corno un proceso nunca acabado de aprendizaie co'

lectivo que se inter.sa por Ia resolución de los ptoblemas socia-

Ies emergentes *Por medio de un üálogo entre expertos' actore$

13 Ver ambién la sección tin¡lada "Decisión y clemocracia" en el capínrk'r III'
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y beneficiarios involucrados* más que por la reüzación de obje-
tivos explícitos {ijados a prioi, El objetivo de la evaluación ya no
consiste en encontrar la mejor solución o la óptima desde el punto
de vista <<técnicor>, sino la más <satisfaciento según el contexto (en

el sentido de Simon, ver capítulo II!. La evolución del contexto
en el cual están inmersos tanto el programa como los actores y las

experiencias individuales y colectivas de los actores y beneficiarios
implican que éstos tienden a cambiat sus aspiraciones frente a las

realizaciones del programa. Por eso, la evaluación como ayuda
para los decisores es aún más necesaria en un contexto incierto e

imprevisible porque la estabilidad y el carácter concreto de los
objetivos son menores. De hecho una evaluación pluralista tiende
a ser endoformativa.

4.2. UN Drsposrrrvo pARA LA EVALUAcIóN pLURAT-rsrA

I",a reahzaitín de una evaluación pluralista necesita la puesta en
marcha de un dispositivo práctico más complejo que en el caso de
una evaluación clásica. Según la presentación hecha por Monnier
(1998:1t4ss) el enfoque tradicional, que se debe evitar, se desarro-
lla en cuatro etapas:

- Contratación por parte de la entidad responsable @eneralmente
la que {inancia un programa) de un equipo de expertos indepen-
dientes;

- Flntrevistas con los responsables del progama y medición de los
efect<-rs;

- Redacción del informe de evaluación;
- Publicación y divulgación del infotme de evaluación con sus con-
secuentes efectos pof parte de la entidad contratante o el archivo
de dicho informe.

Para Monnier (1998:116), este tipo de evaluación es altamente
contraproducente porque la experiencia ha demosuado que si no
se cuenta con una participación de los evaluados, la recolección de
datr¡s e información es dificil, o resuha de pésima calidad. Segun
algunos estudios las evaluaciones extemas tienden a ser de calidad
infericrr a las reahzadas por personas pertenecientes a la misma
organización. Esta siruación se debe a la fúta de conocimienros
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cualitativos de los expertos externos sobre la realidad de los pro-
cesos internos de la otgarttzaaón sometida a evaluación.

Si, como lo considera Monnier (i998:111),la "utüdad social
de una evaluación depende de las condiciones de apropiación de

las conclusiones por parte de los actores sociales a los cuales está

destinada", entonces toma especial importancia la relación de

confianza y de colaboración que se establece entre evaluadores y
evaluados.

Esta relación es necesaria para faciütar un proceso de transfor-
mación de las ideas, como paso inicial ala aceptación de un cam-
bio y a su implementación. Entonces, ¿es preferible excluir la
participación de expertos externos? Monnier (1998:110, 116) esti-

ma, sin embargo, que no es la mejor solución, porque al eliminar
una participación externa al prognma evaluado es muy probable
que para los actores externos se disminuya la credibilidad de la
evaluación. En efecto, siempte va a existi¡ el riesgo de que la eva-

luación se transforme en, o se perciba comq una evaluación que

busca únicamente fustificar o ensalzat una actividad, una gestión o
una organización (evaluación pm dono).

Es precisamente para salir de esta doble dificultad que Monnier
defiende Lareelizaaónde evaluaciones pluralistas. A título de ejem-

plo, a continuación se presenta el dispositivo que propone este

autor para la re¡1izzci6n de este tipo de evaluaciones. Es posible, a

partir de este modelo general, imaginar dispositivos aProPiados a

cada situación particular.

Monnier (1998:11óss) recomienda la constitución de un dispo-

sitivo idóneo (cuadro 5-\) para llevar a cabo una evaluación

endoformativa que se constituye como un verdadero lugat de

negociación entre los diversos actores involucrados.

El elemento central de esta proPuesta metodoiógica descan-

sa en la creación de una estnrctuta ad boc temporal llamada instan'

cia de eaaltación y conformada por los diversos protagonistas del

programa. La conformación de esta instancia es deücada en la

medida en que los participantes deben ser Personas que dispongan

de tiempo y actuen de buena fe. Además, deben estar disPuestas a

dialogar y tefler la voluntad y el interés de reflexionar colectiva-

mente -y no imponer Puntos de vista de manera intransigente).
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Solicitanns

Fuente: Ivfonnier (1 9 9 8:l 1 6)

Según la propuesta únicamente esta instancia esrá habilita dapan
definit los objetivos de la evaluación, ñjar La metodología de tra-
bajo, seleccionar los datos a recolectar, así como proponer crite_
rios de evaluación a través de un proceso de negociación. La
instancia de evaluación reaJiza eI seguimiento a las actividades del
equipo evaluador conformado por los expertos externos. Es im_
poftante que los solicitantes de la evaluación no tengan qayor in-
fluencia sobre las orientaciones y el desarfolro de la evaluación que
la ejercida por miembros de la instancia. El informe final se trans-
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forma de este modo en un documento formal que describe el

trabajo tealizado, las infotmaciones recolectadas y da cuenta de las

negociaciones alcanzadas entre los distintos protagonistas clel pro-
grama en relación con la interpretación de los hechos y de las rne-
joras posibles (1998:1 16).

Cuando no es posible proceder a una evaluación de este tipo,
el autor recomienda la rcahzación de varias evaluaciones paralelas

de tipo recapirulativo, solicitadas por cada uno de los actores
involucrados con equipos distintos. Por ejemplo, la manera más

simple y más económica consiste en realizar dos evaluaciones pa-

ralelas contradictorias: una a favor del programa y la otra opLrcstir.

En todo casq la evaluación debe evitar tornarse en un ¡rrclcedi-
miento rígido destinado principal, si no únicamente, a la "verifica
ción del respeto a las reglas administrativas o de la buena gestirin

de los meüos y recursos" (1v{onniet, 1998:117).

El trabajo central del equipo evaluador consiste en facilitar la

negociación entre las üstintas perspectivas para ayudar a una toma

de decisión en vista de la resolución de los problemas de la acción
pública. En esta perspectiva, Monnier (1998:117-8) indica alEpnas

finalidades hacia las cuales apuntan las negociaciones:

- La construcción de un sistema integral de recolección y trata-

miento de la información (económica, social y operativa) gracias a

la colaboración activa de los actores de la accidln;

- La revelación de las coacciones (o de las ditlcultacles encoritra-

das) de orden técnico, económico, cultural o político, relacic¡nadas

al entorno en el cual se implementa el pro¡pama;

- La concepción de nuevos medios (o de aiustes) rcconr-rcidos por

los cüferentes actores como suscepúbles de aport¿r una stllución al

problema social en cuestión;

- La claificación de la ntturaleza del problema social que motiv<i

lareacción inicial;
- El surgimiento de conflictos en la interpretación cle kls hechos v

la definición de los obietivos de la acción;

- El aprcndizaie de un lenguaje y de conceptos comparticlos por

aculturación recíproca de los cliferentes protag<-rnistas; es dccir la

constitución y la generalización cle lo que se puede llamar un refe

rente compartido;

Instancia de

eualuación gue inclule
du ti n atario s -1t ac to re s

de la acción
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- Fll estímulo al cambio social, a parúr de la confrontación cons-
tructiva de k¡s valores y de los anhelos que existeri en los diversos
sectores de la sociedad, y a partir del descubrimiento y encuentro
<Je capacidades creadvas.

Para terminar esre recorrido en el tema de la evaluación de las
políticas públicas es preciso recordar que la evaluación sigue sien-
do ante todo un proceso político, lo cual quiere decir que la ptác-
tica de la evaluacirin no está exenta de situaciones de arbitraje enue
concepciones divergentes. Participa de este proceso poiítico la elec-
ción enu:e sistemas de clasificación, de referentes, de conceptos, de
teorías, cle modelos o de puntos de vista seleccionados o descarta-
dc¡s. En este sentido la evaluación es parte de la contienda política,
¡ehusar a reconocedo sería engañoso e intentar escapaf a esta di-
mensión significaría renunciar a esperar de la evalu¿ción una cierta
utiliclad s.cial. Por eso a la hora de lograr un efecto positivq la
legitimidad de la actividad evaluadora y de sus conclusiones entre
k:s protagonistas cobra más importancia que la rigurosidad o la
objetividad de resultados a la cual pretenden llegar los expertos.
Pa¡a terminar, nada expresa mejor esta reflexión que la pr"grrrrt"
formulada por Jobert y Warin (citados en Monnier, tOtlAlZZ¡,
"¿si las políticas púbücas nr¡ se hicieron para los expertos ni para
los políticos, no sería más preciso evaluadas a parttde los criterios
de juicio de los destinatarios de éstasl"

Po¡Jnc¿s ntaucts

CapÍruro VI

Este.no y cAMBro DE potÍTrcA pú¡ucn:
UNA APTICACIóN OET MODELO

ADVOCACY COAI.ITIONS

1. Pnrsr,nrncróN

El <análisis de las políticas públicas> es una disciplina que Per-
miie adquitir conocimiento sobre el Estado mismo a partir del

anáüsis de sus actuaciones concretas. El obietivo del estuüo de

caso que presentamos a continuación ha consistido en Proponer
un anáüsis del Estado que parte de la puesta en evidencia de tas

condiciones y de las coacciones que Pesan sobre la formulación y

los cambios en las políticas públicas. El estuüo se realiza para eI

caso de la política ambiental en Colombial.

Por su complejidad en tétminos de dominio de saberes, de

conflictos de intereses, de diseño de instituciones y de políticas

públicas, se considera que la política ambiental es una excelente

reveladora de la naturaleza del Estado. La temáttca ambiental per-

mite mostrar cómo una nueva problemática ha sido abordada e

integrada por el sistema político de un Estado en desarrollo. l¿
evolución de las relaciones entfe el Estado y su ambiente natutal

dufante el siglo )o( es indicadora de los cambios ocurridos en los

1 El caso expuesto es una presenAción parcial y resumida del estudio del

autor @oth,1999a). Para una bibüografÍa y fuentes completas consular el

estudio original.
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valores que dominan la acción pública. Centrar la atención en laspolíticas púbücas ambientales, y particularmente en los momentos
en que éstas han vanado de maqera fundamental, permite eviden_
ciar dimensiones profundas de los procesos poríticts operanres enel Estado colombiano. por.ro h.Áo, p,r.rá el anáüsis der caubio
de política pública en el cenrro del estudio. 

ev' eq'

. No se ffaa aquí de anüzarlos cambios marginales, ar estilo deIos ajustes de Lindblom (lgsg,ver capítul" rólriJil;;;"_
nes profundas que han ocurrido en .l .^*po de la porítica am_biental' Estos cambios, entendidos como .u-bio, de modelo dereferencia, de paradigu en el sentido ¿e rrrr,t, (19g3), son másbien excepcionares. Examinat ras relaciones enüe er Estado y suambiente naturar e investigar cómo cambian, posibüta, de un ladqmostfar cuáles son ros factores determin".ri., y los actofes quedisponen de esta capacidad pa:a modificar t" poíiti* *r.," o ¡.1otrq adquirir conocimiento sobre el Estado .o*o ,^J.. 

---- "'

2. LJN MoDEto r'óruco 
'ARA 

Er aNÁusrs DEL cAMBro DEporÍncn

Pa¡z rcalizar el estudio se utilizó el model o aduocaqt caalitions(Ac), el cual fue propuesb y desa*oüado eqpecífic 
^ rírr-p*'i aanáIisis de los cambios de política en er l"rg ltuo (rrúnimo d.iezañor) por sabatier (19gg) y Sabatier yl.rrro,ir-sl**t, (r9g3).comobase para construir ,r. modero los'iar*-**man los aportesrealizados en el rema por Heclo (1974) y Rose (1g76)en sus res_pectivos estudios. Hecio y Rose consid.ra' q,r. tir-pá;il ;;.tores explicativos de los cambios de poria.* púbücas son eldesarrollo socir

gremios r, "o'#:if,::,':"TiX1'?:ff:ffi: ?1*.*l¿"JEsta concepción pone el acento en los factores apolítica p,i büc a. s ub uti., v ;.-Jir r- smi th or"o "" 
JKí##::Í:modelo expücativo inicial .on t, incrusión ¿. r^.to, es internos a ra

:,"Í;:il:f|;f,:f.'.cisamente con ro, .r..Ls causados por

El aprendizaje porítigo es el efecto producido sobre los actoresy sobre la misma porítica por la suerte de retroacción interna a ra
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política que se produce con el paso del tiempo. La experiencia
cotidiana que adquieren los actores de la política se traduce en una

adaptación o modificación de los comportamientos l actitudes,
en una adquisición de un saber práctico. El aprendizaiehace ref-e*

rencia a los aspectos cognitivos que resultan de la práctica de las

políticas públicas. Segun Sabatier y Jenkins-Srnith este aprendizaje
político es también un factor que influye sobre los contenidos y
carnbios en las políticas púrbücas en el transcurso de los añ<¡s. Iil
pasado de una política, con sus instituciones, su personal, sus ruti-
nas y sus resultados, condiciona la posibilidad y el sentidt¡ cle un
cambio de política y de contenido.

Es así como la tesis central del modelo AC es que los cambios
en las políticas públicas se deben no solamente a factores externos a

la política pública, sino que dependen también de su ünámica in-
terna, de su pasado. Inclusq para Rose y Davies (1994),la coerción
ejercida por esta herencia sobre el futuro de la política sería tan
fuerte que los cambios se realizarian sin verdadera opción y casi

independientemente de quién gobiernaz.

La herencia de una política no se limita a las instituciones y

reglamentos que la conforman, sino que incluye también a las per-

sonas que componen las comunidades de polítitd específicas qüe par-
ticipan de la política y que Sabatier llama las aduocary coalitit'nt fAC/.
Más precisamente, Sabatier (1988:139) define las AC como "las
personas pertenecientes a diferentes posiciones *responsables de

entidades gubernamentales, congresistas, representantes políticos,
responsables de gremios, investigadores- que comparten un siste-

ma similar de creencias -serie de valores fundamentales, supuestcls

y percepciones de un problema específicr>* y que demuestran un

2 Ver también la noción de path dependence en el capírulo l, sección titulada

"El enfoque neoinstitucionalista".
3 El concepto de comunidad depolíümestá presentadr¡ en el capírulo L

169



/ry¡xÉ-Ntx;¡- Ro¡¡,r

cierto grado cle coordi n^i'ión cle sus actividades en el tiempo,,.
segrn el auror, a patir del estudio de estas coaliciones (Ae,'ver-
dadero cimiento de las poríticas, se pueden entende, los'prá..sos
de cambi's (er de continuidad) que operan en las políticas p,iuti."r.
Estas AC, en su conjunto, confo rmatíartun subsistema de política
en el cual ellas compiten entre sí para imponer su propia concep-
ción de la política púbtica. Los cambios de porítica f,iuti." resurta-
rían del trabajo y la lucha de est^s coaliciones de actores. A partir
de los recursos que encuentran tanto en el entorno pertinente al
subsistema de la política -los factores externos*, como en su inte_
rior --el aptenüzafe político-, Ias coaliciones intentadan hacer pre_
'u'alecer su punto de vista, sus valores e intefeses pan lograf su
dominio en la conducción de la política púbüca.

El modelo está compuesro por un subsistema de política y su
entorno pertinente, entorno que se divide en dos categorías de fac_
tores. La primera categana de factores esrá confor*"d" por varia_
bles relativamente estables en el tiempo y la segund" poi variables
más dinámicas, rnás inestables. Estas variables son los recursos o las
coacciones que usan las AC como instrumentos y argumentos para
intentar cambiar (o mantener) una política pública.

De nrodo que, como lo indica er esquema l-vl, er modero está
conformado por:
- El subsistema, incorporado por las coaliciones de política (AC1,
1'c2,...), las instiruciones y otros actores de la poti.i." p,ibti."
-tanto estatales o no estatales como científicos, period.istas, fun_
cionarios, pensadores, etc.- que participan de la problemática de
Ia política púbüca (tiene relación .or .i enfoque áe hs redes, ver
capítulo I);
- Las coacciones y los recursos del entorno, que se dividen en:
primero, el entorno estab/e compuesto, según los a,rtores, por las
características fundamentales del problema, la distribució.- de los
fecuf sos narurales, los valores socioculrurales, la estructura social ¡finalmente, por las reglas constirucionales fundamentales; y ,.g,rr-
do, el entorno dinánico compuesto por los cambios en ras conülcio-
nes socioeconómicas, en la opinión pública y de gobierno así como
las decisiones e impactos que resultan de los ooo, subsistemas de
política pública.
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l-VI.- Er uopnro ADvocAcy coArrnoN

Fuente: Sabatier y J enkins-Smith (1993:22a). Adaptación A. Roth

Como ya se indicó, las coaliciones se diferencian por sus siste-

mas de valores y sus intereses. En su trabajo de influencia sobre las

políticas ellas intentan orien tar lapolítica hacia soluciones que co-

rtespondan a su sistema de intereses, valores y creencias. Sin em-

bargo, con relativa frecuencia se enconaaría en la prácdca un tipo
de actores que Sabatier llama los mediadores de política (poliE

brokers). Aunque la distinción entre mediadores y miembros de

coaliciones no es siempre evidente, se estima que estos poliry brokers,

que no pertenecen claramente a una u otra de las coaliciones, jue-

gan un papel de intermediarios o de puente entre las concepciones

que se enfrentan e intentan encontrar una solución <cazonablo o
<gracticablo al problema.
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El modelo hace énfasis en la importancia de los sistemas de

valores de las coaüciones. Considera, en efecto, Que es a partir de
estos valores que la coalición que domina el subsistemalra aper-
cibir la problemáúca política y que va a imagpn?r, 

^ 
construfu y a

implementar las medidas concretas (instituciones, legislación, re-
glamentos) y, por lo tanto, los cambios serán más o menos difí-
ciles de rcaltzar en función del grado de <profundidad> que
impüque el cambio pan "l ,ir,.-a de valores de la coalición
dominante.

Sabatier y Jenkins-Smith se refi.eren directamente a la teoría de

las revoluciones científicas elaborada por Kuhn (1983) y a sus con-
ceptos de cambio de paradigma y de núcleo duro. En la misma
lóg¡ca de los cambios de paradigma según Kuhn, una política pú-
blica puede ser considerada como un paradigma basado en un
núcleo duro.'Un cambio de política pública se haría según una
secuencia similar al cambio de un paradigma científico: un perío-
do <anormab>, durante el cual se acumulan (€nomalías>>, se realizan

experimentos, la autoridad del pamdigma se fragmenta.y se des-

emboca en una contestación de la validez de éste, para finalmente
nn nuevo paradigma reemplazar a), anterior y se institucionaliza, se

<<normaliza>. Entonces se puede asimilar la política pública a un
paradigma científico pero con la distinción de los cambios marg-
nales (a la periferia del núcleo duro) y las anomalías pasajeras (ele-

mentos en contradicción con el paradigma dominante, pero
toleradas por el sistema) de los cambios profundos que cuestio-
nan el núcleo duro del paradigma de la política pública. De mane-
ta lógica, cuanto más profundo es el <golpo a los valores, más
fuerte es la resistencia al cambio por parte de la coalición de polí-
tica dominante.

Según Sabatier y Jenkins-SmidE el aprendizaje político es sus-
ceptible de provocar cambios de tipo margrnal o alguna (€noma-

lía>, mientras que los cambios profundos ocurren sólo cuando hay
modificaciones importantes en las condiciones socioeconómicas
o políticas generales del sistema. Por lo general un cambio de pa-
radigma o de política pública implica también un cambio de coali-
ción dominante, o por lo menos, un cambio en su composición y
en sus creencias. El cuadro 2-VI resume esta concepción.
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z-Vl.- Esrnucrun¡ DEt sIsrEMA DE vALoREs

DE I'tS ÉTNTS POúTICAS

;Axiomas ,'

,ontb-Íógeá*
y'rlormas¡;

i,fuildarpen'',
it¿,iés¡r,r ,, i .,''',

:Hornbré =
p*u de Ia

rN¡itürataza
i';,,,, ,,,,r,'r:¡, :,,,,,, . ,

r.HbÉ +'r'.do insdPr
,ide iai ',' '.

Imtrleinen*
,rt¿sión'de loe

:' ',axionaas y"

,. ¡rorpras en el
;',',marcó'db log

", fundamentos
,,4euna ', ,

' política

Medios ' :

r,rtiliza{os e'

inforrnacione¡
para la
iirlplernen-''
tasién de Ia
polltica , .

-';.." . Espgcífica al Aplicación a una

"Vupdo" 
Peffi *ú6Si*t*t7¡¡g' polltica, o a un

;t*o:',1"s p#."ras de ,. Progtlma' '

subsisternas : f*Uii.",, ii: ,,. ,' csp*cIfico :,

ü;ri*"¿

., 'Difi.cil,pero
, pg'Cibte si ta
i'r:ptáctic# '

,i:€onter.npla
r. -t¡1¡g!¡4g :: : .:

:,rnoma$as'

.,'
, .Obie-tivo de
!.,,ila.pblídca;.i

r4.
: , FroneCción
. :del .rrreaio

" , ¿mbiente '

, yefsils " :

desarr<:lla
: econémico

Relatiwamente
fácll, es La

actividad
habitual de la
aclrninistración Y

del trabaio
!egi.slativ

Decisiones
administradvas,
interP-retaclorres¡
uqgencia del
problema

Fuente:Roth(1999a),segúnSabatieryJenkins-Smith(1993223;)

La aphcación de este modelo al caso de la política ambiental

colombiana nos llevó a anqLi'at los textos jurídicos que regulan la

gestión de los fecursos naturales a parü de la creación de la Repú-

f,U." de Colombia. En efecto,las normas constitucionales y legales

son la expresión iurídica cle los valores fundamentales a partir de
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lr¡s cuales se üsefran las políticas públicas. Eso nos permitió distin-
guir tres políticas públicas ambientales distintas y, por lo tanto, tres
sisternas de valores con sus respectivas políticas con sus propios
instrumentos iurídicos y adminisrativos. En consecuencia se de-
terminó la existencia de dos momentos en los cuales ocurrió un
cambic¡ fundamental de política pública sobre el medio ambiente.

3. Et EsTUDIo DE cASo

3.1. Tnrs srsTEMAs DE vALoRES y rRES porÍncns AMBTENTALES

El examen de la política ambientala colombiana en el transcur-
so clel tiempo permitió identificar las siguienres tres políticas: una
política <<clásicar (siglo XIX- 1 936), una política <groductivisto> (Ig3G-
1990) v una política de <desarollo sosreniblo (l,9gl-...) con sus

correspondientes sistemas de valores. El cuadro 3-VI presenta de
m^nera sintética los principales valores e instrumentos de estas tres
políticas ambientales colombianas.

La prirnera política corresponde a un período durante el cual
el Estado nacional'busca su consoüdación. Los principales valotes
que dominan €ste pedodo, en lo relativo a la Naturalezay al Esta-
do, son, de una parte, la idea de la superioridad del Hombre sobre
una Naturaleza de la cual adueñarse y, por otra parte, la necesidad
de domesticar esa NatunJeza considerada corno hostil a los pro-
gresos de la civüzaciín moderna. Esta norma fundamental se

combina con la instauración de un Estado dominado por ideas
conservadoras. El ambiente natural es percibido como un-espacio

o Se considenlapolítica ambiental, como el conjunto de las relaciones -y la
evolución de ésras en el uanscurso del tiempo- entre las instituciones esaales
y los recursos y las condiciones naturales (ver Roth, 1999a:78).
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infinito a conquistar y rico en recursos para explotar. En estas con-
diciones, la aclanción de Ia propiedad del territorio es el elemento
previo indispensable a esta conquista y para tal fin se formularon
instrumentos juríücos de tipo reglamentarios y fiscales.

Durante el segundo período (1936-1990), h estrucnrra del siste-

ma de valores dominantes es similat ala anterior, pero lo que cam-
bia es el papel del Estado,ya que éste pretende ser el acror principal
del desarrollo social y económico del país. El conocimiento científi-
co y su uso por el Esado mediante eI plan debe permitir aumentar
rápidamente el bienestar de la población. Eso se tradujo en una
política intervencionista que afectó a los recursos natrüales mediante
la búsqueda del aumento de la productividad de los suelos (y de los
subsuelos), la ampliación de la superficie agrícoLa y el desarrollo in-
dustrial. E) phn fue la herramienta privilegiada pala alcanzx estos

obietivos. Los resultados se midieron en crecimiento del Producto
Interno Brutq en volúmenes de expotación o, según los criterios de
la FAO (Organaaaínparala Agriculüra y la Alimentación - ONI),
en toneladas de fertilizantes utilizados y en capacidad de autosufi-
ciencia alimenticia. Paralelamente a esta política <groductivistD), se

tomaron algunas medidas de protección de sitios y especies, pero
sin embargo ésas fueron poco significativas. Los problemas de con-
aminación fueron minimizados y la legislación de protección am-

bienut a pesar de su incremento progresivo (por ejemplo- Código
de 1,974), fue poco aplicada.

El desatroilo de una tercera política ambiental se hizo en el

marco de un cambio de valores tanto en la concepción de Ia rela-

ción entre el Hombre y la Naruraleza como en la del papel del
Estado. El Hombre es parte de la Naturalezay el Estado ya no es

el actor c p^z de hacerse cargo del desarrollo de la sociedad. Si

arites el Estado teníaque canalizat las fuerzas sociales, ahora debe

liberarlas de su tr¡tela. Los principios que deben Sti"r la política en

general, y la política ambiental, en particular, sorl -y de manera
explícita- los que fueron definidos durante Ia Conferencia de Río

deJaneiro de 1992 (I Cumbre de la Tierra), en su Agenda 27.8n
general se trata de desarrollar una legislación marco típica de un
Estado más orientador que intervencionista. En términos políti-
cos, más neoliberal que socialdemócrata clásico o <<desarrollisto>.
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Fuente: A Roth (1999a:173)

con este enfoque ambiental se pretende obmren pro der
resp€to a los principios del desagollo sosrenible mediarrte l"implementación de una política ambiental desce ntralizada.
articulada a las realidades particulares y baio la respon;üd";
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de entidades administrativas locales o regionales. Para la Agenda
21 la participación de la <<sociedad civib> y la aplicación del prin-
cipio de la subsidiaridad son fundamentales para lograr una
implementación de las políticas ambientales más efectivas. Con-
cretamente se pretende otorgar más competencias a los niveles
politico administrativos inferiores (subsidiaridad y descen uabza-

ción) así como 
^cerc 

r a los ciudadanos a las autoridades locales

mediante mecanismos de participación y favorecer una colabo-
ración más estrecha entre autoridades locales )r organizaciones
no gubernamentales (ONG).

3.2. CeuBro DE poLÍTIcA AMBIENTAL: DE UNA poliTrcA

cl.¡isIcn A UNA POúTIcA PRoDUcTIvIsTA

El modelo teórico de Sabatíer y Jenkins-Smith se ccntra en
coaliciones de actores unidos por un mismo sistema de valores

para explicar los cambios de políticas públicas. Estas coaliciones se

enfrentan para imponer sus valores 1i al mismo tiempo, para im-
ponerse personalmente dentro del subsistema de la política en

consideración.

En nuesuo casq las coaliciones en cornpetición pam la de fi-
nición de los valores determinantes en la política ambiental se

consdruyeron progresivamente durante las primeras décadas del
siglo XX, para luego desamollarse gracias al cambio de política
de 1936. Fue, a grandes rasgos, alrcdedor cle dos polos de ',.alc,-
res y actitudes típicas de la ptoblemática ambiental que se fcrr-

maron estas coaliciones: un polo que hernos llamado
<productivistu y otro polo <conservacionisto>. E[ prímer polo
se caracteúza por considerar como prioritario el crecimientc¡ eco-

nómico y el aumento del nivel de vida. En cuanto al se¡¡*ndo, q!

polo conservacionista, busca la preservación de la flora v la f-au-

na y se preocupa por la degradación del entorno natural ca¡.rsadcr

por el desarrollo industrial y agroindustrial, corno la tala dc bos-
ques, las consecuencias de la intensificación de la productividad
de los suelos, el uso de t-ertiüzantes y pesticirJas, la industrializa-
ción, la contaminación de los ríos, las obras cle infraestrucrura
vial y energéticas y la urbanización creciente.
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3.2.1. Los rRcroRES Dn c¡\NrBro DF. pol.ÍxcA

Durante el período anterior al cambio de política (1900-1930),
las características fundamentales del problema ambiental o de los
recursos naturales así como las técnicas de valoración de éstos no
variaron, pero en cambio se pueden observar modi{icaciones en
factores considerados relativamente estables, como la estructura
social, la expansión del cultivo de café -motor de la economía
colombianar y del banaflo, y las inversiones públicas en las
infraestrucruras de transporte (ferrocarriles, puertos, üas) que pro-
vocaron el crecimiento de la clase obrera y de las ciudades. Las
reglas constitucionales cambian también en un punto fundamental
como es el otorgamiento al Estado de un papel más activo en la
política económica y social. El reconocimiento de la función social
de la pt<lpiedad con la refcrrma consdnrcional de 1936 es el fun-
damento de la er"olución posterior de las relaciones entre Estado y
entofno natural.

El cambio en estos factores <<relativamente estables>>, según el
marco teórico utilizado, interactúa con cambios en factores más
dinámicos. Los cambios sociales estructurales y la crisis económica
de 1929 facilitaron el cambio de gobierno. Desde 1930, y todavía
más claramente desde 1934, el Partido Liberal impondrá una con-
cepción intervencionista del Estado con "I¿ revolución en mar-
cha" rJe López Pumarejo. Es a parúr de ese momento que se

conformó un subsistema de política en eI área ambiental -y más
precisamente en el sector forestal- con la formación y desarrollo
de las coaliciones.

3.2.2. Ln ronunc-lóN oe LAS coALrcroNES

A partir del período 1934-1936 el Estado tomó medidas para
fávorecer la explotación forestal. Posteriormente, una verdadera
política forestai se generó en 1,946 con la creación del Instituto de
Fomento Forestal flFF). Forman parte de este instin¡to las princi-
pales orgauzaciones económicas y gremiales ligadas d sector 

^grt-coia, como la de los agricultores colombianos,la de los caficultores,
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la asociación de los ingenieros agrónomos, el Ministerio de Eco-
nomía Nacional, así como urra asociación de amigos del árbol.

Los intereses para orientar una política de gestión forestal haciala
explotación eran evidentes: convenía a los agricultores y a los

caficultores que las superficies de bosques nanrrales disminuyeran

y que los campesinos sin tierra se transformararl en colonos. Estas

organizaciones conformaron el núcleo de una coalición de actores

interesados e involucrados en la política ambiental en un sentido

productivista.
Al lado de este polo productivista, se desarrolló también una

corriente interesada en la conservación de la flora y fauna. Se con-

formó principalmente de científicos que tabajaban en el descu-

brimiento y clasificación de nuevas especies. Se crea¡on museos de

historia natural, jardines botánicos, herbarios. La riqueza de la na-

¡xaleza colombiana ataio nulnerosos expertos extranjeros. Estas

investigaciones desembocaron en la creación, por ejemplq de la
Reserva Biológica Natural de la Macatena en 1948 QrV 52).

De manera embrionana las coaliciones se desamollaron alrede-

dor de dos concepciones opuestas perq hasta cierto punto, com-
plementarias. La coalición productivista buscaba promover la

intensificación del uso de los recursos naturales con el apoyo de las

nuevas técnicas mecánicas, químicas y de gestión. Esta coalición

disponía del respaldo de las asociaciones económicas y se apoyaba

en el desarrollo de las ciencias agronómicas por lo que a partir de

los años cincuenta,las universidades crearon facultades de Ingenie-

ría Forestal. El intervencionismo del Estado suscitó la creación -a
veces directamente desde las oficinas gubernamentales- de multi-
ples gremios supuestamente representativos de los intereses socia-

les y económicos del país. Estas asociaciones encontraban ahí un
canal para legitimat sus intereses económicos y profesionales, y

orientaban así la actividad del Estado.

Del ouo ladq a partir de las Escuelas de Ciencias Naturales

--en la uadición de la Expedición Botánica de Humboldt- y de la

creación de facultades y departamentos de ciencias biológicas, se

consuuyó la coalición (conservacionista>. Es tas instituciones inicia-

ron investigaciones que apuntaban a la preservación de ciertas fe-

giones por el interés ecológico, científico, paisaiístico o cultutal que
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presentaban. [.os miembros d.e esta coalición se reclutaron enton_
ces básicamente enüe los profesores de biol ogta y ecología y susestudiantes. Esta coarición permitió ra creación de varia, Á.á", yparques naturales

De modo que a partir de ra constitución de este subsistema depolítica ambiental, dos sistemas de valores se alojan denffo de lasinstituciones estatales. De un ladq los agrónomos, las asociacionesde agricultores y los caficurtores cárrforman una coaliciónproductiüsra y, del otro lado, una coalición conservacionista _ins-
talada más bien en los círculos académicos púbücos y privados_
se. confiorma por ciendficos interesado, portsu orientación disci_pünari4 más que en ra conservación de la Narurat eza. 

- --- *"

3.2.3.L¡ oomNacrórq DE LA coar¡crórr¡ pRoDucrryrsra (1950 -rg70)

El período de postguerra mundial fue muy favorabre a racoalición productivista. Tres factores se refuerzan mutuamente:
una orientaitónpolítica favorable a la planificación y alacenrra_lización de los procesos de decisión en el contexto de la demo_cracialimitada del Frente Nacional; ra importancia centrar otorgada
al desarroüo económico y, en especial, al aumento de la produc-tividad agúcola y; finalmenre, la influencia de los organismos fi_nancieros y científicos internacionales en la determinación de laspoüticas nacionales.

A partir de ros años cincuenta, de conformidad con las con_cepciones dominantes de la época sobre el papel del Estado,Colombia intentó planificar ,l', á.."r.oilo ..orómico ¡, social. Lain*oducción de los métodos de planificación favoreció refor_mas instirucionares hacia una concentración der poder de deci_sión' Esta tendencia curminó en 196g con la reforrna adminis*ativa
del presidenre Lleras- Restrepo,.gracias a las instancias de pranifi_cación tomaron un lugar privilegiado en ros procesos de deci_sión p'* el desarrolro económico y .o.irl. se creó erDepanamento Nacionar de prane ación pNp) y er consejo Na_cional de Política Económica y Sociut qcorrp.ó, 0". es una suer-te de consejo de ministros ampli"do qrr. ,ilnd; er presidente dela Repúbüca. una de las .orr.l.r"ncias d. .sL proceso de cen_
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traJtzación será la reducción, aún mayor, del papel del Congreso
de la República.

En el tema ambiental esta concentación de pclder se ha tra-
ducido, primero, en la creación en 1952 de una División de los
Recursos Naturales en el seno del Ministerio cle Agriculrura, La
misión principal de la División consistió en desarrollar las obras
telativas a la economía del suelo mediante el uscl cle técnicas
modernas. Como lo indica Rodríguez (1,998), en ese enronces,
un Ministro de Agricultura estaba evaluado por su capacidad de
acrecentar la producción y Ia productividad agricola, más que
pof su empeño en proteger suelos o paisajes. Fue en este conrex-
to que se crearon tarnbién, entre 1954 y 1968, varias corporacio-
nes de planificación regional para un desarrollo integral, basadas

en el modelo norteamericano de la Tennessee T,"alle-y AuthoriE (por
ejemplo, la Corporación del Valle del Cauca, CVC). fin 1968,
una nueva teforma en el seno del Ministerio de Agricultura creó
el Instituto Nacional de Desarrollo de los Recursos Naturales
(Inderena) como un instituto de investigación agrorrómica y, a la
vez, al igual que las corporaciones, para promoción del desarro-
llo económico y de protección de los recursos narurales. lil obie-
tivo era proseguir más eficazmente el mandato constitucional de

hacer un pleno uso de los recursos naturales. l-a responsabiüdad
de cumplir con este mandato en todo el territorio nacional fue
repartida entre el Inderena y las corporaciones regionales: en
donde existía una corporación, el Inderena delegaba en ella sus

funciones' en materia ambiental.
La prioridad que se dio al aumento de la productjvidad ag-rícola

no dependió sólo del gobierno colombiano sincl que fue suscitada

especialmente por la comunidad internacional a través de los orga-
nismos nacionales e internacionales de ayuda aI desarrollo. Con apo-
yo en la idea del plan Marshall que permitió la reconsuucción de

Europa después de la Segunda Guera lv{undial, las instiruciones
internacionales consideraron la posibilidad de favcirecer el clesarro-

llo en los países preindustriales, y fue así como numerosos ec()no-
mistas y expeftos (de la Cepal, del Banco Mundial, etc.) fueron
mandados a estos países para diagnosticar la situación y diseñar pla-
nes de desartollo destinados a facilitar el despeg3le económicr¡" Es-
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tos expertos tuvieron una influencia determinante sobre el diseño de
las estructuras institucionales y la orientación de las políticas públicas
tle numerosos países del llamado (dercer mundo>.

Fue así como hasta los años setenta los diferentes planes de

desarrollo clel Estado colombiano fueron principalmente conce-
bidos por expertos externos. Gran parte de estos planes se diseña-

ron de tal forma que pudietan acceder a los créditos otorgados
pr:r el Banco Mundial o el Banco Interamericano de Desarrollo
(BID) o, desde 196A, a los fondos de la <álianz^para- el Progreso>.

Ilstas instancias consideraban que las dos fuentes principales de

desarrcrllo econírmico se encontraban en la valonzación máxima
de los recursos narurales, en particular la tierra, y en el empleo de la

energía potencial de la abundante mano de obra.
La sustentación de cada reforma se hacía siempre con base en

informes y opiniones de consejeros extranjeros, de los Estados
tlniclos en particular, com<¡ Lauchlin Curie (plan de 1961 y de
1971) n Albert O. Hirschmann (1952-1,956). Como lo muestra
este último en sus escritos (1964, 7975,1985), los países en desa-

rrollo se transformaron en verdaderos laboratorios para experi-
rnentar teorías sobre desarrollo económico y social. Los gobiernos
adaptaban sus instituciones y proyectos en función de la ultima
tesis en boga en las instituciones internacionales. Esto fue ciertq
para Colombia en especial, en el caso de las políticas energéticas y
de las políticas de ajustes económicos estructurales.

El carácter netamente tecnoctático y economicista de este en-

foque acruó evidentemente como una incitación muy fuerte hacia

una concentración y cenralización del poder de decisión en las

más altas esferas del poder político. La adecuación de los planes a

las exigencias formuladas por las instituciones internacionales etarl,

además, necesarias para que el Estado siguiera obteniendo los re-

cursos inclispensables para la continuación de sus actividades de

fomento y apoyo a las políticas <groductivistas>. Los créditos ex-

ternos de asistencia aJ desarrollo fueron así la base del crecimiento
del Estado: las inversiones públicas, que representaban el 75,9o/o

del Producto Interno Bruto del país en 1950, subieron hasta 29,60/o

en 1970 y los gastos del Estado pasaron del9,7o/o al17,60/o del PIB
durante el mismo período (Ocampo,7987:304).
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3.2.4. I; coauctóN PR9DUCTIVISTA cuEsrloNaoa (1970-197 4)

A partir del final de la década de los años sesenta' aparecieron

en el país las primeras fisuras en la casi unanimidad que suscitaban

los objetivos de crecimiento económico máximo. Las críticas

<antiproductivistas> proviniefon de la academia colombiana y en-

contrafon eco gracias a factores externos. En 1972,1a Conferencia

de las Naciones Unidas de Estocolmo y eI Infortze norte-sur de Ia

Comisión Brandt dieron argumentos y legitimidad a las críticas de

los profesofes y primeros militantes ecologistas. La expresión <<rne-

dio ambiento) empezó a tornar el sentido con que se le conoce

hoy; el Club de Roma alertó sobre la existencia de límites al cteci-

miento económico: el planeta^fíerta no aguanta todo y sus fecur-

sos no son infinitos. Sin emb argo, estos afgumentos fueron

percibidos por los dirigentes de los países menos industrializados

como un problema que tenía validez o vigencia sólo para los paí-

ses desarrollados del norte.

El surgimiento de críticas al modelo de desartollo <<produc-

tivisto> es también una conseorencia no deseada de la política de

desarrollo misma. En efecto, la implementación de una política

basada en Ia búsqueda del aumento de la productividad de los

suelos, causante de daños ecológicos que ya Se veían, se acomPa-

ñaba obviamente de un fomento a la investigación agronómica y

biológica tanto en las universidades como en el Inderena. Esta

estrategia, llu€ se enmarcaba en la política groductivista>, tuvo

pafa esta coalición consecuencias inesperadas. En efecto, fue apat-

tir de estos centros de investigación y del Inderena que surgieron

dudas y críticas sobre Proyectos concretos de desarrollo. Siempre

con más evidencia, estos Pfoyectos Pfovocaban üscrepancias o

enfrentamientos entfe diversas instituciones púbücas. Si hasta en-

tonces, los enfoques <groductivista> y (consefvacionistor parecían

más bien complementafios, por el hecho de que desarrollaban sus

actividades en áreas geográficas distintas, ahora se enftentaban con

respecto a pfoyectos esPecíficos.

Tres proyectos ilustran perfectamente el conflicto cfeciente en-

tre las dos coaliciones: la desecación de laltgtna de Sonso ü"11.
del Cauca), el proyecto de construcción de una refinería petrolera
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en el Valle del Cauca y la creación de un complejo turístico en el

Parque Taytona. Con estos ejemplos se puede vet cómo la
implementación de una política determinada terminó por fortale-
cer una coalición de política opuesta. Ilustran también, más allá del

conflicto entre codiciones, el proceso de fragmentación de la au-

toridad de un paradigma y la contestación de la vahdez.de dicho
paradigma <productivistar de la política pública ambiental.

La cuenca del úo Cauca en el Valle del Cauca constinrye una
región particularmente aptl pat^ el desarrollo de Ia agriculrura in-
tensiva. Desde los años cincuenta fue someuda a intensos esfuer-

zos de desarrollo agroindustrial principalmente con la caña de

azúcaf . La necesidad de tierras provocó la ta.Ja de los bosques, la

desecación de los lagos y lagunas y el uso masivo de fertiüzantes y
pesticidas. Estos esfuerzos de desarrollo se complementaron lue-
go con la apernrra en 7964 de un Departamento de Biología en la

Universidad del Valle. Para su formación, varios profesores de
este Departamento obtuvieron becas de estudios en los Estados
Unidos (por ejemplo, Aníbal Patiño). De regreso a Cali sus estu-

d.ios evidenciaron la degradación de la laguna de Sonso causada

por las numerosas obras viales, de contención y por la disposición
de basuras. Una campaña púbüca iniciada por estudiantes y profe-
sores de la Universidad del Valle para salvar la laguna y su fauna de

su desaparición permitió proteger el sitio. Esta lucha impulsó la

creación y el desanollo de las primeras asociaciones de protección
del medio ambiente. En particular, el grupo Ecodesanolb se opon-
dría de manera victoriosa a la construcción proyectada de una
refinería peuolera también en Valle en 1,972. En este ultimo caso

los atgumentos científicos lograron demostrar la inutilidad y la
nocividad de esa construcción. El proyecto fue archivado.

s El fomento de los cultivos de caña detzitcar en elValle del C¿uca por las

agencia3 intemacionales de desarrollo fue una consecuencia di¡ecta del
embargo comercial decidido por los Estados Unidos sobre la Cuba de Fidel
Casuo.
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Luego, en 1973, una movilización rcahzada por la defensa dei

parqoeñatural Tayrona fue, sin lugar a duda, la principal victoria

purila coalición conservacionista. El Estado pretendía construir

un lojoso compleio hotelero dentro de la reserva namral del Tayrona

,o*á 
"*t ^,.giu 

para desarrollar el turismo. El Conpes había apro-

bado el proyecto y también se había conseguido la financiación

por part; del Banco Mundial y del BID' Una campafta de prensa

irri.i^¿" por el periódico El Tienpo, con base en un informe nega-

tivo del Inderena sobre dicho Provecto, provocó una movihza-

ción popular sin precedentes en conffa de la rcaltzactón del compleicr

hotelero. Los oporitores al proyecto recibiefon apoyc)s' inclusive

desde el e*terior, de prestigiosas organizacksnes como el \X/wtr

Esta campaña obügó al presiclente Misael Pastrafta, ^ 
co¡gelar la

reñzación del Proyecto turístico'

si bien es cierto que estos eiemplos se refieren a alg*nos fracasos

en la lógica del paradigma de desarrollo de la coalición <productivista¡>'

es de anotar qoe delodos modos esos éxitosfueron más bien po-

cos, pefo sin embargo fueron importantes en el plano político. Ac-

,or., políticos e instito.ionales, con Poca capacidad de intervención

en los procesos de decisiófr, como las universidades y el lndefena,

logr"Á una influencia sin precedentes y ampüar<¡n el interés por el

,.L, ambiental mucho más allá de los círculos habiruales.

Pero estos eventos fueron circunstanciales' Son los ecc¡s d'irec*

tos a Ias preocupaciones en el escenario internaci6nal, en especial el

<efecto Esto.olrno>. Para los iuristas la Declaración cle Estocc¡lmo

ha sido el punto de particl a püa la elaboración de un derechcr

ambiental más cohefente que reemplazó la mayoría de las normas

á" U éposa. Ért", eran, en Colombia como en otras partes del

mundo, sólcl respu€stas a casos concretos o ctlpia de norfnas

foráneas cuya aplicación eran casi imposible'

Esta.oyorr*ra fepresentó un recufso fundamentai para que el

Inderena, pilar cle la coalición conservacionista, solicltara una

reformulación completa de la legislación ambiental c<¡lotnbiana'

Las competencias y experiencias del Instinrto en el maneir> de los

requfsos natufales permitieron que éste tuviefa un papel irnportan-

te en el proceso á. creación normativa. Con la expediciórr del

Qódigo Nacional de los Recursos Naturales Renovables cle 1974,

¿

I
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Colombia se quedó con una de las legislaciones ambientales más
completas del rnundo. El examen del proceso de creaciór y apro-
bación de este Cóügo es ilusrador del funcionamiento del Esta-
do y cle la distribución del poder en su seflo.

La idea de un códigcr nació, al parecer, en la acadernia (Univer-
sidad Nacional de Colombia y Universidad de los Andes) y en el
Mjnisterio de Agricultura. Primero, se hizo aprobar por el Con-
gÍeso una ley que autorizaba al presidente de la RepúbItca ainiciar
la redacción de un código. La elaboración del proyecto de cóügo
estuvo formalmente a cargo del Inderena, lo cual fue apoyado
por la FAO y el PNUD. El autor principal del texto fue el jurista y
experto de la FAO, Juto Mryd". En junio de 1,974, se presentó el
proyecto al presidente Pastrana Botrero, quien soücitó una revi-
sií¡n del texto. Esta actitud implicaba deiar la decisión al siguiente
presidente, Alfonso López Michelsen, quien entraba en función
del cargo en agosto del mismo año. El proyecto se entregó enton-
ces a las comisiones padamentarias y a las otgarizaciones profe-
sionales (SAC, ANDI, Camacol); finalmente, el nuevo presidente
nombró a su secretario furídico en la presidencia de una comisión
para la redacción final del proyecto. En diciembre de 1974 el pre-
sidente aprobó por decreto el Código Nacional de los Recursos
Naturales.

Sin embargo, enüe la redacción del proyecto de código y el
texto aprobado finalmente, se suprimieron los aspectos regLamen-

tarios y de procedimiento así como el capítulo sobre sanciones.
C<¡n esos cambios el código aprobado se quedó casi como una
declaración de buenas intenciones, un texto sin <dientes>>, inspirado
en las legislaciones estadounidense y mexicana. El recorrido admi-
nistrativo que sufrió el provecto de código indica el poco com-
promiso del E,staclo con el tema y su desinterés por adoptar un
texto que se pudiera aplicar. Por ejemplo, ningún funcionario de

alto nivel, en particular del Departamento Nacional de Planeación,
participó en la reclacción del texto; el presidente M. Pastran^ no
quiso clecretadc) en su primera versión a pesar de que tuvo el tiem-
po neceszrio para hacedo; los cambios de personal que implicó la
entrada en funciones de url nue\.o equipo presidencial y las priod-
dades clel nuevo plan nacional de desarrollo Para cerrar la breclta
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-<l cual hacíaénfasis en el crecimiento económico y el empleo= no
apuntaban en favor de una reglamentación ambiental más estricta.

Además, la consulta a las orgarttzaciones agrícolas e industriaies
rcaLizada al final del proceso permitió, seguramente, su tranquiliza-
ción y el descarte de todo riesgo para sus intereses ante una apüca-

ción efectiva de medidas de protección ambiental. El éxito de la
coalición (conservacionistar> fue entonces, como se muestra a con-
tinuación, más que todo una üctoria simbólica y destinada, ante
todo, a fortalecer la imagen del país en el exterior y en los organis-
mos internacionales.

3.2.5.I¿ coNrnaoFENSrvA pRoDUCTrvrsrA o uN cArvrBro op poúrl-
cA FRUSTRADo (197 4a986)

Si el período presidenc ial 1,970-1974 estuvo marcado por el

surgimiento de la problemáncaambiental, el período siguiente carn-

bió de rumbo y permitió el regreso a una política de <<separación

de los territorios)) entre las dos coaliciones. En efecto, Ia estrategia

del gobierno fue, de una parte, fortalecer la protección de los re-
cursos naturales en las regiones de bosques tropicales y en sitios
reconocidos por su importancia ecológica o paisajística y, de otta
parte, apoyerr la planificación del desarrollo económico.La rcahza-

ción del componente (conservacionisto> de la nueva estrategia fue
otorgada al Inderena y el componente relativo al desarrollo eco-

nómico se implementaría mediante, las coqporaciones regionales

de desarrollo integrado ya existentes y con la cteaciín de nuevas.

Estas coqporaciones fueron puestas en '1,976 bajo la tutela del De-
partamento Nacional de Planificación (Decreto 133 de 1976).

Es preciso recordar que según la sepanción establecida par
las competencias, las atribuciones en materia de protección am-
biental del Inderena se uansladaron a las corporaciones donde

éstas existen. Es así como las co¡poraciones tenían latarcabastante
contradictoria de valonzar y, al mismo tiempo, de proteger los
recrusos nah¡rales. Pero en Ia ptácaca,La mayoúa de las corpora-
ciones concentrlron sus actividades en el desarrollo económico en

detrimento de la protección del medio ambiente (Rodríguez,
1998:60), de modo que la coalición <<conservacionistar>, a través del
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Inderena, se fortaleció únicamente en la periferia del país, fuera de

los grandes centros industriales, agroindustriales y de población,
mientas que con la coqporaciones regionales existentes y con las

nuevas, se permitió a la coalición <groductivistar> dominat las zo-
nas urbanas y sus periferias (la Coqponción Autónoma Regional,

CAR, en Bogotá, la CVC en Cali). Esta estrategia se mantuvo du-
rante las dos siguientes presidencias (furbay, 1978-1982, yBetancur,
1,982-1986).

En 1980, el Inderenateníaque velar el90o/o del territorio nacio-
nal. Luego, en 1988, debido a la creación de nuevas corporacio-
nes, sólo le quedabaunT}o/o del territorio, habitado por el 40% de

la población del país. Es decir, que se sustrajeron del contrgl del
Inderena los teritorios con mayor población y en los cuales se

desarrollaban las actividades más contaminantes. El trabajo del
Inderena se centró, con pocos recursos financieros, en la cteaciín
y gestión de parques naturales, la investigación en faunay flon,la
promoción de la piscicultura, la reforestación y la educación am-
biental. La autondad del Instituto fue por lo tanto muy difusa y
poco eftcaz. Además, parz las corporaciones el Código de los
Recursos Naturales nunca fue realmente percibido como una ley

de aplicación nacional, sino más bien como una suerte de regla-

mento interno válido en las regiones bajo la jurisdicción del Inderena

Eodtíg"ez, 7998).

3.3. CNvrBro DE porÍTIcA: DE rrNA poLÍTrcA pRoDucrrvrsTa A

LINA POLÍTICA DE DESARROLLO SOSTENIBLE

Si bien es cierto que la producción legislativa en materia am-
bient¿l se acrecentó significativamente desde los años setenta, en

particular con el Código Nacional de Recursos Naturales de 1974,
es de anotar que este tema siguió siendo un tema marginal y
marginalizado de la política colombiana (está casi ausente de los
planes de desarrollo, por ejemplo). No ha existido realmente una

política ambiental coherent e, y la concepción política <rproductivista>

logró dominar el período imponiendo su paradigma de desarro-
llo. La dispersión y la debüdad de las autoridades responsables del
medio ambiente hacia que éstas fueran prácticamente inoperantes
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y, Salvo contadas excepciones en casos concretos, el tema esfuvo

ausente del debate político. En 1986, el plan de desarrollo del

presidente Barco teafirmaba todavía la necesidad de crlnquistar

ierritorios Qos bosques tropicales) para incorporarlos a las activi-

dades productivas. Esta visión es ilustradora de todo el paradig-

ma <productivistar> que dominaba desde los años treinta, con el

cambio que se operó en el papel del Estado. sin embargo, un

año y medio más tarde, el mismo presidente declaró que era

ufgente proteget La Amazonía, la última gran reserv¿ natural, y

entregó iin.o millones de hectáreas de bosques tropicales a la

comunidad indígena \7itoto. ¿Qué había pasadc-r? ¿Por qué ese

cambio de perspectiva, indicador del inicio cle una nueva ftrr-

mulación de Ia política hacia el ambiente, cuandc-¡ nacla ,.le eso

podía preverse un año antes?

3.3.1,. Los FACToRF.s DIl, cAtvrtsIo DE porÍrlc¡

Para explicaf este giro se pueden indicar varios elcmentos' Si se

toman en consideración los factores dinámicos del modelo te<'iri-

co AC que deberían explicar los cambios de política, resulta que

no fueron cambios en las conüciones socioccclnómicas, ni una

modificación en la opinión pública las que plovocaron este cam-

bio. Tampoco hubo cambio signiiicativo en el gobierno" A pesar

de que esta decisión del presidente Barco fue rnarginal en su efectcr

d.irecto, introdujq sin embargo, un cambio de perspectirta radical

frente a las concepciones anteriores sobre territc¡rio. l,a ex"plica-

ción de esta decisión, a priori sorprendente' debe buscarse en el

impacto producido POr eventos qu€ ocurrieron en el escenaricr

internacional.
En efecto, a partk de mediados de lc¡s años ochenta, la preocu-

pación internacional por el medio ambiente toma lluevarnente fucr-

,u, ,n particular con la creación de Ia ComisiÓn l\'tundial sobre

Medio Ambiente y Desarrollo en ias Naciones l-inidas y con Ia

pubücación del Informe I'Juestro futaro común pof Paftc de la Co-

misión Brundtland en 1987, comisión en la cual Colombia paruci-

pó activamente a través de la gerente del Inderena, N'largarita hlarinc¡

áe Botero. También la actualidad de estos años se lleno tle una
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serie de catástrofes ambientales: inquierudes por los cambios
climáticos v en la capa de ozono, Bophal y México en 1984, Armero
en 1985,'Ichernobyl y Schweizerhalle (Basilea) en 1986, Bangladesh

en 1987, Iixxon Valdez en 1989.

Este nuev<-¡ clima permitió que el Inderena pidiera un análisis

de la gestión institucic¡nal del sector en Colombia. El resultado fue
la publicación en 1985 del informe Mejía, Millán y Perry. Los au-

tores cliagnosticaron la necesidad de una verdaden refundación
de la estructura institucional nacional para remediar las graves de-

ficiencias del sector ambiental y propusieron la creación de un
I)epartamento Administrativo para el Medio Ambiente (Damar)

v corporaciones regionales especializadas para cubrir todo el terri-
torio nacional.

I)e su parte, el informe Brundtland Qr{uutro futuro común) de

1987 puso en evidenciala importancia de la cuestión ambiental y
clio un impulso defirutivo al concepto de desarrollo sostenible.
También señaló el problema de la destrucción del bosque topical.
Concretafnente, la .Amazonia, que en para muchos una vasta zana
improductiva. se transformó de golpe en una reserva de impor-
tancia vital para el mundo entero y por lo tantq su preservación
era una ventaja, un recurso en el escenario internacional. Surgió la
idea de que el norte industrializado había contratado una deuda

ecológica con el sur y que estos países merecían, por ende, tecibir
transferencias de capitales, una (ecorrentaD, por haber conservado
y por segrir conservando el bosque tropical (Borrero, 1994). Los
países del sur ruvieron la esperanza de que €n esta ocasión podrían
tener ventaja sobre el norte, ya que los recursos biológicos y los
bosques se situan principalmente en el sur.

La reaparición del tema ambiental en el exterior, permitió re-
tomar la iniciativa aI Inderena en el plano intetno. El informe
Brundtland, biblia de todas las conferencias internacionales de la
época, confirmaba y ampliaba las tesis y valores defendidos pot el

Inderena desde hacía varios años. Al f¡nal de los años ochenta, la

oposición entre coalición <<productivistu y coalición (conser-

vacionista¡> entró en una nueva fase. El concepto de desarrollo
sostenible, legitimado pot la Organizactón de las Naciones Uni-
das, permitió imagrnar nuevas relaciones que auguraban una posi-
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ble reconciüación entre estas dos corrientes. Con este concepto se

dio la impresión de que era posible una síntesis entre estos dos

polos que hasta ahon se oponían en sus fundamentos y obraban,
en Colombia, en territorios separados. La citación por parte de las

Naciones Unidas a Ia gran Conferencia Internacional en Río de

Janeiro, en 1992 (I Cumbre de la Tierra) sobre el tema -y durante
la cual cada país debía presentar un informe sobre el estado del
ambiente- favoreció iniciativas e investigaciones.

La prioridad que tomaron par:a eL Estado los asuntos ambien-
tales despertó las rivalidades burocráticas. ¿Sobre qué instirución
debía recaer la responsabiüdad de formular una política ambien-
tal? ¿el DNP o el Inderena? Esa dvalidad burocránca enúe estas

dos instituciones, dominadas por coaliciones opuestas desde hacía
décadas, se toma central parala comprensión del proceso de cam-

bio institucional en el tema ambiental.
En 1990, el Inderena, en colaboración con el organismo de

cooperación de los Estados Unidos, Usaid, publicó un nuevo di"g-
nóstico global de la situación ambiental colombiana, el cual per-
mitió tomar conciencia de la gravedad del deterioro del ambiente
y de la débil eficiencia de las instituciones encargadas. Señaló en-

tonces la necesidad de reformadas para que el país diera prioridad
a la cuestión ambientalpata su desarrollo fun¡ro. Este texto vino a

servir de base al presidente Gaviria, en 1990, para formular por
primera vez vrta verdadera política ambiental en un plan nacional
de desarrollo.

3.3.2. La ar,rnuncróN DE rrNA NUEvA poúnca

En el año 1990 ocurren en Colombia tres eventos que van a
favorecer cambios políticos e institr¡cionales en el campo ambien-
tal primerq como ya se señaló antedormente, la necesidad de la
preparación de la reunión de Río de Janeiro de 7992; segundq la
elección de un nuevo presidente de la República; y tercerq el dete-
rioro de la situación política interna que desemboca en la convoca-
toria a una Asamblea Nacional Constituyente.

La perspectiva del cambio de gobiemo es considenda, como
un factor dinámico para el cambio de políticas porque es la opor-
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tunidad para proponer nuevas y porque se acompaña de una re-

novación de personal en la alta función púbüca. El presidente Gaviria

se posesionó en agosto de 1990 con el compromiso de convocar

a una Asamblea Constituyente que reformara las instituciones esta-

ales y las relegitimara. Atendiendo las prioridades establecidas en

la agenda política internacional del período, el medio ambiente y el

comercio exterior fueron también temas prioritarios para la polí-
tica colombiana. Por eso el presidente se fijó dos objetivos en el

tema ambiental: uno, participar activamente en la Cumbre de Río

y, dos, librar una campaña internacional para conseguir recrrsos

destinados a la protección del medio ambiente.Pan tener credibi-

lidad, esta estrategia internacional implicaba necesariamente hechos

concretos en la política interior. Por eso se optó por la rctlizlc.i5^
de una reforma profunda de las instituciones del sector ambiental

nacional y por la incorporación de nuevos principios ambientales

-precisamente discutidos en la preparación de la Cumbre de Río-
en Ia futura Constitución (Rodúgaez, 7998:137).

La inminencia de una reestructuración profunda de las institu-
ciones ambientales polarizó las dos coaliciones principales del
subsistema de política. Los <conservacionistas>>, alrededor del
Inderena, y los <groductivistas), desde el DNP, van a desarrollar

estrategias para hacer preva"lecer sus valores e intereses en los cám-

bios institucionales por venir
Antes de presentar en detalle la evolución y la estrategias de las

dos coaliciones, se puede definir, de manera sintética, la situación

de las dos entidades. El Inderea er una institución débil desde el

punto de vista de su capacidad de gestión, pero que disponía de

importantes conocimientos, competencias y de una larga expe-
riencia en materia de gestión ambiental; por eI contrario, el DNP
era una institución fuerte desde el punto de vista de su capacidad

de gestión, pero que no disponía de mucha experiencia en'el cam-

po ambiental.

3.3.3. Ln coauc¡ó¡¡ (coNSERVAcIoNISTA)

Desde Iz creacihH del Inderena -cuyo fin inicialmente era el

favorecimiento de la vaJoización de los recursos naturales- se ha
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desarrollado en su seno una conciencia sobre la necesidad de llevar

a cabo una polírica de protección del ambiente' Más de una vez'

desde ta adopción del Coaigo de los Recursos Naturales en 1974'

la institucién soücitó un autnento de sus comPetencias y el fortale-

cimiento de su posición institucional. En 1979 y 1985, el Inderena

pfesentó d.irrersas propuestas de rcotganizaciÓn del sector -POr

.¡.-plo, med.iante ia creación de un Deparrarnenro Admínistrati-

vo o de un Ministerio del Medio Ambiente-. sin embargo, de

hechq y como ya se indicó anteriormeflte, el Instituto fue Plogre-

sivamente desmembrado'por la creación de corPoraciones reglo-

nales y su presupuesto ied,rcido. ¡Incluso, los sueldos de sus

funcionarios eran inferiores a los de otras entidades de mismo

rango! El Inderena ni siquiera encontraba mayor apoyo en su pro-

pio-ministerio tutelar, el Ministerio de Agncultut"' Éstt estaba pre-

o.rrp"do por el aumento de la productividad agrícola más que

por la preservación del ambiente. EI Inderena fue consideraclo

más bien como una entidad que estorbaba y que impedía el desa-

rrollo económico. Además, como el resto del sector público, tenía

una imagen de comrpción y de ineficiencia'

La respuesta estr atégica del Instituto a esta situación de

marginalización institucional, fue la difusión de las icleas

ambientalistas. La denuncia del deterioro del ambiente por su ex-

plotación intensiva y sin consideración para el futuro fue frecuen-

l.*.rr." asimilada a ufla crítica del desarrollo capitalista' los
ecologistas fueron fácilmente considerados por las fuerzas políti-

cas dominantes tradicionales, como aliados obietivos o instrumen-

tos del movimiento comunista o de la subversión (v€f Patiño, 1991)'

En este contextq eI Instituto tendía a asemeiarse más a una organi-

zaciónde militantes ecologistas o ambientalistas que a uoa admi-

nistración estatal trad.icional. Hasta los años ochenta, el Instituto

estuvo prácticamente condenado a hacer denuncias públicas' I-¿s

cosas cambiaron un poco desde 1986 gracias al inicio cle un pro-

ceso de descentralizacíínadministrativa y política' E'l insututo en-

contró en este Proceso la posibilidad de difundit una corrciencia y

vna práctica ambientalistas en los municipios meüante campañas

.o*t h de Cabildos Verda o la de Manicipios Verdu. El Inderena

contribuyó de esta mafiet a la creación de varias or¡p'nizaciones
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no ¡¡rbernamentales (ONG) activas en el tema ambiental. A fina-
ies de ltrs años ochenta, Ia mayona de las ONG ambientalistas
(FJatura, Penca de Sábila, Ecofondo, por ejemplo) se crearon o
fueron reanimadas por antiguos funcionarios del Inderena.

Sin embarga,y a pesar de su debilidad institucional, el Instituto
siguió siendo oficialmente la mayor autoridad ambiental del país.

Gracias al rabaio de un grupo de fieles muy activos, el Inderena
adquirió una competencia reconocida en el entenümiento de la
problemática de la fauna y la f{ora tropicales. Es así como el Insti-
ruto logró asumir la representación oficial de Colombia en la Co-
misión Brundtland, se habia constituido en la memoria colectiva

tle las luchas ambientales -{on su mística y sus mártires- y era una
escuela de formación para líderes en la ptotección del medio am-
biente de Colombia.

3.3.4. Ln cr:ru-rcló¡-¡ (pRoDUCTnasr¡r>

El polo opuesto al Inderena, concenuado en la División Espe-
cial de Política Ambiental, creada en 1989 y adscrita al DNP, tenia
una débil experiencia en la problemática ambiental, pero- debido a
su posición institucional, disponía de una capacidad administtati-
va, de recursos v de conocimientos técnicos más importantes que

la del Inderena. La posición central del DNP en el seno del Estado
colombiano le permitía también disponer de más recursos e in-
formación para producit discurso y conceptuar sobre las
interrelaciones entre desarrollo y ambiente. El DNP había adquiri-

do una cierta experiencia en materia de gestión ambiental a través

de la tutela que ejercía sobre las corporaciones regionales. Progre-

sivamente el DNP había integrado aspectos ambientales a los pro-
cesos de planificación que tenía a su cargo.

La estrategia del DNP hacia el Inderena consistía en asfixiarlo

para favorecer su División especiahzadaen política ambient¿I. Por
ejemplo, en 1989, después de haber participado en el debilitamiento
del Inderena, restándole ámbito a sus funciones, el I)NP inició una

evaluación de la gestión de éste. EI estudio concluyó, evidente-

mente, que el instituto catecía de los instrumentos jurídicos, finan-
cieros y técnicos para cumplir con las responsabilidades a su cargq
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motivo por el cual la gestión del Inderena a favor del ambiente era
muy débil. A parrir de 1990, sin consultar la principat autoridad
ambiental que era el Inderena, el DNP y la Presidencia elaboraron
propuestas de cambios instirucionales pan el sector (Comisión
Nacional Interministerial del Medio Ambiente, Deparramento
Administrativo). Todas esas propuestas preveían la desaparición
del instituto y el fortalecimiento del papel del DNP en el sector.
Por ejemplo, el proyecto de comisión destinabalasecretaría técni-
ca al DNP (modelo conpes) y estable cía la adscripción de las
co{poraciones regionales teritoriales a una Diüsión de ese De-
partamento Administrativo y la desaparición del Inderena.

3.3.5.La ,rp¡nrclóN Der MEDTADoR op porÍr¡c¡

Frente a la necesidad de reformar el sector ambiental para lle-
vaÍ z cabo su política exterior, el presidente Gaviria se encontraba
ante dos alternativas. Las dos instinrciones que ejercían responsabi-
lidades en la gestión ambient¿l avanzaban cada una en su propio
proyecto. El unq favorecía al Inderena, que se consid rr^bi.o*o
la matiz legítima de un Departamento Administrativo (de igual
nivel que el DNP) o de un Ministerio; el otro, favorccía al DNP y
pregonaba la creación de una comisión interrninisterial que asu-
miera un control completo, o por lo menos preponderante, sobre
el tema ambiental de manera intersectoi^I y consideraba la liqui-
dación del Inderena.

Ante esta situación el presidente soücité la colabotaciónde una

Persona externa sin experiencia en el sector para llevar a cabo la
reforma instirucional y para preparalaparticipación del país en la
Cumbre de Río: el profesor de la Universidad de los Andes, Ma-
nuel Rodríguez Becena, amigo personal del presidente. Fue nom-
btado como gerente del Inderena. Según el propio: Manuel
Rodríguez, el presidente no quería un <<verde>> paÍa rcotgaqaat el
sector, sino,a alguien que buscara conciliat tazoflablemente la
conservación y el desarollo (trt[entorias,7994:10). Frente a las esra-
tegias e intereses de las dos coaliciones, el nuevo gerente cumpliría
precisamente con la función de un mediador de política entre las
dos tradiciones paradigmáticas y brxocráticas.
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El punto positivo del proyecto de comisión era que superaba
la lóg¡ca sectorial. El proyecto obügaba a todos los ministerios a

tomar en consideración los aspectos ambientales. Sin embargo,
para Rodngaez Becerra tenía inconvenientes, en primer lugar, por-
que esta solución atribuía al DNP la doble función de ser alavez
el responsable de la planificación y también de la eiecución de las

políticas. Este aspecto no le parecíaconveniente desde el punto de

vista de la ciencia administrativa, según la cual algunas teorías pre-
gonan por una separación clara entre los entes de planificación y
los de eiecución. En segundo lugar, con la comisión interministerial,
la máxima autoridad ambiental del país quedaba en un nivel admi-
nisuativo de poca visibiüdad (una División en el seno del DNP). A
Rodríguez no le parecía tdecuado que fuera un funcionario d.e

tercer nivel quien representar.ala autoridad ambiental en un terna
de tanta importancia a nivel internacional S{emorias, 1994:18). A
partir d. allí, su preferencia iba evidenremente haciala creación de
un ministerio. Por su parte el DNP argumentaba, no sin razón, eu€
con un ministerio se continuaría considerando el tema ambiental
de manera sectorial y en forrna aislada del desarrollo económico y
social (El Espectador, 11 de noviembre de 1990). Finalmenr., ,L
decidió presentar ante el presidente de la Repúbüca las tres solu-
ciones elaboradas: el departamento administrativo, Darnar, Ia co-
misión interministerial y el ministerio.

El presidente Gavida, probablemente convencido por los ar-
gumentos de su amigo escogió la solución del ministerio y ordenó
a los dirgg¡s¡ss del DNP, del Inderenay alMinistro de Ag.ricultura
la elaboración de un proyecto de ley en la mareria, cuya aproba-
ción se lograra antes de la celebración de la Cumbre de Río de

Janeiro en junio de 1992. La decisión presidencial de optar por la
solución del ministerio no es soqprendente si se considera el interés
del ptesidente Gaviria en desarroll* oru política internacional <<agre-

siva>. Esta solución permitía dar el máximo de visibiüdad a su
vabaio de reformas políticas e instirucionales en el rema ambien-
tal. Además,la solución correspondía tanto a las recomendaciones
en boga en términos de diseño institucional -es decir, disociación
de la dirección o planificación de Ia ejecución-, como a las dispo-
siciones de la Agenda 27 con relación a una mayor descentrali"a-
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ción. La solución del ministerio permitía también satisfacer par-

cialmente tanto al Inderena como al DNP. Para el primeto, el DNP
no obnrvo el control del sector y, para el segundo, se liquidaba el

Inderena.
La coincidencia entre los uabajos de reclacción de la nueva ley,

de la preparación de la Cumbre de la Tiera de Río deJaneiro y de

elaboración de una nueva Constitución Políttca para la República

de Colombia tuvo consecuencias evidentes sobre esta ultima. Se

aprovechó la circunstancia para participar acdvamente en las labo-

res en curso e inaoducir en la nueva Constitución el tema ambien-

tal. Finalmente, la Constitución Política de 1991 resultó ser una

Constitución muy generosa con la problemática ambiental, a pesar

de la ausencia casi nula del movimiento ecologista del puísu. Algu-

nos meses más tarde, en un ambiente <<pre Río muy favr:rable al

ambientalisrno, el país se descubre -^ través de las mitadas de los

otros países- rico en recursos narurales importantes (bosques,

biodiversidad, aguas, etc.) A pesar de que sólo unos pocos añ<¡s

atrás se los despreciaba casi por completo. De forma simultánea a

las discusiones constitucionales (mayo-agosto 1991) se formuió
también la primera política ambiental en un plan nacional de desa-

rrollo que preveíala creación del Ministerio del Medio Arnbiente

y, entle otros, la consecución de fondos internacionales para llevar

a cabo una política de protección de las selvas tropicales.

3.3,6. Er c¡NBIo DE poúnc¡ INScRITo EN LA LEY

El proceso de decisión que llevó al presidente Gavrri^ a crear

un Ministerio del Medio Ambiente necesitaba aún concretars€ en

6 una üsta electoral ecologista para la designación de los representantes a la

Asamblea Constituyente, en diciembre de tr990, recibió solamente 8.00?

sufragios en todo el país.
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una nucva ley. Esta norma debía establecer las estructuras
institucionales y sus funciones, así como definit las bases orientadoras,

el núcleo cluro, de Ia nueva política ambiental de Colombia. En esta

etapa. legislativa los distintos actores del subsistema de política. am-

biental defenclieron sus valores e intereses.

Entre septiembre de 1991 y maÍzo de 19921a preparación de la

ley se hizo de m'¿nera caótica. Tanto el Inderena como la División
del DNP propusieron textos. El Inderena solicitó un expffto del
PI\]UD para hacer algunas observaciones así como un asesor del
RID. Finalmente,las partes acordaron el nombramiento de un abo-

gado externo a las dos entidades para organizar las discusiones artí-

culo por ardculo. En abril 'Je 7992, el presidente Gaviria solicitó que

se presenta:z el proyecto de ley ante el Congreso de la República

para su aprobaciórr,y? que la cumbre de Río se acercaba y Colom-
bia había anunciado la creación del Ministerio en v¿rias reuniones

intetnacionales y hacía parrc de su Informe pala la Cumbre de la
Tierm. Sin embargo,los procedimientos de discusión y de adopción

cle leves en el nuevo Congreso imposibilitaron su aprobación a tiem-
pcr. Irue sólo después de la Cumbre, en julio de 1,992, que se dio
imcio a los debates'en la Comisión del Senado,luego en el Senado y
finalmente en la Cámara de Representantes. I¡rs debates fueron lar-

gos y cüficiles, particularmente en el Senado. Al final, en diciembre
cle 1993, se logró la aprobación definitiva de la ley número 99. Du-
rante su trámite ante el Congreso de la República, el proyecto del
gobierno fue moüficado en varios puntos por iniciativa de los par-
lamentarios y debido a las actividades de cabildeo o bb@ingde dife-
rentes e>rganizaciones e instituciones. El proyecto fue sometido a

presiones Hnto politicas como económicas.

En el plano político la discusirin más intensa se dio alrededor
de la cuestión del número y de las competencias de las coqpora-

ciones regionales previstas para la implernentación de la política
ambiental en todo el territorio nacional. El motivo de üscusión
era que este tema afectaba ditectamente la repartición de las com-
petencias entre los diferentes entes y niveles de las entidades públi-
cas (murúcipios, departamentos, regiones), lo cual poüa influir en

las posibilidades del conuol político de los recursos y del personal

-la práctica del clientelism(F.por parte de los representantes a la
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Cáman y de los senadores. Si una cierta lógica ambiental justifica-
ba dividir el territorio nacional en función de las cuencas
hidrográficas para su adminisuación por las colporaciones, la ló-
gica política obligó a aumentar el número de co¡poraciones. Ini-
cialmente el proyecto gubernamental preveía un número de 18

corporaciones para cubrir el territorio. Pero después de su uánsito
por el Senadq se llegó a 30 corporaciones,y ú final del proceso
legislativo fueron 34 los entes territoriales aprobados. Según Wiesner
(1997:181,ss) se trut6 de una repartición, en función de la geografra

política y de los recursos financieros destinados al medio ambien-
te.La gran mayoúa de las coqporaciones que se establecieron ejer-

cen su jurisdicción dentro de las mismas fronteras que los
Departamentos. El mismo autor considera que la ley cedió ante

los intereses políticos locales y regionales de los parlamentarios y
provocó un fortalecimiento del cenualismo local.

El sector industrial privadq Ia ANDI y las multinacionales pe-

troleras intentaron también modificar la ley sobte el tema de la
expedición de las licencias ambientales y de los detechos de parti-
cipación de los ciudadanos. La ANDI trató de dar validez 

"l 
pti"-

cipio del silencio administrativo positivo en la auibución de las

licencias. Conocedora de la ineficiencia tradicional de la burocracia

estatal, esto hubiera permitido dejar casi sin control efectivo las

actividades industriales. Las petroleras, por su parte, buscaton que

el Ministerio de Minas, menos ambientalista, siguiera siendo el ente

que autonzaba la explotación minera. Ambas soücitudes no fue-

fon acePtadas.

El proyecto estuvo varias veces a Punto de hundirse. En los

momentos críticos fueton las intervenciones personales del pre-

sidente Gaviria y del candidato presidencial Samper en el Congre-

so ante algunos padamentarios las que permitieron sacar adelante

el proyecto de ley. Sin embargo, a pesar de la importancia de la
nueva le¡ ésta terminó aprobada casi con relativa indiferencia de

los meüos de comunicación.

S.pr los autotes de la le¡ la influencia de la Conferencia de

Río fue determinante en la evoluciót y el contenido de la norma
(I\,Iemorias, 1994:67). Er de anotar que los principales redactores

de [a ley, funcionarios del Indetena y del DNR fueron los mismos
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que participaron en la Cumbre de Río y quienes también esruvie-
ron muy activos durante los procesos legislativo ante el Congreso
y en el de redacción de la nueva Constitución Política de 1991.
obviamente, la coniunción de las mismas personas en estos tres
eventos ha facilitado la coincidencia entre el Agenda}l de Ríq la
Constitución colombiana del 91 y laley 99 de 1993. rncluso, laley
99 se refiere textualmente, en su artículo primero, a los principios
de la Declaración de Río de Janeiro de junio de 7992.

3.3.7. T.scclo¡¡us DEL cAMBro

El anfisis de este segundo proceso de cambio de política aÍTt-

biental muestra el impacto que tiene el escenario internacional so-
bre la política colombiana. Es un s¿talizador fundamental de los
cambios de política. El Informe Brundtland y la Conferencia In-
temacional de Río de Janeiro favorecieron directamente el aban-
dono de la política, hasta ese entonces tradicional, de conquista
territorial, abandono que se ilusua de manera espectacular cuando
el presidente Barco en 1988 cede territorio amazítúco a los indí-
genas Witoto. Según el modelo teórico de Sabatier, este evento
hubiera podido ser considerado como una nueva <<anomalía¡> en la
lógica productivista dominante, luego de oua <<anomalízl,) como
había sido la adopción del Código de los Recursos Nanrrales. Sin
embargo, la dinámica del nuevo discurso ambientalista (deuda
ecologista, desarrollo sostenible), contrariamente a lo que ocurrió
en 7974, coincidió y entró en resonancia con una siruación interior
más crítica: crisis del régimen, proceso de descentrali"ación, nuevo
ptesidente y Asamblea Constiruyente. El interés fue todavía mayor
cuando se percibió que la cuestión ambiental podía ser una posibi-
Iidad o un criterio imporante parr- la obtención de recursos {inan-
cieros y créditos externos (FMI, BL{) destinados a los países en
desarrollo. Estos eventos favorecieron la posibilidad de efectuar
una reorganización de la gestión del sector ambiental y lograr así el
cambio en profundidad de la política púbüca. En este contexto, el
conflicto entre las dos coaliciones del subsistema de política am-
biental se transforrnó en un conflicto burocrático entre las dos
instituciones que las representaban: el Inderena y el DNP. La figura
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del mediador aparece entonces claramente en la persona del nue-

vo gerente del Inderena, escogido por fuera de las dos coaliciones.

El análisis del proceso de decisión mostró igualmente el impor-
tante papel jugado por el Congreso de la República y las instirucio-
nes públicas locales (gobernadores de departamentos, gerentes de

corporaciones) en el contenido de la ley, principalmente cuanclo se

trató de la repartición política y territorial de las cliversas compe-

tencias atribuidas a las nuevas instituciones ambientales.

4. CoNcLUSTóN

El análisis presentado pretendía dar una respuesta al interro-
gante sobre las nzones que explican los cambios de políticas pú-

blicas en Colombia. Para tal efecto, como marco teórico y

metodológcq se seleccionó el modelo explicativo llamado atluocary

coalitions (AC) propuesto por Sabatier yJenkins-Smith v se aplicó al

caso de la política ambiental en Colombia.

A partir del examen de las estructuras de los sistetnas de valo-

res se identificó el desarrollo-dé tres diferentes políticas ambienta-

les sucesivas. Esto permitió corroborar la idea según la cual la
formulación y la implementación de las políticas públicas están

fuertemente orientadas por las concepciones clominantes
(paradigmas) relativas al papel del Estado, al género humano y ala
Naturaleza. Se ha podido demostrar que es a panir de estas matri-
ces conceptuales que las relaciones entre Estado, Hombre y Nanr-
mleza se construyen y que se concretan en normas e instiruciones

globalmente de conformidad con éstas.

La identificación de las políticas públicas a partir de los valc¡-

res que las fundamentan ha permitido también sacar a la luz los

rnomentos de los cambios de política. El modelo AC pretende

explicar la ocurrencia de estos cambios meüante la acción com-
petitiva de actores unidos por valores comunes y agrupados en

coaliciones más o menos fnrmales. Estas coaliciones de actores

(aduocaE coalitions) buscan argumentos, utilizan oportunidades y

construyen estrategias de poder, tanto a partir del entorno del

subsistema de política como descle su interior, por efecto del

aprenüzaie político.
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¿Ha permitido la reconstitución de los procesos de decisión y
el anáfisis del entomo de las políticas públicas, descubrir los acto-

res y factores de cambio de política? Primero recordemos que el

análisis ha mostrado la existencia de dos cambios de política pú-
blica amhiental: el paso de una política púbüca <clásico a r¡na po-
lítica <productivista> y ele ésta a una política de <desarrollo
sc.¡stenible>. F'rente a estos dos cambios exitosos, se puede señalar

un fracaso: el intento de cambio con la adopción del Código Na-
cional de los Recursos Naturales en 7974 (CRN, decreto-ley 2817

de1974). una comparación entre cambios de política exitosos y
fracasados nos permite aftna;- la discusión sobre las condiciones

necesarias al cambio de política pública en Colombia, ala luz del
eiemplo de las políticas ambientales.

4.1. Lns coNDrcIoNEs pARA EL cAMBro DE potfTlcA

b,l mr:delo de Sabatier yJenkins-Smith indica que entre las cau-

sas externas de cambio se üferencian los factores relativamente

estables de los factores dinámicos. En nuestro análisis, si examina-
mos los casos de cambio exitoso, se puede ver que el primerq de

1936, se debe principalmente a un cambio de gobierno y significó,
en este caso, no solamente el acceso al poder de un gobierno alter-
nc.r, sino un verdadero cambio de régimen basado en una estructu-

ra diferente del sistema de valores. La crisis económica de 1929, es

decir las mod.ificaciones en las condiciones socioeconómicas, fue

probablemente un factor central para el cambio de gobierno. Sin

embargoo la evolución de las condiciones socioeconómicas tuvo
como trasfondo moclificaciones en la estructura social del país,

situación que permiuó rcahzar cambios importantes en las reglas

constitucionales (reforma constitucional de 1936) y en materia de

política económica con la importación cle modelos de planifica-
ción. Estos uldmos son paradigmáticos de Ia puesta en marcha de

la idea de un Estado para el desarollo. La idea cental consistía en

la creación de burocracias nacionales racionales -polític¿unente neu-

trales y eficaces- en la t¡adición weberiana (Rondinelli, 19872142-

L43).Paffiel cumplimiento del objetivo final--el aumento del ingreso

nacional* era necesanala creación de un aparato panla planifica-

202

i..1

Poúnc.qs putuc¿s

ción del desarrollo económico y para la movilizactln y atribución
de los recursos. La creación del Consejo Económico y Social
(conpes) y luego del Departamenro Nacional de planeación Q)Np)
durante los años cincuenta y sesenta es la ilustración del nuevo
papel que se atribuye al Estado.

En el segundo cambio de política pública (1993), las modifica-
ciones de orden socioeconómico y el cambio de gobiemo son
seguramente elementos importantes para expücar el cambio. Sin
embargo, las modificaciones de las reglas constirucionales (1ggr),
faciliadas Por la situación interna de cdsis política e institucional
(violencia y nmcott^fico) y el impacto del sistema político intema-
cional, en particular la Cumbre de Río deJaneiro y su AgendazT,
pafecen ser factores más determinantes. Además, es importante
señalar que la Agenda 21 estableció los principios de un nuevo
modelo político adminisradvo para el desarrollo sostenible, mo-
delo que se reflejó tanto en la nueva arquitectura constitucional del
país como en laley 99 de 1993.

En el caso del fracaso en el cambio de política pública, con la
adopción del CRN en 7974,es rambié n fáciver la influencia de la
aren internacional. Sin embargq si se compara con los procesos
anteriores, se puede constatar que, primero, en este caso no hubo
una crisis interna importante que entrmaen resonancia con la adop-
ción del cRN. Tampoco hubo una propuesta de un modelo alter-
nativo paralagestión del sector. En segundo lugar, a pesar de que
el prcrceso de decisión de 1,974 estaba aún muy cenralizadq uno
de los principales actores político-administrarivos, el DNp, quedó
al margen del proceso, lo que indicala poca importancia que atri-
buyeron al tema tanto las instancias centrales de decisión como las
instancias internacionales de eréütos y de cooperación. Entonces
el tratamiento marginal que se dio a la problemádca ambiental en
este caso sólo podía conducir a su fracaso. La adopción del CRN
pudo ser considenda por el subsistema de política -y en particu-
lat por la coalición dominante- como una simple <anomalíu tole-
rada por el sistema de valores prevaleciente.

El modelo explicativo AC toma en consideración también el
efecto del aprenüzaie político sobre los cambios de política pú-
blica. ¿Qué se puede decir al respeco con nuesrro análisis? si s.
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considera el análisis de Badie (1992b) acetc de la bulimia legisla-
tiva y sobre la creaciín de instituciones como simple renovación
de fachada, sin impacto real en la sociedad, sería fácil clasiftcar
como un simple formalismo legal el caso de la política ambiental
con su ampüa producción normattva e institucional. Sin embar-
go, el enfoque utilizado a9ú, que toma en cuenta un largo perío-
do, permite mattzar el juicio. Si bien es cierto que los objetivos
fijados por las políticas y normas ambientales existentes, corno
la creación del Inderena y la adopción del RCN de 1,974, estuvie-
ron lejos de ser alcanzados, el mantenimiento de éstas ha permi-
tido la constitución de polos de competencias y de experiencias
en el terna. La formación y capacitación del personal ha signifi-
cado la creación de un capital humano experimentado impor-
tante pua el momento en que se dio la nueva reforma del sector
ambiental en los años noventa.

Como hipótesis, se podda pensar que la misma marginalización
del Inderena fue la que permitió que esta entidad escapará más

que las otras al apetito cüenteüstay ú cambio frecuente de funcio-
narios y de políticas. Esto permitió la adquisición de competencia
y experiencia, de un sauoirfairv importante en el tema ambiental. La
situación es inversa en los entes más influyentes y prestigiosos del
Estadq corno por ejemplo en las instancias de planificación7. La
permanencia por años, incluso decenas de años, de varios funcio-
narios en cargos importantes en el sector ambiental, en el Inderena
o en su cercanía8, ha sido un factor favorable a Ia reqli-ación del

7 En su estudio sobre la planeación en Colombia, Comby (1973)indica que
es precisamente en las instancias de planeación, en las cuales debe¡ía haber

una mayor estabüdad, que los cambios de personal son más frecuentes.
8 Ejemplos: Jüo Carnzosa, Nancy Vallejo, Maryanta Marino de Boterq
Juan Pablo Ruiz, Augusto Angel Maya,Jorge Hernández.
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cambio de política cuando éste fue posible. La concepción
instirucio¡¿rl del cambio de 1993 es también la prolongación y los

frutos ds €,xperiencias anteriores en gestión del medi<¡ ambiente

por parte del Inderena y de algunas corPoraciones regionales como

la CVC. 6[í enconramos la herencia de insdruciones y de persc>

nas que hafi orientado las concepciones de lo posible. Parte de las

cOncepcio¡res adoptadas en 1993 estaban ya más o menos formu-

ladas en distintos informes del Inderena y en el CRN de 1974.

En síntÉsis, se mostró la existencia de cinco factores de cambirl

ee las políticas públicas, que a su vez son las cínco condiciones

necesarias para la rcaliración de un cambio, entendido en el senti-

do que helnos definido anteriormente. En Colombia para que se

cambie unfl política es necesario que:

- El tema gea inscrito en la agenda de instancias internarionahs, y parti-

cularmente en las que otorgan financiamiento.

- La siruagión interna sea lo suficientemente nítica como para que

el gobierno tenga la voluntady la capacidad de rcaltzar el camtrio.

- El gobiefno sel capaz de imponer el cattbio constiturional que legl-
time lcls ndevos valores en los cuales se aPoya el cambio.

- Un ruodelo institrcional alternaüao de gestión exista, es decir, que

exista pn¿ solución institucional al problema.

- Las ¿¡¡s¡iores condiciones estén presentes, o sea que la ¡rosibili-
dad de que se efecfue un cambio aumenta cuando l:ray conmtitanda

con las otfas condiciones ya mencionadas.

En otras palabras, es cuando el país se encuentra en una crisis

(política e económica) grave que se producen situaciones que au-

torizan carnbios en la conducta y el contenido de las polÍticas pú-

blicas. f¡2ndo se producen estas coniugaciones, el presiclente de la

Repúblic¿ dispone de un mafgen mayor de maniobra políti ca aI

nivel intetno para imponet nuevas reglas de iuego. Esto permite al

gobierno obtener el apoyo de sectores socialcs y políticos nuev()s

Qn el país (en 1936,e1movimiento socialista; en 1991, el N{-19 Y sus

Sin-rpatiza¡rtes) y en el exterior. Además, el condicionamiento de

los préstamos internacionales a otros factores, distintns ¿ los es-

trictamente financieros, constituye un instrumento impr)ftante \/

rfectivo Je presiónp^ra el cambio político, institucionai y legislau-

vo en el país, tal y como lo muestra lo ocurrido en 1!)93 con lt¡s
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fondos acordados para el medio ambiente en Colombia por el
Banco i\fundial v otras instancias internacionales y que estaban con-
ücic¡nados a la aprobación de la nueva legislación (Rodríguez,
1998). Las instancias gubernamentales hicieron lo posible para cum-
plir con las condiciones impuestas.

4.2. Pnocpsos DE DEcrsróN y nÉcurnnx poLÍTIco

Un objetivo importante del análisis cle políticas públicas es apor-
tar un conocimiento sobre el Estado o el régimen político como
tal. El análisis cle las pnlíticas ambiental€s, y en particular de los
procesos de decisión, permite mostrar también la dinámica de la
relación que opera entre el Estadq sus instituciones y el resto de la

sociedaci.

El análisis de los procesos de decisión pan la aprobación del
CRN en 1.974 )¡ de la ley 99 de 1993,indica quiénes son los actores

que participan en la toma de decisiór y que hacen parte de estas

coaüciones o comunidades de políticas. Igualmente, la composi-
ción cle estas comunidades puede funcionar como un indicador
de la integación, del grado de apertura del régimen o de la parti-
cipación de la población en las decisiones políticas. El análisis de

ios actores inscritos en los procesos de decisión en materia de
política ambiental, y que conforman el subsistema de la política
considerada, muestra que el número de actores se ha ampüado
entre el proceso cle 1,974 y el de 1993.

En el primer proceso, el marco princrprl de la decisión se limita
a un triángulo que tiene como cima el presidente de la Repúblic4
mientras que los dos ángulos restantes los ocupan el Inderena y los

expertos foráneos. Es la Presidencia quien define las reglas de juego

1'quien decide consultar a las instancias de planeacióny alos princi-
pales gremios del país. Este proceso ilustra muy bien la cenúaJtza-

ción y concentración del poder en el régimen presidencial establecido

por la Constitución de 1886, en donde el papel del padamento es

casi nulo y el poder del presidente es muy extendido.

En el segundo proceso, el número de actores se incrementó
con respecto al del caso anterior. El proceso de elaboración se

hizo bajo una dinámica de enfrentamiento entre dos coaliciones
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represenadas por dos instituciones estatales, el Inderena y el DNp,
en donde el representante del presidente iugó un papel de media-
dor. otros actofes públicos intervinieron en el proceso
prepadamentario: los gobernadores y los directores de corpora-
ciones. Luegq durante la fase parlamen tana, el congreso mtsuó
su capacidad para imponer cambios sustanciales al proyecto del
gobierno y fue escenario de intensas actividades de cabildeo o
lobfoingpor parre del sector privadq en particular los gremios pro-
fesionales y las ONG.

La companción de estos dos procesos muestra que el régimen
establecido por la constitución de 1991 es más abierto q..Je'la
sinración prevaleciente anteriormente. Es así que para la elabora-
ción de laley 99 las consecuencias de la descentrali zacilnpolítica
iniciada en 1986 se hicieron norar por una actividad de cabitdeo
importante por parte de multiples centros de poder. Estos nuevos
centros de poder buscaron preservar los intereses de los departa-
mentos, imponiendo un número alto de institr¡ciones regiorr"l., ..,
función de la geografia político-administrativa departamental más
allá de lo que comandabalallglca técnica de una división territo-
rial en función de las cuencas hidrográficas flviesner, l9g7;
Rodrígue2,1998). A pesar de que esto sea criticable desde el punto
de vista de la racionalidad técnica (en el sentido de la administración
racional del desarrollo), desde nuestro punto de vista, coffespon-
de a una racionalidadpalíticaque necesariamente hay que romar en
consideración. Es posible que el costo económico (buro ctacia,
coordinación) suplementario impuesto por la racionalidad política
se compense con una mayor legitimidad paJ3 un régimen político
que estuvo siempre muy cerrado y limitado a los círculos de una
oligatquía de gentlemen flMilde, 197s). Este funcionamiento
oligárquico es perfecramente ilusffado por el proceso de decisión
de 797 4, que buscaba más una legitimidad política mediante el
perfeccionamiento técnico l.gd con expertos intemacionales que
con su población. Obviamente existe el riesgo de un cierre del
sistema político en los niveles regional y local mediante el fortaleci-
miento del poder de oligarquías locales que aprovechan el proce-
so de descentralización y de las transferepcias de poder y de recursos
que lo acompañan flMiesne41,997). Perq por orro ladq esras rrans-
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ferencias de competencias y de recursos pueden también obligar a

las administraciones locales y regionales a ser más responsables en

su gestión, ya que se encuenuan más cercanas a sus electores.

EI uso del modelo AC en el análisis de las políticas ambientales

permitió poner en evidencia los momentos y los Procesos de cam-

bio de políticas públicas. Desde este punto de vista las herramien-

tas concepnrales como coaliciones de actores, sistema de valores y
de política o mediador, fueron pertinentes Para la construcción
del marco investigativo, Sin embargq el modelo resultó más pro-
blemático en su (operacionalizacióru> parala determinación de los

factoies de c¿mbio. En particular, la definición de éstos y la clari-

ficación de la interrelación entre factores <dinámico$> y factores

<<relativamente estableu fue díficil. Por otra putte,la no considera-

ción de la influencia de actores exteriores al sistema político nacio-

nal aparece como una laguna del modelo. El hecho de apücar este

modelo de origen estadounidense a países en desarrollo explica

seguramente esta falencia.

El análisis mostró además que, más allá de los factores en sí, es

la entrada en resonancizy la concomitancia de los diferentes facto-
res los que permiten provocar los cambios y determinat la pro-
fundidad de éstos. En ese sentido nos parece interesante inroducir
en el modelo expücativo udlizado la tesis de Kingdon (1984, 1990)

sobre la construcción de la agenda política. Para este autor es el
encuentro de tres <cokenteu (problemas, soluciones y conücio-
nes u oporunidades políticas) el que permite en cierto momento
abrir temporalmente una <<ventana) política. Es el momento que
puede ser utiüzado por las coaliciones de actores para imponer
cambios. En nuestro caso, lallegada de los problemas aabientales al
escenario internacio nal y nacional, la existencia de so lucion es factibles
(el concepto de desarollo sostenible) y la oporttrnidadpolítica resul-
tante de la crisis interna y la nueva Constitución, son las tres <<co-

rrientes> que se encuentran en un momento preciso. Esta situación
permite entonces que una comunidad de política aproveche y lo-
gre imponer un cambio de política pública.

Finalmente, nos atrevemos a concluir con una reflexión más
general sobre la evolución del Estado en Colombia que nos inspi-
ra el análisis teahrado. Decir que el Estado y la administración
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púbüca latinoamericana son generalmente ineficientes constituye
un comentario común. Es a su vez url comentario ilustrador de la
btecha que separa Estado y sociedad en esta región. Paradójica-
mente esta ineficiencia es también un elemento que permite legiti-
mar más fácilmente los cambios de políticas frente a la población.
Las reformas administrativas son también, a veces, intentos reali-
zados por las éütes políticas para ampliar las bases de una legrtimi-
dad política siempre desfalleciente o precaria. Los experimentos
de importación de modelos poUtico-administrativos enfocados
hacia una eficacia técnica o tecnocráaca de inspiración rveberiana

han conuibuido al incremento del desf¿se entre Estado y socie-

dad, por su tendencía a la centralización y ala concentración del
poder de decisión en manos de <expertos); por lo tanto, diflcultan
todavía más la legitimación del régimen. La consecuencia de esto

se traduce en una crisis recurrente del Estado. Esta manera de
percibir los problemas como cuestiones técnicas y de imaginar
soluciones esencialmente a partir de la ingeniería institucional u

otganzacional, un saber exclusivo de expertos, ha contribuiclo a

su manera a.la legitimación de la instalación de regímenes autorita*
rios en casi toda América latina L pmtrr de los años cincuenta.

La evolución actual de los regímenes pnlíticos en un marco
neoliberal representa un cambio por completo de la tendencia seña-

lada antedormente, gtacias al cambio de orientación general de las

políticas que esto implica y a que el Estado descarga su responsabi-
lidad en la gestión de numerosos problemas, no sólo ambientales,
en hombros de las colectividades locales y regionales (descenaabza*

ción) y en el sectorprivado (privatización). Si toda reic¡rma del modelo
de gestión administatvaes también una búsqueda permanenre para
el fortalecimiento de la legitimidad del Estadq entonces, en lugar de

reflexionar sobre cuál sería el meior esquema administrati'v'o y legal

desde el punto de vista técnicq alargo plazo, result¿ría, tal vez, más

eficaz intetesarse en primer lugar por las condidones de la legitimidad
política y administrativa de las instituciones estatales para la
implementación de políticas púbücas. En el caso contrario, la ren-

dencia contemporánea hacia el <aligeramiento> del' Estado podría
rápidamente tornarse insostenible en un contexto en el cual las

inequidades económicas y sociales no deian de crecer.
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At término de este recorrido a través del anáüsis de la labor
estatal, en particular en sus actividades de formulación, de toma
de decisión, de implementación de políticas y de evaluación de
éstas, cabe el interrogante de qué pensar del Estado contempo-
ráneo. El anáüsis de las políticas públicas permite observar q,r.
el Estado y sus instituciárr., .rr.rr-.ntran olstáculos serios .r"r.,
pretensión de regir los destinos de la sociedad. Es así como las
demandas y expectativas de la sociedad generalmente exceden
sus capacidades pxasatisfacerlas (capítulo II). Luego, en el mo-
mento de formular soluciones y tomar decisiones, el Estado
difícilmente puede imponer un proceso <<racionab> legitimador
de su pretensión de dominación (capítulo III). Es más, en la
fase de implementación de las decisiones tomadas, el Estado
tiene que negociar su presencia y su manera de actuar (capítulo
I\). Además, la evaluación de las acciones y resultados de las

políticas muestra que, a menudo, ellas no corresponden a las

intenciones proclamadas (capítulo \|.El esnrdio de caso muestra
las dificultades que encuentra el Estado al momento de realizar
un cambio de política. Existen condiciones patticulares para
que el Estado logre vencer las resistencias e imponer un cam-

bio de política (sin hablat de su implementación). Esto refleja
el baio nivel de gobernabilidad y de poder de las instituciones
estatales colombianas en particular (capítulo VI). Este recorri-
do muestra que el Estado está enfrentado, de manera general, a

la existencia de una crisis de gobernabiüdad que "refleja el ago-
tamiento de las formas traücionales de la acción pública" y la
"emergencia de (...) una nueva fotma de gobierno más adapta-

da al contexto" (Merrien, 1998).

El anáüsis de las políticas públicas indica que la tealidad del

Estado contemporáneo se encuentra leios de la concepción clásica

del Estado moderno, concebido como institución separada, so-
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berana, autónoma, rectora de la sociedad y gúante del interés ge-

neral, y su instrumento administrativo se enfrenta a una multitud
de resistencias. En todas las etapas del proceso de la política púbü-
ca se advierte que la ideología racionalista que pretende implementar
nn proceso político fundamentado en una razón de tipo <científi-

co>) o <técnico>> +s decir apolítico- no resiste al análisis de la reali-
dad. La <tecnicidaó> es un argumento y un instrumento que sirve
de biombo al poder real, zlavez que expresa"laincapacidad de la

sociedad de enfrentar su propio problema político" (Castoriadis,

7973, ver también Habermas, 1973; Majone, 1997).

Hoy la exigencia de una mayor participación democrática por
parte de los actores sociales y políticos implica la imposibilidad de

pensar y Lcírat en política desde una posición <cientistar> y externa

a Ia sociedad: la política no puede ser una actividad reservada y
exclusiva de los (expertou. Si los meüos y las técnicas no son

insuumentos serviles y neutrales,los fines que se alcanzan con és-

tos, en consecuencia, corresponderán a sus características: los me-
dios son la prefiguración de los fines. Por lo tantq la persecución
de fines justos no puede justificar el uso de medios injustos. Los
valores sociales y políticos (et imaginano dkía Castoriaüs), con sus

dispositivos de implementación, siguen siendo factores determi-
nantes fundamentales en la conformación y transformaciones de

nuestras sociedades.

\ Ert el mismci sentido, detrás de las disputas entre liberalismos,
manrismos y weberianismo, es importante anotar que estas tres
familias ideológicas comparten urra lectura similar de un Estado
que se apoya sobre una administración concebida mecánicamente

como un instrumento o vrt aparato. El liberalismo corlcibe la admi-
nistración como el instumento del poder político electo, $íeber la

ve como el instrumento de cualquier tipo de poder poüticq y p^ta
los manristas la administración es el aparato de la clase dominante
(fimsit, 1982:941-969).En las ues ideologías la administración está

siempre pensada y deseada como una estructura unitaria, piraruidal,
jerárquical centraliqada; y, por ende, comparten también la concep-
ción de la administración como un in¡tramento de pura coacción. De
hecho son ideologías estadistas que conciben la gestión pública
como r¡na mera técnica. La existencia del Estado, erl su forma
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moderna, es consustancial a su visión del mundo. A su vez, la cien-

cia administrativa uadicional cumple con un papel ideológico de

legitimación del Estado Q.trioche, 1982b).

El anáüsis de las políticas públicas rr:uestra en la prácnca que la

adrninistración pública no actúa de forma meramente insuumen*

tal, sino que sabe disponer de amplios márgenes de maniobra que

le permiten disfrutar de una cietta autonomía tanto en relación

con el Estado como con la sociedad. La administración eierce un

papel propiamente político (Uriq 1984). Tampoco se encuentra

separada de Ia sociedad, sino que existe una compenetración mu-

tua, una porosidad en relación con su entofno: la üstinción públi-

co-privado es confusa. X en vez de actllar en forma unitaria, la

administración tesulta Segmentada en su interior (ver Crozier,

Friedberg, 1,977 ; Timsit, 1982:971 ss).

Despoiados así de su aufa Protector mítico, casi dil'ino en el

cual estas ideologías modernas, hijas de la llustración, los encerra-

ron, el Estado y sus instituciones emefgen como una realidad

mucho más compleja. Las instituciofles estatales, con el pasar del

tiempo, y tal como surge a través del análisis concreto de sus ac-

ciones y modos de acción, han perdido su capacidad de control

sobre los ptocesos políticos y de socialización: ya no rigen real-

mente los destinos colectivos de la sociedad. Las instituciclnes han

mosrado su falibilidad y los hombres y muieres han perdido la fe

en ellas: lanzínburocrática que desarrollan en sus acciones dificil-

mente coffesponde a una razón superior en pfo del interés gene-

ral. El Estado está desencantado y los ciudad'¿nos le hacen saber

que su panicipación en los ritos de legrtimación de la rePresenta*

ción política se ha vuelto problemática (Habefmas, 1978; Colliot-

Théléne, 19922264-268) .

La crisis de tegitimidad de la legalidad y de la acción estatal,

reflejada en la baia o el estancamiento en la participación electoral,

fepfesenta síntomas de una crisis del Estado moderno. Parece ser

que la extensión misma de las actividades estatales ha terminado

por diluir su capacidad de dominación del espacio social (Chevallier,

1986) y, simuttáneamente, Ios hombfes y las muieres ha¡r lograclo

constfuif progtesivamente formas de resistencias a estas pfeten-

siones de control hegemónico y han aprendido a esquivadas, des-
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r.iadas o (capturadasr>, El Estado parece ser un tejido de institucio-
ne$ carcomido por la acción de los actores sociales. La sociedad

tiende a emanciparse de la tutela del Estado. Las teorías sociológi-

cas contemporáneas, como la teoría sistémica y la teoría de las

redes, reflejan este proceso de <<horizontÑzaci6n>> de la posición
clel Estaclo frente a otros sistemas o actores sociales. Para unos, el

llstado ya no pretende d.irigir, sino sólo pilotear la sociedad. Para

otros, el L,stado ya no intenta obügar, sino indtary coorünarlas ac-

cionesr. Si el Estado moderno todavía no ha muerto, por lo me-

nos se encuentra seriamente afectado en su salud; sólo es la sombra

de lo que fue, o mejor, de lo que pretendió ser. ¿Como entender
esta evolución lústórica del Estado y su <<decaimiento> progresivo

como instancia principal de regulación de la sociedad?

Las viejas icleologías estadistas de la modetnidad aún procuran
salvarlo mediante recetas viejas. Claro que la <salvación del Esta-

do> es t¿mbién la condición de su propia supervivencia. Si la ideo-

logía marxista que produio el socialismo de Esado (o capitalismo

burocrático) parece no poder recuperarse del desmoronamiento
de los regímenes que lo sustentaban, el libetalismo pretende hacer

retornar el Estado a sus funciones mínimas originales, funciones

de las cuales, según sus apologistas, nunca hubiera debido aleiarse.

Un gtan número de marxistas desorientados por la caída del muro
de Berlín ha engrosado las filas de ese neohbetüsmo o buscan

desesperadamente una ilusoria tercera vía social liberal, versión (6ua-

ve> del proyecto neoliberal.

1 Por supuesto las .lificultades del Estado, ! en particular las del Estado-

nación, afectan igualmente la disciplina jurídica..I-a crisis del derecho, en

particular de la dogmática positiüsta y monista de Kelsen que se identifica
con el Estado-rración y el concepto de soberanía, ha estimul¿do la búsqueda

de nuevas formas iurídicas <flexibleu, gluralistas> o <<reflexivas>> debido a

la creciente ineficiencia o inoperancia de las normas habituales (ver Faria,

2001;ver también Roth, 1995,1996)
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¿Será que no existe otra opción que la de una sociedad capita-
lista globaJiztday gerenciada por un Est¿do mínimo liberal garan-
te del orden y de un derecho al servicio de las grandes
corporaciones transnacionales privadas (ver Dezalay, 1990)? ¿Será
que estamos asistiendq como.le sugiere Bourdieu (1998), ala rran-
sición de un Estado ¡ocial a un Estado esencialmente penal? En
todo caso parece ser que el proceso contemporáneo de reacomodo
de las funciones del Estado, de su transformación, responde a una
doble coacción ejercida por fuentes ant4gónicas que actuan sobre
el Estado como tenazasi una por <<arriba> y otra por <abajo>.

La primera fuente corresponde a las presiones ocasionadas por
el capitalismo financiero intemacional y las empresas ransnacionales
para imponer la l6gca tlel mercado <autorreguladoor global o sus

propios reglamentos en todos los sectores económicos de pro-
ducción y de servicios. El resultado es el rnovimiento de
desregulación estatal y de privadzación de las empresas públicas.
La segunda, por <abajo>r, se refiere ala creciente contestación por
parte de los movimientos sociales de los modos tradicionales de
representación política desde 1960; contestación que encuentra su

punto en común en la exigencia de autonomía. Esta situación va a
obügar al Estado, como lo muestra eI anáhsis de varias políticas
públicas, a <cogestionan) gran parre de sus políticas públicas me-
diante redes, comunidades de política o adaocaE naütions, presión
que conduce al Estado al desarrollo de nuevos mecanismos y lu-
gares de participación polític4 como la democracia participatiua y La

desnntraüqación, para intentar integrar en su lógica burocrática las

reivindicaciones de los movimienros sociales. El Estado está
permeado por la sociedad civil organnada: de un lado por el ca-
pital financiero internacionalizado y, del otro, por los movimientos
sociales. Dos lógicas contradictorias que socavan los intentos de
construir un nuevo compromiso o arreglo político nacional de
tipo keynesiano. La transición en curso coloca en fuera de lugar el
discurso y la práctica políticas de Ia socialdemocracia tradicional,
que qued6 amar:rada a gna visión de un Esado que ya no es prac.
ticable. Al mismo tiempo que los ciudadanos exigen más del Esta-
do, éste se encuentra en una situación en la cual con frecuencia ya
no tiene la suficiente autonomía, soberanía y capacidad pan ac-
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tutr, decidir e imponer reglas. De allí la crisis del Estado y la des-

conftanza genenlizada y el desprestigio de la clase política y del
sistema padamentario representativo tradicionales. El Estado y sus

instinrciones parecen ya no ser el lugar adecuado para las negocia-

ciones enüe fuerzas sociales, económicas y políticas. Un estudioso
de las consecuencias de la globalización considera que esta evolu-
ción provocala ruptura de "las estructuras iermquicas del Estado
moderno, provocando transformaciones institucionales profun-
das (como la despoütización y la autonomía de los sistemas pro-
ductivos y financieros) y el vaciamiento de los controles
democráticos sobre el juego de la acumulación" (Faria,2001:231).

Sin embargq en vez de mirar con inquietud el vaso vacío a

medias de la presencia y acnración estatales, más bien habría que

enfocar nuestra atención sobre la mitad del vaso que llenan los
movimientos y las organizaciones sociales. En sus actividades de

resistencia ala hegemonía estatal estos movimientos organizados,

en su diversidad, presentan una unidad de significación: son porta-
dores de un deseo de autonomía cultural, económica o social, es

decir de un proyecto político y social autónomo (ver Castoriadis,

2000:170-174). Tales autonomías son las que el Estado pretendía
destruir o recupe m p^r^ garanúzar su institu cionahzación como
organismo exclusivo de dominación social2.

2 Se puede útilmente recordar que el proyecto überal del Estado republica-
no resultante de la Revolución Francesa preveía la interdicción de las orga-

nizaciones sociales, sindicales en particular (I-ey Le Chapeüer): entre el
Estado y el individuo, nada puede interferir. Luegq ante la imposibiüdad
de prohibir efectivamente todas las organizaciones, el Estado, en todas

sus vadantes (fascista, socialista, socialdemócrata, überal, etc), constroyó
un modelo de relación en el cual las organizaciones sociales (sindicatos,

asociaciones, organizaciones no gubernamentales) son consideradas, en
üferente grado, como instrumentos útiles o correas de transmisión para
la perpetuación del poder estatal mediante la representación, y hoy con
formas variadas de <garticipacióru>.
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Esta evolución hacia un nuevo modo de articulación entre Es-

tado y sociedad, tal y como lo constatan los análisis concretos de

las actividades estatales, conlleva a interrogarnos sobre los concep-
tos mismo de Estado y de poder político. El Estado moclerno
nace de su separación del resto de la sociedad y de su institución
como el lugar específico para el ejercicio de la acción política. Lcr

político está circunscrito y limitado al Estado. La nueva
<<inteqpenetracióru> contemporánea de las esferas púbüca y privada,

Estado y sociedad y la especie de cogestión de hecho en numero-
sos puntos de las políticas públicas, rompe esa separación y puede

hacer pensar, por lo tanto, en una desaparición del Estado moder-
no corno tal. En efecto, como le recuercla Duran (1990:248), si la

s<¡ciedad se organizapara tansformarse en el Estado mismo (si el

Estado y la sociedad son fundamentalmente idénticos) entonces

todos los problemas sociales y económicos son problemas estata-

les y es, por lo tantq imposible distinguir entre sectores políticos

estatales y sectores sociales que escaparían a la política. Es decir,

desaparece el carácter heterónomo del Estado frente a la sociedad

y, por ende, se desvanece la separación instinryente del Estado.

La construcción de un sinnúmero de pasarelas entre Estado y
sociedad significa que el verdadero lugar del ejetcicio clel pocler

político ya no se limita a las fronteras del Estado. El desprestigio

contemporáneo del Estado constituye entonces un síntoma más

de la pérdida de centralidad de la instirución estatal como lugar

privilegiado del poder político, como monopoüo de lo político. Si

la política se encuentra en todas partes, si la sociedad se otgariza
pat:a <<fagocitan> el Estado de su poder político, o sea para despo-

jado de su función específica, ¿es posible todavía hablar de }lstadcr

moderno?
El concepto de Estado postmoderno nace en los años sesenta

con la emergencia de la llamada <sociedad civil organizadil) comc)

actor sociopolítico autónomo que tiende al autogobierno. Esta

pretensión de autogobierno pone en jaque a las ideologías de la
Modernidad con su concepción elitista y monopc¡üzadora de la
representación política. Los movimientos sociales (indígenas, ho-
mosexuales, feministas, ecologistas, etc.) se niegan a ser represen*

tados por los partidos políticos tanto liberales como marxistas.
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tanto de derecha como de izquierd4 y pretenden actvar en forma

directa, sin intermecliación política. El análisis contemPoráneo de

las políticas públicas tiende a confumar este Proceso en muchos

ámbitos sociales v cuestionan así la <<modernidaór del Estado. Por

eso, muchas de las luchas sociales actuales pueden caracterizarce

como parte de un conflicto entre defensores del mantenimiento

de una sociedad de tipo Estado moderno y partidarios de la "cons-

trucción de un nuevo orden político...[en busca de sus] ... condi-

ciones de tegrtimación social y política" (Gaudin, 1998). Por eiemplq

a partir de un análisis de la jurisdicción indígena en Colornbia,
Boaventura de Sousa Santos señda que "la reivindicación de dere-

chos colectir,'os )'de autogobierno aPunta a formas de Estado y
de obligación política postliberales o aún postmodemas" que el

autor califica como <<neoEstado> (Santos, 2001:2A\.
En la meüda en que estas prácticas desarrolladas por los mo-

vimientos sociales se fortalezcan,se generalicen y se radicalinn, pon-

drán en peligo la existencia misma de un Estado concebido como

separado de la sociedad. Como ya se anotó, si la sociedad, a través

de sus orgatizaciones, busca la autorrePresentación y el autogo-

bierno, entonces el papel del <EstadoD se reduce al de sef un instru-

mento de cc¡ordinación y no de coacción. La función misma del

L,stado desaparece pafa dejar emerger formas radicalmente nue-

vas de otgprúzación tendientes a la autogestión o aI autogobierno y

a la autonomía de los actores sociales (ver Castoriadis, 1975); por
lo tanto, se tfata pues de la constitución de una sociedad no sola-

mente postmorJerna, sino, y más radicalmente, de un proceso de

consffucción de una sociedad postesaul.
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